
Gaceta
Parlamentaria

Año XXIV Palacio Legislativo de San Lázaro, martes 23 de febrero de 2021 Número 5725-V

Martes 23 de febrero

CONTENIDO

Inicaitivas

Que adiciona el artículo 80 Bis de la Ley General de
Población, a cargo de la diputada Maribel Aguilera
Cháirez, del Grupo Parlamentario de Morena

Que reforma los artículos 34 y 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Verónica María Sobrado Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario del PAN

Que reforma el artículo 28 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, con objeto de
dotar de autonomía al Cenace, a cargo de la diputa-
da Claudia Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario
del PRI

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral para el Control del Tabaco, a cargo del diputado
Juan Martín Espinoza Cárdenas, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Que reforma y adiciona el artículo 10 de la Ley Ge-
neral de Instituciones y Procedimientos Electorales,

a cargo del diputado Valentín Reyes López, del
Grupo Parlamentario de Morena

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles y del Código Civil
Federal, en materia de asambleas telemáticas, sus-
crita por los diputados Mariana Rodríguez Mier y
Terán y Fernando Galindo Favela, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Que reforma y adiciona los artículos 288 y 316 del
Código Penal Federal, a cargo de la diputada Kehi-
la Abigail Ku Escalante, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

Que reforma diversas disposiciones del Código Na-
cional de Procedimientos Penales; y de las Leyes
General para prevenir y sancionar los Delitos en
materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción
XXI del artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y Federal contra la
Delincuencia Organizada, a cargo del diputado Víc-
tor Adolfo Mojica Wences, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

3

8

14

25

29

33

39

42

Pase a la página 2

Anexo V



Gaceta Parlamentaria Martes 23 de febrero de 20212

Que reforma y adiciona los artículos 101 Bis y 102
de la Ley del Seguro Social y 170 de la Ley Fede-
ral del Trabajo, a cargo de la diputada Kehila Abi-
gaíl Ku Escalante, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo, en materia de lenguaje incluyen-
te, perspectiva de género e igualdad salarial para
las jornaleras agrícolas, a cargo de la diputada Ma-
ría Wendy Briceño Zuloaga, del Grupo Parlamen-
tario de Morena

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de
la diputada Kehila Abigaíl Ku Escalante, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Que adiciona el artículo 145 del Código Federal de
Procedimientos Civiles, a cargo de la diputada Ro-
salba Valencia Cruz, del Grupo Parlamentario de
Morena

Que reforma el artículo 170 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Dulce María Méndez
de la Luz Dauzón, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

Que reforma los artículos 47 y 49 de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo
del diputado Erwin Jorge Areizaga Uribe, del Gru-
po Parlamentario de Morena

Que reforma el artículo 83 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Higinio del Toro Pérez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

Que expide la Ley General de Bienestar Animal; y
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de las Leyes Federal de Sanidad Animal, General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, y General de Vida Silvestre, suscrita por los
diputados José Guadalupe Ambrocio Gachuz y
Martha Olivia García Vidaña, del Grupo Parlamen-
tario de Morena

De decreto, para que se inscriba con letras de oro
en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de
San Lázaro la leyenda “Heroico personal de sa-

lud”, a cargo del diputado Higinio del Toro Pérez,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no

Que reforma los artículos 7o., 10 y 11 de la Ley pa-
ra el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, a cargo de la diputa-
da Nohemí Alemán Hernández, del Grupo Parla-
mentario de Morena

De decreto, por el que se declara 2022 como Año de
la Libertad de Expresión, a cargo del diputado Hi-
ginio del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Que reforma los artículos 4o. y 25 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Lorenia Iveth Valles Sampe-
dro, del Grupo Parlamentario de Morena

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de
Educación, a cargo del diputado Higinio del Toro
Pérez, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano

Que reforma el artículo 212 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Higinio del Toro Pérez,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no

Que reforma el artículo 8o. del Reglamento de la
Cámara de Diputados, a cargo del diputado Higinio
del Toro Pérez, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

115

118

120

125

129

132

46

49

55

60

66

70

72

75

113



Iniciativas

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 80 BIS DE LA LEY GENERAL

DE POBLACIÓN, A CARGO DE LA DIPUTADA MARIBEL

AGUILERA CHÁIREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

Quien suscribe, Maribel Aguilera Cháirez, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someto a la considera-
ción de esta asamblea iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona la fracción III al artícu-
lo 80 Bis de la Ley General de Población, de confor-
midad con la siguiente

Exposición de Motivos

El Plan Nacional de Desarrollo presentado por el pre-
sidente Andrés Manuel López Obrador al inicio del se-
xenio contiene las líneas generales de la forma en que
durante este gobierno será conducida la política mi-
gratoria en México. De manera puntual se establece
que los a través de la red de consulados y estaciones
migratorias, el Gobierno de México se encargará de
velar y defender los derechos de las y los trabajadores
migrantes que residen en el extranjero; no obstante, se
hace énfasis en dejar por sentado que las problemáti-
cas en materia migratoria, únicamente pueden ser re-
sueltas de raíz, es decir, atendiendo las causas que lle-
van a las personas a salir de sus comunidades de
origen:

[…] el Poder Ejecutivo Federal atacará las causas pro-
fundas de la emigración mediante la creación de em-
pleos dignos, el desarrollo regional, la edificación de
un estado de bienestar y el impulso a los procesos de
construcción de la paz. El propósito de esta política es
que ningún ciudadano mexicano se vea obligado a
abandonar su lugar de residencia por pobreza, margi-
nación, falte de perspectivas de realización personal o
inseguridad (Plan Nacional de Desarrollo 2018-2024,
2018).

Con esta idea se ha definido, entre otras cosas, una po-
lítica social y económica que a lo largo de esta admi-
nistración se ha enfocado en poner en marcha progra-

mas sociales para distintos sectores de la población, y
se ha invertido en proyectos de infraestructura en las
regiones del país con mayores niveles de rezago. Esta
estrategia ha tenido resultados favorables en muy po-
co tiempo por su carácter general y resarcitorio, sin
embargo, no se ha terminado por concretar un meca-
nismo de atención focalizado en las comunidades de
origen y las familias mexicanas de las personas mi-
grantes.

En este sentido, el artículo 2 de la Ley de Migración
establece que uno de los principios de las política mi-
gratoria es que el Estado mexicano debe contar con un
“enfoque integral […] que atienda las diversas mani-
festaciones de migración en México como país de ori-
gen, tránsito, destino y retorno de migrantes, conside-
rando sus causas estructurales”, esto es, en otras
palabras, una política que atienda de manera específi-
ca las causas de la migración en las regiones donde se
registra mayor emisión de migrantes.

Partiendo de este hecho, cabe mencionar que la urgen-
cia de crear una estrategia de contención de la migra-
ción en México debe de ir aparejada de ubicar y aten-
der a las familias de los migrantes que se quedan en
México, pues siguiendo los datos de la Encuesta Na-
cional de la Dinámica Demográfica de 2018, el Inegi
reporta que en México existen 642 mil 345 hogares de
migrantes. Este dato resulta de un cálculo estadístico
que permite hacer una aproximación al total de hoga-
res en México con al menos un integrante que ha rea-
lizado un movimiento emigratorio internacional de
agosto de 2013 a octubre de 2018, teniendo como re-
ferencia que en México existe un total de 35 millones
316 mil 306 hogares.

Desde esta óptica, las familias mexicanas con migran-
tes en el exterior se constituyen como un sector pobla-
cional que requiere de atención prioritaria, ya que du-
rante décadas el gobierno ha sido omiso en atender la
desintegración familiar por causa de la migración de al
menos uno de sus integrantes que, en la mayoría de los
casos, viajan a Estados Unidos para trabajar, casi
siempre, de manera ilegal. A ese fenómeno se suman
las consecuencias psicoemocionales en el ámbito pri-
vado y familiar (trastornos emocionales, drogadicción,
alcoholismo, abusos físicos y psicológicos).

Esto es a todas luces una violación a los derechos hu-
manos de estas familias que se concentran en las enti-
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dades del país donde la falta de oportunidades educa-
tivas y laborales son limitadas, aquellas en las que con
frecuencia se vulnera el derecho de las personas a go-
zar de una vida en familia, con condiciones de bienes-
tar y desarrollo integral. Por todo ello, esta iniciativa
de ley busca modificar la fracción II del artículo 80 bis
de la Ley General de Población con la finalidad de cre-
ar un Programa Nacional de Atención a Familias Me-
xicanas con Migrantes en el Exterior que, por un lado,
fortalezca el marco jurídico en materia de protección a
los derechos de las y los trabajadores migrantes y sus
familias, y, por el otro, garantice “los derechos al tra-
bajo, la vivienda, la seguridad, la educación y la salud
que el país les ha negado por décadas”, tal como se se-
ñala en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2024.

Estas acciones serán fundamentales para cumplir uno
de los objetivos fundamentales al concluir este sexe-
nio: “cesar la emigración de mexicanos al exterior por
causas de necesidad laboral, inseguridad y falta de
perspectivas –y lograr que– mexicanas y mexicanos
encontrarán bienestar, trabajo y horizontes de realiza-
ción personal en sus sitios de origen, desarrollando su
vida al lado de sus familias, arraigados en sus entornos
culturales y ambientales” (Plan Nacional de Desarro-
llo 2018-2024, 2018). 

Fundamentación jurídica

El marco jurídico de protección a los derechos de los
migrantes y sus familias se encuentra contenido prin-
cipalmente en la Convención Internacional sobre la
protección de los Derechos de Todos los Trabajadores
Migratorios y sus Familias, documento que establece
normas mínimas que los Estados parte deben aplicar a
trabajadores migratorios y a sus familias. La Conven-
ción forma parte del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Culturales y Sociales, el cual, junto al
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, es
parte de los instrumentos que desarrollan el contenido
de la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos, tal como se muestra a continuación:

Declaración Universal de los Derechos Humanos

La Declaración Universal de Derechos Humanos
adoptada y proclamada por la Asamblea General en su
resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948, se
basa en el ideal común de que todos los pueblos y na-
ciones deben esforzarse en lograr que tanto los indivi-

duos como las instituciones promuevan, mediante la
enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos
y libertades, su reconocimiento y aplicación universa-
les entre los pueblos de los Estados Miembros como
entre los de los territorios colocados bajo su jurisdic-
ción.1

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
entró en vigor el 23 de marzo de 1976, y fue abierto a
ratificación por la Asamblea General en su resolución
2200 A (XXI). Este pacto, apegado a la Declaración
Universal de Derechos Humanos, establece que el ide-
al del ser humano libre puede realizarse en el disfrute
de las libertades civiles y políticas siempre y cuando
los estados garanticen las condiciones para realizar y
ejercer estos derechos.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales

En tanto que el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Culturales y Sociales (PIDECS), aprobado
por la Asamblea General de la Organización de las Na-
ciones Unidas (ONU), tiende a proteger los derechos
de igualdad material o aquellos por los que es posible
alcanzar la satisfacción de las necesidades básicas de
las personas y el máximo nivel posible de vida digna
(Comisión Nacional de Derechos Humanos).

Ambos tratados desarrollan el contenido de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos y son obliga-
torios para los Estados que han manifestado su con-
sentimiento, como es el caso del Estado mexicano, que
se adhirió al PIDESC y al PIDCP el 23 de marzo de
1981, entrando en vigor en nuestro país el 12 de mayo
de ese año.

Convención Internacional sobre la Protección de
los Derechos de Todos los Trabajadores Migrato-
rios y sus Familias

En este marco de defensa de los derechos humanos (el
PIDESC y el PIDCP) se encuentra la Convención Inter-
nacional sobre la protección de los Derechos de Todos
los Trabajadores Migratorios y sus Familias que es adop-
tada por la Asamblea General en su resolución 45/158, el
18 de diciembre de 1990, en Nueva York, Estados Uni-
dos, la cual México ratifica el 8 de marzo de 1999 – en-
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trando en vigor el 13 de agosto de 1999, durante el se-
xenio de Ernesto Zedillo–. El objetivo de la convención
“es establecer normas mínimas que los Estados Parte de-
ben aplicar a las y los trabajadores migratorios y a sus fa-
miliares, independientemente de su condición migrato-
ria” (Unidad de Política Migratoria, 2013).

La Convención debe ser aplicada en todos los mo-
mentos del proceso de migración, desde la preparación
de la migración, la salida del país de origen, durante el
tránsito o cruce de países hasta el país de acogida, en
todo el tiempo de estancia en un país extranjero y has-
ta el momento de retorno al país de origen” (Unidad de
Política Migratoria, 2013).

Bajo el principio de indivisibilidad de los derechos hu-
manos, el cual indica que todos y cada uno de estos de-
rechos son fundamentales para garantizar la dignidad
de las personas, la convención señala que los derechos
humanos de los trabajadores migrantes estarán garan-
tizados aún por encima del reconocimiento de su ciu-
dadanía en el país de destino, pues se considera que es
“éticamente incorrecto y jurídicamente no permitido
establecer distinciones en el ejercicio de los derechos
humanos” (Unidad de Política Migratoria, 2013).

En los artículos 42 y 44 de la convención está conte-
nido el reconocimiento de los derechos de los familia-
res de los trabajadores migratorios.

De esta forma, el artículo 42 establece que

1. Los Estados Partes considerarán la posibilidad de
establecer procedimientos o instituciones que per-
mitan tener en cuenta, tanto en los Estados de ori-
gen como en los Estados de empleo, las necesida-
des, aspiraciones u obligaciones especiales de los
trabajadores migratorios y sus familiares y conside-
rarán también, según proceda, la posibilidad de que
los trabajadores migratorios y sus familiares tengan
en esas instituciones sus propios representantes li-
bremente elegidos

A través de un consejo consultivo que atiende la polí-
tica de gobernanza interviene el Estado, la población
afectada que se va a beneficiar con la política pública,
la población de la región y las organizaciones civiles
para que apoyen en todos los sentidos y se obtenga
evaluación directa de la población y las mejoras que se
le pueden hacer.

Mientras que en el artículo 44 se exige a

1. Los Estados parte reconocer que la familia es el
grupo básico natural y fundamental de la sociedad y
tiene derecho a protección por parte de la sociedad
y del Estado, adoptarán las medidas apropiadas pa-
ra asegurar la protección de la unidad de la familia
del trabajador migratorio.

2. Los Estados Partes tomarán las medidas que esti-
men apropiadas y entren en la esfera de su compe-
tencia para facilitar la reunión de los trabajadores
migratorios con sus cónyuges o con aquellas perso-
nas que mantengan con el trabajador migratorio una
relación que, de conformidad con el derecho aplica-
ble, produzca efectos equivalentes al matrimonio, al
igual que con sus hijos solteros menores de edad
que estén a su cargo.

Entre los Estados que han ratificado el pacto se en-
cuentra México y otros países.

Con fecha de 30 de agosto de 2019, habían ratificado
la convención los siguientes países:? Albania, Argelia,
Argentina, Azerbaiyán, Bangladesh, Belice, Bolivia,
Bosnia Herzegovina, Burkina Faso, Cabo Verde, Chi-
le, Colombia, Ecuador, Egipto, El Salvador, Filipinas,
Ghana, Guatemala, Guinea, Guyana, Honduras, Indo-
nesia, Jamaica, Kirguistán, Lesoto, Libia, Malí, Ma-
rruecos, Mauritania, México, Mozambique, Nicara-
gua, Níger, Nigeria, Paraguay, Perú, Ruanda, Senegal,
Serbia, Seychelles, Sri Lanka, San Vicente y las Gra-
nadinas, Siria, Tayikistán, Timor oriental, Turquía,
Uganda, Uruguay y Venezuela.

Además, varios países han firmado la Convención, pe-
ro aún no la han ratificado. Esto significa que su go-
bierno ha manifestado su intención de adherirse a la
Convención, pero no está obligado a hacerlo en el de-
recho internacional. Estos países son: Armenia, Benín,
Camboya, Camerún, Chad, Comores, Congo, Gabón,
Gambia, Guinea-Bisáu, Liberia, Montenegro, Palaos,
Santo Tomé y Príncipe, Serbia, Sierra Leona, Togo.

Hasta el momento, los países que han ratificado la
convención son fundamentalmente países de origen de
los migrantes. Para estos países, la convención es un
instrumento importante para proteger a sus ciudadanos
en el exterior.

Martes 23 de febrero de 2021 Gaceta Parlamentaria5



Reforma de la Constitución Política en materia mi-
gratoria

En los Tratados Internacionales se exige la interven-
ción del Estado para garantizar los derechos humanos,
tal como se reconoce en nuestra Constitución Federal
y la Convención Americana de los Derechos Huma-
nos. Este esquema trajo consigo la reforma constitu-
cional publicada en el Diario Oficial de la federación
el 10 de junio de 2011 vino a marcar un antes y un des-
pués en el marco jurídico mexicano referente a los de-
rechos humanos.

El principal cambio se hizo en el Capítulo I de la
Constitución Política que pasó de titularse “De las ga-
rantías individuales” a ser nombrado “De los derechos
humanos y sus garantías”. Al incluirse la categoría de
derechos humanos en nuestra carta magna, en automá-
tico estos pasan a ser el eje transversal de los ordena-
mientos jurídicos nacionales, incluyendo aquellos en
materia migratoria.

De esta forma, las reformas a los artículos 11 y 33 de
la Constitución Política en materia migratoria. En la
modificación al artículo 11 ya se incluye el concepto
de persona, en lugar de hombre, y se reconoce el dere-
cho para “entrar en la República, salir de ella, viajar
por su territorio y mudar de residencia”, sin dejar de
establecer ciertas limitaciones a la libertad de tránsito
de los extranjeros vinculadas con las leyes de emigra-
ción, inmigración y salubridad general de la república.

Ley de Migración (2011)

En este marco, es fundamental resaltar la importancia
de la Ley de Migración de 2011, la cual establece que
México es un país de origen, tránsito y destino, y cu-
yo objetivo principal es regular los flujos migratorios
en el territorio nacional. Lo anterior quiere decir que
su aplicabilidad impacta en los derechos de los mi-
grantes, pero también en las comunidades o territorios
de origen en México. 

De acuerdo con el artículo 2 de la Ley de Migración,
la política migratoria del Estado Mexicano es el con-
junto de decisiones estratégicas para alcanzar objeti-
vos determinados que, con fundamento en los princi-
pios generales y demás preceptos contenidos en la
presente Ley, se plasman en el Reglamento, normas
secundarias, diversos programas y acciones concretas

para atender el fenómeno migratorio de México de
manera integral, como país de origen, tránsito, destino
y retorno de migrantes.

Los principios en los que debe sustentarse la política
migratoria del Estado mexicano son los siguientes:

- Respeto irrestricto de los derechos humanos de los
migrantes, nacionales y extranjeros, sea cual fuere
su origen, nacionalidad, género, etnia, edad y situa-
ción migratoria, con especial atención a grupos vul-
nerables como menores de edad, mujeres, indíge-
nas, adolescentes y personas de la tercera edad, así
como a víctimas del delito. En ningún caso una si-
tuación migratoria irregular preconfigurará por sí
misma la comisión de un delito ni se prejuzgará la
comisión de ilícitos por parte de un migrante por el
hecho de encontrarse en condición no documenta-
da.

- Tener congruencia y que el Estado mexicano ga-
rantice la vigencia de los derechos que reclama pa-
ra sus connacionales en el exterior, en la admisión,
ingreso, permanencia, tránsito, deportación y retor-
no asistido de extranjeros en su territorio.

- Tener un enfoque integral acorde con la compleji-
dad de la movilidad internacional de personas, que
atienda las diversas manifestaciones de migración
en México como país de origen, tránsito, destino y
retorno de migrantes, considerando sus causas es-
tructurales y sus consecuencias inmediatas y futu-
ras.

- Una responsabilidad compartida con los gobiernos
de los diversos países y entre las instituciones na-
cionales y extranjeras involucradas en el tema mi-
gratorio.

- Hospitalidad y solidaridad internacional con las
personas que necesitan un nuevo lugar de residen-
cia temporal o permanente debido a condiciones ex-
tremas en su país de origen que ponen en riesgo su
vida o su convivencia, de acuerdo con la tradición
mexicana en este sentido, los tratados y el derecho
internacional.

- Facilidad para la movilidad internacional de per-
sonas, salvaguardando el orden y la seguridad. Este
principio reconoce el aporte de los migrantes a las
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sociedades de origen y destino. Al mismo tiempo,
pugna por fortalecer la contribución de la autoridad
migratoria a la seguridad pública y fronteriza, a la
seguridad regional y al combate contra el crimen or-
ganizado, especialmente en el combate al tráfico o
secuestro de migrantes, y a la trata de personas en
todas sus modalidades.

- La complementariedad de los mercados laborales
con los países de la región, como fundamento para
una gestión adecuada de la migración laboral acor-
de a las necesidades nacionales.

- Equidad entre nacionales y extranjeros, como in-
dica la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, especialmente en lo que respecta a la
plena observancia de las garantías individuales, tan-
to para nacionales como para extranjeros.

- Reconocimiento a los derechos adquiridos de los
inmigrantes, en tanto que los extranjeros con arrai-
go o vínculos familiares, laborales o de negocios en
México han generado una serie de derechos y com-
promisos a partir de su convivencia cotidiana en el
país, aun cuando puedan haber incurrido en una si-
tuación migratoria irregular por aspectos adminis-
trativos y siempre que el extranjero haya cumplido
con las leyes aplicables.

- Unidad familiar e interés superior de la niña, niño
y adolescente, como criterio prioritario de interna-
ción y estancia de extranjeros para la residencia
temporal o permanente en México, junto con las ne-
cesidades laborales y las causas humanitarias, en
tanto que la unidad familiar es un elemento sustan-
tivo para la conformación de un sano y productivo
tejido social de las comunidades de extranjeros en
el país.

-Integración social y cultural entre nacionales y ex-
tranjeros residentes en el país con base en el multi-
culturalismo y la libertad de elección y el pleno res-
peto de las culturas y costumbres de sus
comunidades de origen, siempre que no contraven-
gan las leyes del país.

-Facilitar el retorno al territorio nacional y la rein-
serción social de los emigrantes mexicanos y sus fa-
milias, a través de programas interinstitucionales y
de reforzar los vínculos entre las comunidades de

origen y destino de la emigración mexicana, en pro-
vecho del bienestar familiar y del desarrollo regio-
nal y nacional.

El Poder Ejecutivo determinará la política migratoria
del país en su parte operativa, para lo cual deberá re-
coger las demandas y posicionamientos de los otros
Poderes de la Unión, de los gobiernos de las entidades
federativas y de la sociedad civil organizada, tomando
en consideración la tradición humanitaria de México y
su compromiso indeclinable con los derechos huma-
nos, el desarrollo y la seguridad nacional, pública y
fronteriza.2

Creación del Programa de Atención a Familias Me-
xicanas con Migrantes en el Exterior

Tomando en consideración la legislación vigente en
materia de los derechos de los trabajadores migrantes
y sus familias, en esta iniciativa se propone que sea a
través de un programa atención integral, por el que se
fomente y se conduzca la política para las familias
mexicanas que residan en territorio nacional y que
cuenten con al menos un integrante viviendo en el
extranjero, que tenga como objetivo inhibir la migra-
ción de los connacionales al extranjero, fortalezca el
tejido social e impulse el autosustento con el des-
arrollo regional y nacional de los territorios donde re-
siden las familias mexicanas con migrantes en el ex-
terior.

Esto se realizará a través de una reforma al artículo 80
bis de la Ley General de Población para quedar como
sigue:

Iniciativa Ley General de Población

Su objeto es regular los fenómenos que afectan a la
población en cuanto a su volumen, estructura, dinámi-
ca y distribución en el territorio nacional, con el fin de
lograr que participe justa y equitativamente de los be-
neficios del desarrollo económico y social. 

Así, el artículo 80 Bis establece que el gobierno fe-
deral, en coordinación con los gobiernos de las en-
tidades federativas y municipales, deberá

I. Promover el desarrollo y fomentar el arraigo de
los mexicanos al territorio nacional;
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II. Crear programas para atender los impactos de la
emigración en las comunidades de origen, especial-
mente en lo relacionado con la problemática de la
desintegración familiar y con la atención de perso-
nas en situación de vulnerabilidad.

Cuadro comparativo

Por las razones anteriormente vertidas, se somete al
pleno de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de:

Decreto por el que se adiciona una fracción III del ar-
tículo 80 bis del Ley General de Población:

Único. Se adiciona una fracción III del artículo 80 bis
del Ley General de Población para quedar como sigue:

Artículo 80 Bis. El gobierno federal, en coordinación
con los gobiernos de las entidades federativas y muni-
cipales, deberá

I. a III. …

III. Implementar el Programa Nacional de Aten-
ción a Familias Mexicanas con Migrantes en el

Exterior para dar cumplimiento a la fracción an-
terior.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente a{ de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo Federal deberá? ajustar el Re-
glamento Interior de la Secretaría de Gobernación a la
presente ley en un plazo no mayor de 60 días a partir
de su vigencia. 

Notas

1 Unidad de Política Migratoria. La protección de derechos huma-

nos de las personas migrantes, páginas 1-585.

2 Congreso de la Unión. Ley de Migración, 2011. Diario Oficial de

la Federación, México, 2011. Disponible en http://www.diputa-

dos.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lmigra/LMigra_orig_25may11.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada Maribel Aguilera Cháirez (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 34 Y 123 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARÍA SOBRADO

RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, diputada federal Verónica María So-
brado Rodríguez y las y los diputados, pertenecientes
a esta LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión e integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, con fundamento en lo estableci-
do en el artículo 71 fracción II de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y, así como en
los artículos 6 numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
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la Cámara de Diputados, sometemos a la considera-
ción del pleno de esta soberanía la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman los artículos
34 y 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNES-
CO, por sus siglas en inglés), la Igualdad de Género se
define como:

“La igualdad de derechos, responsabilidades y
oportunidades de mujeres y hombres, y niñas y ni-
ños. La igualdad no significa que las mujeres y los
hombres sean lo mismo, sino que los derechos, res-
ponsabilidades y oportunidades no dependen del se-
xo con el que nacieron. La igualdad de género su-
pone que se tengan en cuenta los intereses, las
necesidades y las prioridades tanto de las mujeres
como de los hombres…”1

De acuerdo con ONU Mujeres:

“La igualdad de todas las personas ante la ley y en
la ley está establecida en distintos instrumentos ju-
rídicos nacionales e internacionales, los cuales pro-
veen una base fundamental para la exigibilidad y el
logro de la igualdad entre mujeres y hombres en los
hechos. A su vez, dichos instrumentos legales cons-
tituyen un referente para la formulación de políticas
públicas y para la demanda de la sociedad en cuan-
to al cumplimiento de las leyes.

A esta acepción de igualdad, considerada en la Con-
vención para la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus
siglas en inglés) se le denomina igualdad formal o
de jure que se refiere a que los derechos humanos
son comunes a todas las personas, hombres y muje-
res; por lo que implica que haya tratamiento idénti-
co a mujeres y hombres, en lo relativo, por ejemplo,
al acceso a bienes y servicios, a ser electas, a gozar
de la misma libertad de expresión que los hombres,
etcétera.

Aunado a lo anterior, se considera también el dere-
cho de igual protección de la ley, por lo que ésta no
puede ser aplicada de manera distinta a personas en

situaciones similares y que no puede ser aplicada de
forma idéntica a personas en situaciones diferentes.

De tal forma que la igualdad de género no significa
que hombres y mujeres deban ser tratados como
idénticos, sino que el acceso a oportunidades y el
ejercicio de los derechos no dependan del sexo de
las personas. La igualdad de oportunidades debe in-
cidir directamente en el ejercicio efectivo de los de-
rechos de las mujeres.

Por lo tanto, la igualdad de género parte del reco-
nocimiento de que históricamente las mujeres han
sido discriminadas y es necesario llevar a cabo ac-
ciones que eliminen la desigualdad y acorten las
brechas entre mujeres y hombres, de manera que se
sienten las bases para una Igualdad Sustantiva”2

A nivel nacional, la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en su Artículo 4° establece
que:

“La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta
protegerá la organización y el desarrollo de la fami-
lia.”3

Por su parte, la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres (LGIMH) define la Igualdad de
Género como:

“Situación en la cual mujeres y hombres acceden
con las mismas posibilidades y oportunidades al
uso, control y beneficio de bienes, servicios y re-
cursos de la sociedad, así como a la toma de deci-
siones en todos los ámbitos de la vida social, eco-
nómica, política, cultural y familiar.”4

La LGIMH también define la igualdad sustantiva:

“Es el acceso al mismo trato y oportunidades para
el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos
humanos y las libertades fundamentales”.5

En este sentido, la igualdad de género en los hechos
supone modificar las circunstancias que han impedido
a las mujeres el ejercicio pleno de sus derechos y el ac-
ceso a las oportunidades, así como eliminar las des-
ventajas de las mujeres en la vida cotidiana, debidas a
las desigualdades producto de la discriminación histó-
rica que han padecido y a las relaciones de poder vi-
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gentes en la sociedad que reproducen y perpetúan di-
cha discriminación.

Así, en México, el camino de las mujeres para el ac-
ceso a sus derechos ha sido largo. La lucha inició en
1916 cuando las primeras mujeres activistas se reunie-
ron en el Primer Congreso Feminista de Yucatán, ellas
se organizaron y lucharon de muchas maneras. Ade-
más, las Ligas de Orientación Femenina fueron crea-
das para luchar a favor de la equidad de salario y en el
seno de los sindicatos. En 1935, el Frente Único Pro
Derechos de la Mujer fue creado por mujeres repre-
sentantes de todas las clases sociales. La preocupación
principal de este grupo fue el derecho de voto.6

Fue hasta el año de 1946, el 24 de diciembre, que la
Cámara de Diputados aprobó la iniciativa enviada por
el Presidente Miguel Alemán, en la que se adicionó al
Artículo 115 Constitucional para que en las elecciones
municipales participaran las mujeres en igualdad de
condiciones que los “varones”, con el derecho a votar
y ser elegidas; entrando en vigor el 12 de febrero del
siguiente año

Posteriormente, el 17 de octubre de 1953, se publicó
en el Diario Oficial el nuevo texto del Artículo 34
Constitucional: 

“Son ciudadanos de la República los varones y las
mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reú-
nan, además, los siguientes requisitos: haber cumplido
18 años, siendo casados, o 21 si no lo son, y tener un
modo honesto de vivir”.

De tal forma que las mujeres adquieren el derecho de
votar y de ser candidatas en las elecciones nacionales,
obteniendo el sufragio universal. Así, se reconoce la
ciudadanía plena de las mujeres, condición que reco-
noce sus derechos políticos y sociales para intervenir
en las decisiones políticas de México.

Pero fue hasta el 14 de noviembre de 1974, cuando la
Cámara de Diputados aprobó la reforma al artículo 4o.
constitucional, dentro del cual se establece que el “va-
rón” y la mujer son iguales ante la ley, con lo que las
mujeres adquirieron legalmente la igualdad de dere-
chos y obligaciones frente a los hombres.

Después, el 27 de diciembre de ese mismo año, se ex-
pidieron dos decretos relativos a la igualdad jurídica

de la mujer, pero fue hasta el 31 de diciembre de ese
año que entró en vigor el decreto expedido por el en-
tonces Presidente de la República Luis Echeverría Ál-
varez, en donde se estableció esta igualdad jurídica en-
tre hombres y mujeres.7

En este tenor, bajo la premisa de que “Lo que no se
nombra, no existe”, ha sido fundamental visibilizar a
las mujeres en las leyes que rigen a nuestro país; lo que
hace necesaria la armonización de nuestro marco le-
gislativo.

Si bien, en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos se reconoce que las mujeres y los hom-
bres son iguales ante la ley,  es necesario modificar el
lenguaje en el Artículo 34, tal como se hizo en el arti-
culo 4, ya que actualmente establece:

“Son ciudadanos de la República los varones y mu-
jeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan,
además, los siguientes requisitos:

I. Haber cumplido 18 años, y

II. Tener un modo honesto de vivir.”8

En este tenor, las definiciones de “varón” son diver-
sas, algunas podrían parecer indiferentes como “Per-
sona de sexo masculino” o “Persona de sexo masculi-
no que ha llegado a la edad adulta”; sin embargo, hay
una connotación que lo describe como “Hombre de
respeto, autoridad u otras cualidades” y es aquí donde
es posible identificar una forma sutil de discrimina-
ción.

Es necesario que se eliminen todas las formas de dis-
criminación en el lenguaje, por lo que se propone eli-
minar la superioridad o sobrevaloración del término
“varones” para sustituirlo por la palabra “hombres”; lo
que también permite la armonización del marco legal
de nuestro país. 

De tal forma que se propone modificar el articulo 34
como sigue:

“Artículo 34. Son ciudadanos de la República las
mujeres y los hombres que, teniendo la calidad de
mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisi-
tos:
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I. Haber cumplido 18 años, y

II. Tener un modo honesto de vivir.”

Por otro lado, además de utilizar el lenguaje incluyen-
te y no discriminatorio  en nuestra Carta Magna, se de-
be garantizar un pilar fundamental para alcanzar la
igualdad sustantiva entre mujeres y hombres: la Igual-
dad Salarial, que es el derecho que tienen mujeres y
hombres a recibir una remuneración igual por un tra-
bajo de igual valor, lo que implica asegurar que el tra-
bajo llevado a cabo por hombres y mujeres sea valora-
do adecuadamente para poner fin a la discriminación
salarial, lo cual es esencial para alcanzar la igualdad de
género.

Lo anterior, debido a  que la diferencia en los salarios
constituye una de las formas de discriminación más
obvias y mensurables.

De tal forma que, de acuerdo con la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT):

“Pagar menos a las mujeres que a los hombres por
el mismo trabajo o por un trabajo de igual valor es
una forma habitual de discriminación en el empleo.

La desigualdad de remuneración es un problema
persistente y universal. Desde que pasaron a formar
parte de la población activa, las mujeres, en general,
han tenido un salario inferior al de los hombres. Es-
ta situación se basaba en la idea que las mujeres no
tenían por qué ganar un “salario de subsistencia”
porque sus maridos eran los que “llevaban el pan a
casa”. El salario de las mujeres era considerado
simplemente un complemento.

De este modo se creaba un círculo vicioso de traba-
jos mal remunerados que acababa justificando el sa-
lario inferior para las mujeres. Sin embargo, con el
paso del tiempo, la política de establecer de forma
expresa tasas de remuneración diferentes para muje-
res y hombres que desempeñaban el mismo trabajo
o trabajos similares ha sido abandonada práctica-
mente en todas partes; aunque sigue habiendo dife-
rencias salariales entre mujeres y hombres que lle-
van a cabo trabajos diferentes pero de igual valor.”9

De acuerdo con el Observatorio de Igualdad de Géne-
ro de América Latina y El Caribe, de la Comisión Eco-

nómica para América Latina y el Caribe (CEPAL) de
las Naciones Unidas: 

“Ganar lo mismo que los hombres en igualdad de
condiciones es un derecho de las mujeres, un requi-
sito para su autonomía económica y para alcanzar la
igualdad de género.

Pero desafortunadamente, en la actualidad, las bre-
chas salariales de género son reflejo de la discrimi-
nación y la desigualdad en el mercado laboral, si
bien han disminuido en las últimas décadas, resulta
insuficiente, por lo que persisten como obstáculo
para la autonomía económica de las mujeres y en la
superación de la pobreza y la desigualdad en Amé-
rica Latina y el Caribe.”10

El Observatorio reporta la disminución de 12.1 puntos
porcentuales de la brecha entre los salarios de mujeres
y hombres entre 1990 y 2014, lo que significa un avan-
ce hacia la igualdad salarial en América Latina; sin
embargo aún el salario de las mujeres es solo el 84%
por ciento de lo que ganan los hombres.11

De acuerdo con el Informe Especial “La autonomía
económica de las mujeres en la recuperación sosteni-
ble y con igualdad” de la CEPAL, la crisis generada
por la pandemia del Covid-19 impactó negativamente
en la ocupación y en las condiciones laborales de las
mujeres en América Latina y el Caribe, generando un
retroceso de más de una década en los avances logra-
dos en materia de participación laboral.12

El informe describe que la tasa de participación labo-
ral de las mujeres se situó en 46% en 2020, mientras
que la de los hombres en 69%.Además, se calcula que
la tasa de desocupación de las mujeres llegó al 12% en
2020, porcentaje que se eleva al 22.2% si se asume la
misma tasa de participación laboral de las mujeres de
2019.13

La CEPAL informa que en 2020 se registró una con-
tundente salida de mujeres de la fuerza laboral, quie-
nes, por tener que atender las demandas de cuidados
en sus hogares, no retomaron la búsqueda de empleo.
Un 56.9% de las mujeres en América Latina y un
54.3% en el Caribe se encuentran ocupadas en secto-
res en los que se prevé un mayor efecto negativo en
términos del empleo y los ingresos por causa de la
pandemia.14
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Además, las mujeres de la región son parte crucial de
la primera línea de respuesta a la pandemia. Un 73.2%
de las personas empleadas en el sector de la salud son
mujeres, quienes han tenido que enfrentar una serie de
condiciones de trabajo extremas, como extensas jorna-
das laborales, que se suman al mayor riesgo al que se
expone el personal de la salud de contagiarse del virus.
Todo esto en un contexto regional en el que persiste la
discriminación salarial, pues los ingresos laborales de
las mujeres que trabajan en el ámbito de la salud son
un 23.7% inferiores a los de los hombres del mismo
sector.15

Al presentar los resultados del informe, Alicia Bárce-
na, Secretaría Ejecutiva de CEPAL, detalló que en Mé-
xico el trabajo doméstico cayó 33.2% en el segundo
trimestre de 2020.16

Por ello, llamó a los gobiernos a “priorizar en sus es-
trategias de vacunación al personal de salud incluidas
las personas que prestan servicios asociados de lim-
pieza, transporte y cuidados, y a quienes se desempe-
ñan en los sistemas educativos y en el trabajo domés-
tico, en su mayoría mujeres, que son un pilar
fundamental para el cuidado y la sostenibilidad de la
vida”.17

También destacó la urgencia de reforzar las políticas
de empleo y asegurar a las mujeres participación en
los sectores dinamizadores de la economía en condi-
ciones de trabajo decente, además, enfatizó la impor-
tancia de combinar medidas en apoyo al empleo y la
reactivación con medidas de atención inmediata a la
pérdida de ingresos.18

El informe de la CEPAL establece que, además de
transversalizar la perspectiva de género en todas las
políticas de recuperación, se requieren acciones afir-
mativas en el ámbito de las políticas fiscales, labora-
les, productivas, económicas y sociales, que protejan
los derechos de las mujeres alcanzados en la última
década, que eviten retrocesos y que enfrenten las des-
igualdades de género en el corto, mediano y largo pla-
zo.19

Uno de los aspectos a considerar en la transversaliza-
ción de la perspectiva de género es la conciliación de
la vida personal, familiar y laboral, que se define co-
mo:

“La participación equilibrada entre mujeres y hom-
bres en la vida familiar y en el mercado de trabajo,
conseguida a través de la reestructuración y reorga-
nización de los sistemas, laboral, educativo y de re-
cursos sociales, con el fin de introducir la igualdad
de oportunidades en el empleo, variar los roles y es-
tereotipos tradicionales, y cubrir las necesidades de
atención y cuidado a personas dependientes”.20

En este sentido, conciliar la vida personal, familiar y
laboral es un derecho de la ciudadanía y una condición
fundamental para garantizar la igualdad entre mujeres
y hombres.

Con este derecho se garantiza:

• Que padres y madres puedan acceder al mercado
de trabajo y permanecer en él sin que su situación
familiar sea un elemento que afecte negativamente
a las posibilidades de acceso al empleo o al acceso
a puestos de responsabilidad.

• Que los hijos e hijas puedan ser cuidados y edu-
cados por sus progenitores.

• Que las personas dependientes puedan ser atendi-
das por sus familias cuando ellas así lo deseen y sea
posible atenderlas.21

La conciliación personal, familiar y laboral facilita
que cualquier persona trabajadora pueda mantener al
mismo tiempo una carrera profesional plena y a la vez
ejercer su derecho al cuidado de su familia, el desarro-
llo de su personalidad, su formación o el disfrute de su
ocio y tiempo libre.22

Por ello, es necesario que, a través de nuestras leyes,
se establezcan las bases para la igualdad salarial así
como para la conciliación de la vida personal, familiar
y laboral de las y los mexicanos.

En este tenor, se propone modificar el Artículo 123 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, que actualmente señala:

“Toda persona tiene derecho al trabajo digno y so-
cialmente útil; al efecto, se promoverán la creación
de empleos y la organización social de trabajo, con-
forme a la ley.”23
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Para establecer, en la Fracción VI que no podrá haber
discriminación ni diferenciación por razón de género y
que se deberán llevar a cabo acciones y medidas que
permitan conciliar la vida personal, laboral y familiar
de las y los trabajadores, el acceso al empleo digno pa-
ra las mujeres, la erradicación de la discriminación y
la violencia contra las mujeres con la finalidad de al-
canzar la igualdad sustantiva.

Por tanto, es de suma importancia fortalecer el marco
legal de nuestro país para la eliminación de formas su-
tiles de discriminación las mujeres y para contribuir al
ejercicio pleno de sus derechos.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 34 y
123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Artículo Primero: Se modifica el artículo 34 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Artículo 34. Son ciudadanos de la República las mu-
jeres y los hombres que, teniendo la calidad de mexi-
canos, reúnan, además, los siguientes requisitos:

I. Haber cumplido 18 años, y

II. Tener un modo honesto de vivir.”

Artículo Segundo: Se modifica la fracción VII y se
adiciona la fracción VII Bis al artículo 123 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de traba-
jo, conforme a la ley.

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésti-
cos, artesanos y de una manera general, todo contrato
de trabajo:

I. a VI…

VII. Para trabajo igual debe corresponder salario
igual, sin tener en cuenta sexo ni Nacionalidad, por
lo que no podrá haber discriminación ni diferen-
ciación por razón de género.

VII Bis. Se deberán llevar a cabo acciones inme-
diatas que permitan conciliar la vida personal,
familiar y laboral de las y los trabajadores, el ac-
ceso al empleo digno para las mujeres, la erradi-
cación de la discriminación y la violencia contra
las mujeres con la finalidad de alcanzar la Igual-
dad Sustantiva.

Transitorio

Primero.- El presente decreto entrará en vigor a partir
del día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 https://es.unesco.org/creativity/sites/creativity/files/digital-li-

brary/cdis/Iguldad%20de%20genero.pdf

2 ONU Mujeres, El progreso de las mujeres en el mundo. Trans-

formar las economías para realizar los derechos, 2015.

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_241220.pdf

4 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGIMH_

140618.pdf

5 Ibídem

6 https://www.segobver.gob.mx/genero/docs/Biblioteca/Histo-

ria_de%20la%20ciudadania%20de%20las%20mujeres.pdf

7 https://www.cndh.org.mx/noticia/camara-de-diputados-aprueba-

la-igualdad-juridica-de-la-mujer#:~:text=El%2014%20de%20no-

viembre%20de,son%20iguales%20ante%20la%20ley.

8 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_241220.pdf

9 http://white.lim.ilo.org/spanish/260ameri/oitreg/activid/proyec-

tos/actrav/actividadesregionales/2013/documentos/obj04_act09_2

013_c100_igualdadsalarial.pdf

10 https://oig.cepal.org/es/notas/nota-la-igualdad-ndeg-18-persis-

te-la-brecha-salarial-hombres-mujeres
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11 Ibídem

12 https://www.cepal.org/es/publicaciones/46633-la-autonomia-

economica-mujeres-la-recuperacion-sostenible-igualdad

13 Ibídem

14 Ibídem

15 Ibídem

16 https://elcomentario.ucol.mx/pandemia-hizo-retroceder-10-

anos-participacion-laboral-de-mujeres-cepal/

17 Ibídem

18 Ibídem

19 Ibídem

20 https://www.euskadi.eus/que-es-la-conciliacion-personal-fami-

l i a r - y - l a b o r a l / w e b 0 1 -

a2concil/es/#:~:text=La%20conciliaci%C3%B3n%20perso-

nal%2C%20familiar%20y%20laboral%20facilita%20que%20cual

quier%20persona,su%20ocio%20y%20tiempo%20libre

21 Ibídem

22 Ibídem

23 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_241220.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero del 2021.

Diputada Verónica María Sobrado Rodríguez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CON OBJE-
TO DE DOTAR DE AUTONOMÍA AL CENACE, A CARGO DE LA

DIPUTADA CLAUDIA PASTOR BADILLA, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en previsto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, promue-
ve la presente iniciativa con proyecto de decreto, por
el que se reforma el artículo 28 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, con objeto de
dotar de autonomía al Centro Nacional de Control de
Energía, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

a) Contexto histórico

La evolución de la teoría clásica de la división de po-
deres en la que se concibe a la organización del Esta-
do, en los tres poderes tradicionales: legislativo, eje-
cutivo y judicial, ha permitido la reconfiguración de la
distribución de funciones o competencias para hacer
más eficaz el desarrollo de las actividades que se en-
comiendan a cada uno de los poderes, y se ha conside-
rado la inclusión de órganos constitucionales autóno-
mos a través de reformas constitucionales.

Los órganos constitucionales autónomos surgen como
una respuesta para equilibrar el ejercicio de los pode-
res tradicionales, es decir, el Ejecutivo, el Legislativo
y el Judicial, pues éstos se han visto rebasados a través
de los cambios y las exigencias sociales, lo que ha
conducido a la necesidad de incorporar elementos adi-
cionales que coadyuven en el sistema de pesos y con-
trapesos del poder público que contribuyen al cumpli-
miento efectivo de las responsabilidades
constitucionales del Estado.

El nacimiento de los órganos constitucionales autóno-
mos en México, se ha dado bajo diferentes contextos,
sin embargo, como veremos en líneas posteriores, el
común denominador es que, antes de que se les dotara
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de autonomía plena, pertenecieron a la estructura di-
recta de la administración pública federal, y que por
diversos factores, y necesidades, se les fue otorgando
esa autonomía.

El decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en Materia de Energía, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de di-
ciembre de 2013, estableció, en el Décimo Sexto
Transitorio, inciso b), que a más tardar dentro de los
doce meses siguientes a la entrada en vigor de la ley
reglamentaria de la industria eléctrica, esto es, la Ley
de la Industria Eléctrica, publicada en el medio de di-
fusión oficial el 11 de agosto de 2014, el Ejecutivo Fe-
deral debía emitir el Decreto de creación de un orga-
nismo público descentralizado denominado Centro
Nacional de Control de Energía, el cual actualmente se
encuentra sectorizado a la Secretaría de Energía.1

Hasta 2014, el Centro Nacional de Control de Energía
(Cenace) formaba parte de la Comisión Federal de
Electricidad (CFE). La disposición transitoria aludida
dispuso que en el Decreto de creación correspondien-
te se debería proveer lo necesario para que la Comi-
sión Federal de Electricidad transfiriera los recursos
que el Centro Nacional de Control de Energía requie-
ra para el cumplimiento de sus facultades.

La creación del Cenace se realizó dentro del marco del
Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, en la Meta
Nacional “México Próspero”, que planteaba como ob-
jetivo abastecer de energía al país con precios compe-
titivos, calidad y eficiencia a lo largo de la cadena pro-
ductiva, para fortalecer el abastecimiento racional de
energía eléctrica, así como el aprovechamiento de
fuentes renovables mediante la adopción de nuevas tec-
nologías y la implementación de mejores prácticas, lo
cual implicaba el establecimiento de reglas claras que
incentiven el desarrollo de un mercado competitivo.

La constitución del organismo público descentralizado
denominado Centro Nacional de Control de Energía,
fue dictaminada favorablemente por la Comisión In-
tersecretarial de Gasto Público, Financiamiento y Des-
incorporación, mediante Acuerdo número 14-VIII-2,
adoptado en su Octava Sesión Ordinaria celebrada el
21 de agosto de 2014, en términos de lo dispuesto por
el artículo 5o. del Reglamento de la Ley Federal de las
Entidades Paraestatales.

b) Contexto político actual

Recientemente, el presidente Andrés Manuel López
Obrador, ha sugerido la posible extinción de diversos
órganos constitucionales autónomos,2 igual que algu-
nos organismos desconcentrados y descentralizados,
que, a criterio del presidente, significan duplicidades
dentro de las funciones que delega el Estado, y que
bien podrían reincorporarse a las Secretarías del ramo
correspondiente; supuesto en el cual podría encontrar-
se el Centro Nacional de Control de Energía (Cenace).

En este punto, vale la pena hacer mención del estado
de cosas en que se encuentra actualmente el sector de
la industria eléctrica en nuestro país.

El 1 de febrero de 2021, el Ejecutivo Federal presentó
en la Cámara de Diputados la Iniciativa con Proyecto
de Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de la Industria Eléctrica,3

la cual se solicitó que se considerara con carácter de
trámite preferente.

En dicha iniciativa se propuso esencialmente modifi-
car el mecanismo de despacho de los generadores
eléctricos, estableciendo prioridad a ellos en el si-
guiente orden: 1. Centrales hidroeléctricas; 2. Centra-
les eléctricas de la Comisión Federal de Electricidad
(CFE) tales como la nuclear, geotérmica, de ciclos
combinados y termoeléctricas; 3. Centrales de ciclos
combinados de productores independientes de energía;
4. Centrales eléctricas eólicas y solares de particula-
res; y 5. Centrales eléctricas de ciclos combinados de
particulares y el resto de los generadores de otras ener-
gías.

En relación con lo anterior, el pasado 3 de febrero, la
Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la
controversia constitucional 89/2020, promovida por la
Comisión Federal de Competencia Económica en con-
tra del Acuerdo por el que se emite la Política de Con-
fiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sis-
tema Eléctrico Nacional, suscrito por la titular de la
Secretaría de Energía y publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 15 de mayo de 2020.

En su resolución, el alto tribunal declaró la inconstitu-
cionalidad de 22 disposiciones contenidas en el capí-
tulo V, sobre “Disposiciones generales”, del acuerdo
controvertido.
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Lo anterior, ya que consideró que el acuerdo de la Se-
cretaría de Energía 1. Invadía las facultades de la Co-
misión Federal de Competencia Económica estableci-
das a nivel constitucional; 2. Era violatorio del
derecho de libre competencia, toda vez que anulaba
presupuestos necesarios para la existencia de compe-
tencia económica y libre concurrencia en el mercado
de generación y suministro de energía eléctrica, parti-
cularmente en lo que concierne a las Energías Limpias
Intermitentes, con lo cual también se vulneraba el
principio de sustentabilidad que rige al sector energé-
tico, así como el derecho humano a un medio ambien-
te sano; 3. Daba una ventaja exclusiva indebida a la
Comisión Federal de Electricidad pues le otorgaba la
facultad de proponer proyectos estratégicos en progra-
mas de alta relevancia en el desarrollo del sistema
eléctrico nacional, siendo que tal previsión no se en-
cuentra prevista para los demás competidores y no se
justificaba la distinción realizada al respecto.

Este acuerdo de la Secretaría de Energía establecía li-
mitaciones a las empresas de energías renovables para
acceder al sistema eléctrico mexicano, como propuso
el titular del Poder Ejecutivo federal en su iniciativa
preferente de reforma a la Ley de la Industria Eléctri-
ca, en la cual se otorga prioridad de despacho a las
centrales eléctricas de la Comisión Federal de Electri-
cidad.

Aunado a tales intentos de acaparamiento en favor de
la Comisión Federal de Electricidad, dos semanas des-
pués de la resolución de la controversia constitucional
89/2020 y de la iniciativa de reforma a la Ley de la In-
dustria Eléctrica, en 26 entidades federativas del país
se suscitó un fenómeno mediáticamente conocido co-
mo “los apagones”. Estas interrupciones en el sumi-
nistro de energía eléctrica fueron causadas presunta-
mente por la escasez en el suministro de gas natural
proveniente de Estados Unidos de América, ocasiona-
do por las fuertes nevadas que han impedido el sumi-
nistro suficiente de gas natural a México.

Dicho gas natural permite generar aproximadamente
60 por ciento de la energía que se consume en el terri-
torio nacional, por lo que la falta de dicho hidrocarbu-
ro ha derivado en el desabastecimiento en las centrales
eléctricas de la Comisión Federal de Electricidad ubi-
cadas al norte del país, afectando a millones de usua-
rios y generando pérdidas económicas sustanciales.

Tal escenario nos ha permitido observar la dependen-
cia que tiene el país en materia energética del exterior,
así como la necesidad de contar con instituciones sóli-
das, autónomas e independientes que tengan la capaci-
dad de actuar y tomar decisiones en materia energéti-
ca, ajenas a toda clase de intervención de posturas
políticas que no tienen como propósito primordial ga-
rantizar la suficiencia energética para la población.

c) Estructura administrativa del Estado

De acuerdo con José Núñez Castañeda, la administra-
ción pública inició como una organización unitaria,
con pocas dependencias, pero, a medida que no fue
sostenible la pasividad del Estado, éste aumentó su in-
tervención y la administración pública fue diversifi-
cándose y complicándose, lo cual dio origen a nuevas
formas de organización, que se traducen en la centra-
lizada, la desconcentrada y la descentralizada.4

En opinión de Gabino Fraga, la centralización admi-
nistrativa5 existe cuando los órganos se encuentran
colocados en diversos niveles, pero todos en una si-
tuación de dependencia en cada nivel, hasta llegar a la
cúspide en que se encuentra el jefe supremo de la ad-
ministración pública, en nuestro caso, a nivel federal,
corresponde al Titular del Poder Ejecutivo.

El Estado es dinámico, y su estructura, en ocasiones,
puede no ser suficiente para hacerlo funcionar, por
ello, la centralización trajo un exceso de concentración
de poder y una estructura burocrática rígida, que pue-
de generar alta ineficiencia y corrupción.

Así, surge la desconcentración, que consiste en la de-
legación de ciertas facultades de autoridad que hace el
titular de una dependencia en favor de órganos que les
están subordinados, jerárquicamente.6 Por ejemplo, la
Comisión Nacional de Arbitraje Médico, que depende
de la Secretaría de Salud.

Mediante la desconcentración, se atribuyen a los órga-
nos funciones de carácter técnico y se les dota de in-
dependencia para una mayor eficacia en la prestación
de las funciones que les competan, sin embargo, con-
tinúan dependiendo de la organización centralizada.

Siguiendo a José Núñez Castañeda, los órganos des-
concentrados “pueden ser creados por disposición en
la ley o por decreto presidencial, tienen grados de in-
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dependencia distintos y no comparten un esquema úni-
co, lo que obedece a la diversidad de las funciones que
les son asignadas. Algunos ejemplos permiten apreciar
estas diferencias. La Comisión Federal de Telecomu-
nicaciones, antes de convertirse en Instituto Federal de
Telecomunicaciones y adquirir autonomía constitucio-
nal en 2013, era definida en el artículo 9o. de la Ley
Federal de Telecomunicaciones como un órgano des-
concentrado de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes, con autonomía técnica, operativa, de gas-
to y de gestión, con independencia plena para dictar
sus resoluciones”.7

Por otra parte, la descentralización surge como un
nuevo esquema de organización de la administración.
A los órganos descentralizados se les dotó de persona-
lidad jurídica y patrimonio propios. Por esa razón tie-
nen cierta independencia orgánica respecto del órgano
central.

Estas formas de la organización administrativa del Es-
tado no han sido suficientes, o bien, se ha requerido
agregar otras figuras que garanticen el adecuado fun-
cionamiento del Estado, evitando la concentración de
poder.

Como se advierte, en la desconcentración y en la des-
centralización existen grados diferentes de indepen-
dencia o autonomía en relación con la administración
centralizada, pero ambas siguen formando parte o co-
ordinados por el Poder Ejecutivo.

d) Órganos constitucionales autónomos

Finalmente, como una nueva forma de distribuir el po-
der público, surgen los órganos constitucionales au-
tónomos, abandonando la estructura del Poder Ejecu-
tivo, incluso adquiriendo independencia del resto de
los poderes tradicionales, es decir, el Legislativo y el
Judicial. Dichos órganos en algún momento formaron
parte de la administración pública del Estado, tal es el
caso del Banco de México y del Instituto Nacional
Electoral.

Un órgano constitucional autónomo es un ente públi-
co con personalidad jurídica y patrimonio propio, do-
tado de una regulación propia e independiente del
resto de poderes constituidos, a través del cual el Es-
tado delega la ejecución de tareas especializadas. Es-
ta figura nace de la exigencia de la propia sociedad

mexicana para garantizar el acceso y ejercicio pleno
y efectivo a cierto tipo de derechos sin influencia al-
guna del resto de ningún otro poder público. En efec-
to, una de sus características esenciales es que ningu-
na dependencia pública ejerce poder jerárquico sobre
él, con lo cual se pretende garantizar, en esencia, la
objetividad, independencia e imparcialidad en su ac-
tuación y determinaciones, lo que se traduce en el
fortalecimiento del sistema jurídico mexicano, con
una distribución y diversificación de competencias
específicas del poder público. Los órganos constitu-
cionales autónomos actúan con independencia en sus
decisiones y estructura orgánica, depositarios de fun-
ciones estatales que se busca desmonopolizar, espe-
cializar, agilizar, independizar, controlar o transpa-
rentar ante la sociedad, con la misma igualdad
constitucional.8

La creación de los órganos constitucionales autóno-
mos se fundamenta en tres hipótesis: 1. Limitar el sis-
tema presidencial, arrancando al titular del Ejecutivo
atribuciones que anteriormente tenía; 2. Enfrentar a la
partidocracia y a otros poderes fácticos mediante ins-
tituciones independientes que fueran capaces de con-
trolar a esos poderes;, y 3. Los órganos constituciona-
les autónomos tenían que ver con el proceso de
transición a la democracia, pues los poderes formales
establecidos contaban con vicios autoritarios, y la
transformación democrática requería de órganos nue-
vos, no contaminados, que alentaran y acompañarán
los procesos de cambio.9

Los órganos constitucionales autónomos se crean a
partir de diversas razones, como pueden ser: de tipo
económico neoliberal, por la necesidad de contar con
aparatos estatales que tomen decisiones técnicas (es
decir, valoradas por expertos en el tema que se trate)
que estén alejadas de cualquier ideología política; una
razón más es la desconfianza en los poderes tradicio-
nales existentes (Poderes Ejecutivo, Legislativo y Ju-
dicial).10

Las causas de creación de los órganos constitucionales
autónomos se dividen

1. Políticas; ya sea por desconfianza social o para li-
mitar la esfera de acción del Poder Ejecutivo.

2. Económicas;
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3. Externas; ya sea debido a recomendaciones de
organismos financieros internacionales como el
Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional
o la Organización para la Cooperación y el Des-
arrollo Económicos, o por comparación con institu-
ciones extranjeras; o

4. Técnicas; debido a que las tareas encomendadas
requieren un alto grado de especialización.11

Generalmente, las causas de creación de los órganos
constitucionales son la limitación al sistema presiden-
cial, el enfrentamiento de la partidocracia y otros po-
deres fácticos que confluyen dentro de un Estado
constitucional de Derecho, la necesidad de que existan
entes altamente especializados para el desarrollo de
ciertas funciones propias del Estado, y, lamentable-
mente, la desconfianza por parte de la sociedad en su
gobierno.

En resumen, los órganos constitucionales autónomos
tienen las siguientes características:

• Se consideran entidades, instituciones o entidades
especializadas, establecidas en la Constitución.

• Están dotados de personalidad jurídica y patrimo-
nio propio.

• Tienen relaciones de coordinación con otros órga-
nos.

• Cuentan con autonomía e independencia funcional
y financiera, presupuestaria, técnica y de gestión en
el ejercicio de sus atribuciones.

• Permanencia.

• Atienden funciones estatales coyunturales, que re-
quieren especialización para ser eficazmente aten-
didas en beneficio de la sociedad.

• Se rigen por los principios de certeza, legalidad,
independencia, imparcialidad, eficiencia, objetivi-
dad, racionalidad presupuestaria, responsabilidad,
profesionalismo, transparencia, máxima publicidad
y respeto a los derechos humanos.

• El nombramiento de sus titulares deberá recaer en
aquellas personas que se hayan distinguido por su

honorabilidad, imparcialidad, competencia y ante-
cedentes profesionales en la materia de la función
que se pretenda ocupar.

• Proponer el proyecto de presupuesto; y deben ren-
dir ante el Congreso del Estado un informe anual.

Las leyes de su creación determinarán la integración y
funciones de sus consejos, órganos directivos, consul-
tivos o de gobierno, así como su estructura orgánica y
funcionamiento.

En cuanto a las características de los órganos consti-
tucionales autónomos, autores como Jaime Cárdenas
Gracia, Marco Antonio Contreras Minero, Gerardo
Acuayte, entre otros, remiten a las características apor-
tadas por el español Manuel García-Pelayo, quien al
analizar el status del Tribunal Constitucional español,
refiere que este tipo de órganos autónomos constitu-
cionales, cuentan con las siguientes características: 1.
Configuración inmediata por la Constitución; 2. Son
componentes fundamentales de la estructura constitu-
cional; 3. Participan en la dirección política del Estado
y 4) tienen paridad de rango y relaciones de coordina-
ción con otros órganos del Estado.

Jaime Cárdenas agrega algunas otras características
como son inmediatez, esencialidad, participación téc-
nica de los mismos en la dirección política, autogo-
bierno, autonomía, independencia funcional, integra-
ción, estatuto de los titulares, apoliticidad e
inmunidades de los titulares.

Gerardo Acuayte señala como características: la per-
sonalidad jurídica y el patrimonio propio, la autono-
mía presupuestaria, técnica y de gestión, existencia de
coordinación entre ellos.12

A propósito del tema, la Suprema Corte de Justicia de
la Nación ha emitido las tesis P./J. 20/200713 y P./J.
12/2008,14 en los rubros: Órganos constitucionales
autónomos. Notas distintivas y características” y
“Órganos constitucionales autónomos. Sus caracte-
rísticas”. Así, la primera tesis, establece:

El tribunal en pleno de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación respecto de los órganos constitucio-
nales autónomos ha sostenido que: 1. Surgen ba-
jo una idea de equilibrio constitucional basada en
los controles de poder, evolucionando así la teoría
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tradicional de la división de poderes dejándose de
concebir la organización del Estado derivada de los
tres tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y Judicial)
que, sin perder su esencia, debe considerarse co-
mo una distribución de funciones o competen-
cias, haciendo más eficaz el desarrollo de las acti-
vidades encomendadas al Estado. 2. Se
establecieron en los textos constitucionales, do-
tándolos de garantías de actuación e independen-
cia en su estructura orgánica para que alcancen
los fines para los que fueron creados, es decir, para
que ejerzan una función propia del Estado que
por su especialización e importancia social requería
autonomía de los clásicos poderes del Estado. 3. La
creación de este tipo de órganos no altera o des-
truye la teoría tradicional de la división de pode-
res, pues la circunstancia de que los referidos órga-
nos guarden autonomía e independencia de los
poderes primarios, no significa que no formen par-
te del Estado mexicano, pues su misión principal
radica en atender necesidades torales tanto del
Estado como de la sociedad en general, confor-
mándose como nuevos organismos que se encuen-
tran a la par de los órganos tradicionales.

Como se aprecia, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha abordado las características que particulari-
zan a los órganos constitucionales autónomos, seña-
lando que son creados como una especie de equilibrio
constitucional, dando paso a la evolución de la teoría
tradicional de la división de poderes; se encuentran re-
gulados en los textos constitucionales; cuentan con ac-
tuación e independencia en su estructura orgánica;
ejercen funciones propias del Estado, formando parte
de éste; y atienden necesidades torales del Estado y de
la sociedad en general.

Por ello consideramos necesario modificar el esquema
de operación del Centro Nacional de Control de Ener-
gía (Cenace), con la finalidad de que pase de ser un or-
ganismo descentralizado de la administración pública
federal a transformarse en un órgano constitucional
autónomo que pueda ejercer de forma independiente el
objeto para el que fue creado, sus funciones, presu-
puesto, decisiones, etcétera.

Lo anterior, a fin de que, en la realización de sus fun-
ciones, actúe bajo plena independencia y autonomía
del resto de los poderes del Estado, en razón de la im-
portancia que tiene su encomienda constitucional,

pues debemos tener presente que es precisamente la
existencia de órganos constitucionales autónomos la
que posibilita un mejor equilibrio de los poderes que
se ejercen en el Estado.

d) ¿Qué se entiende por autonomía?

Para Eduardo García Máynez, la autonomía es la fa-
cultad que las organizaciones políticas tienen de darse
a sí mismas sus leyes y de actuar de acuerdo con ellas.
Por su parte, José Boquera, indica que la autonomía
puede ser la libertad de organizarse para actuar libre-
mente en el cumplimiento de fines, sin que se interfie-
ra en la organización o actividad.15

En palabras de Filiberto Ugalde, la autonomía es la po-
sibilidad para los entes de regir su vida interior me-
diante normas y órganos propios, sin vulnerar el texto
legal. Es una especie de descentralización de funcio-
nes en un grado extremo, no sólo de la administración
pública, sino de los poderes del Estado, con el propó-
sito de evitar cualquier injerencia que pudiera afectar
el adecuado funcionamiento del órgano.16

En conclusión, al hablar de la autonomía constitucio-
nal que tiene un órgano, nos referimos a la posibilidad
que tiene dicho ente, para actuar, de conformidad con
su marco jurídico, bajo una independencia que le per-
mita ejercer su actuación y las funciones para las que
fue creado, pero sin olvidar que esa autonomía, no lo
deslinda de la estructura del Estado.

II. Marco jurídico

Como establece el propio decreto de creación, el Cen-
tro Nacional de Control de Energía es un organismo
público descentralizado de la Administración Pública
Federal, sectorizado a la Secretaría de Energía, con
personalidad jurídica y patrimonio propios, con domi-
cilio en la Ciudad de México.

Este centro rige sus actuaciones con base en dicho de-
creto, la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, la Ley Federal de las Entidades Paraestatales
y la Ley de la Industria Eléctrica.

Se encuentra a cargo de un consejo de administración
y de un director general y está organizado en 8 geren-
cias de control regional, un centro nacional y un cen-
tro alterno y su objeto es ejercer el control operativo
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del sistema eléctrico nacional; la operación del merca-
do eléctrico mayorista y garantizar imparcialidad en el
acceso a la red nacional de transmisión y a las redes
generales de distribución.

Conforme al artículo octavo del decreto de creación, el
consejo de administración se encuentra integrado por

1. El secretario de Energía, como presidente del
consejo;

2. Dos representantes de la Secretaría de Energía;

3. Un representante de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público; y

4. Dos consejeros independientes

Por otra parte, la planeación y el control del Sistema
Eléctrico Nacional, así como el Servicio Público de
Transmisión y Distribución de Energía Eléctrica son
consideradas áreas estratégicas en el artículo 28 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y, por tanto, los bienes destinados al funciona-
miento, mantenimiento y operación de tales activida-
des son consideradas infraestructura estratégica en
términos de la Ley de Seguridad Nacional.

III. Naturaleza jurídica y funcionamiento

La Ley de la Industria Eléctrica establece que este or-
ganismo, como operador independiente del Sistema
Eléctrico Nacional, debe realizar sus funciones bajo
los principios de eficiencia, transparencia y objetivi-
dad, cumpliendo los criterios de calidad, confiabili-
dad, continuidad, seguridad y sustentabilidad en la
operación y control del sistema eléctrico nacional.

Es el organismo encargado de la operación del merca-
do eléctrico mayorista en condiciones que promueven
la competencia, eficiencia e imparcialidad, mediante
la asignación y despacho óptimos de las centrales eléc-
tricas para satisfacer la demanda de energía del siste-
ma eléctrico nacional.

Es responsable garantizar el acceso y no discriminato-
rio a la red nacional de transmisión y de las redes ge-
nerales de distribución; así como de formular los pro-
gramas de ampliación y modernización de los cuales
en caso de ser autorizados por la Secretaría de Energía,

se incorporan al Programa de Desarrollo del Sistema
Eléctrico Nacional.17

Adicionalmente, conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 4 del decreto de creación, la Cenace cuenta con las
siguientes facultades:

1. Exigir y, en su caso, ejecutar las garantías nece-
sarias para asegurar el cumplimiento de las obliga-
ciones de los Participantes del Mercado;

2. Proponer a la Comisión Reguladora de Energía
(CRE) ajustes y modificaciones a las reglas del
mercado y demás ordenamientos relacionados con
su objeto;

3. Instrumentar lo necesario para evitar el uso inde-
bido y la transmisión de información privilegiada
por el personal del Cenace a los participantes del
mercado;

4. Llevar a cabo la venta de servicios de capacita-
ción y asesoría, así como de investigación relacio-
nados con su objeto;

5. Manifestar la no objeción sobre la cesión o ad-
quisición de las redes particulares a los transportis-
tas o los distribuidores;

6. Formar asociaciones o celebrar contratos con
particulares para que presten servicios auxiliares a
la operación del mercado eléctrico mayorista;

7. Informar a la CRE y a la Comisión Federal de
Competencia Económica, sobre la detección de
prácticas monopólicas entre participantes del mer-
cado para que éstas procedan conforme a sus facul-
tades;

8. Proponer a la CRE los cobros que sean necesa-
rios por la realización de estudios de características
específicas de la infraestructura requerida y otros
componentes del proceso de conexión de centros de
carga e interconexión de centrales eléctricas, así co-
mo los demás servicios que se requieran para el fun-
cionamiento eficiente del sistema eléctrico nacio-
nal; y

9. Fomentar y promover el desarrollo de acciones en-
caminadas a la capacitación de capital humano en las
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áreas de la industria eléctrica, a fin de mejorar y forta-
lecer su eficiencia y competitividad.

Por lo que respecta a su presupuesto, para el año 2017
se le otorgó la cantidad de 3 603 761 351; en 2018 el
correspondiente a 4 309 455 696; para 2019, se le asig-
naron 5 250 321 314; en 2020, 4 318 410 074, y para
2021, 4 253 066 808.

Como se observa, el presupuesto más alto que se asig-
nó a este ente público durante el periodo referido fue
el correspondiente a 2019, por 5 250 321 314, del to-
tal del Presupuesto de Egresos de la Federación que
ascendió a 5 838 059 700 000, esto es, 0.08 por ciento
del total.

IV. Panorama internacional

Actualmente, Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Co-
lombia, Ecuador, Guatemala, Honduras, Nicaragua,
Panamá, Perú, el Salvador y Uruguay tienen un mer-
cado eléctrico con un operador independiente, al igual
que la mayoría de los países miembros de la OCDE.

Las mejores prácticas internacionales en la materia
destacan la importancia de contar con una figura inde-
pendiente que controle la operación de las redes de
transporte y distribución de energía eléctrica y realice
la planeación y el control operativo de la red de trans-
misión y las redes de distribución, así como el despa-
cho de la energía y la administración del Mercado
Eléctrico Mayorista, ello para evitar el conflicto de in-
terés que surge cuando la empresa que otorga el acce-
so a la red es al mismo tiempo el competidor de las
empresas de generación que solicitan dicho acceso.

V. Justificación de la iniciativa

El Centro Nacional de Control de Energía, como ope-
rador del sistema eléctrico nacional recibe las solicitu-
des de interconexión de todos los proyectos de gene-
ración, independientemente de su promotor y propone
las obras requeridas de manera que dicho sistema se
optimice para todos los usuarios del mismo. Además,
en la operación del mercado, se asegura que los gene-
radores más baratos despachen primero. El operador
estatal independiente es un elemento fundamental pa-
ra asegurar el acceso abierto y equitativo a la red de
transmisión.18

Si bien el Cenace es un operador independiente del
mercado eléctrico mayorista y del sistema eléctrico
nacional en México, carece de autonomía constitucio-
nal y se encuentra subordinado jerárquicamente al Po-
der Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Ener-
gía, cuyo titular está a cargo de la Presidencia del
Consejo de Administración; por ello, vale la pena
plantear las modificaciones normativas necesarias a
fin de que deje de ser un organismo descentralizado
para transformarse en un órgano constitucional autó-
nomo.

Dotar a este organismo de autonomía constitucional
fortalecería su misión de sustentar eficientemente las
transacciones de los productos de la electricidad entre
generadores y consumidores; y su desligamiento del
gobierno en turno evitaría la intromisión de intereses
políticos y económicos ajenos, lo cual contribuiría di-
rectamente a

• Operar confiablemente el sistema eléctrico nacio-
nal

• Realizar una operación eficiente y no discrimina-
toria del Mercado Eléctrico Mayorista

• Planear una expansión eficiente de la red eléctrica
nacional

Actualmente en México, el costo de la generación de
energía eléctrica es sustancialmente más alto en com-
paración con los estándares de producción de otros pa-
íses, lo que repercute en el alto precio que por este in-
sumo estratégico incurren los sectores productivos del
país, restándoles competitividad.19

Dado que el Cenace se encuentra a cargo de una acti-
vidad estratégica del Estado establecida a nivel consti-
tucional, dotarlo de autonomía técnica y de gestión,
permitiría proporcionar a los usuarios y participantes
de la industria eléctrica en México la confiabilidad efi-
ciente de un suministro de electricidad sustentable en
el entorno ambiental, social y económico, mediante un
recurso humano de alta calidad, una organización inte-
ligente y un uso eficiente y progresivo de tecnologías
de información y control.

Además, dotar de autonomía a dicho organismo des-
centralizado resulta congruente con su función estatal,
pues las áreas estratégicas del Estado no deben cir-
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cunscribirse ni quedar únicamente en manos del Poder
Ejecutivo federal, sino en un ámbito de coordinación
con el resto de los poderes públicos.

VI. Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa propone reformar el artículo 28
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, con el objeto de reconocer autonomía consti-
tucional al Centro Nacional de Control de Energía.

Se busca también regular la designación de su consejo
de administración mediante un procedimiento en el
que participe un comité de evaluación integrado por
expertos en la materia y sin la intervención del Ejecu-
tivo federal.

Para garantizar la suficiencia presupuestal, propone-
mos un porcentaje fijo mínimo para la asignación de
su presupuesto, que derive del total del Presupuesto de
Egresos de la Federación, y que hemos calculado to-
mando en consideración el más elevado durante los
años comprendidos de 2016 a 2020, el cual fue el co-
rrespondiente a 2019, por la cantidad de 5 250 321
314, de un total de 5 838 059 700 000. Así, el porcen-
taje asciende a 0.08.

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propo-
ne, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que
se aprecia en la primera columna el texto vigente de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en la segunda columna la propuesta de adición
resaltada en negritas:
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Por lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 28 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, con objeto de dotar de autonomía constitu-
cional al Centro Nacional de Control de Energía

Único: Se adicionan los párrafos noveno, décimo, dé-
cimo primero, los incisos a) al c), y el décimo segun-
do, y se recorren los párrafos subsecuentes, del artícu-
lo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 28. …

…

…

…

…

…

…

…

El Estado contará con un organismo público autó-
nomo, denominado Centro Nacional de Control de
Energía, dotado de personalidad jurídica y patri-
monio propio, cuyo función será ejercer el control
operativo del Sistema Eléctrico Nacional; la opera-
ción del Mercado Eléctrico Mayorista y garantizar
el acceso abierto y no indebidamente discriminato-
rio a la Red Nacional de Transmisión y a las Redes
Generales de Distribución, y proponer la amplia-
ción y modernización de la Red Nacional de Trans-
misión y los elementos de las Redes Generales de
Distribución que correspondan al Mercado Eléctri-
co Mayorista; bajo los principios de eficiencia,
transparencia y objetividad, así como en condicio-
nes de eficiencia, calidad, confiabilidad, continui-
dad, seguridad y sustentabilidad.

Para garantizar la suficiencia en la gestión presu-
puestal de este órgano autónomo, en ningún caso, el
presupuesto que se le asigne será menor al 0.08 por

ciento del total del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración que corresponda.

El Centro Nacional de Control de Energía estará a
cargo de un Consejo de Administración, integrado
por cinco consejeros independientes electos por un
periodo de siete años, cuya designación será hecha
por la Cámara de Senadores, con el voto de las dos
terceras partes de los miembros; bajo el siguiente
procedimiento:

a) La Cámara de Senadores emitirá el acuerdo
para la elección de los integrantes del Consejo de
Administración, que contendrá la convocatoria
pública, las etapas completas para el procedi-
miento, sus fechas límites y plazos improrroga-
bles, así como el proceso para la designación de
un comité técnico de evaluación, integrado por
siete personas de reconocido prestigio, de las
cuales tres serán nombradas por el órgano de di-
rección política de la Cámara de Senadores, dos
por la Comisión Federal de Competencia Econó-
mica y dos por la Comisión Reguladora de Ener-
gía.

b) El comité recibirá la lista completa de los as-
pirantes que concurran a la convocatoria públi-
ca, evaluará el cumplimiento de los requisitos
constitucionales y legales, así como su idoneidad
para desempeñar el cargo; seleccionará a los me-
jor evaluados en una proporción de cinco perso-
nas por el cargo vacante, y remitirá la relación
correspondiente al órgano de dirección política
de la Cámara de Senadores;

c) El órgano de dirección política impulsará la
construcción de los acuerdos para la elección de
los consejeros, a fin de que una vez realizada la
votación por este órgano en los términos de la
ley, se remita al pleno de la Cámara de Senado-
res, la propuesta con las designaciones corres-
pondientes.

El nombramiento del consejero presidente del Cen-
tro Nacional de Control de Energía deberá recaer
en una persona que se haya distinguido por su ho-
norabilidad, imparcialidad, competencia técnica y
antecedentes profesionales en la materia de la fun-
ción que se pretende ocupar.
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…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá un plazo de
ciento ochenta días naturales para realizar las adecua-
ciones necesarias al marco jurídico conforme al pre-
sente Decreto y deberá expedir la Ley Orgánica del
Centro Nacional de Control de Energía, la cual tendrá
por objeto regular su organización, funcionamiento y
sus competencias.

La conformación del Centro Nacional de Energía, co-
mo órgano autónomo, deberá llevarse a cabo a más
tardar treinta días naturales posteriores al inicio de la
vigencia de la Ley Orgánica a que se hace referencia
en el párrafo anterior.

Tercero. La normatividad y regulación emitida por el
Centro Nacional de Control de Energía, con anteriori-
dad a la entrada en vigor del presente decreto, que no
se oponga a lo dispuesto en éste, continuará vigente,
sin perjuicio de que pueda ser adecuada, modificada o
sustituida, en términos de las disposiciones de este De-
creto y de la Ley Orgánica del Centro Nacional de
Control de Energía que expida el Congreso de la
Unión, de conformidad con el artículo anterior.

Cuarto. El Senado de la República contará con un pla-
zo de treinta días naturales, contados a partir de la en-
trada en vigor de la Ley Orgánica a que se hace refe-
rencia en el transitorio segundo, para llevar a cabo el
nombramiento de los integrantes del Consejo de Ad-
ministración del órgano autónomo denominado Centro
Nacional de Control de Energía.

Quinto. En tanto se integra el Centro Nacional de
Control de Energía como un órgano autónomo, éste
continuará en sus funciones conforme al marco jurídi-
co vigente. 

Sexto. Los recursos humanos, financieros y materiales
del Centro Nacional de Control de Energía, pasarán al
órgano constitucional que se crea por virtud de este de-
creto.

Los procedimientos iniciados con anterioridad a la
conformación del Centro Nacional de Control de
Energía como órgano autónomo continuarán su trámi-
te ante el órgano descentralizado de la Secretaría de
Energía, en términos de la legislación aplicable al mo-
mento de su inicio.

Notas

1 https://www.cenace.gob.mx/Docs/Transparencia/Plan_Estrategi-

co_2017-2021.pdf 

2 Entre ellos el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la

Información y Protección de Datos Personales, el Instituto Federal

de Telecomunicaciones y la Comisión Federal de Competencia

Económica. Información disponible en https://www.reporteindi-

go.com/reporte/amlo-organismos-autonomos-son-tapaderas-y-al-

cahuetes-que-no-benefician-al-pueblo/

3 Consultable en 

http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/64/2021/feb/20210201-I.pdf 

4 Núñez Castañeda, José, La autonomía de los órganos electorales

en México, 2017, disponible en https://www.ipomex.org.mx/re-

cursos/ipo/files_ipo/2018/108/10/c584b014f9c9ff9884ab1905a1c

a86ec.pdf

5 Disponible en http://diccionariojuridico.mx//listado.php/centra-

lizacion-administrativa/?para=definicion&titulo=centralizacion-

administrativa 

6 Disponible en http://diccionariojuridico.mx/definicion/descon-

centracion-administrativa/

7 Núñez Castañeda, José, obra citada, página 16.

8 Carrillo Cervantes, Yasbe Manuel. “La división de poderes y los

órganos constitucionales autónomos en México, propuestas para la

reforma del Estado”, Alegatos, volumen 39, mayo-agosto, UAM,

1998, página 331

9 López Olvera, Miguel Alejandro (Coord.), Poderes Tradiciona-

les y órganos Constitucionales Autónomos, 2020, IIJ-UNAM, pá-

gina 3, disponible en 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/13/6169/16.pd

f

10 Ídem.
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11 Seminario Internacional: poderes tradicionales y órganos cons-

titucionales autónomos, (5/6) disponible en https://www.youtu-

be.com/watch?v=Ss-_9NIcPIk&ab_channel=IIJUNAM 

12 Seminario Internacional: poderes tradicionales y órganos cons-

titucionales autónomos, (5/6) disponible en https://www.youtu-

be.com/watch?v=Ss-_9NIcPIk&ab_channel=IIJUNAM 

13 Registro digital: 172456, Tesis: P./J. 20/2007, Tipo: Jurispru-

dencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,

Tomo XXV, Mayo de 2007, página 1647, Materia(s): Constitucio-

nal. 

14 Registro digital: 170238, Tesis: P./J. 12/2008, Tipo: Jurispru-

dencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,

Tomo XXVII, Febrero de 2008, página 1871, Materia(s): Consti-

tucional

15 Ambos autores son citados en el artículo: “Órganos constitu-

cionales autónomos”, del autor Filiberto Valentín Ugalde Calde-

rón, disponible en 

https://portalanterior.ine.mx/archivos2/portal/servicio-profesional-

e l e c t o r a l / c o n c u r s o - p u b l i c o / 2 0 1 6 - 2 0 1 7 / p r i m e r a -

convocatoria/docs/Otros/37-org-constitucionales-autonomos.pdf 

16 Disponible en 

https://portalanterior.ine.mx/archivos2/portal/servicio-profesional-

e l e c t o r a l / c o n c u r s o - p u b l i c o / 2 0 1 6 - 2 0 1 7 / p r i m e r a -

convocatoria/docs/Otros/37-org-constitucionales-autonomos.pdf.

17 https://www.gob.mx/cenace/archivo/prensa?idiom=es 

18 https://www.senado.gob.mx/comisiones/puntos_constituciona-

les/docs/DICTAMEN_REFORMA_ENERGETICA.pdf (página

74).

19 Ídem, pie de página 2.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL PARA EL CONTROL DEL TABACO, A CARGO DEL DI-
PUTADO JUAN MARTÍN ESPINOZA CÁRDENAS, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El suscrito, diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXIV Legislatura, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como el artículo 6, numeral 1, fracción I, y los
artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, se some-
te a consideración de esta honorable asamblea, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el artículo 5, el artículo 9, el artículo 11 y
el artículo 12 de la Ley General del Control del Taba-
co, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

En la actualidad el consumo de tabaco es la principal
causa de muerte en todo el mundo, “Cada año mueren
4 millones de personas en el mundo por enfermedades
relacionadas al consumo del tabaco (esto equivale a
una persona cada 10 segundos).

Se estima que en este año 2020 el tabaco será la causa
del 12% de todas las muertes a nivel mundial, para en-
tonces este porcentaje será mayor que el de las muer-
tes causadas por VIH/SIDA, tuberculosis, mortalidad
materna, accidentes automovilísticos, homicidios y
suicidios en conjunto”.1

En México en menos de dos décadas el número de fu-
madores se incrementó de 9 a 13 millones de personas
y las enfermedades asociadas al tabaquismo matan a
más de 53,000 personas cada año, es decir, 147 cada
día. Estas defunciones representan un 10% de las
muertes nacionales.

Realmente es triste ver que hoy en día los niños y ni-
ñas comienza desde una edad muy temprana con el
consumo del tabaco y el consumo en las mujeres tam-
bién se ha incrementado en las últimas décadas ten-
diendo a ser igual o mayor que en los hombres.

De acuerdo con los datos de la Encuesta Global de Ta-
baquismo en Adultos, México, en el año 2015, el
16.4% de la población de 15 años o más en el país son
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personas fumadoras activas; entre ellas, 10.6 millones
son hombres y 3.8 millones son mujeres.

“La encuesta destaca además que, entre el 16.4% de
las personas fumadoras, el 7.6% son fumadores diarios
y el 8.8% ocasionales. Entre quienes declaran fumar a
diario, el promedio de consumo es de 7.7 cigarrillos al
día; mientras que la edad de inicio al fumar es de 16.5
años.

Esta encuesta revela que entre el 2009, año del levan-
tamiento previo, y el 2015, sí hay una disminución es-
tadísticamente significativa en la edad de inicio al con-
sumo; al haberse reducido de 17.6 años a 16.5 años de
edad.

Un último dato a destacar en este tema es que hay 3.9
millones de personas que, sin ser fumadoras, están
constantemente expuestas al humo del tabaco; de
ellas, 72.2% ha estado expuesta en bares y discotecas;
42.4% en universidades; 24.6% en restaurantes;
24.7% en el transporte público; 14% en edificios de
gobierno; 13.7% en escuelas y 5.2% en instituciones
que prestan servicios de salud”.2

Hay diversos estudios que revelan que un cigarrillo
contiene más de 100 sustancias toxicas, entre las cua-
les hay algunas consideradas con radioactivas y can-
cerígenas, por lo que consumir el humo del tabaco, es
como si estuvieras consumiendo veneno, por lo que
urge una mejor política de prevención en el tema.

Fuente: Elaboración con base en las estadísticas de Mortalidad del

Instituto Nacional de Estadística y Geografía.3

“Es alarmante que ha aumentado cada año los índices
de muertes a causa del consumo del tabaco. “De acuer-
do con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi), entre los años de 2010 y 2015, se han registra-
do en el país un total de 117,749 defunciones a causa

de las Enfermedades pulmonares obstructivo crónicas,
las cuales son atribuidas en su inmensa mayoría, di-
rectamente al consumo del tabaco.

Esa cifra implica un promedio de 19,624 defunciones
anuales, es decir, 53.7 defunciones al día, o bien, un
promedio de dos defunciones por hora atribuibles al
consumo del cigarro.

Adicionalmente, el Inegi estima que entre los años
2005 y 2015, han fallecido un total de 83,014 por cán-
cer de tráquea, bronquios y pulmón; asimismo, hay
una suma de 60,694 defunciones por cáncer de prósta-
ta; 57,178 por tumor maligno de la mama; así como
11,345 por tumores en la cavidad bucal, la faringe y el
labio.

Esta cifra acumula un total de 212,231 muertes, es de-
cir, un promedio anual de 21,223 casos anuales; o
bien, un promedio diario de 58 defunciones al día. Si
se suman ambas cifras, lo que se tiene es un promedio
de aproximadamente 105 defunciones diarias atribui-
bles al consumo del tabaco; esto sin considerar otras
defunciones en las que el consumo del tabaco es un
factor de riesgo”.

Actualmente la industria tabacalera para reemplazar
los millones de consumidores muertos cada año a con-
secuencia de enfermedades vinculadas con el tabaco,
ha buscado otras estrategias y ha apuntado hacia los
países en desarrollo y en especial a sus mujeres. 

Con ese fin incrementa anualmente la inversión en pu-
blicidad dirigida especialmente a la mujer joven y a
los jóvenes y niños y niñas, con el fin de transformar-
los en nuevos fumadores. 

Fuente: Elaboración con base en las estadísticas de Mortalidad del

Instituto Nacional de Estadística y Geografía.4
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El 21 de mayo del 2003 fue un día histórico para la Sa-
lud Pública Mundial ya que, en la 56ª Asamblea Mun-
dial de la Salud, los 192 Estados miembros de la OMS
adoptaron por unanimidad en Convenio Marco de la
OMS para el Control del Tabaco (CMCT). Este Con-
venio constituye el primer instrumento jurídico dise-
ñado para reducir las defunciones y enfermedades re-
lacionadas con el  tabaco.

México dio un ejemplo al mundo al ser el primer País
Latinoamericano en ratificar el Convenio. Sin embar-
go, se requiere un compromiso político firme para en-
frentar los intereses de la poderosa industria tabacale-
ra y proteger a todas las personas de los efectos del
tabaquismo, incluyendo la exposición al humo del ta-
baco ajeno.

Así mismo de acuerdo a la Ley General para el Con-
trol del Tabaco acorde al Convenio Marco de la Orga-
nización Mundial de la Salud para el Control del Ta-
baco, manifiesta que es de suma importancia
actualizar y reforzar las estrategias sanitarias para dis-
minuir el consumo del tabaco en las personas y princi-
palmente en personas vulnerables, niños, niñas y ado-
lescentes, tales como: 

• Protección contra la exposición al humo de ta-
baco: Conforme a lo estipulado en el artículo 8 del
CMCT-OMS. Todas las personas deben estar prote-
gidas contra la exposición al humo de tabaco, por lo
que se hace necesaria una legislación integral que
proteja a las personas contra esta exposición en lu-
gares de trabajo interiores, en lugares públicos ce-
rrados, en medios de transporte público y en espa-
cios de concurrencia colectiva, con la finalidad de
salvaguardar la protección a la salud.

• Actualización de la regulación sobre empaque-
tado y etiquetado de productos de tabaco con-
vencionales: Las recomendaciones son que las
Partes integrantes y comprometidas en el
CMCT-OMS deberán considerar la posibilidad
de aumentar el tamaño de sus advertencias y
mensajes sanitarios, ocupando al menos el 50
por ciento de las superficies principales expues-
tas y que abarquen la mayor parte posible de las
mismas, sin perder de vista que el objetivo máximo
es llegar al empaquetado neutro, sin colores ni lo-
gotipos propios de la marca.

• Regulación de la publicidad, promoción y pa-
trocinio de los productos del tabaco: Conforme a
las directrices del artículo 13 del CMCT-OMS, pa-
ra lograr un adecuado control sanitario que proteja
la salud de todas las personas y eliminar la promo-
ción de estos productos, se recomienda la prohibi-
ción absoluta de toda exhibición directa de los pro-
ductos que los hagan visibles al consumidor.
Asimismo, se debe prohibir la exhibición y venta de
los productos a través de máquinas expendedoras e
internet, ya que de esta manera se posibilita la ven-
ta a menores, la evasión fiscal y el comercio ilícito.

• Mpower: Es un plan de medidas para hacer retro-
ceder la epidemia de tabaquismo en el mundo, el
cual exhorta a los formuladores de políticas públi-
cas a que, en colaboración con los diferentes secto-
res públicos, privados y sociales conciban un mun-
do libre de tabaco. Por lo que, es necesario integrar
a nuestra regulación dichas estrategias e interven-
ciones:

– Monitor: Vigilar el consumo de tabaco.

– Protect: Proteger a la población del humo de
tabaco.

– Offer: Ofrecer ayuda para el abandono del ta-
baco.

– Warn: Advertir de los peligros del tabaco.

– Enforce: Hacer cumplir las disposiciones so-
bre publicidad, promoción y patrocino.

– Raise: Aumentar los impuestos al tabaco. Que
no es materia de esta iniciativa.

• Medidas de reducción de la demanda relativas
a la dependencia y al abandono del tabaco: para
dar cumplimiento a la aplicación del artículo 14 del
CMCT-OMS.

• La protección a la salud de los niños y adolescen-
tes sujetándose al principio rector del interés supe-
rior del niño.

Por ello, solicitó el apoyo a la Secretaría de Educación
Pública, al Gobierno del ejecutivo Federal, y a la Se-
cretaría de Salud, para que en coordinación con las au-
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toridades correspondientes, las instituciones de salud,
los directivos educativos en conjunto con los docentes
y padres de familia, logremos fomentar la promoción,
la educación para la salud, así como la difusión del co-
nocimiento de los riesgos atribuibles al consumo y a la
exposición al humo de tabaco, dentro de las aulas es-
colares de todo el territorio nacional; y así generar
consciencia entre nuestros niños a fin de erradicar es-
ta adicción, así como aplicar las estrategias correspon-
dientes para disminuir el consumo en personas vulne-
rables, niños y niñas adolescentes, hacer conciencia de
las consecuencias y daños que provocan en su salud.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma diversas disposiciones de la
Ley General para el Control del Tabaco

Único. Se reforma la fracción VII del artículo 5, se re-
forma el artículo 9, se reforma la fracción III al artícu-
lo 11 y se adiciona una fracción XII al artículo 12 y se
reforman las fracciones X y XI del artículo 12 de la
Ley General para el Control del Tabaco, para quedar
como sigue:

Artículo 5. (…)

I a VI (…)

VII. Fomentar programas de difusión educativa
respecto a los riesgos atribuibles al consumo y
exposición al humo del tabaco, dentro de las es-
cuelas públicas y privadas en sus tres niveles de
educación obligatorios.

VIII a XI (…)

Artículo 9. La Secretaría coordinará las acciones que
se desarrollen contra el tabaquismo, promoverá y or-
ganizará los servicios de detección temprana, orienta-
ción y atención a fumadores que deseen abandonar el
consumo, investigará sus causas y consecuencias, fo-
mentará la salud considerando la promoción de actitu-
des y conductas que favorezcan estilos de vida saluda-
bles en la familia, el trabajo y la comunidad; y
desarrollará acciones permanentes dentro de las es-
cuelas públicas y privadas, para disuadir y evitar el
consumo de productos del tabaco principalmente por
parte de niños, adolescentes y grupos vulnerables.

Artículo 11. (…)

I a II…

III. La educación dentro del núcleo familiar y la
educación dentro de las escuelas públicas y pri-
vadas en los tres niveles de educación, para pre-
venir el consumo de tabaco por parte de niños y
adolescentes;

IV a V (…)

Artículo 12. (…)

I a IX (…)

X. Promover la participación de la sociedad civil en
la ejecución del Programa contra el Tabaquismo,

XI. Proponer al Ejecutivo Federal las políticas pú-
blicas para el control del tabaco y sus productos con
base en evidencias científicas y en determinación
del riesgo sanitario; y

XII. Promover, organizar y ejecutar programas
de difusión preventiva educativa respecto a los
riesgos atribuibles al consumo y exposición al
humo del tabaco, dentro de las escuelas públicas
y privadas en sus tres niveles de educación obli-
gatorios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud.

https://www.paho.org/mex/index.php?option=com_content&view

=article&id=96:situacion-tabaco-mexico&Itemid=387

2 México Social; tabaquismo un freno al desarrollo.

https://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/05/30/1166491

3 Inegi.
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4 Inegi.

Diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas (rúbrica)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 18
días el mes de febrero del 2021.

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 10 DE LA LEY

GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELEC-
TORALES, A CARGO DEL DIPUTADO VALENTÍN REYES LÓ-
PEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Valentín Reyes López, integrante del
Grupo Parlamentario Morena en la LXIV Legislatura
de la Cámara de Diputados, con fundamento en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6,
76, 77, 78 y 102 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, presenta ante esta asamblea iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

México ha cambiado, estamos en una nueva era, en
donde estar estáticos no es ni será una opción, la ciu-
dadanía a hablado y lo que exigen, son servidores pú-
blicos preparados que puedan garantizar y acreditar la
idoneidad de los mismos para el servicio público, el
análisis, estudio y visión para que nuestro país mejore
en el marco jurídico, hace que los que nos encontra-
mos en estos cargos en el servicio público nos prepa-
remos día con día para que dentro de nuestras faculta-
des seamos la voz de las demandas de nuestros
ciudadanos, para ello y para garantizar a los mismos es
necesario que estemos al nivel de la responsabilidad
que nos confieren.

Quiero aclarar que no estoy quitando la oportunidad a
ningun cudadano que aspire a ser legislador esa posi-
bilidad, mas bien con esta reforma garantizamos que el
pueblo mexicano, gane siempre. 

Como es de su conocimiento: La presente Ley es de
orden público y de observancia general en el territorio
nacional y para los ciudadanos que ejerzan su derecho
al sufragio en territorio extranjero.

Tiene por objeto establecer las disposiciones aplica-
bles en materia de instituciones y procedimientos
electorales, distribuir competencias entre la federa-
ción y las entidades federativas en estas materias, así
como la relación entre el Instituto Nacional Electoral y
los organismos públicos locales.

La renovación de los Poderes Ejecutivo y Legislativo
de la federación, así como las correspondientes a los
Poderes Ejecutivo, Legislativo y de los ayuntamientos
en los estados de la federación, y del jefe de gobierno
(gobernador), diputados a la Asamblea Legislativa y
los jefes delegacionales (alcaldes) del Distrito Federal
(de la Ciudad de México), se realizarán mediante elec-
ciones libres, auténticas y periódicas, mediante sufra-
gio universal, libre, secreto y directo.

Esta Ley reglamenta las normas constitucionales rela-
tivas a

Los derechos y obligaciones político-electorales de
las ciudadanas y los ciudadanos;

La función estatal de organizar las elecciones de los
integrantes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo de
la Unión.

Las reglas comunes a los procesos electorales federa-
les, locales, y la integración de los organismos electo-
rales.

Dicho lo anterior me limitaré a lo que compete al artí-
culo 10 que establece los requisitos de elegibilidad pa-
ra Diputada o Diputado Federal y para Senadora o Se-
nador, estos anexos a los que ya se disponen en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en sus artículos 55 y 58.

Y es de donde parto, en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en su capítulo II, Del Po-
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der Legislativo, en su sección I De la Elección e Insta-
lación del Congreso en su artículo 52, la cual estable-
ce los lineamientos para la integración de la Cámara
de Diputados; la cual estará conformada por 300 Di-
putadas y Diputados por el principio de mayoría rela-
tiva y 200 Diputadas y Diputados que serán mediante
representación proporcional, para dar un total de 500
legisladores, así como lo marca también en el artículo
14 de la presente ley por reformar.

En legislaturas anteriores se ha hecho la propuesta de
modificación a varios artículos entre ellos el 52, para
la disminución del número de Diputados, otros tantos
para la disminución específica de los que obtienen por
representación proporcional.

Argumentos que han sido poco válidos, debido a que
no se han aprobado y con ello no se ha logrado tal mo-
dificación debido a que en sus pobres planteamientos
aseguran que no son necesarios tantos.

Para mejorar un país nunca serán suficientes, ni tanto
los legisladores que se deben dividir en comisiones pa-
ra el estudio más profesionalizado de las iniciativas
que hacen ambas Cámaras como para la discusión an-
te el pleno, las cuales afectan o benefician a todo nues-
tro país, así como el personal de apoyo que tiene cada
legislador para garantizar y cumplir con sus funciones
para las que fue electo, como para las que hace de ma-
nera directa en su territorio/Distrito/circunscripción.

Los 500 son la voz del pueblo, provienen de diferentes
sectores, zonas geográficas y representan a todos los
Mexicanos, es por ello que la diversificación de los
mismos es ideal para que los acuerdos y modificacio-
nes que se realizan en las Cámaras, lleguen a ser lo
más integrales y plurales posibles a las necesidades
que existen en su actualidad, que se realizarán me-
diante la mejora y actualización de las leyes que nos ri-
gen como país.

Esta legislatura en particular ha trabajado por la pari-
dad de género, los derechos de la mujer, la Seguridad,
la Eduación, participación política de los jóvenes,
erradicar la corrupción, es decir se está realizando un
trabajo integral.

Sabemos bien que, no es un caso aislado que a tener
muchas voces la ideología sea variada y más plural,
pero también genera que existan problemáticas en el

momento de iniciar con este nuevo trabajo/responsabi-
lidad que ahora presentaré; parte de Las dificultades,
que los legisladores afrontan al tomar protesta:

1. Desconocimiento para la elaboración y argumen-
tación jurídica de iniciativas de Ley o puntos de
acuerdo.

2. Desconocimiento sobre el trabajo y la práctica le-
gislativa.

3. Desconocimiento de la Ley y como aplicarla.

4. Sus obligaciones y derechos.

Entre otras complicaciones menores, aunque también
importantes, pero que no tocan esta ley.

Al ser representantes del pueblo y para el pueblo, co-
mo lo mencioné en parrafos anteriores no podemos
quitarles el derecho a votar y ser votados y limitarlos
a un grado académico o una rama de especialización,
pero si, dentro de los requisitos para que un ciudada-
no/militante de un partido político pueda ser candida-
to, es importante que acrediten la idoneidad y profe-
sionalización para desarrollar su función de así llegar
al poder, con conocimiento de la responsabilidad y ac-
ciones a tomar del obtener el cargo.

Estas problemáticas no son de desconocimiento para
la Cámara de Diputados por ejemplo, en el centro de
capacitación de la Cámara de Diputados, se han aper-
turado cursos en esa materia, de los cuales no conocen
ni de su existencia un porcentaje de los legisladores y
que muy pocos acceden a ellos.

Pero existen complicaciones en el proceso, a pesar que
se ha tenido la oportunidad de que los ciudadanos es-
tén en la máxima tribuna expresando en su función co-
mo legisladores las necesidades, de su distrito o cir-
cunscripción, es necesario que desde el día uno de la
gestión legislativa, tengan conocimiento básico de lo
que es ser un legislador y es que aunque se lea ridícu-
lo, existen en toda las legislaturas, servidores públicos
que no aprovechan la oportunidad de servir a la Na-
ción haciendo un cambio o por lo menos haciendo, es-
to puede ser originado por diferentes factores, es por
ello compañeras y compañeros legisladores que los in-
vito a cerrar la brecha de la opacidad para que el des-
conocimiento no sea parte de esta.
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Si revisamos el Sistema de Información Legislativa,
de cada diputado solo sus puntos de acuerdo, iniciati-
vas o trabajo en comisión unitario podemos compro-
bar que cierto porcentaje no ha hecho aún nada y eso
que ya vamos de salida; se que son muchos los facto-
res y varios de ellos diversos, respeto el trabajo de ca-
da uno y sé que muchas veces no nos damos a basto.

Tampoco pido que de ahora en adelante estemos como
otros legisladores de anteriores legislaturas, presentan-
do iniciativas de temas de baja importancia, inventan-
do hasta el día de las inicitivas que no pasan por todas
aquellas que murieron en el intento de ser leyes. No,
pero si que estos mismos que no presentan sea por
cualquier otro motivo, menos el que no se hacer o no
se buscar para presentar.

Más bien que la buena intención acompañada de in-
formación de primera mano de; introducción a la prác-
tica y procesos legislativos permita, que los que ocu-
pen nuestros puestos los cuales son pasajeros,
recuerden que el pueblo pone y el pueblo quita, ge-
nere que los que estén después de nosotros tengan he-
rramientas a su alcance para que su inicio no sea de ce-
ro.

Muchos de nosotros todos los días tenemos lecturas
constantes de las leyes, de los dictamenes de las refor-
mas, de los exhortos, leemos todo el tiempo de todo
para estar competentes para nuestros ciudadanos que
no esperan menos de nosotros más que la garantía de
que estamos aquí para defenderlos y es justo que en
ese tenor solicito, que la introducción al derecho par-
lamentario y proceso legislativo, o introducción al
trabajo y práctica legislativa así como elaboración
y argumentación jurídica de iniciativas de ley, para
con ello las y los aspirantes a estos puestos de elección
popular puedan garantizar a sus representados a un fu-
turo legislador más preparado para la función tan im-
portante y de alta responsabilidad que tomará al llegar
a obtener la victoria electoral.

Lo que daña a México es el ensayo y error, lo que da-
ña a los habitantes es la no profesionalización de los
que defenderan sus derechos, se que muchos ciudada-
nos no han tenido la oportunidad de estudiar una ca-
rrera o profesionalizarse, pero el empezar con estos
cursos para acreditar una idoinedad mayor será viable
para un trabajo y una función que se debe tomar como
lo que es, una alta responsabilidad.

Empecemos hacer el cambio, empecemos aprender,
basta de iniciar de cero y es así como con pequeñas ac-
ciones pueden mejoralo todo, no tengo duda que al co-
nocer y realizar estos 2 cursos; la perspectiva cambia-
rá, tendran nuevo conocimiento que sabrán como
ejercerlo en el momento de argumentar y es así como
se logrará un parlamento más completo, más prepara-
do.

No necesitamos menos legisladores, necesitamos le-
gisladores más comprometidos con el pueblo mexi-
cano y se que existen, somos todos y cada uno de los
que estamos hoy aquí, los cuales tienen todo mi res-
peto, solo necesitamos aprovechar las herramientas
que tenemos a nuestro alcance y ponerla con ellos, co-
mo parte de los requisitos que deberán cumplir para
estar, el cual beneficia a todos.

En estos momentos los días viernes en la Cámara de
Diputados se está impartiendo un curso en línea de
Derecho parlamentario y Proceso Legislativo, que por
cierto es gratuito.

Es decir esta herramienta que esta al alcance de nos-
otros pueda estarlo para los aspirantes a legisladores.

Tanto el Instituto Nacional Electoral, la Cámara de Di-
putados y de Senadores Garantizarían el plan de estu-
dios virtuales y las horas de cada curso, más los meca-
nismos para otorgar las capacitaciones para los
aspirantes que tendrán que cumplir con este requisito
de ser su primera ocasión como legislador tal y como
lo mencionaré a continuación:
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Por lo expuesto someto a consideración de la Cámara
de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales

Único. Se reforman los incisos e) y f), se adicionan
los incisos h) e, i) todos del numeral 1, se adiciona el
numeral 2, en el artículo 10 de la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, para quedar
de la siguiente forma:

Artículo 10

1. Son requisitos para ser Diputada o Diputado Fede-
ral o Senadora o Senador, ademas de los que señalan
respectivamente los artículos 55 y 58 de la constitu-
ción, los siguientes:

a) a d) …

e) No pertenecer al servicio profesional electoral
nacional, salvo que se separe del cargo tres años an-

tes de la fecha de inicio del proceso electoral de que
se trate;

f) No ser presidente municipal o titular de algún ór-
gano político-administrativo, en el caso de la Ciu-
dad de México; ni ejercer bajo circunstancia algu-
na las mismas funciones, salvo que se separe del
cargo noventa días antes de la fecha de la elección.

g) …

h) Acreditar con constancia haber recibido; ta-
ller, curso o diplomado en; Derecho parlamenta-
rio y proceso legislativo, o introducción al traba-
jo y práctica legislativa. Quedando exentos de
este requisito los que ya hayan sido legisladores
anteriormente.

i) Acreditar con constancia haber recibido; ta-
ller, curso o diplomado en; elaboración y argu-
mentación jurídica de iniciativas de ley.

2. Para los candidatos de elección consecutiva o que
hayan desarrollado la función de Legislador en
Congreso Local o Federal, con anterioridad debe-
rán anexar copias legibles y en buen estado de con
su contancia de mayoría para quedar exentos de
mencionados requisitos en su apartado inciso h) e i).

Transitorios

Primero. Esta ley entrará en vigor a partir de las elec-
ciones de 2024, el Instituto Nacional Electoral y ambas
Cámaras darán a conocer los mecanismos para facilitar
lo que se solicita en el artículo 10 en su numeral 2. 

Segundo. Tanto el Instituto Nacional Electoral, como
la Cámara de Diputados y Senadores Garantizarían el
plan de estudios virtuales y las horas de cada curso,
más los mecanismos para otorgar las capacitaciones
para los aspirantes que tendrán que cumplir de ser su
primera ocasión como Legislador.

Palacio legislativo de San lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputado Valentín Reyes López (rúbrica)
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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES Y DEL CÓDIGO CI-
VIL FEDERAL, EN MATERIA DE ASAMBLEAS TELEMÁTICAS,
SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS MARIANA RODRÍGUEZ

MIER Y TERÁN Y FERNANDO GALINDO FAVELA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Los que suscriben, Marian Rodríguez Mier y Terán y
Fernando Galindo Favela, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional en
la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a considera-
ción de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto, que reforma diversos artículos de
la Ley General de Sociedades Mercantiles y del Códi-
go Civil Federal, en materia de asambleas telemáticas,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

La Ley General de Sociedades Mercantiles data del año
1934 y el Código Civil Federal de 1928. Ambos orde-
namientos regulan las personas morales, en el primer
caso de naturaleza mercantil y en el segundo caso de na-
turaleza no mercantil y que en este último caso sirven
como normas supletorias para diversos ordenamientos
Federales como lo es por ejemplo la Ley Agraria.

En la época en la cual se promulgó el Código Civil Fe-
deral (Entonces Código Civil para el Distrito y Terri-
torios Federales, en materia común y para toda la Re-
pública en materia Federal), sólo existían como
medios de comunicación generalizados entre indivi-
duos situados en destinados lugares el correo, el telé-
grafo y el teléfono. En ese entonces (1928) ante la po-
pularización generalizada del entonces novedoso
avance de la ciencia, el teléfono, la comisión redacto-
ra del Código Civil decidió equiparar la contratación
mediante el uso de dicho medio de comunicación a la
contratación entre presentes habida cuenta de que el
consentimiento y aceptación podía ser expresado de
forma inmediata.

En cambio, el Código de Comercio, habiendo sido
promulgado casi 40 años antes, en 1889, no contem-

plaba entre sus disposiciones la contratación telefóni-
ca por naturales razones, aunque al ser promulgado el
Código Civil citado, aplicable a una materia federal
como la mercantil, se pudiera pensar que éste último
sería aplicado supletoriamente al no haber contradic-
ción aparente, pero encontramos criterios jurisdiccio-
nales opuestos en la séptima época que generaban in-
seguridad jurídica.1

Muchos años después, tanto el Código de Comercio
como el en ese momento Código Civil Federal fueron
objeto de una reforma integral en materia de contrata-
ción electrónica publicada en el Diario Oficial de la fe-
deración el 29 de mayo de 2000, mediante la cual se
reconoció el uso de medios electrónicos en materia de
contratación adoptando la Ley Modelo de la Comisión
de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil, lo
cual fue un parteaguas en nuestra legislación pues re-
conoció la equivalencia funcional entre el papel y los
mensajes de datos, reconociendo una realidad del co-
mercio en dicha época, hace ya 20 años.

Más aún, mediante reforma publicada el 29 de agosto
de 2003 se estableció inequívocamente que en materia
mercantil los actos jurídicos son susceptibles de for-
marse mediante medios electrónicos al incorporarse
un tercer párrafo al artículo 89 del Código de Comer-
cio en este sentido. No obstante lo anterior, la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles conserva un lenguaje
y terminología arcaica en la cual es patente la ausencia
de la reglamentación del uso de medios electrónicos
en la celebración de los actos jurídicos que ésta regu-
la, como son las Asambleas de Socios o Accionistas y
las Sesiones del Consejo de Administración, salvo por
una escueta referencia en el artículo 266 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles al regular las Asam-
bleas de Accionistas de las Sociedades por Acciones
Simplificadas incorporadas al citado ordenamiento por
Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 14 de Marzo de 2016.

En el derecho comparado, encontramos que algunos
países con sistemas jurídicos afines al nuestro como
España, Francia y Colombia contemplan en su legisla-
ción la equivalencia de las Asambleas de Accionistas
efectuadas mediante asistencia física o mediante asis-
tencia virtual por medios telemáticos. Otros países co-
mo Estados Unidos de América y Reino Unido toma-
ron soluciones afines a la de los países previamente
mencionados. En Chile, por disposición reglamentaria
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se permite este tipo de equivalencia, mientras que en
Costa Rica el mismo resultado se obtuvo mediante una
circular registral.

Regular expresamente la validez y requisitos mínimos
para la celebración de Asambleas de Socios o Accio-
nistas, así como órganos de Administración en la Ley
General de Sociedades Mercantiles de forma general-
mente aplicable a los distintos tipos de sociedades
mercantiles, incluyendo aquellas reguladas a través de
la supletoriedad de ésta, obedece a la imperiosa nece-
sidad de adaptar la ley a las nuevas realidades que los
avances tecnológicos han fomentado dotando a los co-
merciantes y a la sociedad en general, de la seguridad
jurídica necesaria para reconocer el fenómeno que ya
se da en la práctica, que es que las sociedades celebran
este tipo de asambleas con base en el marco jurídico
vigente.

En efecto, en estos tiempos en los cuales nos hemos
visto inmersos en una pandemia mundial a causa de la
irrupción del Covid-19 que ha costado la vida a cien-
tos de miles de personas a nivel mundial, y en la cual
uno de los mayores peligros es el contagio masivo en
reuniones, la sociedad en general se ha visto forzada a
adoptar soluciones tecnológicas que permiten que la
economía e incluso las instituciones del estado sigan
funcionando. Hemos visto que incluso nuestra Supre-
ma Corte de Justicia ha habilitado el uso de medios te-
lemáticos para llevar a cabo las sesiones y resolver los
importantes asuntos que tiene bajo su responsabilidad
en la impartición de justicia.

Así, esta Soberanía considera imperativo dotar de los
elementos de seguridad jurídica necesaria a la socie-
dad, a fin de que puedan seguirse tomando las decisio-
nes propias de los empresarios y los directivos de las
grandes, medianas y pequeñas empresas, mediante el
uso de medios telemáticos, evitando que se paralice la
economía durante épocas como las que nos ha tocado
vivir y reconociendo que la incesante revolución tec-
nológica y los constantes descubrimientos científicos
van más rápido que la creación de nuestras leyes y es
preciso proveer a la sociedad de elementos de certi-
dumbre que inspire confianza.

Por tal motivo, se consideró conveniente reformar no
solo diversos artículos de la Ley General de Socieda-
des Mercantiles, sino también del Código Civil Fede-
ral, pues como ya se puntualizó, este último ordena-

miento es supletorio de diversas leyes federales, como
la Ley Agraria, entre otros ordenamientos, a fin de es-
tablecer expresamente la posibilidad de celebrar
Asambleas de los miembros de los distintos tipos de
personas jurídicas del ámbito federal por medio tele-
máticos, reconociendo que esta posibilidad obra en be-
neficio de dichos miembros, pues abatirá costos y
tiempo de transporte, además de coadyuvar a proteger
la salud de quienes pudieran exponerse a contagios en
reuniones multitudinarias como lo ha mostrado la ex-
periencia en estas épocas de emergencia sanitaria.

En el contexto anteriormente apuntado, resulta tras-
cendental situarnos en la claridad de que el derecho
societario mercantil, es un derecho especial cuyos
principios jurídicos constituyen reglas derogativas a
los principios generales contenidos en el Derecho Co-
mún, sin embargo, este último debe considerarse parte
integrante del primero, como lo establece con claridad
el artículo 2o. del Código de Comercio, así como la
exposición de motivos Código Civil Federal, que a la
letra señala lo siguiente:

El Código civil rige en el Distrito y en los Territorios
Federales; pero sus disposiciones obligan a todos los
habitantes de la República, cuando se aplican como
supletorias de leyes federales, en los casos en que la
federación fuere parte y cuando expresamente lo
manda la ley. En esos casos, las disposiciones del Có-
digo civil no tienen carácter local; con toda propie-
dad puede decirse que están incorporadas, que for-
man parte de una ley federal y, por lo mismo, son
obligatorias en toda la república…

Se ha debatido doctrinalmente la naturaleza jurídica de
las Asambleas de Accionistas o Sesiones de Órganos
de Administración, existiendo diversas teorías explica-
tivas, no obstante, a pesar de las diferencias académi-
cas, es indudable que se trata en ambos casos de actos
jurídicos, por lo que para su interpretación, como se ha
apuntado ya, a falta de norma expresa en la Ley So-
cietaria o normas societarias especiales (por ejemplo
en el propio Código Civil), se deberá recurrir a las nor-
mas que el Código Civil prevé para los contratos o co-
mo doctrinalmente se conoce, a la teoría general de las
obligaciones.2

Por lo anterior, se considera que para lograr el objeti-
vo de esta iniciativa, será suficiente modificar artícu-
los precisos relacionados con la celebración de Asam-

Gaceta Parlamentaria Martes 23 de febrero de 202134



bleas de Socios o Accionistas y Órganos de Adminis-
tración por medios telemáticos, es decir, mediante el
uso de cualquier tipo de medio tecnológico o de co-
municación, pues no es la función del legislador limi-
tar o escoger el medio tecnológico, máxime que la
ciencia avanza vertiginosamente, sino dotar de los
principios jurídicos necesarios para garantizar la segu-
ridad jurídica de los ciudadanos.

II. Objeto de la iniciativa

La iniciativa de mérito tiene como propósito reformar
los artículos 6, 75, 80, 81, 82, 143, 178, 179 y 186 de
la Ley General de Sociedades Mercantiles, así como
los artículos 2675 y 2713 del Código Civil Federal, a
efecto de prever expresamente que tanto las Asamble-
as de Asociados, Socios o Accionistas, así como las
juntas o sesiones de los órganos de Administración
puedan llevarse a cabo a través de medios telemáticos,
ya sea total o parcialmente.

En efecto, doctrinalmente se ha considerado un dere-
cho de los miembros de una sociedad mercantil el de-
recho de voto en los asuntos para los cuales la Ley o
los estatutos conceden dicho derecho. En tal virtud, la
Ley General de Sociedades Mercantiles (artículo 179),
para el caso de la Sociedad Anónima prevé que las
Asambleas de Accionistas deben celebrarse en el do-
micilio social, salvo caso fortuito o de fuerza mayor,
sancionando con la nulidad aquellas Asambleas que no
se celebren en el domicilio social sin estar presente al-
guna de estas causas de imposibilidad conforme al de-
recho común.

No obstante, es menester explicar la razón de esta re-
gla de celebración de Asamblea en el domicilio social
y la nulidad a la infracción de la falta de observancia
(de cumplimiento no imposible), a fin de contextuali-
zar el efecto y beneficio de la reforma propuesta.

Al momento de la promulgación de la Ley General de
Sociedades Mercantiles, para que los accionistas pu-
dieran tomar resoluciones que formaran la voluntad de
la Sociedad, era menester que se reunieran físicamen-
te dentro del domicilio social, en Asamblea de Accio-
nistas. A decir de autores como Cesar Vivante “el
acuerdo tomado por una Asamblea convocada fuera de
su domicilio es nulo, porque la reunión en otro lugar
puede hacer más gravoso a los socios el ejercicio de su
derecho y equivaldría a despojarlo del mismo”.3

En efecto, el legislador original, al establecer la san-
ción de nulidad para las Asambleas de Accionistas ce-
lebradas fuera del domicilio social, buscaba proteger
el derecho de voto de los accionistas, permitiéndoles
tener certeza sobre el lugar al cual habrían de asistir
para deliberar y emitir su voto en las asambleas de ac-
cionistas, pues no existía otra forma de ejercitar el de-
recho de voto, con la posibilidad de deliberar e inter-
cambiar puntos de vista que llevasen a formar la
voluntad societaria, con la seguridad jurídica debida
en cuanto a la identidad y ausencia de vicios de la vo-
luntad de los participantes pues sólo empezaban las
comunicaciones telefónicas a las cuales pocos tenían
acceso, además de que en ese entonces existían las ac-
ciones al portador, las cuales fueron eliminadas de
nuestra legislación hace casi 30 años.

Aun así, nos encontramos ante una nulidad estableci-
da en beneficio de intereses particulares, la cual, con-
forme a la doctrina, no necesariamente debiese inter-
pretarse de forma inflexible, como lo expone uno de
los más importantes tratadistas mexicanos “Es verdad
que la autoridad de la ley sería una palabra vana si los
ciudadanos pudiesen violarla impunemente. Pero esto
supone que el legislador ha mandado o prohibido una
cosa en interés general, lo que no sucede siempre, por-
que muchas veces toma en consideración tan sólo el
interés puramente privado, sin querer prescribir ni pro-
hibir nada, y sucede entonces que, aun cuando el le-
gislador haya entendido al interés social, no por eso ha
querido herir con la pena de nulidad los actos ejecuta-
dos sin observar sus disposiciones”.4

Ahora bien, por reforma publicada en el Diario Oficial
de la Federación el 11 de Junio de 1992, para dar más
agilidad a la organización de la sociedad anónima, se
adicionó la posibilidad en los artículos 143 y 178 de la
Ley General de Sociedades Mercantiles de que los Ac-
cionistas y el órgano de Administración de las Socie-
dades anónimas tomaran resoluciones sin necesidad de
celebrar Asambleas o juntas, estableciéndose la condi-
ción de que el acuerdo se tomase de forma unánime y
que esta posibilidad se pacte en los Estatutos Sociales,
equiparándose en todos sus efectos a las resoluciones
tomadas en Asamblea de Accionistas reunida presen-
cialmente en el mismo recinto.

Natural es entones que considerando la evolución del
derecho y los avances tecnológicos que ni el legislador
en 1934 o 1992 pudo prever, sea imperativo para el
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desarrollo económico y la seguridad de la población,
el adecuar el marco jurídico para reconocer la posibi-
lidad de que las Sociedades pacten en sus estatutos la
celebración de Asambleas de accionistas por medios
telemáticos, con plena equivalencia frente a las Asam-
bleas celebradas mediante presencia física en el mis-
mo recinto, dándoles los mismos efectos jurídicos y
salvando cualquier interpretación que pudiera llevar a
plantear la nulidad de éstas por no celebrarse dentro
del domicilio social para el caso de las Sociedades
Anónimas.

En efecto, el candado que el legislador de 1992 impu-
so para las resoluciones tomadas por escrito en lugar
de la celebración de asambleas de accionistas, pudo
haberse justificado en esa época, pues se presuponía
que no existiría la posibilidad de deliberar, negociar y
acordar las resoluciones de la misma forma y en la pre-
sencia de todos los participantes en la formación de la
voluntad societaria. Natural era pues, que, si existía el
acuerdo unánime, ninguno de los participantes pudie-
ra impugnar una resolución en la cual no hubiese teni-
do oportunidad de deliberar, bajo el principio de que a
“nadie debe dársele audiencia cuando alega su propia
culpa”.

Habida cuenta de los avances tecnológicos y la co-
rriente práctica mercantil, se pretende modernizar el
marco jurídico y establecer como requisito no esencial
de los Estatutos o Instrumento Constitutivo de socie-
dades y asociaciones, las reglas para la celebración de
Asambleas de Socios o Accionistas y órganos de ad-
ministración, previéndose que el uso de medios tele-
máticos será válido y tendrá los mismos efectos que la
asamblea presencial, aclarándose que las Asambleas
podrán celebrarse mediante la asistencia de los partici-
pantes enteramente presencial, enteramente telemática
o en un formato mixto siempre que la participación y
oportunidad de interactuar y deliberar se dé simultáne-
amente.

De la misma forma, se ha considerado apropiado fle-
xibilizar el requisito de celebración de asambleas en el
domicilio social, pues tanto la realidad societaria ac-
tual como los medios de comunicación y transporte
son muy distintos a los prevalecientes en la época en
que se estatuyó la regla citada, a la vez que existiendo
la disponibilidad de medios telemáticos, se logra man-
tener un nivel de protección al derecho de asistencia
del socio o accionista, pues deberá acordarse por el

cien por ciento de éstos que las asambleas fuera del
domicilio social puedan celebrarse, a la vez que debe-
rán siempre estar disponibles los medios telemáticos
para que aquél socio o accionista que no pueda trasla-
darse fuera del domicilio social, pueda participar en la
asamblea.

Es importante destacar que la reforma plantea que se-
rán las propias sociedades las que deban en primer tér-
mino decidir en Asamblea la incorporación de la posi-
bilidad de celebrar reuniones mediante el uso de
medios telemáticos a sus estatutos sociales, y que no
sea un efecto directo de la mera entrada en vigor de la
reforma el que se encuentren autorizadas. Ello obede-
ce a que de lo contrario, alguno de los integrantes del
órgano deliberativo por reunirse pueda argumentar la
invalidez o nulidad de una reunión por el simple hecho
de que la sociedad en concreto no manifestó mediante
una reforma estatutaria su consentimiento con dicho
mecanismo. Así se brinda la mayor seguridad jurídica
a los participantes y se da certeza interna y externa de
los actos deliberativos de las sociedades.

No se ha querido establecer reglas rígidas a las cuales
deban sujetarse la celebración de las Asambleas tele-
máticas, considerando que le serán aplicable, en lo que
no resulte incompatible, las mismas reglas que a las
asambleas celebradas mediante la presencia física. En
efecto, sea cual fuere la tecnología que se utilice para
la celebración de las Asambleas, serán aplicables los
principios contenidos en el Código de Comercio para
el comercio electrónico en lo tocante a la “neutralidad
del medio”, valor probatorio y equivalencia funcional
de los medios telemáticos con la presencia física y do-
cumentos impresos.

Se ha considerado fundamental no establecer requisi-
tos o cargas innecesarias a las sociedades y dejar que
sean éstas quienes diseñen sus propios mecanismos o
reglas para el uso de medios telemáticos en la celebra-
ción de Asambleas de socios o accionistas, así como
en juntas de los órganos de administración (como lo
pueden ser, a manera de ejemplo, la grabación de la
asamblea en audio y video, el uso de firmas electróni-
cas, u otros medios similares), siempre que se respeten
los mismos principios aplicables a las asambleas cele-
bradas presencialmente (requisitos de convocatoria,
quórums, derecho de asistencia, derecho a deliberar,
formalidades, etcétera), y los medios telemáticos per-
mitan las mismas condiciones a todos los participantes
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de participar simultáneamente de forma interactiva co-
mo sucedería en el desarrollo de una asamblea o junta
presencial, así como contar con certeza de la partici-
pación e identidad de los participantes, así como del
sentido en que expresen su voto.

Se ha considerado prudente dejar que sea la experien-
cia, así como a los usos y prácticas mercantiles quie-
nes indiquen las mejores reglas a las que habrán de su-
jetarse las asambleas de socios y juntas de órganos de
administración, y se sigan en su caso, las reglas del
Código de Comercio y Código Nacional de Procedi-
mientos Civiles para valorar las pruebas que se lleguen
a presentar en juicio, tal como si se tratase de las
Asambleas o juntas celebradas por medios tradiciona-
les.

Tampoco se consideró prudente establecer como obli-
gatoria la intervención de corredores públicos o nota-
rios para dar fe del desarrollo de las asambleas o jun-
tas de órganos de administración, sino que se
considere como optativa su intervención en términos
de las leyes respectivas, como se da en la práctica res-
pecto de las asambleas o juntas presenciales. final-
mente, se considera crucial establecer con claridad que
la intención de esta reforma es dotar de equivalencia
plena el ejercicio del derecho de voto de los accionis-
tas o miembros de los órganos de administración por
medios telemáticos a aquel ejercitado presencialmen-
te, considerando que esta posibilidad se dará en bene-
ficio de éstos haciéndoles menos gravoso hacer uso de
su derecho, disminuyendo tiempos y costos de trasla-
do a reuniones, y permitiéndoles la participación y de-
liberación simultanea sea que todos o algunos partici-
pantes estén presentes o hagan uso de los medios
telemáticos.

Por las consideraciones expuestas y con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 39 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presentamos
ante esta soberanía la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto que reforma diversos artículos de la Ley
General Sociedades Mercantiles y del Código Civil
Federal. 

Primero. Se reforman los artículos 6, 75, 80, 81, 82,
143, 178, 179 y 186 de Ley General de Sociedades
Mercantiles, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 6. La escritura o póliza constitutiva de una
sociedad deberá contener

…

XIV. Las reglas para la celebración de las Asam-
bleas de Socios y de los órganos de Administra-
ción, siendo que los estatutos podrán contemplar
que unas y otras podrán celebrarse de forma
presencial o mediante el uso de medios telemáti-
cos que permitan la participación de la totalidad
o una parte de los asistentes por dichos medios
en la Asamblea o junta de que se trate, siempre y
cuando la participación sea simultánea y se per-
mita la interacción en las deliberaciones de una
forma funcionalmente equivalente a la reunión
presencial. En todo caso, sean presenciales o me-
diante el uso de medios telemáticos, en todas las
asambleas de socios y de los órganos de adminis-
tración se deberá contar con mecanismos o me-
didas que permitan la acreditación de la identi-
dad de los asistentes, así como, en su caso, del
sentido de su voto.

Artículo 75. …

Las resoluciones de los gerentes podrán tomarse
mediante el uso de medios telemáticos si así lo esta-
blecen los estatutos sociales.

Artículo 80. …

No se entenderá que una asamblea se realiza fuera
del domicilio social por el sólo hecho de utilizarse
medios telemáticos.

Adicionalmente, los socios podrán celebrar asam-
bleas fuera del domicilio social, siempre y cuando
la totalidad de los socios lo aprueben y adicional-
mente exista la posibilidad de utilizar medios tele-
máticos para dichas asambleas.

Artículo 81. …

Salvo pacto en contrario, las convocatorias se harán
por medio de la publicación de un aviso en el siste-
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ma electrónico establecido por la Secretaría de
Economía con la anticipación que fijen los estatutos
o en su defecto, con ocho días de anticipación a la ce-
lebración de la asamblea.

Artículo 82. …

…

Si así lo establecen los estatutos, las Asambleas se
podrán llevar a cabo mediante el uso de medios te-
lemáticos a fin de que la totalidad de los partici-
pantes en la Asamblea o una parte de ellos puedan
participar en la asamblea.

Artículo 143. …

…

…

…

En los estatutos se podrá prever asimismo que las
sesiones del consejo de administración se puedan
llevar a cabo mediante el uso de medios telemáti-
cos, tal y como si se tratara de sesiones del consejo
presenciales, pudiendo darse la participación de
parte o todos los asistentes presencialmente o por
medios telemáticos teniendo la misma validez unas
y otras.

Artículo 178. …

…

En los estatutos se podrá prever asimismo que las
asambleas de accionistas se puedan llevar a cabo
mediante el uso de medios telemáticos, tal y como si
se tratara de asambleas de accionistas presenciales,
pudiendo darse la participación de parte o todos los
asistentes presencialmente o por medios telemáti-
cos teniendo la misma validez unas y otras.

Artículo 179. …

No se entenderá que una Asamblea de Accionistas
se realiza fuera del domicilio social por el sólo he-
cho de utilizarse medios telemáticos.

Asimismo, sin necesidad de existir caso fortuito o
fuerza mayor, los accionistas podrán celebrar
asambleas fuera del domicilio social, siempre y
cuando la totalidad de los accionistas lo aprueben y
adicionalmente exista la posibilidad de utilizar me-
dios telemáticos para dichas Asambleas.

Artículo 186.

La convocatoria para las asambleas generales deberá
hacerse por medio de la publicación de un aviso en el
sistema electrónico establecido por la Secretaría de
Economía con la anticipación que fijen los estatutos, o
en su defecto, quince días antes de la fecha señalada
para la reunión. Durante todo este tiempo estará a dis-
posición de los accionistas, en las oficinas de la socie-
dad, o en su defecto, en el medio telemático que se
determine para tal efecto en los estatutos de la so-
ciedad, el informe a que se refiere el enunciado gene-
ral del artículo 172.

Segundo. Se reforman los artículos 2675 y 2713 del
Código Civil Federal, para quedar de la siguiente ma-
nera:

Artículo 2675. …

En los estatutos se podrá prever asimismo que las
asambleas de asociados se puedan llevar a cabo me-
diante el uso de medios telemáticos, tal y como si se
tratara de asambleas de asociados presenciales, pu-
diendo darse la participación de parte o todos los
asistentes presencialmente o por medios telemáti-
cos teniendo la misma validez unas y otras. La mis-
ma regla será aplicable para las juntas de los órga-
nos de administración.

Artículo 2713. …

En los estatutos se podrá prever asimismo que las
asambleas de socios se puedan llevar a cabo me-
diante el uso de medios telemáticos, tal y como si se
tratara de asambleas de socios presenciales, pu-
diendo darse la participación de parte o todos los
asistentes presencialmente o por medios telemáti-
cos teniendo la misma validez unas y otras. La mis-
ma regla será aplicable para las juntas de los órga-
nos de administración.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las personas morales constituidas con ante-
rioridad a la entrada en vigor de este decreto podrán
incorporar a sus estatutos las disposiciones reformadas
mediante el presente decreto.

Notas

1 Contratos mercantiles celebrados a distancia y pedidos por telé-

fono. Tesis aislada número 241512, séptima época, Tercera Sala,

Semanario Judicial de la Federación, volumen 73, cuarta parte, pá-

gina 19.

2 Artículo 1859. Las disposiciones legales sobre contratos serán

aplicables a todos los convenios y a otros actos jurídicos, en lo que

no se opongan a la naturaleza de éstos o a disposiciones especiales

de la ley sobre los mismos”. Ver por ejemplo las obras de Walter

Frisch Philipp Sociedad Anónima Mexicana, Jorge Barrera Graf,

Instituciones de Derecho Mercantil, Jacinto Pallares, Derecho

Mercantil Mexicano, entre otros.

3 César Vivante, Tratado de Derecho Mercantil, primera edición,

Madrid, 1932, página 239.

4 S. Moreno Cora, De la Ley Civil, su formación, sus efectos y su

aplicación, primera edición, México 1906, página 178.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputados: Fernando Galindo Favela, Mariana Rodríguez Mier y

Terán.

(Rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 288 Y 316
DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA

KEHILA ABIGAIL KU ESCALANTE, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada federal Kehila Abigail Kú Esca-
lante integrante del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano de la LXIV Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta soberanía
la Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 288 y se adiciona un segundo párrafo en la frac-
ción V del artículo 316 del Código Penal Federal, con
base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Los adultos mayores y las mujeres, dados sus condi-
ciones biológicas, fisiológicas y sociales son conside-
rados como un grupo vulnerable los cuales siempre
corren riesgos de ser violentados a lo largo de su día,
esto debido a las carencias de políticas de protección
que brinda el estado para este sector tan desprotegido
en México.

Para tener un poco de contexto, se define como “vul-
nerabilidad social la desprotección de un grupo cuan-
do enfrenta daños potenciales a su salud, amenazas a
la satisfacción de sus necesidades y violación a sus de-
rechos por no contar con recursos personales, sociales
y legales”1

Estos 2 sectores poblacionales son los indefensos ante
la sociedad, por un lado, tenemos a los Adultos mayo-
res que acuerdo con los datos de las proyecciones po-
blacionales del Conapo, el índice de envejecimiento se
incrementaría notablemente. En 2014 el Índice de En-
vejecimiento indicaba que en el país había 35 Personas
Adultos Mayores por cada cien menores de 15 años,
esta cifra se aumenta a 63 adultos mayores en 2030.

Dado estas proyecciones es de suma importancia ir
creando modificaciones a diversas normas para prote-
ger a los adultos mayores, pues la situación actual en
México no favorece mucho a este sector, son un grupo
vulnerable a los que discriminan en todos los ámbitos
por ejemplo el laboral, el familiar y social. A medida
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que los seres queridos envejecen, los miembros de la
familia pueden tener preocupaciones crecientes sobre
la seguridad de sus adultos mayores. Los cambios físi-
cos asociados con el envejecimiento pueden plantear
nuevos problemas de seguridad en los hogares de las
personas mayores, por lo que es importante crear un
entorno seguro para la vida independiente.

Por otro lado, se encuentran las mujeres, las cifras del
Inegi reportan que de los “46.5 millones de mujeres de
15 años y más que hay en el país, 66.1% (30.7 millo-
nes) ha enfrentado violencia de cualquier tipo y de
cualquier agresor, alguna vez en su vida.  El 43.9% ha
enfrentado agresiones del esposo o pareja actual o la
última a lo largo de su relación y está más acentuado
entre las mujeres que se casaron o unieron antes de los
18 años (48.0%), que entre quienes lo hicieron a los 25
o más años (37.7%).  En 2018 se registraron 3 752 de-
funciones por feminicidio, el más alto registrado en los
últimos 29 años (1990-2018), lo que en promedio sig-
nifica que fallecieron 10 mujeres diariamente por
agresiones intencionales”.2

Las mujeres a lo largo de la historia han sido menos
preciadas por la sociedad y son un sector propenso a
sufrir algún delito en su contra, esto debido a las des-
ventajas físicas que existen entre hombres y mujeres,
como se ha venido dando durante muchos años, las
mujeres como grupo poblacional sufren diversos tipos
superpuestos de vulnerabilidad: pobreza, baja escola-
ridad, discriminación, abuso sexual, patrones cultura-
les negativos, exceso de trabajo, mala salud, violencia
intrafamiliar y soledad .

Por su parte el Inegi ha coordinado y realizado en cua-
tro ocasiones la Encuesta Nacional sobre la Dinámica
de las Relaciones en los Hogares (ENDIREH), la cual
constituye el referente nacional y regional y ha sido
fuente básica para el diseño y seguimiento de las polí-
ticas públicas para prevenir, atender y sancionar la
violencia contra las mujeres. 

Los esfuerzos del Inegi han sido acompañados y apoya-
dos por el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres)
y de otras instituciones nacionales e internacionales. La
ENDIREH proporciona información abundante sobre
las características de las mujeres de 15 años y más, sus
viviendas y hogares, pero sobre todo sobre sus expe-
riencias de violencia, las cuales permiten medir la ex-
tensión de la violencia por tipo y por ámbito. 

“De acuerdo con la ENDIREH, en 2016 en el país
se registraron 46.5 millones de mujeres de 15 años
y más, de las cuales el 7.3% (3.4 millones) son me-
nores de 18 años, una cuarta parte años (11.8 millo-
nes) son mujeres jóvenes de entre 18 y 29 años;
17.6 millones (38.0%) son mujeres adultas jóvenes
de 30 a 49 años; 19.4% son mujeres que se encuen-
tran en la etapa adula y tienen entre 50 a 64 años y
finalmente, 11.4% (4.7 millones) son mujeres adul-
tas mayores con 65 y más años de edad.”3

Según cifras del Inegi, los delitos cometidos a las mu-
jeres han ido en aumento en los últimos años, tal y co-
mo se muestra en la siguiente gráfica:

Lamentablemente todos somos propensos a ser vícti-
mas de un delito y para los delincuentes es más fácil el
poder lesionar y tomar ventaja hacia los adultos ma-
yores y las mujeres, debido a su falta de fuerza, en
comparación con un hombre, o la falta de agilidad, las
enfermedades y perdida de destreza que presentan los
adultos mayores.

Por lo anteriormente mencionado es de vital importan-
cia encuadrar que existe una ventaja al momento de
cometer un delito cuando sea en contra de una Perso-
na Adulto Mayor o hacia una mujer y esa es la esencia
de la presente iniciativa, encuadrar que existe ventaja
cuando se ataca a un adulto mayor y aumentando la
pena en dos terceras partes a quienes comentan lesio-
nes a Mujeres y Personas adultos mayores, tal como se
propone en el siguiente cuadro comparativo.
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En mérito de lo antes expuesto, nos permitimos some-
ter a consideración de esta Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciati-
va con proyecto de:

Decreto que reforma el articulo 288 y se adiciona
un segundo párrafo en la fracción V del artículo
316 del Código Penal Federal

Único. Se reforma el articulo 288 y se adiciona un se-
gundo párrafo en la fracción V del artículo 316 del Có-
digo Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 288. Bajo el nombre de lesión, se comprende
no solamente las heridas, escoriaciones, contusiones,
fracturas, dislocaciones, quemaduras, sino toda altera-
ción en la salud y cualquier otro daño que deja huella
material en el cuerpo humano, si esos efectos son pro-
ducidos por una causa externa.

Si este delito fuese cometido en contra de mujeres o
personas adultos mayores, además de la sanción
marcada se le aumentará la pena en dos terceras
partes a quien resulte responsable. 

Artículo 316.- Se entiende que hay ventaja: 

I. IV. […]

V. El activo sea un hombre superior en fuerza física
y el pasivo una mujer o persona menor de dieciocho
años.

El activo sea un hombre o mujer, superior en
fuerza física o con mayor destreza o agilidad y el
pasivo sea una Persona Adulto Mayor; 

VI. VII. […]

[…]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Salgado de Snyder VN, González Vázquez T, Bojórquez Chape-

la L, Infante Xibille C. Vulnerabilidad social, salud y migración

México-Estados Unidos. Salud Pública Méx. 2007;49

2 “Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Eliminación

de la Violencia Contra la Mujer (25 de noviembre)” comunicado

de prensa núm. 592/19 21 de noviembre de 2019 página 1/28
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3 “Estadísticas a propósito del Día Internacional de la Eliminación

de la Violencia Contra la Mujer (25 de noviembre)” comunicado

de prensa núm. 592/19 21 de noviembre de 2019 página 2/28

Palacio Legislativo de San Lázaro 
a 22 de febrero de 2021

Diputada Kehila Abigail Kú Escalante (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO

NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES; Y DE LAS LE-
YES GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS

EN MATERIA DE SECUESTRO, REGLAMENTARIA DE LA

FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y FE-
DERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, A CAR-
GO DEL DIPUTADO VÍCTOR ADOLFO MOJICA WENCES,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Víctor Adolfo Mojica Wences, diputado de
la LXIV Legislatura, integrante del Grupo Parlamen-
tario de Morena, de conformidad con el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 6, 77 y 78, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presenta inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforma el
tercer párrafo del artículo 167 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, se reforma el segundo párra-
fo del artículo 2 de la Ley General para Prevenir y
Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, Regla-
mentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y se reforma el segundo párrafo del artículo 3 de
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada con-
forme a la siguiente

Exposición de Motivos

El objetivo de esta reforma es la búsqueda del mejora-
miento social, hacer justicia sin violar los derechos hu-

manos ante el Sistema de Justicia Penal mexicano ba-
jo el que hoy somos regidos, atendiendo los principios
de presunción de inocencia y el de igualdad ante la ley,
contemplados en los artículos 10 y 12 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales.

El que un ciudadano mexicano se encuentre privado
de su libertad por estar interno en un centro de rein-
serción social o centro federal de reinserción social sin
haber recibido una sentencia condenatoria es justifica-
ble, según nuestro sistema de justicia, para asegurar la
presencia en todo momento procesal oportuno del im-
putado cuando éste es acusado de cometer alguno de
los tipos penales considerados graves o los contempla-
dos en el artículo 167 del Código Nacional de Proce-
dimientos Penales, esta reforma no marcha en contra
del concepto de prisión preventiva, sino en contra de
la falta de atención a los términos constitucionales, ya
que esta medida cautelar no debe ser utilizada como el
cumplimiento de una pena que aún no se ha decretado,
es injustificable y contrario al principio de presunción
de inocencia, que el límite de la medida cautelar de
prisión preventiva sea el mismo al máximo posible
aplicable al tipo penal del que se trate, ya que ningún
ciudadano mexicano debe ser considerado ni tratado
como culpable hasta que así se le encuentre en juicio.

Nuestro nuevo sistema de justicia se vio en la necesi-
dad de ser aplicado por el desfase existente entre la
carga laboral y el desahogo de la misma, por lo que
uno de los fines buscados es la agilización de los pro-
cesos penales, de igual manera con esta reforma bus-
camos la agilización del desahogo de los centros peni-
tenciarios de los internos que aún no han sido juzgados
y que al día de hoy representan cuatro de cada diez in-
ternos, así como el respeto a ser considerados inocen-
tes hasta que sean encontrados culpables en sentencia
judicial y, que atendiendo al principio constitucional
pro persona sean tratados con igualdad ante la ley co-
mo aquellos imputados que aún no han sido juzgados
y no se encuentran privados de su libertad.

En México, 4 de cada 10 personas privadas de su li-
bertad lo hacen todavía sin tener una sentencia, re-
portó el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi), a través de la undécima edición del
Censo Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y
Sistema Penitenciario Estatales (CNGSPSPE)
2020.
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El estudio, que tiene como objeto generar informa-
ción estadística y geográfica sobre la gestión y des-
empeño de las instituciones que integran la admi-
nistración pública de cada entidad federativa,
señala también que al cierre de 2019, los 241 cen-
tros penitenciarios del país contaban con una ocu-
pación de 97.7 por ciento.1

Asimismo busca dar fin a una práctica que ha causado
inconformidad en los ciudadanos, ya que ha sido de
conocimiento general, algunos procesos en los que la
prisión preventiva de algunos imputados se ha exten-
dido hasta por quince años, como es el caso de Israel
Vallarta, quien desde el año 2005 se encuentra someti-
do a un proceso en el que no se le ha juzgado y sin em-
bargo al día de hoy sigue privado de su libertad, sin
que un juez considere probada su participación en el
delito que se le imputa.

Al caso se citan por ser orientadoras las siguientes:

Tesis aislada II.3o.P.54 P (10a.), con registro di-
gital 2019554, sostenida por los Tribunales Cole-
giados de Circuito, visible en la página 2762 del
tomo III, libro 64, marzo de 2019, publicada en
Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta, Decima Época, cuyo rubro y texto es:

Prisión preventiva. Procede ordenar su cese y la
imposición de una medida cautelar distinta,
cuando su duración ha excedido el plazo de dos
años, sin que ello derive del ejercicio del derecho
de defensa del imputado, sino de otra circuns-
tancia, como la solución de un conflicto compe-
tencial suscitado en la causa.

Si bien es cierto que una de las prerrogativas que
salvaguarda el derecho de defensa, consiste en el
hecho de ser oído con las debidas garantías por un
juez o tribunal “competente”, independiente e im-
parcial, también lo es que si dentro de la etapa de
investigación del sistema penal acusatorio (en su
fase formalizada) o bien, intermedia, la autoridad
responsable ha determinado inhibir o declinar el
conocimiento del asunto en favor de otro órgano
jurisdiccional, y supedita su tramitación en dichas
etapas a que el juez declinado acepte o rechace la
competencia que le fue planteada, ello no es obs-
táculo para desconocer los derechos que les asis-
ten a los imputados, ni obligarlos a permanecer en

prisión preventiva hasta en tanto dicho presupues-
to procesal sea dirimido, sobre todo cuando éste,
dada su naturaleza, impide que aquéllos ejerzan el
derecho a la defensa que les asiste. Lo anterior es
así, ya que al ser la prisión preventiva (oficiosa o
justificada) una medida cautelar de carácter excep-
cional que asegura la presencia del imputado al
proceso, que se rige, entre otros, bajo el principio
de provisionalidad, al tener vigencia mientras no
cambien los presupuestos en que se fundó su im-
posición o se dicte la sentencia respectiva, debe
ponderarse que, por imperativo del artículo 20,
apartado B, fracción IX, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, la autoridad
no puede prolongarla más allá del tiempo que co-
mo máximo de pena fije la ley al delito que moti-
vare el proceso y, en ningún caso, superior a dos
años, lo que implica que si el procedimiento se
suspendió con motivo de un conflicto competen-
cial o algún otro presupuesto procesal que no sólo
limita, sino que hace imposible la plena satisfac-
ción del derecho a una defensa adecuada del im-
putado, su prolongación no se encuentra justifica-
da; de ahí que el órgano jurisdiccional deba
ordenar su cese, y poner de inmediato en libertad
al imputado mientras se sigue el proceso; sin que
ello obste para imponer, previo debate, otras me-
didas cautelares que garanticen su presencia du-
rante el proceso penal instruido en su contra, lo
cual es coherente con el principio de presunción de
inocencia del que todo indiciado debe gozar.

Tesis aislada 1a. XXXIX/2017 (10a.), con regis-
tro digital 2014013, sostenida por la primera sa-
la, visible en la página 448, del Tomo I, Libro 40,
marzo de 2017, publicada en la Gaceta del Se-
manario Judicial de la Federación, Decima Épo-
ca, cuyo rubro y texto es: 

Prisión preventiva. Diferencias entre su justifi-
cación inicial y la autorización de seguir el pro-
ceso en libertad por la irrazonabilidad del tiem-
po transcurrido en el juicio sin que se hubiere
dictado sentencia definitiva.

Los artículos 16, 18, 19 y 20, Apartado A, fracción
VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con el texto vigente antes de su modifica-
ción el 18 de junio de 2008, prevén que una vez que
una persona es puesta a disposición ante la autoridad
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judicial como consecuencia de una orden de aprehen-
sión, el juez deberá dictar auto de plazo constitucional
en el que decrete la libertad del inculpado, la sujeción
a proceso o bien, la formal prisión. Ante tal situación,
se establece que un inculpado “será juzgado antes de
cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima
no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si
la pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite ma-
yor plazo para su defensa”. En ese contexto, ante la in-
terrelación material de las normas constitucionales y
convencionales, los citados preceptos deben analizar-
se armónicamente con los artículos 9 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos; XXV de la
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre, así como 7 y 8 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos. De la interpretación siste-
mática de estas normas, se desprende que, si bien el
ordenamiento constitucional autoriza la prisión pre-
ventiva en ciertos supuestos, también mandata que el
proceso penal en contra de una persona a la que se so-
metió a esta medida cautelar se lleve a cabo en un pla-
zo razonable pues, si ello no se cumple, en realidad se
estaría imponiendo una pena anticipada en franca vul-
neración al principio de presunción de inocencia. Así,
aunque son conceptos interrelacionados, no debe con-
fundirse la prisión preventiva y su justificación, con el
alcance del derecho a la libertad personal consistente
en que se autorice a una persona a seguir el proceso en
libertad por la irrazonabilidad del tiempo transcurrido
en su juicio sin dictársele sentencia definitiva, que
equivaldría a la justificación de su prolongación.
Mientras que, en la justificación inicial de la prisión
preventiva, el juez no tiene mayores elementos que los
aportados por el Ministerio Público; en la justificación
de la prolongación de la prisión preventiva por la ac-
tualización de un plazo razonable en el juicio, el juz-
gador cuenta con otros elementos que le permiten va-
lorar si es necesario o no continuar con dicha medida
cautelar.

Incluso esta práctica ha sido causante de notas perio-
dísticas de alcance internacional, en el que deja ex-
puesto la violación a los Derechos Humanos y al debi-
do proceso, esta medida cautelar tiene en nuestro
sistema de justicia apariencia de ser una pena antici-
pada, ya que sin habérseles probado su participación
en el tipo penal que se les impute estas personas se en-
cuentran recluidas por años en centros de reinserción
social.

“Ciudad de México —El tiempo parece haberse de-
tenido en el interior de la celda número seis del pe-
nal estatal de Barrientos, donde Daniel García ha
estado recluso durante más de dieciséis años sin una
sentencia.

Su percepción distorsionada del tiempo se hizo evi-
dente hace más de una década, cuando les envió a
sus hijas una casa de muñecas como regalo, aparen-
temente inconsciente de que habían llegado a la ma-
yoría de edad desde 2002, cuando él fue acusado de
homicidio y privado de la libertad.

García se encuentra inmerso en las trampas jurídi-
cas del anticuado sistema de justicia penal mexica-
no, el cual permitió que los acusados de delitos que
van del homicidio a las infracciones leves fueran re-
tenidos de manera indefinida mientras sus casos tar-
daban años en procesarse.

El gobierno mexicano no lleva un registro del tiem-
po promedio que los presuntos culpables como Gar-
cía pasan en detención previa al juicio. No obstan-
te, el Grupo de Trabajo sobre la Detención
Arbitraria de las Naciones Unidas, que revisó su ca-
so, ha catalogado su arresto como “arbitrario” y ha
descrito el uso de la prisión preventiva en su caso
como “totalmente excepcional”.2

Esta reforma facilitará una solución viable a la sobre-
población penitenciaria, ya que quienes deben ocupar
los espacios y recursos comprometidos para una rein-
serción social son los ciudadanos a quienes se les ha
considerado probada su participación en un tipo penal
y no aquellos quienes aún se encuentran en investiga-
ción, pues no nos encontramos en un sistema inquisi-
tivo en el que primero se priva de la libertad y se san-
ciona y después se investiga, bajo nuestro sistema de
justicia actual primero deberá llevarse a cabo la inves-
tigación y sólo después de probados los hechos se po-
drá imponer una pena.

Así también dará seguridad jurídica a los ciudadanos
de que en ningún caso podrán ser privados de su liber-
tad por más del tiempo señalado en el artículo 20 cons-
titucional, apartado B, fracción IX, párrafo II, (dos
años) cuando aún no se les haya encontrado culpables
en juicio y que una vez transcurrido este tiempo les se-
rá aplicada una medida cautelar diversa.

Gaceta Parlamentaria Martes 23 de febrero de 202144



El Órgano Administrativo Desconcentrado de Preven-
ción y Readaptación Social (OADPRS) precisa que a
julio del año 2019 la población carcelaria en el país era
de 198 mil 349 internos y que en promedio el costo
anual de cubrir la alimentación, medicamentos, uni-
formes y estancia en general por persona es de
$120,632.5 (ciento veinte mil seiscientos treinta y dos
punto cinco pesos m.n.); por lo que esta reforma en
busca del desahogo de los centros penitenciarios por
parte de quienes no han sido sentenciados y que son 4
de cada 10 internos según datos del Inegi citados ante-
riormente, también lograría un ahorro de hasta 40 por
ciento en el recurso destinado a los mismos centros
anualmente.

Asimismo, al dejar de encontrarse en sobrepoblación
los ceresos y ceferesos podrán llevar a cabo una mejor
actividad de reinserción social hacia sus reclusos lo
que se traduce en mejoramiento social y un sistema de
justicia y penitenciario eficaz.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a
consideración de este órgano legislativo la presente
iniciativa de proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona el Código Nacional
de Procedimientos Penales, la Ley General para
Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Se-
cuestro Reglamentaria de la Fracción XXI del Ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y la Ley Federal contra la De-
lincuencia Organizada

Artículo Primero. Se reforma el tercer párrafo del ar-
tículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 167. …

…

El juez de control en el ámbito de su competencia, or-
denará la prisión preventiva oficiosamente hasta por
un máximo de dos años en los casos de delincuencia
organizada, homicidio doloso, violación, secuestro,
trata de personas, delitos cometidos con medios vio-
lentos como armas y explosivos, así como delitos gra-
ves que determine la ley contra la seguridad de la na-
ción, el libre desarrollo de la personalidad y de la
salud.

…

…

…

I. - XI. …

…

I. - III. …

…

Artículo Segundo. Se reforma el segundo párrafo del
artículo 2 de la Ley General para Prevenir y Sancionar
los Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de
la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar
de la siguiente manera: 

Artículo 2. …

Los imputados por la comisión de alguno de los deli-
tos señalados en los artículos 9, 10, 11, 17 y 18 de es-
ta ley, estarán sujetos a prisión preventiva oficiosa,
que como máximo podrá durar el tiempo señalado
en el artículo 20 constitucional, apartado B, frac-
ción IX, párrafo II.

Artículo Tercero. Se reforma el segundo párrafo del
artículo 3 de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada, para quedar de la siguiente manera: 

Artículo 3. …

El delito de delincuencia organizada, así como los se-
ñalados en los artículos 2o., 2o. Bis y 2o. Ter de esta
Ley, ameritarán prisión preventiva oficiosa que no po-
drá exceder de dos años.

Por los motivos antes expuestos, y con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, 77
y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Fuentes

- https://www.eleconomista.com.mx/politica/Cuatro-de-cada-10-

presos-no-tienen-sentencia-segun-Inegi-20201021-0011.html

- https://www.nytimes.com/es/2018/11/13/espanol/america-lati-

na/mexico-justicia-prision-preventiva.html

- https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enspef/2019/

doc/cnspef_2019_resultados.pdf

Notas

1 https://www.eleconomista.com.mx/politica/Cuatro-de-cada-10-

presos-no-tienen-sentencia-segun-Inegi-20201021-0011.html

2 https://www.nytimes.com/es/2018/11/13/espanol/america-lati-

na/mexico-justicia-prision-preventiva.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputado Víctor Adolfo Mojica Wences (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 101 BIS Y 102
DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL Y 170 DE LA LEY FEDE-
RAL DEL TRABAJO, A CARGO DE LA DIPUTADA KEHILA

ABIGAÍL KU ESCALANTE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, diputada federal Kehila Abigail Kú Esca-
lante, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el primer párrafo y la fracción segunda del artículo
102 y adiciona un artículo 101 Bis de la Ley del Se-
guro Social y se adiciona una fracción III Bis al artí-
culo 170 de la Ley Federal del Trabajo, con base en la
siguiente

Exposición de motivos

En México muerte fetal está definida conforme a la
Norma Oficial Mexicana NOM. 040-SSA2-2004 co-
mo “la muerte de un producto de la concepción hasta
antes de la expulsión o extracción completa del cuer-
po de su madre, independientemente de la duración del
embarazo. La muerte está definida por el hecho de que
después de la separación de la madre, el feto no respi-
ra ni da ninguna otra señal de vida, como latidos del
corazón, pulsaciones del cordón umbilical o movi-
mientos efectivos de los músculos de contracción vo-
luntaria”1

La frecuencia de muerte fetal varía, siendo estimada
en 1 por ciento de todos los embarazos, afecta alrede-
dor de 3 millones de embarazadas por año en todo el
mundo, de las cuales el 98 por ciento ocurren en paí-
ses de bajo y mediano nivel socioeconómico. Los ca-
sos de muerte fetal antes del trabajo de parto represen-
tan más de la mitad de los casos, muchos de ellos no
son registrados ni reflejados en las políticas sanitarias
a nivel mundial. 

Según datos del Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS) “los factores de riesgo relacionados en la
muerte fetal se clasifican en materno, fetales y otros,
estos primeros se dividen en modificables y no modi-
ficables”.2

Los factores de riesgo modificables se basan en un es-
tilo de vida, estos son el tabaquismo, alcoholismo, dro-
gadicción y obesidad con un índice de masa corporal
superior a 30, por mencionar algunos y los factores de
riesgo no modificables se encuadran por ser genéticos,
por ejemplo, antecedentes de una pérdida fetal ante-
rior, enfermedades sistémicas (hipertensión arterial
crónica, diabetes, enfermedades renales, colagenopatí-
as, cardiopatías, trombofilias, traumatismos y la edad
avanzada).
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Para prevenir los factores de riesgo el profesional de la
salud debe informar de la necesidad de un control pre-
natal estricto en las pacientes que tiene factores de
riesgo de muerte fetal. Se debe realizar durante todo el
embarazo detección de factores de riesgo y un control
prenatal adecuado a éstos con fines de reducir la inci-
dencia de muerte fetal. 

Por otro lado, la muerte embrionaria se define como el
aborto espontaneo que se caracteriza por no ser indu-
cida o la salida de los productos de la concepción an-
tes de las 20 semanas de gestación y la muerte perina-
tal, define la a Asamblea Mundial de la Salud, como
“aquella que se produce entre la semana veintidós de
gestación y los primeros siete días de vida después del
nacimiento”.3

Las estadísticas brindadas por el IMSS arrojan que el
20 por ciento y el 30 por ciento de las mujeres con em-
barazos confirmados sangran durante las primeras 20
semanas del embarazo; la mitad de ellas presenta un
aborto espontáneo. Por lo tanto, la incidencia de abor-
to espontáneo es de hasta alrededor de 20 por ciento en
los embarazos confirmados. La incidencia en todos los
embarazos es probablemente más alta porque algunos
abortos muy tempranos pasan desapercibidos.

Según la OMS (2016), “el 75 por ciento de las muer-
tes de recién nacidos se dan en la primera semana de
vida, siendo las causas más comunes la prematurez,
las infecciones, las complicaciones en el parto y los
defectos congénitos”.14 Por otra parte, los trastornos
hipertensivos y el parto pretérmino son los casos más
comunes de muerte fetal.

Aunado al daño físico que sufren las mujeres, también
se tienen daños colaterales en el ámbito psicológico
por síntomas de trastorno de estrés postraumático. El
IMSS menciona que el impacto negativo a nivel psi-
cológico de un aborto espontáneo afecta a la madre y
a sus familiares. En un ensayo aleatorizado se probó el
efecto de la consejería en el momento del aborto es-
pontáneo con el bienestar materno un año después
mostró menor angustia, depresión y mayor bienestar.

Los síntomas clásicos del duelo posterior a una muer-
te fetal son irritabilidad, pérdida del apetito, insomnio
y perturbación de las actividades diarias, este es un
proceso normal mediante el cual se rompen lazos emo-
cionales hasta que la vida normal se restablece. Mu-

chas madres se aferran a la esperanza remotas de que
el feto se encuentre vivo, si bien otras manifiestan una
conciencia plena temen al traumatismo adicional del
trabajo de parto por las tensiones físicas no compensa-
das y la confirmación de la muerte. Se debe explicar el
beneficio que se obtiene al retrasar un próximo emba-
razo por lo menos un periodo mayor de 6 meses des-
pués de la muerte fetal, enfocándose a que el aspecto
psicológico este resuelto, ya que de lo contrario se ge-
nera mayor ansiedad, se recomienda. Los padres que
presentan muerte fetal deben recibir atención óptima
psicológica especializada.

Con base en lo anterior, esta iniciativa tiene la finali-
dad de otorgar licencias laborales remuneradas al cien
por ciento a las madres que sufran de una perdida fe-
tal, embrionaria o perinatal, igual como lo menciona el
párrafo primero del artículo 101 de la Ley del Seguro
Social en el caso de las mujeres que se encuentran em-
barazadas y durante el puerperio, a fin de recuperarse
física y emocionalmente de este suceso traumático.

Por lo tanto, se muestra la reforma para resarcir este
hueco legal en el siguiente cuadro comparativo
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En mérito de lo antes expuesto, nos permitimos some-
ter a consideración de esta Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo y
la fracción segunda del artículo 102 y adiciona un
artículo 101 Bis de la Ley del Seguro Social y se adi-
ciona una fracción III Bis al artículo 170 de la Ley
Federal del Trabajo

Primero. - Se adiciona una fracción III Bis al artí-
culo 170 de la Ley Federal del Trabajo

Artículo 170.- Las madres trabajadoras tendrán los si-
guientes derechos: 

I. al III. […]

III Bis. Se concederá un descanso de seis semanas
posteriores a la muerte fetal o perinatal con goce de
sueldo mencionada como se menciona en el artícu-
lo 101 Bis de la Ley del Seguro Social. 

IV a VII. […]

Segundo. - Se reforma el primer párrafo y la frac-
ción segunda del artículo 102 y adiciona un artícu-
lo 101 Bis de la Ley del Seguro Social

Artículo 101 Bis. La asegurada tendrá derecho en ca-
so de muerte fetal o perinatal a un subsidio en dinero
igual al cien por ciento del último salario diario de co-
tización el que recibirá durante cuarenta y dos días
posteriores a la expulsión

Artículo 102. Para que la asegurada tenga derecho al
subsidio que señalan los artículos 101 y 101 bis, se re-
quiere: 

I. Que haya cubierto por lo menos treinta cotizacio-
nes semanales en el período de doce meses anterio-
res a la fecha en que debiera comenzar el pago del
subsidio; 

II. Que se haya certificado por el Instituto público o
privado la muerte fetal o perinatal, el embarazo o la
fecha probable del parto; y 

III. Que no ejecute trabajo alguno mediante retribu-
ción durante los períodos anteriores y posteriores al
parto. 

Si la asegurada estuviera percibiendo otro subsidio, se
cancelará el que sea por menor cantidad.

Transitorio

Único. - El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Notas

1 http://www.saludzac.gob.mx/home/images/Ensenanza/ssocial/

nom040.pdf

2 http://www.cenetec.salud.gob.mx/descargas/gpc/CatalogoMaes-

tro/567_GPC_Muertefetalconfetounico/567GRR.pdf

3 http://www.sld.cu/galerias/pdf/sitios/dne/vol1_definiciones.pdf

4 https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/newborns-

reducing-mortality#:~:text=Causas,24%20primeras%20ho-

ras%20de%20vida.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada Kehila Abigail Kú Escalante (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO, EN MATERIA DE LENGUAJE INCLU-
YENTE, PERSPECTIVA DE GÉNERO E IGUALDAD SALARIAL

PARA LAS JORNALERAS AGRÍCOLAS, A CARGO DE LA DIPU-
TADA MARÍA WENDY BRICEÑO ZULOAGA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, María Wendy Briceño Zuloaga, dipu-
tada integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-
no de esta Cámara de Diputados iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 279,
279 Bis, 279 Ter, 279 Quáter, 280, el párrafo primero
y la fracción III del artículo 280 Bis, 282 y las frac-
ciones I, II, IV, V, VI, VII, VIII, X, XI, XII y XIII del

artículo 283 de la Ley Federal del Trabajo, en materia
de lenguaje incluyente, perspectiva de género e igual-
dad salarial para las jornaleras agrícolas.

Mi agradecimiento a la doctora en ciencias sociales
con especialidad en antropología social, Patricia Aran-
da Gallegos y la licenciada Patricia Duarte Franco, por
sus aportaciones para la construcción de esta propues-
ta de iniciativa, mujeres socialmente comprometidas
por la defensa de los derechos de las mujeres.

Exposición de Motivos

En el artículo 1o., párrafos primero y tercero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se señala que en nuestro país todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en
nuestra Carta Magna y en los tratados internacionales
de los que el Estado mexicano sea parte, así como de
las garantías para su protección, cuyo ejercicio no po-
drá restringirse ni suspenderse salvo en los casos y ba-
jo las condiciones que la misma Constitución estable-
ce; asimismo, establece la obligación de todas las
autoridades en el ámbito de sus competencias, de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos hu-
manos de conformidad con los principios de universa-
lidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad.

En México, de acuerdo a la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo (ENOE) 2020 se estima que hay
alrededor de tres millones de personas trabajadoras la-
borando en los campos agrícolas, de los cuales 46.3
por ciento es indígena.1 La población jornalera agríco-
la y migrante ha enfrentado un proceso de empobreci-
miento durante décadas, es por eso que ingresa un ma-
yor número de integrantes de la familia al trabajo
remunerado como las niñas, niños, mujeres y adoles-
centes, a quienes históricamente se les reconoce como
acompañantes, pero quienes día a día han ido desem-
peñando un papel cada vez más activo.

Las condiciones laborales de quienes trabajan en los
campos agrícolas son sumamente precarias, ya que
93.4 por ciento de la población jornalera agrícola
carece de contrato; 90.9 por ciento carece de acce-
so a instituciones de salud por parte de su trabajo y
85.3 por ciento no cuenta con prestaciones labora-
les.

Martes 23 de febrero de 2021 Gaceta Parlamentaria49



De acuerdo con el Índice de Marginación 2015 del
Consejo Nacional de Población (Conapo),2 16.3 mi-
llones de personas viven con alta y muy alta margina-
ción, en mil 55 municipios, es decir, 13.7 por ciento de
las y los mexicanos. En estos municipios la población
es más vulnerable a nueve formas de exclusión que
son: la discriminación, la inequidad de género, el anal-
fabetismo, la primaria incompleta, el hacinamiento,
los bajos ingresos, viviendas con piso de tierra, no
cuentan con drenaje ni agua potable, ni con energía
eléctrica. Estas formas de exclusión, en conjunto con
las condiciones sociales y económicas, y la margina-
ción histórica influyen en los movimientos migratorios
de los pueblos de México. En el caso de la población
jornalera agrícola, rural, campesina e indígena, la pre-
carización de sus condiciones de vida profundiza el
conjunto de desigualdades de género, clase y etnia, y
contribuye a normalizar las violencias y violaciones a
sus derechos humanos, destacando las ocurridas en el
plano social y laboral.

Un alto porcentaje de la población que sale de sus lu-
gares de origen –alrededor de 70 por ciento– no perci-
be ninguna atención institucional y se enfrentan a una
situación de vulnerabilidad y explotación en sus dere-
chos tanto laborales como humanos. Su contratación
se encuentre sujeta a la temporalidad de los cultivos y,
por tanto, su ingreso no les garantiza la satisfacción de
las necesidades básicas para todo el año. Lo anterior
provoca que familias enteras tengan que integrarse al
proceso productivo en el campo. Se estima una pobla-
ción jornalera (personas trabajadoras y familiares) de
alrededor de 8.5 millones de personas.

Anteriormente, por lo general, los hombres salían a
trabajar fuera de la comunidad para traer los recursos
necesarios, sin embargo, en los últimos años se ha ex-
perimentado una tendencia también hacia la feminiza-
ción en los flujos migratorios.

Las mujeres, hijas e hijos que acompañan al hombre,
anteriormente procuraban los alimentos y el acondi-
cionamiento de la vivienda; en años más recientes, la
migración tanto de mujeres como de niños está más re-
lacionada con la necesidad de obtener un empleo re-
munerado y un recurso adicional al ingreso laboral.

De acuerdo con la Encuesta Nacional Agropecuaria
2017,3 tres de cada 10 mujeres que trabajan en el cam-
po y seis de cada 10 hombres reciben remuneración y

la mitad gana hasta dos salarios mínimos. Otra proble-
mática relevante, se refiere al trabajo infantil agrícola,
ya que se estima que 3.2 millones de niñas y niños de
cinco a 17 años trabajan en actividades económicas no
permitidas o en quehaceres domésticos en condiciones
no adecuadas y el sector agropecuario concentra la
mayor parte de la población infantil ocupada en traba-
jo no permitido.

En el caso de las mujeres, quienes en 2020 eran apro-
ximadamente 15 por ciento de las personas jornaleras
agrícolas,4 enfrentan fuertes rezagos sociales que se
expresan en el incumplimiento y goce limitado o nulo
de sus derechos humanos y laborales. Ellas salen a tra-
bajar al igual que el resto de los hombres antes de que
despunte el sol y cuando están de regreso en sus vi-
viendas, son las responsables de preparar y dar los ali-
mentos a todos los miembros de la familia que hayan
salido a trabajar incluyéndose ellas. Aunado a las
complejidades de las dobles e incluso triples jornadas
de trabajo remunerado y no remunerado, se suman las
agresiones físicas, sexuales, verbales, psicológicas y
emocionales por parte de sus compañeros o de quienes
son sus jefes en el espacio de trabajo, o en el traslado
hacia el mismo. Esta violencia se reproduce en los es-
pacios institucionales cuando algunas de ellas deciden
buscar ayuda o denunciar.

Las mujeres jornaleras agrícolas en muchas ocasiones
laboran jornadas más largas y agotadoras, con espa-
cios mínimos de esparcimiento, con salarios inferiores
al mínimo general y a los percibidos por los hombres,
expuestas a riesgos que vulneran su integridad física,
enfrentando situaciones de acoso o abuso sexual du-
rante sus procesos migratorios o en los campos, los
cuales difícilmente denuncian por la debilidad que
prevalece en los mecanismos de justicia para las mu-
jeres, máxime si son indígenas, hablantes de lenguas
originarias y que no saben leer ni escribir.

En el caso particular de las mujeres indígenas que tra-
bajan como jornaleras agrícolas, viven la marginación
y la extrema pobreza tanto en sus lugares de origen co-
mo en los de destino; son las asalariadas más explota-
das y desprotegidas del medio rural y están sujetas a
un proceso de pauperización paulatina, cuya alta mo-
vilidad obstaculiza su propia organización. Ellas por lo
general son monolingües, presentan altos índices de
analfabetismo y bajos niveles de escolaridad, además
de altos niveles de desnutrición, viven en comunida-
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des con los más bajos índices de desarrollo humano y
los más altos índices de marginación, y son sujetas a
distintas formas de violencia, explotación y discrimi-
nación dada su condición de género.

Por lo general, la situación de las mujeres jornaleras
responde a los comportamientos tradicionales que de-
terminan sus relaciones familiares y sociales. Sus me-
dios y recursos los distribuyen de una manera organi-
zada para empatar sus actividades como trabajadoras
agrícolas, esposas, madres e hijas. Las mujeres que
migran realizan un sinfín de labores que no les son re-
conocidas. Son mujeres que han sorteado situaciones
que van desde la violencia y olvido por parte del Esta-
do, hasta la violencia vivida al interior de sus hogares,
en sus comunidades, en las viviendas ubicadas dentro
de los campos agrícolas y en los surcos donde van a la-
borar.

Su contratación, si es que la hay, se realiza de manera
verbal y no en términos de lo dispuesto por el artículo
280 Bis y 25 de la Ley Federal del Trabajo; hay dife-
rencias en el salario, aunque efectúen las mismas tare-
as o tareas de igual dificultad que los jornaleros; en
consecuencia no reciben ninguna prestación adicional
a su salario (aguinaldo, pago de vacaciones, utilida-
des), salvo el pago de horas extras; en promedio se la-
boran 9 horas, aunque en tiempo de cosecha pueden
ser entre 11 y 12 horas y sin descanso.

Es común que a las jornaleras agrícolas se les someta
a pruebas de ingravidez, o que durante los embarazos
no se les contrate, o pierdan su empleo. En ocasiones
se argumenta inseguridad por productos agrícolas, pe-
ro no se consideran opciones para mujeres en esta con-
dición.

Si conservan su trabajo durante el embarazo y no
cuentan con seguridad social, no tienen acceso a los
periodos pre y postnatales. Cuando sus embarazos son
notorios simplemente ya no son recibidas en los cam-
pos agrícolas. Durante este tiempo no reciben remune-
ración alguna, recrudeciéndose su precariedad econó-
mica.

Además de que han sido invisibilizadas en nuestro sis-
tema normativo el cual hace referencia a “jornaleros
agrícolas” y en el mejor de los casos a “personas jor-
naleras agrícolas” pero no así a “jornaleras agrícolas”.

Por ello, es de suma importancia hacer un abordaje di-
ferenciado y con perspectiva de género de la situación
de la población jornalera agrícola, visibilizando las
desigualdades y las brechas de protección social y sa-
lud que históricamente ha padecido este sector, con
pertinencia cultural a los pueblos indígenas y afrodes-
cendientes, en especial hacia las mujeres indígenas,
que sufren una triple discriminación: de género, con-
dición social y de pertenencia a grupos étnicos; limi-
tando su acceso y goce a los derechos humanos.

Por ello en la presente iniciativa se propone reformar
diversos artículos del capítulo VIII, Trabajadores del
campo, de la Ley Federal del Trabajo.

Los cambios propuestos son los siguientes:
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Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en
las disposiciones invocadas en el proemio de este es-
crito, someto a consideración del pleno la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma diversas disposicio-
nes de la Ley Federal del Trabajo, en materia de
lenguaje incluyente, perspectiva de género e igual-
dad salarial para las jornaleras agrícolas

Artículo Único. Se reforma el artículo 279, 279 Bis,
279 Ter, 279 Quáter, 280, el párrafo primero y la frac-
ción III del artículo 280 Bis, 282 y las fracciones I, II,
IV, V, VI, VII, VIII, X, XI, XII y XIII del artículo 283
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 279. Trabajadores y trabajadoras del cam-
po quienes ejecutan las labores propias de las explota-
ciones agrícolas, ganaderas, acuícolas, forestales o
mixtas, al servicio de un patrón.

Los trabajadores y las trabajadoras en las explota-
ciones industriales forestales se regirán por las dispo-
siciones generales de esta ley.

Los trabajadores y las trabajadoras del campo pue-
den ser permanentes, eventuales o estacionales.

Artículo 279 Bis. Trabajador o trabajadora eventual
del campo es quien, sin ser permanente ni estacional,
desempeña actividades ocasionales en el medio rural,
que pueden ser por obra y tiempo determinado, de
acuerdo a lo establecido en la presente Ley.

Artículo 279 Ter. Los trabajadores y las trabajado-
ras estacionales del campo o jornaleros o jornaleras
agrícolas son aquellas personas físicas que son con-
tratadas para laborar en explotaciones agrícolas, gana-
deras, forestales, acuícolas o mixtas, únicamente en
determinadas épocas del año, para realizar actividades

relacionadas o que van desde la preparación de la tie-
rra, hasta la preparación de los productos para su pri-
mera enajenación, ya sea que sean producidos a cielo
abierto, en invernadero o de alguna otra manera prote-
gidos, sin que se afecte su estado natural; así como
otras de análoga naturaleza agrícola, ganadera, fores-
tal, acuícola o mixta. A quienes se les puede contra-
tar por uno o más patrones durante un año, por perio-
dos que en ningún caso podrán ser superiores a
veintisiete semanas por cada patrón.

No se considerarán trabajadores o trabajadoras esta-
cionales del campo, a quienes laboren en empresas
agrícolas, ganaderas, forestales, acuícolas o mixtas
que adquieran productos del campo, para realizar acti-
vidades de empaque, re empaque, exposición, venta o
para su transformación a través de algún proceso que
modifique su estado natural.

Artículo 279 Quáter. El patrón llevará un padrón es-
pecial de los trabajadores y las trabajadoras contra-
tados por estacionalidades, para registrar la acumula-
ción de éstas a fin de establecer la antigüedad en el
trabajo y, con base en la suma de éstas, calcular las
prestaciones y derechos derivados del tiempo sumado
de trabajo.

Artículo 280. El trabajador y la trabajadora estacio-
nal o eventual del campo que labore en forma continua
por un periodo mayor a veintisiete semanas para un
patrón, tiene a su favor la presunción de ser trabajador
y trabajadora permanente.

El patrón llevará un registro especial de los trabajado-
res y las trabajadoras eventuales y estacionales que
contrate cada año y exhibirlo ante las autoridades del
trabajo cuando sea requerido para ello.

Al final de la estación o del ciclo agrícola, el patrón
deberá pagar al trabajador y trabajadora las partes
proporcionales que correspondan por concepto de va-
caciones, prima vacacional, aguinaldo y cualquier otra
prestación a la que tengan derecho, y deberá entregar
una constancia a cada trabajador y trabajadora en la
que se señalen los días laborados y los salarios totales
devengados.

Artículo 280 Bis. La Comisión Nacional de los Sala-
rios Mínimos fijará los salarios mínimos profesionales
de las y los trabajadores del campo, con perspectiva
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de género, debiendo tomar en consideración, entre
otras las circunstancias siguientes:

I. ...;

II. ..., y

III. Los salarios y prestaciones percibidas por los
trabajadores y las trabajadoras de establecimien-
tos y empresas dedicadas a la producción de pro-
ductos agrícolas.

Artículo 282. Las condiciones de trabajo se estable-
cerán con perspectiva de género y redactarán por es-
crito, observándose lo dispuesto en el artículo 25 y de-
más relativos de esta Ley.

Artículo 283. Los patrones tienen las obligaciones es-
peciales siguientes:

I. Pagar los salarios precisamente en el lugar donde
los trabajadores y las trabajadoras presten sus
servicios y en períodos de tiempo que no excedan
de una semana, debiendo garantizar la igualdad
salarial entre ambos;

II. Suministrar gratuitamente a los trabajadores y
trabajadoras habitaciones adecuadas, sin hacina-
miento, higiénicas y seguras, con agua potable, do-
tadas de piso firme y proporcionales al número de
familiares o dependientes económicos que los y las
acompañen y, en su caso, un predio individual o co-
lectivo, para la cría de animales de corral. Estas
instalaciones deberán garantizar la seguridad e
integridad física para las mujeres, como forma
de protección ante la violencia en los espacios de
trabajo;

III. ...;

IV. Proporcionar a los trabajadores y a las trabaja-
doras agua potable y servicios sanitarios durante la
jornada de trabajo, con áreas de aseo personal se-
guras y que permitan la privacidad para las jor-
naleras agrícolas; 

V. Mantener en el lugar de trabajo los medicamen-
tos y material de curación, así como los antídotos
necesarios, a fin de proporcionar primeros auxilios
a los trabajadores y trabajadoras, a sus familiares

o dependientes económicos que los y las acompa-
ñen, así como adiestrar personal que los preste;

VI. Proporcionar a los trabajadores, a las trabaja-
doras y a sus familiares que los y las acompañen
asistencia médica o trasladarlos al lugar más próxi-
mo en el que existan servicios médicos. También
tendrán las obligaciones a que se refiere el artículo
504, fracción II;

VII. Proporcionar gratuitamente al trabajador y tra-
bajadora, a sus familiares o dependientes econó-
micos que los acompañen medicamentos y material
de curación en los casos de enfermedades tropica-
les, endémicas y propias de la región y pagar a los
trabajadores y trabajadoras que resulten incapaci-
tados e incapacitadas, el setenta y cinco por ciento
de los salarios hasta por noventa días. Los trabaja-
dores y trabajadoras estacionales disfrutarán de
esta prestación por el tiempo que dure la relación la-
boral. Asimismo, deberán otorgar los permisos
por cuidados maternos que requieran las traba-
jadoras, conforme a lo dispuesto en el Título
Quinto de esta Ley.

Los trabajadores y trabajadoras estacionales tam-
bién deberán contar con un seguro de vida para sus
traslados desde sus lugares de origen a los centros
de trabajo y posteriormente a su retorno;

VIII. Permitir a los trabajadores y trabajadoras
dentro del predio:

a) ...

b) ...

c) ...

d) ...

IX. ...;

X. Fomentar la alfabetización entre los trabajado-
res, trabajadoras y sus familiares.

El Estado garantizará en todo momento, el acceso a
la educación básica de los hijos de los trabajadores
y trabajadoras estacionales del campo o jornaleros
y jornaleras agrícolas. La Secretaría de Educación
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Pública, reconocerá los estudios que, en un mismo
ciclo escolar, realicen los hijos de los trabajadores y
trabajadoras estacionales del campo o jornaleros y
jornaleras agrícolas tanto en sus lugares de origen
como en sus centros de trabajo;

XI. Proporcionar a los trabajadores y trabajadoras
en forma gratuita, transporte cómodo y seguro de
las zonas habitacionales a los lugares de trabajo y
viceversa. El patrón podrá emplear sus propios me-
dios o pagar el servicio para que el trabajador y tra-
bajadora hagan uso de un trasporte público ade-
cuado, salvaguardando su integridad física y
emocional, considerando prácticas y supervisión
contra el acoso y la violencia sexual;

XII. Utilizar los servicios de un intérprete cuando
los trabajadores y las trabajadoras no hablen es-
pañol; y

XIII. Brindar servicios de guardería a los hijos y las
hijas de los trabajadores y las trabajadoras.

XIV. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Jornaleras Agrícolas (2020), Observatorio Género y Covid-19 en

México. México. Recuperado de 

https://genero-covid19.gire.org.mx/tema/jornaleras-agricolas/

2 Índice de Marginación 2015 del Consejo Nacional de Población.

Disponible en: https://www.gob.mx/conapo/documentos/indice-

de-marginacion-por-entidad-federativa-y-municipio-2015

3 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), Encuesta

Nacional Agropecuaria 2017. Recuperado de: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/ena/2017/doc/en

a2017_pres.pdf

4 Jornaleras Agrícolas (2020), Observatorio Género y Covid-19 en

México. México. Recuperado de 

https://genero-covid19.gire.org.mx/tema/jornaleras-agricolas/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada María Wendy Briceño Zuloaga (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA KEHILA ABIGAÍL KU ESCALANTE,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADA-
NO

La suscrita, diputada federal Kehila Abigail Kú Esca-
lante, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano de la LXIV Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para crear el párrafo XVIII y para
lo cual se fija la problemática sobre la cual versa la ini-
ciativa que nos ocupa.

Exposición de motivos

Primeramente, debemos contextualizar el significado
del derecho a la ciudad, para esto la ONU nos explica
que “El derecho a la ciudad implica responsabilidades
en todos los ámbitos de gobierno y ciudadanos para
ejercer, reclamar, defender y promover la gobernanza
equitativa y la función social de todos los asentamien-
tos humanos dentro de un hábitat de derechos huma-
nos. Y que dé prioridad al interés público y social de-
finido colectivamente”.1
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Además, el derecho a la ciudad definido por el filóso-
fo, sociólogo y geógrafo Henri Lefebvre en 1967 lo
define como el derecho de los habitantes urbanos a
construir, decidir y crear la ciudad, y hacer de esta un
espacio privilegiado de lucha anticapitalista, por otro
lado, “el derecho a la ciudad es el derecho de todos los
habitantes a habitar, utilizar, ocupar, producir, trans-
formar, gobernar y disfrutar ciudades, pueblos y asen-
tamientos urbanos justos, inclusivos, seguros, sosteni-
bles y democráticos, definidos como bienes comunes
para una vida digna”.2

Para Lefebvre, en lo político, el debate se ha centrado
en las posibilidades y los peligros del ejercicio del de-
recho a la ciudad, teniendo en cuenta que éste ha sido
retomado no solo por los movimientos sociales, sino
también por organismos de cooperación internacional
y por los Estados. 

Por otro lado, urbanísticamente, la ciudad puede ser el
espacio o territorio donde se asienta una población,
que se articula respecto de ciertos servicios públicos,
que son necesidades básicas que requieren de una sa-
tisfacción general, tales como el suministro de energía
eléctrica, agua potable, drenaje, vialidades, plazas,
mercados, cementerios, asistencia sanitaria, servicios
educativos y transporte colectivo que permiten la so-
brevivencia y la movilidad social, gobernada por una
administración electa democráticamente.

Como forma de gobierno se caracteriza por ser un con-
junto de reglas primarias o fundamentales, que esta-
blecen quién está autorizado para tomar las decisiones
colectivas y bajo qué procedimientos. En este caso, re-
sulta más útil entender a la ciudad como espacio co-
lectivo, como lugar adecuado para el desarrollo políti-
co, económico, social y cultural de la población.

Uno de los primeros antecedentes a nivel internacio-
nal, la Carta Mundial sobre el Derecho a la Ciudad,
producto del Foro de Autoridades Locales de Porto
Alegre, que conceptualiza el derecho a la ciudad: “[…]
como el usufructo equitativo de las ciudades dentro de
los principios de sustentabilidad, democracia y justicia
social; es un derecho colectivo de los habitantes de las
ciudades, en especial de los grupos vulnerables y des-
favorecidos, que les confiere legitimidad de acción y
de organización, basado en sus usos y costumbres, con
el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio del derecho a
un patrón de vida adecuado […]”3

Esta Carta Mundial enumera los siguientes Derechos:

• Ejercicio pleno de la ciudadanía y gestión demo-
crática de la ciudad

• Función social de la ciudad y de la propiedad ur-
bana

• Igualdad, no discriminación

• Protección especial de grupos y personas en situa-
ción de vulnerabilidad

• Compromiso social del sector privado

• Impulso de la economía solidaria y políticas im-
positivas progresivas

• Planificación y gestión social de la ciudad

• Producción social del hábitat

• Desarrollo urbano equitativo y sustentable

• Derecho a la información pública

• Libertad e integridad

• Participación política

• Derecho a la justicia

• Derecho a la seguridad pública y a la convivencia
pacífica, solidaria y multicultural

• Derecho al agua, al acceso y suministro de servi-
cios públicos domiciliarios y urbanos

• Derecho al transporte público y la movilidad ur-
bana

• Derecho a la vivienda

• Derecho al trabajo

• Derecho a un medio ambiente sano y sostenible

En México se cuenta con el antecedente de la Carta de
la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, la
que menciona de igual forma que “[…] el Derecho a la
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Ciudad es el usufructo equitativo de las ciudades den-
tro de los principios de sustentabilidad, democracia,
equidad y justicia social. Es un derecho colectivo de
los habitantes de las ciudades, que les confiere legiti-
midad de acción y de organización, basado en el res-
peto a sus diferencias, expresiones y prácticas cultura-
les, con el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio del
derecho a la libre autodeterminación y a un nivel de vi-
da adecuado. El Derecho a la Ciudad es interdepen-
diente de todos los derechos humanos internacional-
mente reconocidos, concebidos integralmente, e
incluye, por tanto, todos los derechos civiles, políticos,
económicos, sociales, culturales y ambientales regla-
mentados en los tratados internacionales de derechos
humanos […]”4

Lo mencionado anteriormente tiene la finalidad de dar
uso justo y equilibrado a los espacios urbanos y rura-
les, que dan como resultado ciudades más seguras, es-
pecialmente para mujeres y niñas, quienes forman par-
te de un sector sumamente vulnerable y propenso a
recibir atentados hacia su persona ya sea de manera
verbal, física o psicológica, asimismo, se abarcaría a
las minorías y la diversidad étnicas, raciales, sexuales
y culturales.

Estadísticamente se tiene que en la actualidad la mitad
de la población mundial vive en ciudades; según las
previsiones del programa Hábitat de la ONU, “en el
2050 la tasa de urbanización en el mundo llegará a 65
por ciento”.5 Sin embargo, en sentido contrario a tales
potencialidades, los modelos de desarrollo implemen-
tados en la mayoría de los países con economías emer-
gentes, se caracterizan por establecer niveles de con-
centración que generan pobreza y exclusión.

Además, en nuestro país en menos de un siglo, la dis-
tribución geográfica de la población se invirtió, ya que
en “1900 la población total del país era de 13.6 millo-
nes de habitantes, de los cuales sólo 1.4 millones viví-
an en 33 ciudades; de acuerdo con los datos del In-
egi”,6 “poco menos del 43 por ciento de la población
en 1950 vivía en localidades urbanas; en 1990 la tasa
era del 71 por ciento y para el 2010 esta cifra aumen-
tó a casi el 78 por ciento de la población total del pa-
ís”,7 tomando en cuenta que para el Inegi, se conside-
ra como población urbana aquella donde habitan más
de 2 mil 500 personas. Por otra parte, para el 2025 la
ONU estima que dos tercios de la población mundial
vivirá en suelo urbano, lo cual representa un gran reto

según el Foro Europeo de Autoridades Locales.

“Bajo este escenario, se formula el siguiente plantea-
miento del problema: el derecho a la ciudad, como un
derecho humano emergente: ¿puede ser reconocido
como un derecho fundamental dentro del sistema jurí-
dico, con el objetivo de promover el fortalecimiento
del Estado de derecho constitucional, democrático y
de justicia social, inserto en un sistema político liberal
e igualitario? Ante este cuestionamiento, se formula la
hipótesis de que el derecho a la ciudad es hoy, un de-
recho humano emergente con alto grado de desarrollo
en el contexto internacional, que requiere del recono-
cimiento, descripción y profundidad en el sistema na-
cional, prima facie, en conexidad con otros derechos
fundamentales como: la vida, la dignidad humana, la
igualdad, la autodeterminación y el acceso a la vivien-
da, para ser garantizados por las instituciones jurídi-
cas, inclusive con la posibilidad de invocarse ante los
tribunales”.8

Con esto debemos entender y dimensionar lo que in-
cluye el Derecho a la Ciudad, que a grandes rasgos
contempla lo siguiente: 

• El derecho a un hábitat que facilite el tejido de las
relaciones sociales

• El derecho a sentirse parte de la ciudad (sentido de
cohesión social y construcción colectiva)

• El derecho a vivir dignamente en la ciudad

• El derecho a la convivencia

• El derecho al gobierno de la ciudad

• El derecho a la igualdad de derechos

Lamentablemente en México no se tienen estos dere-
chos al cien por ciento, dado que, por un lado, el dere-
cho a la vivienda es algo que no se atiende adecuada-
mente, al negocio inmobiliario solo le interesa la venta
en masa, sin importarles la seguridad la comodidad de
los habitantes, a esto se le suma el alto costo de los in-
muebles que hacen imposible el acceso a una vivienda
digna.

El alto costo de los inmuebles se vuelve inalcanzable
por la situación laboral de las y los mexicanos quienes
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se enfrentan a un mercado laboral complicado con re-
cortes materiales de los derechos laborales y de los de-
rechos sociales urbanos que han provocado una des-
igualdad social para quienes no tienen posibilidades
económicas. Este déficit laboral solo provoca el au-
mento en la delincuencia de la nación.

Por otro lado, unos de los mayores retos que presenta
esta propuesta de derecho a la ciudad es la falta de es-
pacios públicos que es el principal punto de conviven-
cia social, que da el toque distintivo a la colonia o a los
barrios. Pero lamentablemente estos espacios públicos
quedan en manos de delincuentes, que causan miedo
en los ciudadanos debido a los robos, acosos y demás
atentados provocando de esta manera que los espacios
públicos queden en el abandono, causando un retroce-
so para lograr lo deseado.

En conclusión, el derecho a la ciudad es actualmente
un derecho humano emergente, que no ha sido traba-
jado ni tocado a profundidad y nos damos cuenta que
son derechos nuevos, que son una extensión de conte-
nidos de derechos humanos ya reconocidos y son de-
rechos extendidos a colectivos que históricamente no
los han disfrutado.

Para finalizar, cabe recalcar que como punto medular
esta iniciativa pretende el reconocimiento, protección
y garantías en el ejercicio de derechos humanos la vi-
da y la dignidad humana, el acceso y aprovechamien-
to del espacio público, la movilidad, la seguridad, el
acceso a la vivienda y el acceso y utilización de los
servicios públicos.

Con base en lo anterior se propone la siguiente inicia-
tiva:

Decreto que reforma el artículo 4 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos para
crear el párrafo XVIII.

ÚNICO. – Se reforma el artículo 4 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales ante la
ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la
familia.

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre,
responsable e informada sobre el número y el espacia-
miento de sus hijos.

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva,
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.

Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud.
La Ley definirá las bases y modalidades para el acce-
so a los servicios de salud y establecerá la concurren-
cia de la Federación y las entidades federativas en ma-
teria de salubridad general, conforme a lo que dispone
la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.
La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar,
con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuan-
titativa y cualitativa de los servicios de salud para la
atención integral y gratuita de las personas que no
cuenten con seguridad social.

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el
respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien lo provoque en
términos de lo dispuesto por la ley.

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y domés-
tico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequi-
ble. El Estado garantizará este derecho y la ley defini-
rá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y
uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos,
estableciendo la participación de la Federación, las en-
tidades federativas y los municipios, así como la parti-
cipación de la ciudadanía para la consecución de di-
chos fines. 

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda dig-
na y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y
apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser re-
gistrado de manera inmediata a su nacimiento. El Es-
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tado garantizará el cumplimiento de estos derechos.
La autoridad competente expedirá gratuitamente la
primera copia certificada del acta de registro de naci-
miento.

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción
de sus necesidades de alimentación, salud, educación
y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este
principio deberá guiar el diseño, ejecución, segui-
miento y evaluación de las políticas públicas dirigidas
a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obliga-
ción de preservar y exigir el cumplimiento de estos de-
rechos y principios.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para
que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la
niñez.

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al
disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado
en la materia, así como el ejercicio de sus derechos
culturales. El Estado promoverá los medios para la di-
fusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la di-
versidad cultural en todas sus manifestaciones y ex-
presiones con pleno respeto a la libertad creativa. La
ley establecerá los mecanismos para el acceso y parti-
cipación a cualquier manifestación cultural.

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado su promo-
ción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la
materia.

El Estado garantizará la entrega de un apoyo econó-
mico a las personas que tengan discapacidad perma-
nente en los términos que fije la Ley. Para recibir esta
prestación tendrán prioridad las y los menores de die-
ciocho años, las y los indígenas y las y los afromexi-
canos hasta la edad de sesenta y cuatro años y las per-
sonas que se encuentren en condición de pobreza.

Las personas mayores de sesenta y ocho años tienen
derecho a recibir por parte del Estado una pensión no
contributiva en los términos que fije la Ley. En el ca-
so de las y los indígenas y las y los afromexicanos es-

ta prestación se otorgará a partir de los sesenta y cinco
años de edad.

El Estado establecerá un sistema de becas para las y
los estudiantes de todos los niveles escolares del siste-
ma de educación pública, con prioridad a las y los per-
tenecientes a las familias que se encuentren en condi-
ción de pobreza, para garantizar con equidad el
derecho a la educación.

El Estado mexicano deberá vigilar y garantizar el
Derecho a la Ciudad como un derecho humano in-
herente a la ciudadanía.

Transitorio

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. - Los Estados tendrán que armonizar y
adaptar esta reforma en sus Constituciones locales en
un plazo no mayor a 120 días.

Tercero. - Se turne a la Comisión Legislativa de De-
rechos Humanos para dictaminación

Notas

1http://onuhabitat.org.mx/index.php/componentes-del-derecho-a-

la ciudad#:~:text=El%20Derecho%20a%20la%20Ciudad%20im-

plica%20responsabilidades%20en%20todos%20los,un%20h%C3

%A1bitat%20de%20derechos%20humanos.

2 Ídem

3 Carta Mundial sobre el Derecho a la Ciudad. Extraído el 5 de ju-

nio de 2020 desde: http://www.lapetus.uchile.cl, y http://www.

onuhabitat.org

4 Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad. Ex-

traído el 5 de junio de 2020 desde: 

http://www.equipopueblo.org.mx

5 http:// www.onuhabitat.org, 2014

6 http://www.inegi.org.mx

7 http://cuentame.inegi.org.mx, 2014
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8 https://www.uaq.mx/investigacion/revista_ciencia@uaq/Archi-

vosPDF/v7-n1/07Articulo.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada Kehila Abigail Kú Escalante (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 145 DEL CÓDIGO FEDERAL

DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, A CARGO DE LA DIPUTADA

ROSALBA VALENCIA CRUZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

Quien suscribe, diputada Rosalba Valencia Cruz, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Morena en la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los
artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona un párrafo segundo y se recorre los
subsecuentes del artículo 145 del Código Federal de
Procedimientos Civiles, en materia de salvaguardar el
interés superior de la niñez durante controversias civi-
les en donde sus intereses y derechos se encuentren
vulnerados.

Consideraciones

El núcleo familiar es la célula de la sociedad, cabe ha-
cer mención que la etapa de la niñez es una de las más
importantes y relevantes en el desarrollo de las perso-
nas, en este periodo adquirimos diversos valores así
también el sentido de responsabilidad y buenos princi-
pios, que unidos todos son los cimientos de nuestra
formación como personas, para crear una sociedad
funcional.

Dada a la importancia de lo anteriormente menciona-
do es debido recalcar que su protección debe ser la ta-
rea más importante de las acciones que lleve a cabo el
Estado mexicano, dando prioridad en salvaguardar el
interés superior del niño y de los incapaces, para ase-
gurar desde sus necesidades básicas, hasta el libre des-
arrollo de su personalidad, tal y como se menciona en
el capítulo primero “Artículos 1 y 4 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que
a la letra dice:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección,
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta
Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con esta Constitución
y con los tratados internacionales de la materia fa-
voreciendo en todo tiempo a las personas la protec-
ción más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respe-
tar, proteger y garantizar los derechos humanos
de conformidad con los principios de universali-
dad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-
vidad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir,
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los
derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

Artículo 4o. La mujer y el hombre son iguales ante la
ley. Ésta protegerá la organización y el desarrollo de la
familia.

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés supe-
rior de la niñez, garantizando de manera plena sus
derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la
satisfacción de sus necesidades de alimentación, sa-
lud, educación y sano esparcimiento para su des-
arrollo integral. Este principio deberá guiar el di-
seño, ejecución, seguimiento y evaluación de las
políticas públicas dirigidas a la niñez.”
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Por lo tanto, es necesario mencionar que este honora-
ble Congreso de la Unión tiene como obligación legis-
lar sobre reformas o adiciones con plena perspectiva
de derechos humanos, en cumplimiento a las leyes vi-
gentes, a los criterios de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación y observancia a los tratados y/o conve-
nios internacionales de protección de derechos huma-
nos.

Con base en esta visión, son muy preocupantes las es-
tadísticas que señalan las autoridades en el ramo esta-
blezcan los siguientes datos:

• 67.5 por ciento de las madres solteras no reciben
pensión alimenticia.

• 3 de cada 4 hijos de padres separados no reciben
pensión alimenticia.

• En 91 por ciento de los casos los acreedores son
hijos.

• En 8.1 por ciento son esposa y los hijos.

• 0.9 por ciento son los hijos y esposo.

Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi).

Estas estadísticas nos llevan a concluir que a pesar de
que la protección de los derechos de las niñas, niños y
adolescentes y menores en estado de interdicción, se
encuentra establecida en nuestra Constitución federal,
en diversas leyes, convenios y acuerdos internaciona-
les, aún hace falta legislar para hacer que estas dispo-
siciones sean una realidad cotidiana en la vida de las
familias mexicanas, principalmente en los tribunales
de justicia, en donde se tratan asuntos de materia de
alimentos, los cuales son derechos básicos para las ni-
ñas, niños y adolescentes así como para las personas
con capacidades diferentes.

Por otra parte, las autoridades de nuestro país deben
aplicar el principio de pro persona, el cual se refiere a
que en caso de que un juez o autoridad tenga que ele-
gir qué norma aplicar a un determinado caso, deberá
elegir la que más favorezca a la persona, sin importar
si se trata de la Constitución, un tratado internacional
o una ley. Bajo esta lógica, el catálogo de derechos hu-
manos ya no se encuentra limitado a lo prescrito en el
texto constitucional, sino que también incluye a todos

aquellos derechos que figuran en los tratados interna-
cionales ratificados por el Estado mexicano.1

Como se había mencionado anteriormente, los conve-
nios y tratados de la cual es participe nuestro país, son
parte fundamental para garantizar los derechos de las
y los mexicanos, haciendo hincapié en los derechos de
los menores, señalemos la Convención de los Dere-
chos del Niño del 20 de noviembre de 1989, de apli-
cación obligatoria al Gobierno mexicano desde 1990
en que la ratificó.

“Artículo 2.

1. …

2. Los estados parte tomarán todas las medidas
apropiadas para garantizar que el niño se vea prote-
gido contra toda forma de discriminación o castigo
por causa de la condición, las actividades, las opi-
niones expresadas o las creencias de sus padres, o
sus tutores o de sus familiares.

Artículo 3.

1. En todas las medidas concernientes a los niños
que tomen las instituciones públicas o privadas de
bienestar social, los tribunales, las autoridades ad-
ministrativas o los órganos legislativos, una consi-
deración primordial a que se atenderá será el in-
terés superior del niño.

2. Los estados parte se comprometen a asegurar
al niño la protección y el cuidado que sean nece-
sarios para su bienestar, teniendo en cuenta los
derechos y deberes de sus padres, tutores u otras
personas responsables de él ante la ley y, con ese
fin, tomarán todas las medidas legislativas y admi-
nistrativas adecuadas.

3. …

Artículo 8.

1. Los estados parte se comprometen a respetar
el derecho del niño a preservar su identidad, in-
cluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones
familiares de conformidad con la ley sin injeren-
cias ilícitas.”
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Aunado a lo anterior, es obligación de los tres Poderes
de gobierno, salvaguardar el interés superior de la ni-
ñez, y por lo tanto crear y reformar leyes acorde a las
necesidades que vayan surgiendo conforme a la evolu-
ción de la sociedad y por ende nuevas problemáticas,
ya que no es lo mismo las situaciones que se vivían ha-
ce 30 años a las de la actualidad.

Ahora bien, dentro de la legislación de nuestro país,
dentro de Ley General de Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, hace mención de lo siguiente:

“Artículo 2. Para garantizar la protección de los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes, las autorida-
des realizarán las acciones y tomarán medidas, de
conformidad con los principios establecidos en la
presente ley.

Para tal efecto, deberán:

I. Garantizar un enfoque integral, transversal y con
perspectiva de derechos humanos en el diseño y la
instrumentación de políticas y programas de go-
bierno;

II. Promover la participación, tomar en cuenta la
opinión y considerar los aspectos culturales, éticos,
afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y
adolescentes, en todos aquellos asuntos de su in-
cumbencia, de acuerdo a su edad, desarrollo evolu-
tivo, cognoscitivo y madurez, y

III. Establecer mecanismos transparentes de segui-
miento y evaluación de la implementación de polí-
ticas, programas gubernamentales, legislación y
compromisos derivados de tratados internacionales
en la materia.

El interés superior de la niñez deberá ser consi-
derado de manera primordial en la toma de de-
cisiones sobre una cuestión debatida que involu-
cre niñas, niños y adolescentes. Cuando se
presenten diferentes interpretaciones, se atende-
rá a lo establecido en la Constitución y en los tra-
tados internacionales de que México forma par-
te. 

Cuando se tome una decisión que afecte a niñas,
niños o adolescentes, en lo individual o colectivo,
se deberán evaluar y ponderar las posibles re-

percusiones a fin de salvaguardar su interés su-
perior y sus garantías procesales. 

Artículo 3. La federación, las entidades federati-
vas, los municipios y las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, concurrirán en el cumpli-
miento del objeto de esta Ley, para el diseño, eje-
cución, seguimiento y evaluación de políticas
públicas en materia de ejercicio, respeto, protec-
ción y promoción de los derechos de niñas, niños
y adolescentes, así como para garantizar su má-
ximo bienestar posible privilegiando su interés
superior a través de medidas estructurales, lega-
les, administrativas y presupuestales.”

Por consiguiente, dentro de la misma ley es importan-
te mencionar los artículos 115 y 116, que a la letra di-
ce;

“Artículo 115. Todos los órdenes de gobierno co-
adyuvarán para el cumplimiento de los objetivos
de esta Ley, de conformidad con las competen-
cias previstas en el presente ordenamiento y de-
más disposiciones legales aplicables.

Artículo 116. Corresponden a las autoridades fe-
derales y locales de manera concurrente, las atri-
buciones siguientes:

I. Coordinar la implementación y ejecución de las
acciones y políticas públicas que deriven de la pre-
sente Ley; 

II. Impulsar el conocimiento de los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes, así como la cultura de
respeto, promoción y protección de los mismos, de
conformidad con los principios rectores de esta
Ley; 

III. Garantizar el cabal cumplimiento de la pre-
sente Ley y de los instrumentos internacionales
aplicables; 

IV. Adoptar medidas de protección especial de de-
rechos de niñas, niños y adolescentes que se en-
cuentren en situación de vulnerabilidad por circuns-
tancias específicas de carácter socioeconómico,
psicológico, físico, discapacidad, identidad cultural,
origen étnico o nacional, situación migratoria o
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bien, relacionadas con aspectos de género, prefe-
rencia sexual, creencias religiosas o prácticas cultu-
rales, u otros que restrinjan o limiten sus derechos; 

V. Proporcionar asistencia médica, psicológica y
atención preventiva integrada a la salud, así como
asesoría jurídica y orientación social a quienes
ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y cus-
todia de niñas, niños y adolescentes o personas
que los tengan bajo su responsabilidad, en rela-
ción a las obligaciones que establece esta Ley; 

VI. Garantizar el desarrollo y la supervivencia así
como investigar, sancionar efectivamente los actos
de privación de la vida de niñas, niños y adolescen-
tes y garantizar la reparación del daño que corres-
ponda; 

VII. Colaborar en la búsqueda, localización y ob-
tención de la información necesaria para acreditar o
restablecer la identidad de niñas, niños y adolescen-
tes; 

VIII Establecer políticas de fortalecimiento fa-
miliar para evitar la separación de niñas, niños y
adolescentes de quienes ejerzan la patria potes-
tad, tutela o guarda y custodia; 

IX. Establecer las normas y los mecanismos nece-
sarios para facilitar la localización y reunificación
de la familia de niñas, niños y adolescentes, cuando
hayan sido privados de ella, siempre que no sea
contrario a su interés superior; 

X. Coadyuvar en la localización de niñas, niños y
adolescentes sustraídos, trasladados o retenidos ilí-
citamente; 

XI. Implementar medidas de inclusión plena y rea-
lizar las Acciones afirmativas para garantizar a ni-
ñas, niños y adolescentes la igualdad de oportuni-
dades y de trato, así como a no ser discriminados; 

XII. Adoptar medidas para la eliminación de usos,
costumbres, prácticas culturales, religiosas, estereo-
tipos sexistas o prejuicios que atenten contra la
igualdad de niñas, niños y adolescentes por razón
de género o que promuevan cualquier tipo de dis-
criminación;

XIII. Adoptar las medidas apropiadas para promo-
ver la recuperación física y psicológica y la restitu-
ción de derechos de niñas, niños y adolescentes,
víctimas de cualquier forma de violencia; 

XIV. Garantizar que todos los sectores de la socie-
dad tengan acceso a educación y asistencia en ma-
teria de principios básicos de salud y nutrición, ven-
tajas de la lactancia materna, así como la
prevención de embarazos, higiene, medidas de pre-
vención de accidentes y demás aspectos relaciona-
dos con la salud de niñas, niños y adolescentes; 

XV. Propiciar las condiciones idóneas para crear un
ambiente libre de violencia en las instituciones edu-
cativas; 

XVI. Establecer el diseño universal, la accesibili-
dad y políticas para la prevención, atención y re-
habilitación de niñas, niños y adolescentes con
discapacidad, en términos de la legislación apli-
cable; 

XVII. - XXV. …”

Con relación a los artículos anteriormente señalados se
debe recalcar que la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, ampara el interés supe-
rior, con el fin de que ellos tengan un sano desarrollo
y el libre esparcimiento que todos merecen ante cual-
quier adversidad.

Ahora bien, dentro de un juicio de investigación de pa-
ternidad, los avances científicos de los cuales somos
testigos en la actualidad son favorables ya que facilita
los juicios de presunción de paternidad, éste será rea-
lizado por medio de pruebas genéticas, estas pruebas
permiten, con un elevado porcentaje de certeza, deter-
minar si existe o no la relación de filiación entre dos
personas.

La prueba de ADN analiza la información genética del
hombre y la mujer que se traslada en el ácido desoxi-
rribonucleico, “Los cromosomas humanos son los em-
paques que acomodan y contienen el ADN de cada in-
dividuo. Ese contenido genético del ADN, es la
expresión hereditaria recibida a partes iguales de am-
bos padres. Como resultado de esas aportaciones, es
que podemos identificar la composición del material
genético de los padres en el ADN del hijo”.2
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Muchas ocasiones cuando se presentan este tipo de pro-
blemáticas en donde se les solicita una prueba de ADN,
algunas veces no se cuentan con los recursos económi-
cos para poderse llevar a cabo, tomando por ejemplo,
varias personas que son actores o demandados, no tie-
nen la solvencia económica para contratar los servicios
de un abogado particular, por lo cual ellos solicitan el
apoyo legal de un abogado de oficio, tendiendo en cuen-
ta lo anterior y comprendiendo que muchas veces los
procesos legales son de alto costo, en varias ocasiones
las personas de escasos recursos deciden no llevar a ca-
bo lo que se les solicita, dejando a la deriva la situación
legal, y en el caso de los asuntos en donde haya meno-
res de por medio, su interés superior se ve afectado, pro-
vocando serios daños a sus derechos.

Ahora bien, tratándose de juicios sobre reconocimien-
to, desconocimiento o contradicción de paternidad, el
juez podrá disponer, atendiendo el interés superior de
la niñez  y de los menores en estado de interdicción,
que la prueba pericial en genética molecular que se les
solicite, se realice a costa del presupuesto del órgano
jurisdiccional, llevando a cabo un procedimiento
cuando la parte oferente solicite y acredite con un es-
tudio socioeconómico elaborado por la autoridad co-
rrespondiente, que carece de recursos económicos pa-
ra cubrir su importe.

Hay que resaltar, que la prueba, como ocurre en el ca-
so de la Ciudad de México, se realice por un solo pe-
ritaje, ya sea de quienes están en la lista del órgano ju-
risdiccional o de alguna institución pública o privada,
a fin de evitar llegar a una nueva controversia en el pe-
ritaje que retrase la protección de los derechos de las
personas en estado de indefensión.

Esta presunción de paternidad, se fundamenta en el he-
cho de que si el demandado se niega a hacerse la prue-
ba de ADN expresamente, o no se presente, es por la
única razón de que sabe que son ciertos los hechos que
en la demanda se le atribuyen, ya que de no ser así, se-
ría el más interesado en realizarse dicha prueba para
deslindar su responsabilidad parental, lo cual deberá
tomar en consideración el juez, para que esta presun-
ción concatenada con las otras pruebas desahogadas
en el juicio, le sirvan de fundamento para emitir sen-
tencia condenatoria.

Continuando con el espíritu de la iniciativa, en el Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles en cuanto al

derecho a recibir alimentos, particularmente tratándo-
se de niñas, niños y adolescentes e incapaces, es nece-
sario establecer mecanismos legales ágiles que permi-
tan que los jueces otorguen el acceso a ese derecho de
forma inmediata.

Por consiguiente, señalo la siguiente jurisprudencia,
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, que a la letra dice:

“Interés Superior del Niño. Función en Ámbito
Jurisdiccional

El objeto de la protección de los derechos de los ni-
ños, niñas, y adolescentes estriba en asegurarles un
pleno e integral desarrollo, basado en formación fí-
sica, mental, emocional, social y moral, y en conse-
cuencia, el respeto a sus garantía individuales como
menores de edad, de forma igualitaria, traducido al
respeto de los derechos humanos que gozan. El ase-
guramiento y el respeto indicados no puede per-
mitirse que empiecen hasta que se resuelva el
juicio de paternidad que puede durar años.

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, visible en la gaceta del Semanario Judicial
de la Federación, libro 4, marzo de 2014. Decima
época, registro 2006011, publicada en tomo I. Ma-
teria Constitucional, tesis 1/J18/2014, página 406.”

En concordancia con el criterio anteriormente
expuesto, da a comprender que los menores que
estén dentro de alguna controversia, ya sea di-
vorcios, guardia y custodia, juicios de reconoci-
miento de paternidad, etcétera, tengan por ase-
gurado el respeto de las garantías individuales
las cuales ellos gozan, y que estas acciones sean
aplicadas de manera inmediata, y que no sea
hasta que exista una resolución judicial, ya que
durante el lapso que se dicte sentencia, pueden
suceder diversos acontecimientos en la vida del
menor, entre ellos tener problemas de salud, ali-
menticios o diversas necesidades escolares. Ca-
be hacer hincapié que lo anteriormente expuesto
se ha formulado con el fin de que el menor no
sufra ninguna carencia y así no pueda afectar
dentro de su desarrollo como persona.

Aunado a lo anterior, tratándose de niñas, niños, y
adolescentes o menores en estado de interdicción, en
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los juicios de reconocimiento  de paternidad, el juez
que conozca de la causa, deberá decretar de oficio y
sin dilación alguna, una pensión alimenticia provisio-
nal, en el acuerdo mismo donde de entrada a la de-
manda, tomando como base para fijar su monto los he-
chos narrados en la misma, procediendo en
consecuencia a girar los oficios correspondientes a las
dependencias o particulares que sean patrones del de-
mandado para que procedan a realizar los descuentos
que al efecto procedan, mientras dure el juicio y en ca-
so de ser trabajador independiente, se le ordenará que
consigne el porcentaje correspondiente a la pensión
alimenticia provisional en el juzgado y hacer entrega
de la misma al que tiene derecho a los alimentos, e in-
cluirá todas aquellas prestaciones ordinarias y extraor-
dinarias que obtenga el deudor como producto de su
trabajo, apercibiéndolo para que cumpla con el depó-
sito mensual respectivo, en cuyo caso contrario, podrá
aplicársele las medidas de apremio establecidas en la
ley.

Cabe hacer mención que esta disposición que se pro-
pone permitirá, como medida provisional, proteger sus
derechos fundamentales, como lo son la alimentación,
la salud, la vivienda y la educación, incluyendo su sa-
no esparcimiento, desde el momento que la autoridad
conozca la situación en que se encuentra el menor o el
interdicto.

Finalmente es de suma importancia resaltar que du-
rante la presente legislatura no se han aprobado refor-
mas a los artículos que se solicita agregar párrafos, lo
cual sería un gran paso para nuestro país, ya que mu-
chos menores que están dentro de algún proceso legal
contarían con todo el respeto a su interés superior, y se
le salvaguardaría sus derechos que vienen consagrados
en la Carta Magna de nuestro país.

Por lo antes expuesto y fundado se somete a conside-
ración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Único. Se adiciona un párrafo segundo y se reco-
rren los subsecuentes del artículo 145 del Código
Federal de Procedimientos Civiles

Capítulo IV
Prueba pericial

Artículo 145. Cada parte nombrará un perito, a no ser
que se pusieren de acuerdo en el nombramiento de uno
solo. 

En los juicios de reconocimiento, desconocimiento
y contradicción de paternidad, el juzgador aten-
diendo al Interés Superior de la Niñez, podrá dis-
poner que la prueba pericial en genética molecular
se realice a cargo del Órgano Jurisdiccional, siem-
pre y cuando se acredite con un estudio socioeconó-
mico elaborado por autoridad competente, que la
parte oferente carece de recursos económicos. 

[…]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.gob.mx/segob/articulos/en-que-me-beneficia-el-

principio-pro-persona

2 https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/3/1334/8.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada Rosalba Valencia Cruz (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 170 DE LA LEY GENERAL DE

SALUD, A CARGO DE LA DIPUTADA DULCE MARÍA MÉN-
DEZ DE LA LUZ DAUZÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La suscrita, Dulce María Méndez de la Luz Dauzón,
diputada federal integrante del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano en la LXIV Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad conferida en la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I;
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de esta honorable
Cámara de Diputados, la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Contar con una ley de carácter general que definiera
obligaciones, coordinación, competencias y concu-
rrencia de los 3 órdenes de gobierno para garantizar
los derechos de la infancia y la adolescencia y que
orientara la política nacional en esa materia, era un te-
ma pendiente del Estado mexicano.

En 2014 se publicó la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes la cual representó un
avance sin precedentes en México porque constituyó
un nuevo paradigma de la función del Estado para pro-
mover, respetar, proteger y garantizar, los derechos hu-
manos de niñas, niños y adolescentes.

Entre lo novedoso y más destacable de la referida ley
general, se halla la creación de un Sistema Nacional de
Protección Integral de los derechos de las niñas, niños
y adolescentes, con una Procuraduría Federal de Pro-
tección de Niñas, Niños y Adolescentes; además de
que cada entidad federativa deberá contar con una Pro-
curaduría de Protección Estatal. De esta forma, el Sis-
tema se alinea en los tres niveles de gobierno, creando
responsabilidades específicas de concurrencia en cada
ámbito de gobierno: federal, local y municipal para
cumplir con la garantía y protección de los derechos
de las personas menores de edad.

Una vez que la referida ley general inició su vigencia,
empezó el trabajo de armonización y modificación
respecto de otras leyes del ordenamiento jurídico me-

xicano para reflejar en ellas el nuevo esquema garan-
tista de derechos de la infancia y la adolescencia.

Por su parte, la Ley General de Salud es una norma del
sistema jurídico mexicano que se publicó en el Diario
Oficial el 7 de febrero de 1984. Corresponde a esta ley
la regulación de los servicios de asistencia social que
presta el Estado mexicano a las personas en situación
de vulnerabilidad, incluyendo a menores de edad.

La doctrina que sirvió de base para la formulación de
muchas de las políticas dedicadas a la atención de la
infancia en los años 80 del siglo XX, década en que
empezó su vigencia la nueva Ley General de Salud,
era de corte asistencialista, contemplando en esta ver-
tiente la atención que debía prestarse a la infancia que
se encontraba en estado de riesgo, abandono, o, a to-
das aquellas niñas y niños que hubieran cometido he-
chos considerados entonces como antisociales.i

Ahora, es necesario reformar la Ley General de Salud
para armonizarla con la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes y transitar de una vi-
sión asistencialista a una perspectiva garantista y de
restitución de derechos en la atención de niñas y niños
en estado de necesidad y desprotección.

Es básico integrar a las Procuradurías Federal y loca-
les de protección, en sus respectivos ámbitos de com-
petencia, como instituciones coordinadoras de las ac-
ciones de protección y restitución de derechos de
niñas, niños y adolescentes que se encuentren en si-
tuación de vulnerabilidad, en estado de necesidad, des-
protección o desventaja física y mental, hasta lograr su
incorporación a una vida plena.

El interés superior de la infancia debe ser el principio
que guíe la actuación de todas las autoridades en la
plena satisfacción de los derechos de niñas, niños y
adolescentes. Es un principio garantista que obliga a
las autoridades a desempeñar sus funciones con una
concepción de derechos humanos que se opone a cual-
quier forma de asistencialismo o derechos incumpli-
dos.ii

Argumentación

De conformidad con datos del Censo de Población y
Vivienda 2020,iii en México, el 30.04 por ciento de
personas son menores de edad, es decir, hay 38 millo-
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nes 308 mil 263 de niñas, niños y adolescentes. La-
mentablemente, uno de cada dos niños en México vi-
ve en situación de desventaja social o pobreza, y de es-
tos, el 20 por ciento están en pobreza extrema.iv

La Convención sobre los Derechos del Niño fue ratifi-
cada por el Estado mexicano en 1990 y desde enton-
ces, de conformidad con el artículo 133 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este
tratado internacional es Ley Suprema de toda la
Unión; al suscribirlo, México se comprometió a adop-
tar la visión internacional garantista de derechos de in-
fancia.

Con la Convención como punto de partida, en México,
después de un largo camino, el 4 de diciembre de
2014, se expidió la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, que consolidó el tránsi-
to de un esquema asistencialista a la construcción de
un nuevo paradigma de la función del Estado para ga-
rantizar, proteger y promover los derechos humanos
de niñas, niños y adolescentes.

El primer acierto de esta ley es que reconoce a las ni-
ñas y los niños como sujetos de derechos. La ley ge-
neral no sólo es enunciativa de derechos de la infancia,
sino que define obligaciones y competencias a las au-
toridades para que, de manera concurrente, sistemati-
zada y organizada sumen esfuerzos para garantizar el
cumplimiento de esos derechos. 

En el caso de niñas y niños que se encuentren en si-
tuaciones especiales de derechos vulnerados por moti-
vos económicos, psicológicos, sociales u otros, la ley
define atribuciones a las autoridades para proteger y
restituir los derechos vulnerados. Al respecto señala la
ley general en el artículo 116:

Artículo 116. Corresponden a las autoridades fede-
rales y locales de manera concurrente, las atribucio-
nes siguientes:

…

IV. Adoptar medidas de protección especial de de-
rechos de niñas, niños y adolescentes que se en-
cuentren en situación de vulnerabilidad por circuns-
tancias específicas de carácter socioeconómico,
psicológico, físico, discapacidad, identidad cultural,
origen étnico o nacional, situación migratoria o

bien, relacionadas con aspectos de género, prefe-
rencia sexual, creencias religiosas o prácticas cultu-
rales, u otros que restrinjan o limiten sus derechos;

…

Asimismo, la Ley General diseñó un nuevo orden ins-
titucional para trabajar en la restitución de derechos de
la infancia. Se crean las Procuradurías Federal y Loca-
les de Protección, de Niñas, Niños y Adolescentes
dentro de la estructura del Sistema Nacional DIF con
la obligación de coordinar y dar seguimiento a las me-
didas de protección integral y de restitución de dere-
chos de niñas y niños entre las diversas autoridades de
asistencia social, salud, educación, cultura, deporte,
entre otras, para actuar de manera oportuna y articula-
da. Al respecto, el artículo 121 de la Ley General de
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes señala:

Artículo 121. Para una efectiva protección y resti-
tución de los derechos de niñas, niños y adolescen-
tes, la federación, dentro de la estructura del Siste-
ma Nacional DIF, contará con una Procuraduría de
Protección.

Las entidades federativas deberán contar con Pro-
curadurías de Protección, cuya adscripción orgáni-
ca y naturaleza jurídica será determinada en térmi-
nos de las disposiciones que para tal efecto emitan.

En el ejercicio de sus funciones, las Procuradurías
de Protección podrán solicitar el auxilio de autori-
dades de los tres órdenes de gobierno, las que esta-
rán obligadas a proporcionarlo de conformidad con
las disposiciones aplicables.

Para la debida determinación, coordinación de la
ejecución y seguimiento de las medidas de protec-
ción integral y restitución de los derechos de niñas,
niños y adolescentes, las Procuradurías de Protec-
ción deberán establecer contacto y trabajar conjun-
tamente con las autoridades administrativas, de
asistencia social, de servicios de salud, de educa-
ción, de protección social, de cultura, deporte y con
todas aquellas con las que sea necesario para garan-
tizar los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Así, como se ha venido enfatizando, una de las atribu-
ciones fundamentales de las Procuradurías de Protec-
ción es la coordinación de las medidas de protección
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para la restitución de derechos de niñas, niños y ado-
lescentes. El artículo 122, fracción III a la letra señala:

Artículo 122. Las Procuradurías de Protección seña-
ladas en el artículo anterior, en sus ámbitos de com-
petencia, tiene, entre otras, la siguiente atribución:

…

III. Coordinar la ejecución y dar seguimiento a las
medidas de protección para la restitución integral
de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin
de que las instituciones competentes actúen de ma-
nera oportuna y articulada;

…

Es decir, las Procuradurías de Protección deben detec-
tar los casos de niñas y niños donde se registre o pre-
suma la vulneración de derechos, acercarse a la fami-
lia, hacer un plan y un diagnóstico personalizado de
los derechos restringidos. Además, acordarán y darán
seguimiento al plan de restitución de derechos con au-
toridades:

• Administrativas,

• De asistencia social,

• De servicios de salud,

• De educación,

• De protección social,

• De cultura,

• Deporte,

• y con todas aquellas con las que sea necesario.

Como se puede ver, las acciones en materia de asis-
tencia social se sumarán a un amplio catálogo de ges-
tiones en las que intervendrán diversas autoridades,
cada una en su ámbito de competencia, encargadas de
restituir algún derecho específico vulnerado de alguna
niña o niño en estado de necesidad.

El procedimiento o protocolo de actuación de las Pro-
curadurías de Protección se encuentra establecido en el

artículo 123 de la referida Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, que a la letra señala:

Artículo 123. Para solicitar la protección y restitu-
ción integral de los derechos de niñas, niños y ado-
lescentes, las Procuradurías de Protección deberán
seguir el siguiente procedimiento:

I. Detectar o recibir casos de restricción y vulnera-
ción de derechos de niñas, niños y adolescentes;

II. Acercarse a la familia o lugares en donde se en-
cuentren los niñas, niños y adolescentes para diag-
nosticar la situación de sus derechos cuando exista
información sobre posible restricción o vulneración
de los mismos;

III. Determinar en cada uno de los casos identifica-
dos los derechos que se encuentran restringidos o
vulnerados;

IV. Elaborar, bajo el principio del interés superior
de la niñez, un diagnóstico sobre la situación de
vulneración y un plan de restitución de derechos,
que incluya las propuestas de medidas para su pro-
tección;

V. Acordar y coordinar con las instituciones que co-
rresponda el cumplimiento del plan de restitución
de derechos, y

VI. Dar seguimiento a cada una de las acciones del
plan de restitución de derechos, hasta cerciorarse de
que todos los derechos de la niña, niño o adoles-
cente se encuentren garantizados.

Si bien una de las atribuciones de las Procuradurías de
Protección es la coordinación de las medidas de pro-
tección para la restitución de derechos de niñas y niños
que se encuentren en situación de vulnerabilidad; esta
institución también es conciliadora en conflictos fami-
liares; además tiene la obligación de denunciar delitos
cometidos contra personas menores de edad y, debe
solicitar al Ministerio Público la imposición de medi-
das urgentes de protección especial cuando se encuen-
tre en peligro la vida, la integridad o la libertad de una
persona menor de edad.

La Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes prevé la coordinación transversal de las ins-

Gaceta Parlamentaria Martes 23 de febrero de 202168



tituciones para la restitución, protección y garantía de
derechos, es decir, las acciones de asistencia social se-
rán una variante más que se sume al plan de acción pa-
ra restituir los derechos vulnerados de las personas
menores de edad.

Por su parte, el artículo Segundo Transitorio del de-
creto por el que se expide la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes ordena, en este
caso, al Congreso de la Unión, modificar las legisla-
ciones necesarias conforme el nuevo modelo garantis-
ta establecido en la multirreferida ley general. 

Transitorios

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislatu-
ras de las entidades federativas, en el ámbito de sus
respectivas competencias, realizarán las modifica-
ciones legislativas conforme a lo dispuesto en el
presente Decreto, dentro de los ciento ochenta días
naturales siguientes a su entrada en vigor.

Es por ello que es necesario dejar atrás la visión úni-
camente asistencialista que prevalece en algunas leyes
del sistema jurídico mexicano. Se trata de armonizar y
actualizar la Ley General de Salud y vincular los ser-
vicios de asistencia social con un proyecto de restitu-
ción de derechos en caso de cada niña o niño que se
encuentre en estado de necesidad, para garantizar la
transversalidad de las acciones que se definan en el pa-
ra la restitución de derechos donde también participa
la asistencia social.

El Título Noveno de la Ley General de Salud estable-
ce las atribuciones de la asistencia social, entendién-
dose esta como el conjunto de acciones tendientes a
modificar y mejorar las circunstancias de carácter so-
cial que impidan al individuo su desarrollo integral, así
como la protección física, mental y social de personas
en estado de necesidad, desprotección o desventaja fí-
sica y mental, hasta lograr su incorporación a una vida
plena y productiva.

A partir de todo lo expuesto, la presente iniciativa pro-
pone reformar el artículo 170 de la Ley General de Sa-
lud, a efecto de vincular la acción de la asistencia so-
cial que establece la Ley General de Salud con el
nuevo andamiaje institucional que significaron las
Procuradurías Federal y Locales de Protección, de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes para que las personas me-

nores de edad en estado de desprotección social reci-
ban las medias de protección integral y restitución de
derechos determinadas y coordinadas por las Procura-
durías de Protección, en los términos previstos en la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, además de los servicios asistenciales, esta-
blecidos en la Ley General de Salud que sean necesa-
rios para su atención integral.

En el siguiente cuadro comparativo, se ilustran las mo-
dificaciones que propone esta reforma:

Finalmente, se menciona que en 2015 México adoptó
junto con 192 países la Agenda 2030 para el Desarro-
llo Sostenible, documento que incluye los 17 Objeti-
vos del Desarrollo Sostenible (ODS) entre los que se
encuentra poner fin a la pobreza, luchar contra la des-
igualdad y la injusticia, y hacer frente al cambio cli-
mático sin que nadie quede atrás para el 2030.v

Con toda la población, y en este caso con la infancia,
México tiene el compromiso de focalizar la acción en
un marco de derechos y esta iniciativa suma para
avanzar en el logro del combate a la desigualdad para
que, desde una visión garantista de derechos de infan-
cia, se combatan las desigualdades y se generen opor-
tunidades al restituir los derechos vulnerados de niñas,
niños y adolescentes para favorecer la inclusión social. 

Para el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no el compromiso es reflejar el principio de interés su-
perior de la niñez en la actualización y armonización
de las normas vigentes y fomentar el desarrollo social
desde la perspectiva de derechos de niñas, niños y ado-
lescentes, para garantizarles una infancia plena. Por lo
anteriormente expuesto, someto a consideración de es-
ta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma el artículo 170 de la
Ley General de Salud 

Artículo Único. Se reforma el artículo 170 de la Ley
General de Salud para quedar como sigue:

Artículo 170.- Los menores en estado de desprotec-
ción social, tienen derecho a recibir las medidas de
protección integral y restitución de derechos deter-
minados y coordinados por las Procuradurías Fe-
deral y Locales de Protección, de Niñas, Niños y
Adolescentes, así como los servicios asistenciales que
necesiten en cualquier establecimiento público al que
sean remitidos para su atención, sin perjuicio de la in-
tervención que corresponda a otras autoridades com-
petentes.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

i Ruiz Carbonell, Ricardo, Análisis Jurídico de la Nueva Ley Ge-

neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, Comisión

Ejecutiva de Atención a Víctimas. 

ii Artículo 2 de la Convención sobre los Derechos del Niño.

iii Censo de Población y Vivienda 2020. Inegi. Visto en:

https://censo2020.mx/

iv Visto en: https://www.unicef.org/mexico/pol%C3%ADtica-so-

cial-e-inversi%C3%B3n-en-la-infancia

v Visto en: https://www.onu.org.mx/agenda-2030/objetivos-del-

desarrollo-sostenible/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada Dulce María Méndez de la Luz Dauzón 
(rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 47 Y 49 DE LA LEY DE

CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL, A

CARGO DEL DIPUTADO ERWIN JORGE AREIZAGA URIBE,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Erwin Jorge Areizaga Uribe, en su carácter de diputa-
do federal de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, perteneciente al Grupo Parlamenta-
rio de Morena, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, 6 párrafo I, fracción I
y 77 fracción I, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el articu-
lo 47 y 49 de la Ley de Caminos, Puentes y
Autotransporte Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las fronteras contienen, resguardan y limitan la for-
mación econo?mica-social de un país y a su cultura
asociada. Los flujos principales de comercio interna-
cional se encuentran circunscritos en su paso por sólo
unas cuantas ubicaciones en donde se encuentran las
aduanas. En estas se concentran los movimientos físi-
cos de las mercancías del comercio exterior y de la
fuerza de trabajo. Estos lugares establecen la materia
de interés de este trabajo, los puertos fronterizos. 

La frontera norte de México corresponde a la frontera
con Estados Unidos de América. Es la más extensa del
país y tiene una longitud total de 3 mil 152 kilómetros.
La frontera del sureste de México corresponde a los lí-
mites con los países de Guatemala y Belice. La fronte-
ra de México con Guatemala tiene una longitud de 956
kilómetros, y con Belice 193 kilómetros. 

Un puerto fronterizo terrestre es una infraestructura
especializada para el control de los flujos de entrada y
salida de un país. La naturaleza de estos flujos puede
ser comercial o no comercial. Incluye a los modos ca-
rretero y ferroviario, y también considera a los pe-
atones. Su importancia es estratégica debido a que es-
ta instalación contiene a las distintas agencias
responsables de asegurar el cumplimiento y detectar
desobediencias a las leyes federales relativas al movi-
miento comercial, de personas, plantas y animales en
la frontera. 
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En el caso de los puertos terrestres de la frontera
norte, se observan algunas concentraciones en ciertas
entidades. La principal concentración se ubica en la
frontera de Tijuana, Baja California (frontera más
transitada del mundo, aún a pesar de la contingencia
de salud que se vive). 

En años recientes, los mayores flujos en los puertos
fronterizos del norte de México corresponden a los pa-
sajeros transportados en vehículos particulares (122
millones anuales), le siguen los peatones (41 millones
anuales) y al final los pasajeros en autobuses (menos
de tres millones anuales). Por otro lado, en cuanto a
los flujos de autotransporte y ferrocarril, destacan los
vehículos particulares (67 millones anuales), le siguen
en importancia los movimientos de camiones y tracto-
camiones (5 millones anuales), enseguida se ubican
los carros de ferrocarril (800 mil anuales) y, al final, se
encuentran los autobuses (200 mil anuales).

Aunque todos los puertos fronterizos controlan los flu-
jos de entrada y salida de un país, no todos los puertos
manejan los mismos tipos de flujos y además sus mag-
nitudes son muy variables. En función de las necesi-
dades de cada puerto fronterizo, puede presentarse una
concentración o ausencia de ciertos flujos. 

Un puerto fronterizo terrestre es una infraestructura
especializada para el control de los flujos de entrada y
salida de un país. La naturaleza de estos flujos puede
ser comercial o no comercial. Desde luego, su acceso
es terrestre por lo que incluye a los modos carrete-
ro y ferroviario, y también considera a los peato-
nes. Su importancia es estratégica debido a que esta
instalación contiene a las distintas agencias responsa-
bles de asegurar el cumplimiento y detectar desobe-
diencias a las leyes federales relativas al movimiento
comercial, de personas, plantas y animales en la fron-
tera. Además, proporciona un punto de contacto con
los viajeros que ingresan o salen de un país, con el fin
de recaudar ingresos; evitar el ingreso de extranjeros
ilegales; evitar el ingreso de plantas perjudiciales, pla-
gas animales, enfermedades humanas y animales; y
examinar documentos de comercio exterior, entre
otros (Regal Decision Systems, Inc., 2005).

La Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal
en sus artículos 47 y 49 en su concepción inicial, con-
sidero únicamente a los puertos marítimos y aeropuer-
tos en su estructura, pues en el tiempo de su publica-

ción, el país vivía una situación de cambio y desarro-
llo, priorizándose la movilidad de las personas que uti-
lizaban únicamente dichos puertos de entrada. Al día
de hoy la evidente evolución de las vías de comunica-
ción en todo el país, sobre todo en los puertos fronte-
rizos, que además de ser puertos de entrada vehicula-
res, también son puertos de entrada peatonales, existe
la necesidad prioritaria de atender los deseos de viaje
de la población y la movilidad peatonal binacional que
dichas zonas fronterizas se desarrolla, a fin de que la
ley tenga el andamiaje jurídico necesario que permita
a esos peatones acceder a las garantías de movilidad
urbana -mismos derechos que tienen quienes transitan
al igual que ellos en los puertos marítimos y aeropuer-
tos-, y se le otorguen las mismas oportunidades y ga-
rantías, beneficiando con esto a las comunidades y las
zonas que reciben estos flujos peatonales. Siendo un
valor agregado, los ingresos que por concepto de dere-
chos y mantenimiento reciban los puertos fronterizos y
las autoridades administrativas que al efecto corres-
pondan por la prestación de los servicios y las modali-
dades que conforme a la ley en cita puedan desarrollar
y prestar un servicio de autotransporte federal.

Para el que nos ocupa, es prioritario atender el texto
del artículo 25 de la Constitución que establece las ba-
ses para la planeación, conducción y coordinación de
la actividad económica nacional y define el Estado co-
mo responsable de la rectoría del desarrollo nacional y
garante de su sustentabilidad, “…que fortalezca la
soberanía de la nación y su régimen democrático y
que, mediante el fomento del crecimiento económi-
co y el empleo y una más justa distribución del in-
greso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la
libertad y la dignidad de los individuos, grupos y
clases sociales, cuya seguridad protege esta Consti-
tución…”, lo anterior correlativo con el diverso arti-
culo 1 y 4 de la Carta Magna.

Por lo anterior, se presenta este proyecto de iniciativa,
con el propósito de exponer de forma clara el conteni-
do de la iniciativa propuesta, se adjunta el siguiente
cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto, señalado y fundado,
propongo a esta honorable asamblea

Decreto que reforman los artículos 47 y 49 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Único. - Se reforma el primer párrafo del artículo 47 y
el artículo 49 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal, para que queden como siguen:

Artículo 47.- Los permisos que otorgue la Secretaría
para prestar servicios de autotransporte de pasajeros de
y hacia los puertos terrestres, marítimos y aeropuertos
federales, se ajustarán a los términos que establezcan
los reglamentos y normas oficiales mexicanas corres-
pondientes. Al efecto, la Secretaría recabara? previa-
mente la opinión de quien tenga a su cargo la adminis-
tración portuaria o del aeropuerto de que se trate. 

La opinión a que se refiere este artículo deberá? emi-
tirse en un plazo no mayor de 30 días naturales, conta-
do a partir de la fecha de recepción de la solicitud; en
caso contrario se entenderá? que no tiene observacio-
nes.

Artículo 49.- Los permisos para prestar los servicios
de autotransporte turístico autorizan a sus titulares pa-

ra el ascenso y descenso de turistas en puertos terres-
tres, marítimos, aeropuertos y terminales terrestres, en
servicios previamente contratados. 

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Segundo. - El Ejecutivo federal deberá? adecuar sus
normas reglamentarias y disposiciones administrativas
de la materia de conformidad con el presente decreto,
en un plazo no mayor a noventa días naturales a la en-
trada en vigor del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputado Erwin Jorge Areizaga Uribe (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 83 DE LA CONSTITUCIÓN PO-
LÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO

DEL DIPUTADO HIGINIO DEL TORO PÉREZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, somete a esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de los si-
guientes: 

Antecedentes

La elección para presidente de la república tiene su an-
tecedente desde el México independiente, siendo más
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específico cuando se promulgó la Constitución federal
de los Estados Unidos Mexicanos de 1824; este orde-
namiento jurídico sentó las bases para establecer los
requisitos para la elección de presidente del país junto
con sus facultades y obligaciones.

La Constitución federal de los Estados Unidos Mexi-
canos de 1824 estableció:

“Artículo 76. Para ser presidente o vicepresidente,
se requiere ser ciudadano mexicano por nacimiento,
de edad de treinta y cinco años cumplidos al tiempo
de la elección y residente en el país”.1

Siendo así que surgieron las primeras elecciones pre-
sidenciales de la historia de nuestro país de la siguien-
te manera se realizaban la elección para presidente y
vicepresidente:

“El primero de septiembre del año próximo anterior
a aquel en que debe el nuevo presidente entrar en el
ejercicio de sus atribuciones, cada legislatura esta-
tal podría nombrar a dos individuos (candidatos), de
los cuales uno por lo menos no será vecino del Es-
tado que elige. Posteriormente se leerían los testi-
monios ante la Cámara de Diputados y la Cámara
de Senadores; una vez terminada la presentación de
testimonios se nombraría una comisión por la Cá-
mara de Diputados y una compuesta de cada legis-
latura estatal que tendrán la encomienda de revisar
los testimonios y acorde a ello darían cuenta con su
resultado. Por último se realizaría la votación que el
ganador debería reunir la mayoría absoluta para
convertirse en presidente y el que quedará en se-
gundo sería vicepresidente”.2

Convirtiéndose en primer presidente constitucional de
México José Ramón Adaucto Gernández y Félix, pero
que acuñó el nombre de Guadalupe Victoria, y como
vicepresidente Nicolás Bravo; de esta manera se co-
menzó con las primeras elecciones presidenciales que
posteriormente se realizaría a través del voto popular
del pueblo.

A través del tiempo y de diversos hechos históricos
que ocurrieron en nuestro país se promulgó la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos de
1917 que establece nuevos requisitos para ocupar el
cargo de presidente de la república.

“Artículo 82. Para ser Presidente se requiere: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en ple-
no goce de sus derechos, e hijo de padres mexica-
nos por nacimiento. 

II. Tener 35 años cumplidos al tiempo de la elec-
ción. 

III. Haber residido en el país durante todo el año an-
terior al día de la elección. 

IV. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser mi-
nistro de algún culto. 

V. No estar en servicio activo, en caso de pertenecer
al Ejército, noventa días antes del día de la elección. 

VI. No ser Secretario o Subsecretario de Estado, a
menos que se separe de su puesto noventa días an-
tes de la elección. 

VII. No haber figurado, directa o indirectamente en
alguna asonada, motín o cuartelazo”.3

Esta nueva Constitución establece más requisitos pa-
ra poder ser electo al cargo de presidente como no
pertenecer al estado eclesiástico o culto, así como no
pertenecer al ejército o estar en servicio activo, entre
otros.

Aunque esta Constitución sigue vigente, se han reali-
zado reformas casi en su totalidad y específicamente
se reformaron ocho veces a este 82 constitucional,
siendo la última como sigue:

“Artículo 82. Para ser Presidente se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en ple-
no goce de sus derechos, hijo de padre o madre me-
xicanos y haber residido en el país al menos duran-
te veinte años.

II. Tener 35 años cumplidos al tiempo de la elec-
ción;

III. Haber residido en el país durante todo el año an-
terior al día de la elección. La ausencia del país has-
ta por treinta días, no interrumpe la residencia.
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III. Haber residido en el país durante todo el año an-
terior al día de la elección. La ausencia del país has-
ta por treinta días, no interrumpe la residencia.

IV. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser mi-
nistro de algún culto. 

V. No estar en servicio activo, en caso de pertenecer
al Ejército, seis meses antes del día de la elección.

VI. No ser secretario o subsecretario de Estado, fiscal
general de la república, ni titular del poder ejecutivo de
alguna entidad federativa, a menos de que se separe de
su puesto seis meses antes del día de la elección; y

VII. No estar comprendido en alguna de las causas
de incapacidad establecidas en el artículo 83”.4

Estos son los requisitos actuales para poder ocupar el
cargo público de presidente de la república y ocupar el
mayor rango representativo de una nación.

Exposición de Motivos

Hasta el día de hoy han existido 79 ciudadanos que
han ocupado la batuta de presidentes de la república,
siendo relevantes, entre otros, Guadalupe Victoria, Vi-
cente Guerrero, Antonio López de Santa Anna, Benito
Juárez, Porfirio Díaz, Francisco I. Madero, Venustiano
Carranza y Lázaro Cárdenas. 

En este nuevo milenio, el primer presidente fue Vicen-
te Fox (2000-2006), Felipe Calderón (2006-2012), En-
rique Peña Nieto (2012-2018) y, por último, Andrés
Manuel López Obrador (2018-2024).

El cargo de presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos se puede considerar como el más ostentoso e im-
portante porque es quien representa al país y a sus go-
bernados de manera nacional e internacional, lo que
representa a lo más alto que se puede llegar a través de
un cargo de elección popular. Ante ello no ha existido
un presidente en los últimos años que, al terminar su
sexenio, ya como expresidente, llegase a ser candidato
a un cargo de elección popular, hecho que puede inter-
pretarse como una costumbre o una regla no escrita; la
realidad es que no existe ley que impida que un expre-
sidente sea electo a cualquier cargo de elección popu-
lar, excepto el cargo de presidente de la república, tal y
como viene establecido en nuestra norma suprema:

“Artículo 83. El presidente entrará a ejercer su en-
cargo el 1o. de octubre y durará en él seis años. El
ciudadano que haya desempeñado el cargo de presi-
dente de la república, electo popularmente, o con el
carácter de interino o sustituto, o asuma provisio-
nalmente la titularidad del Ejecutivo federal, en nin-
gún caso y por ningún motivo podrá volver a des-
empeñar ese puesto”.5

Retomando lo anterior, sólo está previsto el lema re-
volucionario de Francisco I. Madero “Sufragio efecti-
vo, no reelección”, para ponerle fin a la dictadura de
Porfirio Díaz; este lema se convirtió en un principio
constitucional para prohibir la reelección en los futu-
ros presidentes que hasta la fecha se sigue velando.

Caso contrario, no existe una prohibición para impedir
que un expresidente pueda volver a desempeñar cual-
quier otro cargo público de elección popular, debién-
dose a que como cualquier otro ciudadano posee sus
derechos políticos, es decir de votar y ser votado. 

Un caso reciente se presentó cuando varios medios se-
ñalaron que el expresidente Vicente Fox Quesada po-
dría ser candidato por la vía nominal o inclusive por la
vía plurinominal para ser diputado federal, lo que has-
ta la fecha sigue siendo una indagatoria.6

La realidad social demuestra que existen indagatorias
de que varios expresidentes cometieron conductas tí-
picas consideradas como delitos de enriquecimiento
ilícito, cohecho, fraude entre otros delitos de corrup-
ción en la que presidentes en turno se favorecieron al
ocupar su cargo para enriquecerse.

Situaciones como los casos Odebretch, la Casa Blan-
ca, Dragon Mart, tren México-Querétaro, endeuda-
mientos internacionales, supuestos nexos de anteriores
gabinetes presidenciales con el narcotráfico, son algu-
nos casos lamentables en la historia de nuestro país
que han sido vinculados a ciertos expresidentes.

Si bien el presidente en turno logró quitar la pensión a
expresidentes, la presente iniciativa propone prohibirles
que vuelvan a ocupar otro cargo de elección popular.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de:
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Decreto

Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 83
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicano, para quedar como sigue:

Artículo 83. (…)

El ciudadano electo democráticamente que haya
desempeñado el cargo de presidente de la repúbli-
ca, no podrá ocupar después otro cargo de elección
popular. 

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824.

http://www.diputados.gob.mx/biblioteca/bibdig/const_mex/const_

1824.pdf

2 Cienfuegos, David. Justiciabilidad electoral en México. 1a ed.,

México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2016. https://bi-

blio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/3268-justiciabilidad-elec-

toral-en-mexico-reflexiones-retrospectivas-y-retos

3 Diario Oficial de la Federación. Constitución Política de los Es-

tados Unidos Mexicanos de 1917. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum/CPEUM_or

ig_05feb1917.pdf 

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2020.

5 Idem

6 La Política Online. Fox busca ser candidato a San Lázaro.

21/12/2020. https://www.lapoliticaonline.com.mx/nota/133872-

fox-busca-ser-candidato-a-san-lazaro-pero-marta-sahagun-le-exi-

ge-que-vaya-por-una-pluri/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero del 2021.

Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE BIENESTAR ANIMAL; Y
REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES

DE LAS LEYES FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL, GENERAL

DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AM-
BIENTE, Y GENERAL DE VIDA SILVESTRE, SUSCRITA POR

LOS DIPUTADOS JOSÉ GUADALUPE AMBROCIO GACHUZ Y

MARTHA OLIVIA GARCÍA VIDAÑA, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado José Guadalupe Ambrocio
Gachuz y la diputada Martha Olivia García Vidaña, in-
tegrantes del Grupo Parlamentario de Morena, a la
LXIV Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo establecido en los artí-
culos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 6, frac-
ción I y IV, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados; somete a consideración del Pleno de esta
Cámara la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se expide la Ley General de Bienestar Ani-
mal y se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley Federal de Sanidad Animal, de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente y de la Ley General de Vida Silvestre. 

Exposición de Motivos

El bienestar animal es un tema que a lo largo de las úl-
timas décadas ha cobrado una relevancia creciente a
nivel mundial a raíz de los cada vez más numerosos y
contundentes estudios e investigaciones que se han re-
alizado y evidenciado las capacidades sensoriales que
poseen los animales.

Ello ha propiciado una tendencia a la que cada vez más
países se han sumado de expedir ordenamientos jurí-
dicos orientados a promover el bienestar de los anima-
les, por lo que actualmente, países como Estados Uni-
dos, Alemania, Austria, Suiza, Francia, entre muchos
otros, cuentan con un marco jurídico específico en ma-
teria de bienestar animal.

Lo anterior responde a su vez a la responsabilidad éti-
ca que poseemos los seres humanos, quienes debemos
proveer a los animales de las condiciones mínimas ne-
cesarias para garantizar su bienestar. 

Estos avances se deben en gran parte, a la labor pro-
movida por la Organización Mundial de Sanidad
Animal (OIE), organismo intergubernamental respon-
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sable de la elaboración de normas en materia de bien-
estar animal a nivel internacional.

Dicho organismo promueve entre sus miembros, de
los cuales México forma parte, la Estrategia Mundial
de Bienestar Animal, cuyo objetivo es: “lograr un
mundo en el que el bienestar de los animales se res-
pete, promueva y avance, de manera que comple-
mente la búsqueda de la sanidad animal, el bienes-
tar humano, el desarrollo socioeconómico y la
sostenibilidad del medio ambiente”1.

La OIE también reconoce que el bienestar animal se
trata de un tema complejo que abarca múltiples di-
mensiones científicas, éticas, económicas, culturales,
sociales, medioambientales, religiosas y políticas, lo
cual dificulta la tarea de crear un ordenamiento que
sea capaz de contemplar todos estos aspectos.

México, como país miembro de la OIE y anfitrión de
la Estrategia Mundial de Bienestar Animal, no puede
ser ajeno ni ignorar esta demanda ante el creciente y
legítimo interés por parte de consumidores, especialis-
tas, activistas, autoridades, legisladores, empresarios,
líderes de opinión, poseedores y responsables de ani-
males y la ciudadanía en general, por garantizar el
bienestar de todos los tipos de animales mediante la
creación y actualización de un marco jurídico nacio-
nal.

En ese sentido, la OIE establece que las directrices que
la guían en materia de bienestar animal incluyen las
Cinco Libertades desarrolladas por el británico Roger
Brambell en 1965 para describir las responsabilidades
de los seres humanos sobre los animales. Es decir, que
los animales vivan:

• Libres de hambre, de sed y de desnutrición.

• Libres de temor y de angustia.

• Libres de molestias físicas y térmicas.

• Libres de dolor, de lesión y de enfermedad.

• Libres de manifestar un comportamiento natural.

Ante la importancia y seriedad que amerita el tema, la
presente iniciativa parte de las disposiciones y princi-
pios internacionales establecidos por la OIE sobre el

tema, inclusive, incorpora en su definición de bienes-
tar animal las directrices establecidas en las cinco li-
bertades, en virtud de que se trata del organismo com-
puesto por los especialistas más reconocidos a nivel
mundial, quienes tras largos procesos de deliberación
colegiada, de manera objetiva y con base en evidencia
científica, establecen las directrices más vanguardistas
a fin de preservar el estado físico y mental de los ani-
males en relación con las condiciones en las que viven
y mueren.

El Congreso de la Unión ha legislado en los últimos
años sobre diversos temas relacionados con el bienes-
tar animal; sin embargo, estos esfuerzos han resultado
insuficientes para atender los grandes problemas na-
cionales en la materia, toda vez que se han establecido
de forma aislada y parcial en la Ley Federal de Sani-
dad Animal, la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente y la Ley General de Vida
Silvestre. Ello ha tenido como resultado la ausencia de
una definición clara de las atribuciones y facultades
que corresponden a cada uno de los órdenes de go-
bierno sobre el tema, además de que la carencia de un
ordenamiento específico sobre bienestar animal tam-
bién ha propiciado el arraigo de conductas irresponsa-
bles, resultado de la falta de información y de la negli-
gencia, lo cual se aprecia de manera común en el
territorio nacional.

Por lo anterior, la presente propuesta representa una
oportunidad única para establecer un ordenamiento in-
tegral que sirva como eje rector del marco jurídico pa-
ra los tres niveles de gobierno y de las políticas públi-
cas que se impulsen en la materia, atienda las lagunas
legales existentes y establezca facultades claras, medi-
das y procedimientos generales adecuados para todas
las especies del reino animal en el territorio nacional.

Ahora bien, de acuerdo con las necesidades, caracte-
rísticas, tipo y función zootécnica de todos los anima-
les, para así garantizar su trato digno, una de las pre-
misas fundamentales por las que resulta necesario
expedir este marco jurídico es reconocer el valor eco-
lógico y la dignidad de los animales como seres vivos
y, al mismo tiempo, la relevancia del aprovechamien-
to sostenible de los mismos, en función de los cinco
grupos de animales considerados: “Animales de com-
pañía, animales de producción, animales de investi-
gación y enseñanza, animales de trabajo y los ani-
males para deportes, espectáculos y exhibición”.
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Aunado a lo anterior, la mayoría de los países del mun-
do se han sumado a esta tendencia, incluyendo nuestros
principales socios comerciales, por lo que muy proba-
blemente en un futuro próximo, las disposiciones en
materia de bienestar animal continuarán adquiriendo
cada vez mayor importancia, al grado de formar un as-
pecto determinante para el comercio exterior. México
debe anticiparse a este escenario y poder acreditar el
cumplimiento de prácticas de bienestar animal, para
evitar afectaciones o restricciones a las exportaciones
de las industrias del sector pecuario; en el cual el bien-
estar animal juega un papel muy importante ya que la
producción de alimentos de origen animal en condicio-
nes que no atienden los requisitos de bienestar puede
originar la presencia de enfermedades o estrés, lo cual
se ve reflejado directamente en la sanidad animal y la
calidad de la producción, de ahí que en este instrumen-
to busque establecer las condiciones necesarias para
que se cumpla con las disposiciones que aseguren el
bienestar animal sin comprometer el abasto, la calidad
y la sanidad de los productos de origen animal.

Asimismo, el ordenamiento está diseñado de forma tal
que permite complementarse con la normatividad vi-
gente establecida por la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente y la Ley General de Vida
Silvestre.

Es necesario reconocer el enorme esfuerzo que han re-
alizado diversos congresos locales por expedir legisla-
ciones sobre este tema tan trascendental. Es precisa-
mente en atención a estos importantes avances que la
presente iniciativa de Ley, al ser de carácter General,
busca proporcionar un marco de referencia para la pro-
moción del bienestar animal por los tres niveles de go-
bierno, estableciendo claramente las distintas faculta-
des y competencias que le corresponden a cada uno,
respetando su soberanía sin imponer nuevas prohibi-
ciones.

En este sentido, el proyecto servirá como referencia
para que las legislaturas de cada una de las entidades
del país emitan sus propias leyes sobre bienestar ani-
mal o adapten las que ya tienen, de modo que cada es-
tado tenga la posibilidad de adecuar su marco jurídico
de acuerdo con la realidad que enfrenta.

Asimismo, para evitar contravenir los marcos jurídi-
cos locales ya establecidos y, por el contrario, enri-

quecer su contenido, la presente iniciativa contempló
en su análisis y elaboración, las disposiciones más re-
presentativas de cada entidad, como la establecida en
la Constitución Política de la Ciudad de México, don-
de considera a los animales como seres sintientes, se-
gún lo señala su artículo 13 apartado B: “Esta Consti-

tución reconoce a los animales como seres sintientes y,

por lo tanto, deben recibir trato digno. En la Ciudad

de México toda persona tiene un deber ético y obliga-

ción jurídica de respetar la vida y la integridad de los

animales”.

En este tenor y con el objetivo de que la presente pro-
puesta de Ley se constituya como un ordenamiento de
vanguardia, de conformidad con establecido por la
OIE, se retoma este importante avance inscrito en la
Constitución Política de la Ciudad de México, consi-
derando así a los animales como seres sintientes y, al
mismo tiempo, como elementos naturales susceptibles
de apropiación, tal y como lo establece el artículo 27
Constitucional que tiene como objetivo primordial el
de garantizar su protección.

El bienestar animal se trata de un tema por demás
complejo, de alta relevancia y con enormes implica-
ciones sociales, económicas y medioambientales. Por
tal motivo y con el fin de atender todos los ámbitos re-
queridos para dar cabida a los diversos puntos de vis-
ta y a representantes del amplio número de actores in-
volucrados en este tema, la elaboración de la presente
iniciativa se distinguió por estar sujeta en todo mo-
mento a los acuerdos y consensos logrados durante un
exhaustivo ejercicio de recopilación de comentarios y
mesas de trabajo.

Se trata de un elemento inédito que distingue este pro-
yecto de cualquier propuesta similar que se haya pre-
sentado anteriormente, ya que durante más de 9 meses
se mantuvieron reuniones constantes con diversos ac-
tores del sector, especialistas y autoridades del más al-
to nivel reconocidas en la materia, para así plasmar en
el texto una visión integral y consensuada que permi-
tió enriquecer de forma invaluable sus planteamientos,
así como alcanzar una correcta interpretación de las
normas jurídicas.

Muestra del interés que existe en nuestro país por la
atención de la materia es la participación de diversos
instituciones, asociaciones y órganos de consulta reco-
nocidas y de prestigio sobre bienestar animal en la ela-
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boración y enriquecimiento de este proyecto, median-
te el envío de sus propuestas y puntos de vista susten-
tadas en argumentos científicos, entre las que se en-
cuentran la Federación de Colegios y Asociaciones de
Médicos Veterinarios Zootecnistas de México, A.C.
(FedMVZ), los 22 comités del Consejo Técnico Con-
sultivo Nacional de Sanidad Animal (CONASA) y la
Asociación de Zoológicos, Criaderos y Acuarios de
México (AZCARM); Universidades e Instituciones
académicas reconocidas a nivel nacional, incluyendo
la Facultad de Medicina Veterinaria y Zootecnia de la
Universidad Autónoma de Nuevo León (UANL), la
Asociación Mexicana de Parasitólogos Veterinarios, la
Escuela Superior de Medicina Veterinaria y Zootecnia,
A.C. y la Facultad de Medicina Veterinaria y Zootec-
nia de la Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM), así como miembros de la Centro Colabora-
dor de Bienestar Animal (OIE). Asimismo, las autori-
dades directamente relacionadas en salvaguardar el
bienestar de los animales incluyendo la Dirección Ge-
neral de Vida Silvestre de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, el Servicio Nacional de
Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria y la
Coordinación General de Ganadería, ambas depen-
dientes de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural, así como la Coordinación Temática de Medio
Ambiente de la Cámara de Diputados.

Finalmente, y no menos importante, también se contó
con la participación de importantes organizaciones de la
sociedad civil, tales como Igualdad Animal México, Sí
Esperanza Animal, Humane Society International, entre
otras que participaron diligentemente, las cuales brinda-
ron valiosas aportaciones para fortalecer la propuesta.

Como resultado de este proceso, se recopilaron un to-
tal de 337 comentarios por parte de los participantes.
El principal elemento que caracterizó a este ejercicio y
aseguró su pluralidad fue que cada observación se so-
metió a un minucioso análisis y evaluación.

Dicha contribución propició que más del 90% de los
comentarios emitidos fueran incorporados al proyecto,
la mayoría de ellos incluso de forma íntegra. En este
tenor, se registraron más de 290 modificaciones al
planteamiento original del texto, lo que demuestra la
efectividad de las actividades para generar una pro-
puesta incluyente, integral y, sobre todo, equilibrada
ante la amplia variedad de visiones que existen alrede-
dor de este tema.

Lo anterior, se trata de un hecho sin precedentes para
generar un marco regulatorio de vanguardia sobre el
bienestar animal a nivel nacional, en virtud de que sus
disposiciones, ampliamente discutidas y consensua-
das, abarcan todas las situaciones que involucran el
uso o aprovechamiento de los animales y los elemen-
tos que se deben observar para garantizar su bienestar.

Con base en lo anteriormente expuesto, se determina
que la propuesta ha sido suficientemente discutida con
los principales actores involucrados en la materia y
cuenta con el sustento y apoyo científico, académico,
así como de las autoridades y la sociedad civil, nece-
sarios para expedir este ordenamiento, de conformidad
con lo establecido en los artículos 4º párrafo quinto, 25
párrafo séptimo, 27 párrafos tercero y noveno fracción
XX de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Contenido y estructura de la propuesta de Ley Ge-
neral de Bienestar Animal

Esta iniciativa de Ley está basada en el concepto de
bienestar animal definido por la OIE, por lo que sus
disposiciones obedecen a conocimientos fundamenta-
dos y que pueden ser evaluados de manera objetiva
mediante evidencia científica. En este sentido, se esta-
blece un marco de actuación para definir las compe-
tencias entre los distintos órdenes de Gobierno y ga-
rantizar el bienestar de los animales sujetos al
dominio, protección y manejo del ser humano, de
acuerdo con su función zootécnica.

La presente propuesta de Ley General de Bienestar
Animal se compone de 117 artículos divididos en sie-
te Títulos.

El Título Primero contempla las “Disposiciones Gene-
rales”. En el Capítulo I sobre “Disposiciones Prelimi-
nares” se establecen su naturaleza y objetivos, su ám-
bito de aplicación, así como el glosario de términos,
donde destaca el concepto de “bienestar animal”, el
cual hace uso de la definición establecida por la OIE;
y se amplían los conceptos de Animal, Animal Aban-
donado, Animal de Compañía, Animal Doméstico,
Animal Feral o Asilvestrado y Animal para Espectácu-
los.

El Capítulo II del Título Primero contempla la “Distri-
bución de competencias” en materia de bienestar ani-
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mal de los tres niveles de gobierno. Es importante des-
tacar la atribución exclusiva que se le otorga a la fede-
ración para formular, conducir, operar y evaluar políti-
cas sobre el bienestar de animales de producción, los
animales silvestres, incluidos los animales silvestres
utilizados en espectáculos y aquellos destinados a la in-
vestigación y enseñanza; atribuciones que serán aplica-
das a través de la Secretaría de Agricultura y Desarro-
llo Rural, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales y la Secretaría de Salud de conformidad con
sus ámbitos de competencia y lo establecido en Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

Asimismo, incluye la supervisión en la compraventa
de animales silvestres o acuáticos en establecimientos
mercantiles y propone sancionar cuando no se tenga
autorización para ello.

La designación de estas dependencias para aplicar la
Ley es con la finalidad de que exista unidad en las po-
líticas de bienestar animal. De este modo, en caso de
requerirse la intervención de otras dependencias, estas
Secretarías serán las encargadas de coordinar los es-
fuerzos para cumplir con lo dispuesto por la Ley.

En lo que respecta a las entidades federativas, éstas se
encargarán de formular, conducir y operar las políticas
de bienestar animal en sus ámbitos de competencia,
delimitando claramente cuándo ello corresponde a la
Federación. Destaca en particular la atribución de las
entidades federativas para regular y vigilar la utiliza-
ción de animales domésticos en espectáculos públicos
o privados y la facultad de vigilar a los Centros de Pre-
vención y Control de Zoonosis; además de la de ela-
borar un padrón de asociaciones y sociedades dedica-
das al cuidado, vigilancia, protección, promoción o
acciones en favor de los animales, el cual permitirá a
los tres órdenes de gobierno concertar acciones con di-
chas organizaciones a favor del bienestar animal.

En este ordenamiento, se propone que las facultades
de los municipios se enfoquen principalmente alrede-
dor de salvaguardar el bienestar de los animales de
compañía al tener la atribución de supervisar su com-
praventa, llevar a cabo acciones de rescate, asegura-
miento y resguardo, robustecer las acciones para res-
catar y resguardar animales ferales; así como ser el
orden de gobierno responsable de impulsar campañas
de vacunación, esterilización y adopción de estos ani-
males.

Aunado a lo anterior, se propone garantizar que los
animales de compañía que sean atendidos en los hos-
pitales o clínicas gubernamentales se encuentren en
condiciones adecuadas.

Cabe señalar que los tres órdenes de gobierno cuentan
con la facultad para celebrar convenios de colabora-
ción y coordinación entre sí para el cumplimiento de
sus respectivas atribuciones y de aquellas en las que
sean concurrentes o en casos imprevistos, como emer-
gencias o desastres naturales.

En el Título Segundo, “Medidas generales en materia
de bienestar animal”, se determinan disposiciones bá-
sicas involucradas en la interacción con los animales.

El Capítulo I de este Título, referente al “Manteni-
miento y cuidado de animales”, contempla las obliga-
ciones que los propietarios y poseedores de los anima-
les deben cumplir, entre las cuales destaca el
proporcionarles una adecuada alimentación, medicina
preventiva y adoptar medidas para evitar que pongan
en riesgo la seguridad de las personas y de otros ani-
males.

También se establecen las obligaciones que deben
cumplir aquellos establecimientos que alberguen ani-
males.

Destaca una disposición en particular para aquellas es-
pecies cuyo medio de vida total, parcial o temporal sea
el agua, al determinar que los estanques y acuarios de-
berán tener el espacio adecuado para los ejemplares y
garantizar la calidad del agua para cada especie.

El Capítulo II del Título Segundo se refiere al “Trans-
porte y movilización de animales”, apartado en el que
se establecen disposiciones y medidas que deben ob-
servarse para garantizar en todo momento el bienestar
e integridad física de los animales durante los trayec-
tos que realicen, para lo cual se atenderán las caracte-
rísticas propias de cada especie.

El Capítulo III aborda las “Disposiciones en materia
de bienestar aplicables a la comercialización de ani-
males”, en el cual se incorporan las obligaciones que
los espacios para la venta de animales deben observar,
incluyendo la capacitación del personal, así como el
prohibir condiciones y situaciones que afecten el bien-
estar de los animales.
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El Título Tercero, “Prácticas de manejo con relación al
uso y función zootécnica de animales domésticos y sil-
vestres”, en su Capítulo I se refiere a los “Animales de
producción”, para lo cual se establece que su manejo
se realizará según lo establecido por la Ley General de
Bienestar Animal, la Ley Federal de Sanidad Animal,
las Normas Oficiales Mexicanas Vigentes y demás
disposiciones aplicables.

El Capítulo II de este Título aborda a los “Animales de
compañía”. Se establece que la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales determinará aquellas
especies de animales silvestres que no puedan mante-
nerse como animales de compañía por la imposibili-
dad de satisfacerles sus necesidades de salud, fisiolo-
gía y de comportamiento, además de que ningún
ejemplar de las especies listadas en el apéndice I de la
Convención sobre el Comercio Internacional de Espe-
cies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres podrá ser
mantenido como animal de compañía.

Asimismo, se establece que las legislaturas de las en-
tidades federativas serán las encargadas de emitir las
disposiciones para regular las obligaciones de los pro-
pietarios y poseedores de animales domésticos de
compañía para asegurar la propiedad, posesión o te-
nencia responsable de los mismos y el garantizar el
bienestar animal.

Destacan las disposiciones de contar con un esquema
de vacunación adecuado y acorde a la especie a cargo
de un Médico Veterinario. 

El Capítulo III aborda las “Disposiciones en materia
de bienestar aplicables a la comercialización de ani-
males”, en el cual se incorporan las obligaciones que
los espacios para la venta de animales deben observar,
incluyendo la capacitación del personal, así como el
prohibir condiciones y situaciones que afecten el bien-
estar de los animales.

El Título Tercero, “Prácticas de manejo con relación al
uso y función zootécnica de animales domésticos y sil-
vestres”, en su Capítulo I se refiere a los “Animales de
producción”, para lo cual se establece que su manejo
se realizará según lo establecido por la Ley General de
Bienestar Animal, la Ley Federal de Sanidad Animal,
las Normas Oficiales Mexicanas Vigentes y demás
disposiciones aplicables.

El Capítulo II de este Título aborda a los “Animales de
compañía”. Se establece que la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales determinará aquellas
especies de animales silvestres que no puedan mante-
nerse como animales de compañía por la imposibili-
dad de satisfacerles sus necesidades de salud, fisiolo-
gía y de comportamiento, además de que ningún
ejemplar de las especies listadas en el apéndice I de la
Convención sobre el Comercio Internacional de Espe-
cies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres podrá ser
mantenido como animal de compañía.

Asimismo, se establece que las legislaturas de las en-
tidades federativas serán las encargadas de emitir las
disposiciones para regular las obligaciones de los pro-
pietarios y poseedores de animales domésticos de
compañía para asegurar la propiedad, posesión o te-
nencia responsable de los mismos y el garantizar el
bienestar animal.

El Capítulo III aborda lo referente al uso de “Anima-
les para investigación y enseñanza”. Se trata de una
práctica a la que se ha recurrido con el fin de generar
descubrimientos y avances científicos, evitando poner
en riesgo el bienestar de los animales utilizados para
estos propósitos. Es por ello que, se establece que el
uso de los animales para este fin solo podrá ser justifi-
cado cuando se demuestre plenamente que la práctica
con ellos es indispensable, no existe otra manera de
adquirir el conocimiento pretendido, el uso de los ani-
males no pueda ser sustituido por otros medios y se
garantice en todo momento su bienestar.

En ese sentido, establece que para aplicar la eutanasia
de emergencia en los animales de investigación y en-
señanza el personal debe estar debidamente capacita-
do, además de que la institución será la responsable de
velar por el bienestar de los animales.

Con el fin de reducir al mínimo el uso de animales pa-
ra la investigación, el ordenamiento también establece
que ello solo se justificará cuando se tenga como pro-
pósito obtener una aportación científica, útil y aplica-
ble al conocimiento de la salud y bienestar de los hu-
manos y la salud y productividad de los animales.

Por otra parte, se establece como elemento fundamen-
tal que las instituciones públicas o privadas que reali-
cen investigación y enseñanza con animales deberán
contar con un Comité de Bioética y Bienestar Animal,
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el cual se encargará de aprobar los protocolos de in-
vestigación y supervisar el trato de los animales du-
rante los proyectos de investigación.

Asimismo, se contemplan restricciones para evitar el
sufrimiento innecesario de los animales que sean utili-
zados para estas prácticas, tales como prohibir su cap-
tura en la vía pública, así como la utilización de un
animal en más de un experimento que comprometa su
bienestar a largo plazo.

El Capítulo IV del Título Tercero trata sobre los “Ani-
males de trabajo”, en el cual se contemplan restriccio-
nes para evitar comprometer su bienestar, tales como
someterlos a jornadas excesivas o privarlos de perio-
dos de descanso y alimentación.

Destaca en particular la disposición que señala que, en
caso de requerirlo, su adiestramiento deberá realizarse
por entrenadores debidamente capacitados y que cuen-
ten con la autorización emitida por las entidades pú-
blicas o privadas competentes.

Asimismo, se establece que, al concluir la vida útil de
los animales de trabajo, éstos no podrán ser abandona-
dos, vendidos o donados a particulares, sino que se
procurará que sean reubicados de manera definitiva
con sus manejadores o en albergues, siempre y cuando
no constituyan un riesgo para otros animales y las per-
sonas, derivado del comportamiento adquirido.

Es importante señalar que en este apartado se contem-
pla una excepción para el caso de animales adiestrados
o utilizados para prestar servicios para la detección de
personas, drogas, explosivos y bienes y productos agro-
pecuarios, pues se establece que éstos, además de poder
ser reubicados con sus manejadores o en albergues,
también podrán ser dados en adopción a particulares.

El Capítulo V aborda el tema de “Animales para de-
portes, espectáculos y exhibición”, en el que se señala
que corresponderá a las entidades federativas, en el
ámbito de su competencia, regular la utilización de
animales en deportes y espectáculos públicos.

Lo anterior, en referencia a los importantes avances
que se han presentado en últimos años para poner fin
a las prácticas que atentan contra el bienestar animal,
tales como prohibir el uso de ejemplares de vida sil-
vestre en circos y el organizar, inducir, realizar o pro-

vocar peleas de perros, para lo cual se incorporan es-
tas prohibiciones al ordenamiento.

En el ámbito de exhibición, ésta se refiere a dicha ac-
tividad realizada por zoológicos, aviarios, herpetarios,
acuarios, delfinarios, granjas didácticas o cualquier
otro tipo de colección de animales pública o privada,
para los cuales se establecen obligaciones para garan-
tizar el bienestar y seguridad de los animales, así co-
mo de las personas. Entre las disposiciones clave figu-
ra que el personal que labore en estos espacios deberá
estar capacitado en el manejo y los requerimientos de
la especie bajo su cuidado, además de que se deberán
implementar programas de medicina preventiva.

Asimismo, estos establecimientos deberán contar con
un programa de educación al público sobre la respon-
sabilidad y los riesgos potenciales de mantener anima-
les en cautiverio, así como la situación y estatus de las
especies, de manera que no se promueva su manteni-
miento como animales de compañía.

Finalmente, se prohíbe la exhibición de animales sil-
vestres en cualquier lugar o establecimiento que no
cuente con los permisos correspondientes para realizar
una función de educación ambiental o de conservación.

El Título Cuarto aborda la “Matanza y eutanasia de los
animales”, área sobre la que la presente Ley pretende
generar mayores avances, al establecer una diferencia-
ción clara entre ambos conceptos.

La matanza se define como el “procedimiento por el

cual se da muerte a los animales de producción, previo

aturdimiento, atendiendo las Normas Oficiales Mexi-

canas vigentes o demás disposiciones aplicables”.

Por su parte, la eutanasia se define como “procedi-

miento empleado para terminar con la vida de los ani-

males, por medio de la administración de agentes quí-

micos o métodos mecánicos, que induzcan primero

pérdida de la conciencia, seguida de paro cardiorres-

piratorio, sin producirles dolor con el fin de que estos

dejen de sufrir por lesiones o enfermedades graves e

incurables, así como por dolor o sufrimiento que no

puedan ser aliviados”.

En este tenor, el Capítulo I de este Título, sobre “Dis-
posiciones Generales”, establece prohibiciones para
provocar la muerte de los animales, restringiendo el
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uso de métodos que claramente representan maltrato
animal, siendo la única excepción el control y comba-
te de plagas mediante el uso de sustancias determina-
das y autorizadas para dicho fin.

Es por ello que, se establece que los únicos métodos de
eutanasia o matanza que se podrán aplicar serán los
determinados por la Secretaría de Agricultura y Des-
arrollo Rural y la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales en sus respectivos ámbitos de com-
petencia, a través de Normas Oficiales Mexicanas u
otras disposiciones legales aplicables, por lo que el
personal que los aplique deberá estar capacitado en la
utilización y aplicación de dichos procedimientos.

Asimismo, se establece claramente que la eutanasia de
un animal silvestre en cautiverio o doméstico, no des-
tinado al consumo humano, sólo podrá realizarse en
razón del dolor o sufrimiento que le cause una lesión,
enfermedades graves, incurables o en fase terminal, o
incapacidad física que comprometa su bienestar, con
excepción de aquellos animales que, en una situación
de emergencia, puedan representar un riesgo para la
seguridad de las personas o de los animales, la sanidad
animal, y la salud pública.

El Capítulo II del Título se refiere específicamente a la
“Matanza de animales de producción”, en donde se es-
tablece que esta solo se podrá realizar en locales e ins-
talaciones adecuados y específicamente diseñados pa-
ra tal efecto, que cumplan con las disposiciones o
Normas Oficiales Mexicanas que emitan la Secretaría
de Salud, la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral o la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, en el ámbito de sus respectivas atribuciones.

Asimismo, estos establecimientos deberán contar con
un médico veterinario, quien estará a cargo de los pro-
cesos operativos. Además, deberán contar con equipo
e instalaciones diseñados para cada especie, de mane-
ra que se pueda aturdir y dar muerte al animal de for-
ma rápida, sin dolor o sufrimiento.

El Capítulo III, referente a la “Eutanasia de los anima-
les”, establece los únicos casos en los cuales este pro-
cedimiento podrá aplicarse, el cual, se debe señalar, no
queda exclusivamente a discreción del propietario o
poseedor de los animales, pues en todos los supuestos,
salvo cuando esto sea ordenado por una autoridad mi-
nisterial o jurisdiccional, se requerirá de la opinión de

un Médico Veterinario que avale de manera previa la
petición para autorizar su aplicación.

En este sentido, la eutanasia solo se aplicará cuando el
animal padezca una enfermedad incurable o se en-
cuentre en fase terminal, que presente lesiones que
comprometan su bienestar, alguna incapacidad física o
sufra de dolor que no pueda ser controlado; asimismo,
se aplicará la muerte sin dolor cuando los animales
adiestrados o utilizados para prestar servicios para la
detección de drogas, explosivos y bienes y productos
agropecuarios no puedan ser reubicados con sus ma-
nejadores, en albergues o donados a particulares;
cuando se encuentren en centros de prevención y con-
trol de zoonosis y el número de animales exceda su ca-
pacidad de operación, comprometiendo el bienestar y
la salud del propio animal y los demás ejemplares.

El Título Quinto contempla el “Reconocimiento Na-
cional de Bienestar Animal” como un incentivo para
promover el cumplimiento de la Ley. Se trata de un re-
conocimiento otorgado por la Secretaría de Agricultu-
ra y Desarrollo Rural y la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales para reconocer cada año
el esfuerzo de quienes se hayan destacado por fomen-
tar y promover el bienestar de los animales domésticos
y silvestres.

En el Título Sexto “De la participación ciudadana y la
denuncia ciudadana”, se establece cómo operarán es-
tos mecanismos. En el Capítulo I “Participación Ciu-
dadana” se establecen las facultades para los tres ór-
denes de gobierno de incentivar esta acción mediante
la celebración de convenios de concertación con las
organizaciones de la sociedad civil, eventos u otras ac-
ciones que difundan entre las comunidades los princi-
pios de la presente Ley.

Asimismo, se establece que la Secretaría de Agricultu-
ra y Desarrollo Rural y la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales darán seguimiento a la
política de bienestar animal en sus Consejos Consulti-
vos, emitiendo las opiniones y observaciones que con-
sideren pertinentes.

En el Capítulo II del Título Sexto se aborda la “De-
nuncia Ciudadana”. Esta herramienta se contempla pa-
ra que toda persona, grupo social, organización no gu-
bernamental, asociación y sociedad pueda denunciar
ante las autoridades administrativas competentes todo
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hecho, acto u omisión que pueda constituir una infrac-
ción a las disposiciones de la presente Ley o que pue-
da afectar el bienestar de animales. En este sentido, la
parte denunciante podrá coadyuvar con la autoridad en
los procedimientos mediante la aportación de pruebas,
alegatos e incluso impugnar la resolución que la auto-
ridad administrativa emita.

Se establece que la denuncia ciudadana podrá presen-
tarse verbalmente o por escrito y que el denunciante
podrá solicitar que se mantenga su anonimato.

Por otra parte, con el fin de que la autoridad corres-
pondiente sea capaz de determinar con argumentos
científicos si existe o no una afectación al bienestar
animal sobre las denuncias presentadas, ésta podrá so-
licitar a las instituciones académicas, centros de inves-
tigación y organismos del sector público, social y pri-
vado, la elaboración de estudios, dictámenes o
peritajes sobre cuestiones planteadas en las denuncias
que le sean presentadas.

Asimismo, las leyes de las entidades federativas esta-
blecerán el procedimiento para la atención de la de-
nuncia ciudadana cuando se trate de actos, hechos u
omisiones que puedan afectar el bienestar de animales
domésticos en las materias de su competencia por vio-
laciones a su legislación local.

El Título Séptimo “De la inspección y vigilancia, me-
didas de seguridad, sanciones administrativas y recur-
sos administrativos” da cuenta de los procedimientos
administrativos aplicables. El Capítulo I “Disposicio-
nes Generales”, señala que éstos se aplicarán median-
te actos de inspección y vigilancia, ejecución de medi-
das de seguridad, determinación de infracciones
administrativas, procedimientos y recursos adminis-
trativos, cuando se trate de asuntos de competencia fe-
deral regulados por esta Ley.

Se contempla la excepción cuando otras leyes regulen
en forma específica dichas cuestiones, para lo cual se
aplicarán supletoriamente las disposiciones de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo, la Ley Fe-
deral de Sanidad Animal, la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente y la Ley
General de Salud. Asimismo, se establece que serán
las entidades federativas las que determinarán, en los
términos de sus respectivas leyes, las infracciones,

sanciones, procedimientos y recursos cuando se trate
de asuntos de su competencia.

En Capítulo II, sobre “Inspección y Vigilancia” esta-
blece que es facultad de la Secretaría de Agricultura y
Desarrollo Rural realizar actos de inspección y vigi-
lancia con relación al bienestar de los animales de pro-
ducción y los animales para investigación y enseñan-
za, mientras que la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales hará lo propio con relación al
bienestar de animales silvestres.

En el Capítulo III “Medidas de Seguridad”, se establece
que cuando existan o se estén llevando a cabo activida-
des, prácticas, hechos u omisiones, o existan condiciones
que pongan en riesgo el bienestar y la salud de un ani-
mal, la autoridad podrá ordenar la clausura temporal,
parcial o total de las instalaciones que alberguen anima-
les domésticos de compañía, así como su aseguramiento
precautorio si su salud y bienestar están en peligro.

En este caso, la autoridad administrativa podrá desig-
nar un depositario que garantice el bienestar de los
animales de conformidad con lo establecido en la pre-
sente Ley. Éstos podrán ser personas físicas o morales
que operen establecimientos destinados al manteni-
miento y cuidado animales, así como organizaciones
de la sociedad civil que presenten la solicitud como
depositarios, siempre y cuando cumplan con las dispo-
siciones establecidas en la presente Ley.

El Capítulo IV “Sanciones Administrativas”, se refiere a
las infracciones que serán impuestas por la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales o por la Secreta-
ría de Agricultura y Desarrollo Rural, según correspon-
da por las violaciones a los preceptos de la presente Ley.

Considerando la realidad imperante en diversas regio-
nes del país, se establece que cuando alguna persona
por atraso cultural, aislamiento social, extrema necesi-
dad económica o que por la estricta necesidad de sa-
tisfacer sus necesidades personales o familiares come-
ta alguna infracción a las disposiciones de la presente
Ley, la autoridad competente que conozca del caso, to-
mando en cuenta las condiciones del infractor, podrá
atenuar la imposición de las sanciones previstas por
trabajo en favor de la comunidad o el bienestar animal.

En lo que se refiere a aquellos animales que la autori-
dad llegue a decomisar a infractores de la presente
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Ley, los animales silvestres podrán ser donados a zoo-
lógicos, aviarios, herpetarios, acuarios, delfinarios o
cualquier otro tipo de colección especializada, siempre
que se garantice la reinserción en la vida silvestre o la
existencia de condiciones adecuadas para su bienestar.

Finalmente, el Capítulo V del Título Séptimo aborda el
“Recurso de Revisión” el cual podrá plantearse frente
a las resoluciones definitivas dictadas en los procedi-
mientos administrativos dentro de los quince días há-
biles siguientes a la fecha de su notificación, para lo
cual atenderá lo dispuesto por la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo.

Por otra parte, con el fin de armonizar el marco jurídi-
co respecto del Bienestar Animal, la presente iniciati-
va también propone diversas reformas, adiciones y de-
rogaciones a la Ley Federal de Sanidad Animal, la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente y la Ley General de Vida Silvestre, esen-
cialmente en lo que se refiere a incorporar la defini-
ción de dicho concepto de acuerdo con lo establecido
por la Organización Mundial de Sanidad Animal
(OIE), a efecto de perfeccionar y proporcionar mayor
claridad a dichos ordenamientos jurídicos.
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Derivado de lo anterior, la iniciativa descrita tiene co-
mo objetivo fundamental, establecer las bases en ma-
teria de bienestar animal mediante la amplia respon-
sabilidad que tenemos en esta LXIV Legislatura, a
efecto de crear políticas públicas que fortalezcan el
cuidado y protección de todos los grupos de animales
según su función zootécnica, especie y condición; así
como fortalecer la relación entre los animales y los se-
res humanos, logrando un verdadero estado de bien-
estar animal.

Finalmente, con el objeto de ordenar y unificar crite-
rios a nivel nacional, ésta iniciativa considera disposi-
ciones transitorias en las que plantean que el decreto
entraría en vigor a los 30 días naturales siguientes a su
publicación en el Diario Oficial de la Federación, que
las legislaturas de las entidades federativas emitirán
las disposiciones para regular sus ámbitos de compe-
tencia según lo planteado por la presente Ley y que en
función de sus facultades el Ejecutivo Federal emitirá
las disposiciones reglamentarias de la Ley General de
Bienestar Animal después de 120 días a partir de la pu-
blicación del decreto en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a
la consideración de esta Soberanía, la siguiente inicia-
tiva con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley General de
Bienestar Animal y se reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley Federal de Sanidad
Animal, Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, y de la Ley General de Vi-
da Silvestre.

Primero: Se expide la Ley General de Bienestar Ani-
mal para quedar como sigue:

Ley General de Bienestar Animal

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo I
Disposiciones preliminares

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria de los ar-
tículos 4 párrafos tercero y quinto; 25 párrafo séptimo;
y 27 párrafos tercero y noveno de la Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos, es de obser-
vancia general en todo el territorio nacional y las zo-
nas sobre las que la nación ejerce su soberanía y juris-
dicción, sus disposiciones son de orden público e
interés social y, tiene por objeto establecer la concu-
rrencia del gobierno federal, las entidades federativas,
los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México
en el ámbito de sus respectivas competencias, en ma-
teria del bienestar de los animales como elementos na-
turales susceptibles de apropiación sujetos al dominio,
posesión, control, cuidado, uso y aprovechamiento del
ser humano, sujetándolos a un régimen de bienestar
para asegurar y promover la salud pública y la sanidad
animal, así como establecer las bases para:

I. Garantizar el bienestar de los animales como se-
res sintientes sujetos al dominio, posesión, control,
cuidado uso y aprovechamiento por el ser humano; 

II. Fomentar la participación de los sectores públi-
co y privado en la promoción de una cultura de res-
peto por todos los animales; 

III. Incentivar el conocimiento y la realización de
prácticas que garanticen el bienestar de los anima-
les; y 

IV. Promover el reconocimiento de la importancia
social, ética, ecológica y económica que representa
la procuración de niveles adecuados de bienestar en
los animales.

Artículo 2. En todo lo no previsto por la presente ley,
se aplicarán de manera supletoria la Ley Federal de
Sanidad Animal, la Ley General de Vida Silvestre y la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables y la Ley Federal de Procedimiento Admi-
nistrativo.

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

Adiestramiento o entrenamiento: proceso continuo,
sistemático y organizado de enseñanza-aprendizaje
que, por medio de ciertas técnicas, logra que un ani-
mal desarrolle y potencialice determinadas habili-
dades. Deberá realizarse necesariamente buscando
respetar los principios del bienestar animal.
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Albergue: establecimiento, lugar o instalación en el
que se resguardan animales de manera temporal o
definitiva, con excepción de aquel destinado a la
cría, reproducción y engorda de animales de pro-
ducción o para comercialización.

Animal: ser vivo pluricelular, sintiente, constituido
por diferentes tejidos, con sistema nervioso espe-
cializado que le permite, moverse y reaccionar de
manera coordinada ante los estímulos. 

Animal abandonado: perro o gato sin dueño y sin
placa de identificación que vive en la vía pública,
que en algún momento estuvo bajo el cuidado, res-
ponsabilidad y protección de una persona y repre-
senta un riesgo para la Salud Pública. 

Animal adiestrado: animal acuático o terrestre, al que
se le ha sometido a un proceso continuo, sistemático
y organizado de enseñanza-aprendizaje para manipu-
lar su conducta con el objetivo de realizar actividades
de trabajo, deportivas, de terapia y asistencia, guardia
y protección, detección de drogas o explosivos, ac-
ciones de búsqueda y rescate o de entretenimiento. 

Animal de compañía: animal bajo el dominio, pose-
sión, control o cuidado del ser humano, que no es
utilizado para su consumo, aprovechamiento u otro
fin de lucro, y que puede convivir en un ambiente
doméstico sin poner en peligro la seguridad o la vi-
da de las personas o de otros animales. 

Animal de producción: animal que se utiliza para
producir un bien o derivados, para uso o consumo
humano o animal, exceptuando a los animales de
vida silvestre, para los que se autoriza algún tipo de
aprovechamiento comercial. 

Animal de trabajo: animal que se utiliza para reali-
zar una labor en beneficio del ser humano, inclu-
yendo los adiestrados para trabajar en diversas la-
bores y actividades.

Animal doméstico: animal que se cría y vive bajo la
dependencia directa de las personas, que no requie-
re de un hábitat en específico para vivir y no puede
mantenerse como un animal de compañía. 

Animal feral o asilvestrado: Aquel perteneciente a
una especie doméstica que, al quedar fuera del con-

trol del ser humano, se establece en el hábitat natu-
ral de la vida silvestre. 

Animal para espectáculos: Animal doméstico o sil-
vestre, acuático o terrestre, utilizado para un espec-
táculo público o privado. 

Animal para exhibición: animal acuático o terrestre
que se utiliza para ser observado en lugares o esta-
blecimientos públicos o privados como zoológicos,
aviarios, herpetarios, acuarios, delfinarios, ferias,
granjas didácticas o cualquier otro. 

Animal para investigación: animal acuático o te-
rrestre sujeto a manipulación, medicación, procedi-
miento quirúrgico o aplicación de un protocolo de
investigación, con el fin de obtener información
biomédica para beneficio y conocimiento de los hu-
manos.

Animal para enseñanza: animal acuático o terrestre
sujeto a manipulación, medicación, procedimiento
quirúrgico o aplicación de un protocolo propedéuti-
co, con el fin de obtener habilidades médico zoo-
técnicas en beneficio de los propios animales, en la
educación superior.

Animal silvestre: aquel animal que subsiste sujeto a
los procesos de evolución natural y que se desarro-
lla libremente en su hábitat, incluyendo sus pobla-
ciones menores e individuos que se encuentran ba-
jo el control del ser humano.

Aturdimiento: pérdida de la conciencia provocada
por métodos químicos, mecánicos o eléctricos, apli-
cados en el sitio y con la concentración, potencia e
intensidad acordes a las especificaciones técnicas
de cada especie, previo a causarle la muerte.

Bienestar animal: es el estado físico y mental de un
animal en relación con las condiciones en las que
vive y muere. Un animal está en buenas condicio-
nes si su calidad de vida cumple con las cinco li-
bertades que establece la OIE como directrices pa-
ra el bienestar, lo cual incluye estar sano, cómodo,
bien alimentado, hidratado y seguro.

Centros de Prevención y Control de Zoonosis, tam-
bién denominados Centros de Atención Canina: Es-
tablecimientos de servicio público que llevan a ca-
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bo actividades orientadas a la prevención y control
de la rabia y otras zoonosis que representan un ries-
go sanitario, tales como vacunación antirrábica,
captura de animales que deambulen libremente en
la vía y lugares públicos, observación clínica, toma
de muestras de animales sospechosos para su remi-
sión o diagnóstico de laboratorio, esterilización,
consulta veterinaria, aplicación de la eutanasia, pro-
vocar la muerte sin dolor ni sufrimiento y las demás
que determinen las leyes, normas oficiales mexica-
nas, y demás disposiciones legales aplicables.

Especie: unidad básica de clasificación taxonómica,
formada por un conjunto de individuos que presen-
tan características físicas y genéticas similares y
que normalmente se reproducen entre sí.

Estabulación: alojar animales de producción o de
trabajo en instalaciones adecuadas para su descan-
so, protección y alimentación.

Eutanasia: procedimiento empleado para terminar
con la vida de los animales, por medio de la admi-
nistración de agentes químicos o métodos mecáni-
cos, que induzcan primero pérdida de la conciencia,
seguida de paro cardiorrespiratorio, sin producirles
dolor con el fin de que estos dejen de sufrir por le-
siones o enfermedades graves e incurables, así co-
mo por dolor o sufrimiento que no puedan ser ali-
viados.

Ley: Ley General de Bienestar Animal. 

Matanza: procedimiento por el cual se da muerte a
los animales de producción, previo aturdimiento,
atendiendo las Normas Oficiales Mexicanas vigen-
tes y demás disposiciones aplicables. 

Médico Veterinario: persona física con cédula pro-
fesional de Médico Veterinario o Médico Veterina-
rio Zootecnista, expedida en el territorio nacional
por la Secretaría de Educación Pública. Quedan
contemplados en la presente definición el médico
veterinario oficial y el médico veterinario responsa-
ble autorizado, en términos de lo dispuesto por la
Ley Federal de Sanidad Animal. 

Movilización: traslado de animales, bienes de ori-
gen animal, productos biológicos, químicos, farma-
céuticos, plaguicidas o alimenticios para uso en ani-

males o consumo por éstos, equipo e implementos
pecuarios usados, desechos y cualquier otra mer-
cancía regulada, de un sitio de origen a uno de des-
tino predeterminado, el cual se puede llevar a cabo
en vehículos o mediante arreo dentro del territorio
nacional.

OIE: Organización Mundial de Sanidad Animal.

Plaga: Presencia de un agente biológico u organis-
mo vivo en un área determinada, que causa enfer-
medad o alteración en la sanidad de la población
animal o salud pública.

Poseedor: persona física o moral que, sin ser pro-
pietario, tiene bajo su cuidado y tenencia uno o más
animales.

Propietario: persona física o moral que tiene un de-
recho real, inmediato y pleno de dominio respecto
de uno o más animales.

Sufrimiento: cualquier manifestación físicas, men-
tales o conductuales crónica de dolor, miedo o an-
siedad. 

Capítulo II
Distribución de competencias 

Artículo 4. La federación, las entidades federativas,
los municipios y las alcaldías ejercerán sus atribucio-
nes en materia bienestar animal de conformidad con la
distribución de competencias prevista en esta ley y de-
más disposiciones aplicables.

Artículo 5. Las atribuciones que esta Ley otorga a la
Federación, serán ejercidas por el Poder Ejecutivo Fe-
deral a través de la Secretaría de Agricultura y Des-
arrollo Rural en lo relativo al bienestar de los anima-
les de producción y consumo y los utilizados en la
investigación y enseñanza, la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales tratándose de los ani-
males silvestres, incluidos los animales silvestres uti-
lizados en espectáculos y aquellos para los que se au-
toriza algún tipo de aprovechamiento, y la Secretaría
de Salud, de conformidad con las atribuciones previs-
tas en la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, la Ley General de Vida Sil-
vestre, la Ley Federal de Sanidad Animal, la Ley Ge-
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neral de Salud y demás ordenamientos jurídicos apli-
cables.

La regulación, fomento y administración del aprove-
chamiento de los recursos pesqueros y acuícolas en el
territorio nacional y las zonas sobre las que la nación
ejerce su soberanía y jurisdicción, se hará de confor-
midad con las disposiciones que para tal efecto esta-
blezca la Ley General de Pesca y Acuacultura Susten-
tables.

Cuando, por razón de la materia y de conformidad con
la presente Ley, la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal u otras disposiciones aplicables, se re-
quiera de la intervención de otras dependencias, las
Secretarías ejercerán sus atribuciones en coordinación
con las mismas.

El Ejecutivo Federal establecerá los órganos y meca-
nismos de coordinación de la administración pública
federal, que cuente con la participación de las Secreta-
rías de Agricultura y Desarrollo Rural, Medio Am-
biente y Recursos Naturales y Salud, con la finalidad
de que exista unidad en las políticas de bienestar ani-
mal. 

Artículo 6. Son facultades de la federación:

I. Formular, conducir, operar y evaluar la política
nacional de bienestar animal; 

II. Crear, operar y evaluar los programas y acciones
en materia de bienestar animal;

III. Expedir Normas Oficiales Mexicanas o demás
disposiciones en las materias previstas en la presen-
te Ley y vigilar su cumplimiento;

IV. Emitir los lineamientos que deben cumplir los
establecimientos dedicados a la producción, comer-
cialización de animales de producción y consumo,
animales silvestres, y animales silvestres para es-
pectáculos públicos o privados y establecer las san-
ciones correspondientes en materia de bienestar
animal; 

V, Establecer mecanismos de coordinación entre las
instancias de la administración pública federal, a
efecto de que exista unidad en las políticas y accio-
nes en materia de bienestar animal; 

VI. Promover el respeto, la protección y el bienes-
tar de los animales en los tres órdenes de gobierno; 

VII. Difundir información atendiendo a los avances
científicos en la materia y las mejores prácticas in-
ternacionales en materia de bienestar animal;

VIII. Promover la participación ciudadana; incor-
porando a las Asociaciones Civiles sin fines de lu-
cro y Organizaciones Voluntarias, legalmente cons-
tituidas, interesadas en Bienestar animal a capacitar
a la población; 

IX. Asesorar a los gobiernos de las entidades fede-
rativas y municipios que lo soliciten, sobre políticas
y acciones para el bienestar animal, con el propósi-
to de promover el cumplimiento de la legislación en
la materia;

X. La promoción y vigilancia del cumplimiento de
esta Ley y los demás ordenamientos que de ella se
deriven, en el ámbito de su competencia;

XI. Atender las denuncias que se presenten, impo-
ner sanciones y resolver recursos en los términos de
esta Ley;

XII. Regular y vigilar la operación de albergues y
establecimientos destinados a la cría, reproducción
y engorda de animales de producción, animales sil-
vestres, y animales silvestres para espectáculos pú-
blicos o privados, así como instituciones públicas o
privadas en las que se utilicen animales para inves-
tigación y enseñanza; 

XIII. Regular y vigilar la utilización de animales
silvestres en espectáculos públicos o privados;

XIV. Llevar a cabo el rescate, aseguramiento y res-
guardo de animales silvestres, de conformidad con
lo que establezcan las disposiciones aplicables; 

XV. Incorporar en los planes y programas de estu-
dio de educación básica, contenidos que promuevan
una cultura de respeto a los animales y fomento al
bienestar animal debidamente sustentados en los
avances científicos en la materia;

XVI. Elaborar u ordenar la elaboración de Análisis
de Riesgo, los cuales serán desarrollados por el área
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correspondiente de cada Secretaría o en colabora-
ción interinstitucional, asumiendo la responsabili-
dad conforme a las atribuciones que el tema o la
problemática les confiera. 

XVII. Supervisar la compraventa de animales sil-
vestres terrestres o acuáticos en establecimientos
mercantiles, así como evitar y sancionar su comer-
cialización cuando ésta se lleve a cabo sin autoriza-
ción o en lugares no autorizados para tal efecto. 

XVIII. Las demás que esta Ley y otras disposicio-
nes legales le atribuyan. 

Artículo 7. Son facultades de las entidades federati-
vas:

I. Formular, conducir, operar y evaluar la política
estatal de bienestar animal; con excepción de las
cuestiones relacionadas con el bienestar de ani-
males de producción, silvestres, los destinados a
la investigación y enseñanza y los animales sil-
vestres utilizados en espectáculos públicos o pri-
vados;

II. Llevar a cabo programas y acciones en materia
de bienestar animal, en el ámbito de su competen-
cia; con excepción de los de producción, los utiliza-
dos en la investigación y enseñanza y los animales
silvestres, incluidos aquellos utilizados en espectá-
culos públicos o privados;

III. Expedir las disposiciones legales que sean ne-
cesarias para regular las materias de su competen-
cia, de conformidad con lo establecido en esta Ley
y demás disposiciones federales en la materia;

IV. Promover el respeto, la protección y el bienestar
de los animales en el ámbito estatal;

V. Vigilar la operación de los Centros de Prevención
y Control de Zoonosis de los Municipios y Alcaldí-
as de la Ciudad de México en apego a lo que esta-
blezca la Federación. 

VI. Regular y vigilar la operación de albergues y es-
tablecimientos destinados o en los que se lleve a ca-
bo la atención, refugio, alojamiento, asilo, dona-
ción, cría, exhibición y trabajo de animales, tales
como cuarentenas, pensiones y estéticas, centros de

entrenamiento, hoteles caninos, spa, tiendas de
mascotas, con excepción de aquéllos destinados a la
cría, reproducción y engorda de animales de pro-
ducción, silvestres, incluidos aquellos utilizados en
espectáculos públicos o privados y los utilizados en
la investigación y enseñanza.

VII. Elaborar un padrón estatal de asociaciones y
sociedades, grupos sociales, organizaciones no gu-
bernamentales legalmente constituidas, entre otros
organismos dedicados al cuidado, vigilancia, pro-
tección, promoción o acciones en favor de los ani-
males, así como todas aquellas cuyo objeto social
esté relacionado con la conservación, cuidado, pro-
tección de fauna u otras actividades relacionadas,
con la finalidad de incorporarlas a la capacitación
de la población. 

VIII. Regular y vigilar la utilización de animales
domésticos en espectáculos públicos o privados; 

IX. Regular y vigilar los establecimientos, lugares e
instalaciones en donde se encuentren animales do-
mésticos de compañía, incluyendo criaderos, cua-
rentenas, pensiones y estéticas, centros de entrena-
miento, así como, hoteles caninos, spa, tiendas de
mascotas, forrajeras y cualquier otra instalación
análoga y que deban contar con un Médico Veteri-
nario.

X. Las demás que esta ley y otras disposiciones le-
gales les atribuyan.

Artículo 8. Son facultades de los municipios y las al-
caldías de la Ciudad de México:

I. Formular, conducir, operar y evaluar la política
municipal de bienestar animal; con excepción de las
cuestiones relacionadas con el bienestar de anima-
les de producción, silvestres, los destinados a la in-
vestigación y enseñanza y los utilizados en espectá-
culos públicos o privados;

II. Expedir las disposiciones administrativas que se-
an necesarias para dar cumplimiento a la presente
ley y demás disposiciones federales en la materia;

III. Promover el respeto, la protección y el bienes-
tar de los animales en el ámbito municipal;
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IV. Difundir información atendiendo a los avances
científicos en la materia y las mejores prácticas in-
ternacionales en materia de bienestar animal; 

V. Cumplir y vigilar la normatividad vigente en ma-
teria de bienestar animal, en el ámbito de su com-
petencia;

VI. Apoyar en la vigilancia y operación de los Cen-
tros de Prevención y Control de Zoonosis o sus
equivalentes, incluyendo la capacitación de la po-
blación;

VII. Establecer, regular, operar y vigilar albergues y
establecimientos destinados al mantenimiento, cui-
dado de animales domésticos de compañía;

VIII. Rescatar y resguardar animales ferales que
presenten algún riesgo sanitario o abandonados en
la vía pública, y canalizarlos a centros de preven-
ción y control de zoonosis o establecimientos de los
Municipios en los Estados o Alcaldías de la Ciudad
de México destinados al mantenimiento y cuidado
de animales domésticos de compañía;

IX. Supervisar la compraventa de animales de com-
pañía en establecimientos mercantiles, así como
evitar y sancionar su comercialización cuando ésta
se lleve a cabo sin autorización o en lugares no au-
torizados para tal efecto;

X. Llevar a cabo campañas permanentes de vacuna-
ción, esterilización y donación de animales de com-
pañía; 

XI. Vigilar que la utilización de animales en espec-
táculos públicos o privados cumpla con lo estable-
cido por esta ley;

XII. Implementar operativos permanentes en térmi-
nos de las disposiciones aplicables para vigilar que
los rastros cumplan con las leyes, reglamentos,
Normas Oficiales Mexicanas vigentes o demás dis-
posiciones aplicables, así como imponer las sancio-
nes correspondientes cuando la matanza se lleve a
cabo sin autorización o en lugares no autorizados
para tal efecto;

XIII. Atender las denuncias que se presenten e im-
poner las sanciones que correspondan en los térmi-

nos de esta ley sobre animales domésticos y de
compañía;

XIV. Llevar a cabo el rescate, aseguramiento y res-
guardo de animales de compañía, de conformidad
con lo que establezcan las disposiciones aplicables; 

Las facultades previstas en el presente artículo se
entenderán concedidas a las alcaldías de la Ciudad
de México, de conformidad con la distribución de
competencias prevista en la Constitución Política
de la Ciudad de México;

XV. Los Municipios, en coordinación con las Enti-
dades Federativas y la Federación, podrán coadyu-
var en casos de emergencia o desastres naturales;

XVI. En caso de que en los albergues municipales
sea necesario aplicar la eutanasia, esta práctica de-
be ser aplicada adecuadamente y cumpliendo con
las leyes, reglamentos, Normas Oficiales Mexica-
nas vigentes o demás disposiciones aplicables;

XVII. Garantizar que los animales de compañía que
son atendidos en los hospitales o clínicas que de-
pendan de los gobiernos estatales, reciban atención
oportuna, de calidad, con los insumos suficientes,
personal capacitado e instalaciones adecuadas; de
tal forma que, en su conjunto, procuren el bienestar
conforme a las caracterizas de su especie, edad, es-
tado fisiológico o como individuo requieran. 

XVIII. Las demás que esta ley u otras disposiciones
legales les atribuyan;

Artículo 9. La federación, las entidades federativas y
los municipios celebrarán entre sí, convenios de cola-
boración y coordinación para el adecuado cumpli-
miento de sus respectivas atribuciones y de las que se-
an concurrentes. Dichos convenios deberán establecer
con precisión su objeto, vigencia, así como la respon-
sabilidad que corresponda a cada una de las partes.

Los tres órdenes de gobierno, las entidades federativas
y las alcaldías de la Ciudad de México podrán incor-
porar a las agrupaciones debidamente constituidas,
instituciones académicas y científicas interesadas en el
Bienestar Animal a participar en la capacitación de la
población.

Gaceta Parlamentaria Martes 23 de febrero de 202192



Título Segundo
Medidas generales en materia de bienestar animal

Capítulo I
Mantenimiento y cuidado de animales

Artículo 10. El propietario o poseedor de los animales
tiene las siguientes obligaciones:

I. Proporcionarles agua y alimento nutritivo y sufi-
ciente, de acuerdo a su especie, edad y estado fisio-
lógico.

La Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural ex-
pedirá las Normas Oficiales Mexicanas o demás
disposiciones, que establezcan los requisitos sanita-
rios que deberán cumplir los alimentos procesados
destinados al consumo animal;

II. Mantener a los animales a su cargo bajo un pro-
grama de medicina preventiva integral que incluya
un esquema de vacunación integral acorde a la es-
pecie, y proporcionarles atención médica cuando
sea necesario, la cual deberá estar a cargo de un Mé-
dico Veterinario Zootecnista con cédula vigente; 

III. Proporcionarles alojamiento de conformidad con
lo establecido en el artículo 11 de la presente ley;

IV. Instrumentar las medidas necesarias para que el
animal no escape o ponga en riesgo la seguridad y
la integridad física de las personas, de él mismo, de
otros animales y del medio ambiente; 

V. Responder de los daños y perjuicios que el ani-
mal ocasione a terceros;

VI. Para el caso de animales domésticos de compa-
ñía, proporcionar estimulación física y mental dia-
ria según las necesidades del individuo.

Artículo 11. Los establecimientos, lugares e instala-
ciones en donde se encuentren animales deberán:

I. Contar con un área que les permita libertad de
movimiento para expresar sus comportamientos de
alimentación, descanso y cuidado corporal. En el
caso de que un lugar vaya a ser ocupado por más de
un animal, se deberán tomar en cuenta los requeri-
mientos de comportamiento social de la especie;

II. En el caso de animales que se mantengan a la in-
temperie, se deberá de proveer la protección nece-
saria de acuerdo a la normatividad y lineamientos
específicos que determine la autoridad competente;

III. Contar con las medidas necesarias de seguridad
para que el animal no escape o ponga en riesgo la
integridad física de las personas, de sí mismo y de
otros animales;

IV. Los comederos y bebederos deberán estar dise-
ñados de acuerdo con las necesidades de cada espe-
cie, así como mantenerse limpios y, en caso de tra-
tarse de más de un animal, estar accesibles, en
cantidad y capacidad suficiente para todos los indi-
viduos del grupo;

V. Tratándose de animales de producción, los esta-
blecimientos deberán observar lo señalado en las
Normas Oficiales Mexicanas vigentes o demás dis-
posiciones aplicables, así como los manuales de bue-
nas prácticas pecuarias publicados para cada especie. 

Tratándose de organismos cuyo medio de vida total,
parcial o temporal sea el agua, los estanques y acuarios
deberán proveer el espacio adecuado para el número
de animales alojados, estar construidos de un material
resistente y la calidad del agua deberá satisfacer las
necesidades de pH, temperatura, salinidad, saturación
de oxígeno e higiene, de acuerdo a cada especie. Ade-
más de estar protegidos de parásitos externos que pu-
dieran afectar su salud o la de las personas.

Artículo 12. Los propietarios y poseedores de anima-
les deberán ubicarlos cuando así lo requieran, en espa-
cios que impidan contacto físico con ellos, de manera
que no se ponga en riesgo la seguridad e integridad de
las personas y de los propios animales. Dichos espa-
cios deberán contar con señalamientos de advertencia,
y sus características deberán cumplir con las disposi-
ciones establecidas en el artículo 11 de la presente ley.

El aislamiento de los animales debe llevarse a cabo
únicamente durante el tiempo necesario para solventar
la contingencia que dio lugar al aislamiento, y permi-
ta las condiciones que les impidan estar en contacto
con las personas y otros animales. 

Artículo 13. Queda prohibido y será sancionado en los
términos de esta ley:
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I. Proporcionar, suministrar o aplicar a cualquier
animal, sustancias o productos que sean perjudicia-
les para la salud del propio animal o del ser huma-
no, de conformidad con lo establecido en las Nor-
mas Oficiales Mexicanas vigentes o demás
disposiciones aplicables;

II. Proporcionar o suministrar a cualquier animal
bebidas alcohólicas o drogas sin fines médicos;

III. Sujetar a un animal ocasionándole heridas o es-
trangulamiento y que no le permita comer, beber,
echarse y acicalarse; salvo que se trate de un proce-
dimiento médico;

IV. Provocar lesiones a un animal de forma inten-
cional;

V. Provocar la muerte de un animal de forma inten-
cional, con una finalidad distinta a lo regulado en la
presente ley, exceptuando lo regulado en la Ley Ge-
neral de Vida Silvestre, de conformidad con lo esta-
blecido en las Normas Oficiales Mexicanas vigen-
tes y demás disposiciones aplicables; 

VI. Abandonar animales bajo cualquier circunstan-
cia; 

VII. Someter a los animales a una restricción total
de alimento o agua por periodos prolongados, de ser
necesario el ayuno deberá realizarse de acuerdo con
las indicaciones veterinarias y conforme a las nor-
mas aplicables.

Artículo 14. La federación, por conducto de las de-
pendencias señaladas en el artículo 6, emitirá las Nor-
mas Oficiales Mexicanas o demás disposiciones en la
materia que resulten necesarias para regular el bienes-
tar de las especies.

Artículo 15. Las leyes de las entidades federativas re-
gularán los establecimientos, lugares e instalaciones
en donde se encuentren animales, con apego a las atri-
buciones que establece la presente ley.

La vigilancia de las condiciones sanitarias de dichos
establecimientos, así como los procedimientos de ve-
rificación y sanciones en dicha materia, se sujetarán a
lo dispuesto por la presente ley, la Ley Federal de Sa-
nidad Animal, la Ley General de Vida Silvestre, la Ley

General de Salud y la legislación en materia de salu-
bridad de la entidad federativa que corresponda.

Artículo 16. Los establecimientos e instalaciones don-
de se encuentren animales, deberán contar con perso-
nal capacitado para detectar problemas de bienestar en
las especies bajo su cuidado y los animales deberán re-
cibir atención y cuidado bajo la supervisión de un Mé-
dico Veterinario, del cual deberá estar a la vista el
nombre y los datos de la cédula profesional.

Las normas oficiales mexicanas o demás disposiciones
en la materia señalarán los establecimientos e instala-
ciones que obligatoriamente deban contar con presen-
cia de Médico Veterinario.

Artículo 17. Los responsables de establecimientos e
instalaciones donde se encuentren animales deberán
contar con medidas preventivas, así como protocolos
de actuación para proteger a éstos y a las personas en
caso de cualquier accidente, contingencia o desastre
producido por fenómenos naturales o antropogénicos.

Artículo 18. Cuando con motivo de una investigación
ministerial o proceso judicial se lleve a cabo el asegu-
ramiento de animales o de bienes inmuebles en los que
se encuentren animales, la autoridad judicial o minis-
terial, según corresponda, dará vista a las autoridades
competentes en materia de Bienestar Animal, a fin de
que intervengan para garantizar su atención y cuidado
inmediatos, y para el caso de animales de compañía
resguardándolos en los Centros de Control de Zoono-
sis o Centros de Control Canino o en lugares exprofe-
so de los Municipios de los estados o Alcaldías de la
Ciudad de México. Los Centros de Control de Zoono-
sis, también llamados Centros de Control Canino, o lu-
gares exprofeso de los Municipios en los Estados de la
República Mexicana o las Alcaldías en la Ciudad de
México.

Capítulo II
Transporte y movilización de animales

Artículo 19. El transporte de todo animal deberá rea-
lizarse asegurando su bienestar e integridad física, pa-
ra lo cual se atenderán las características propias de
cada especie.

Artículo 20. La federación, por conducto de las auto-
ridades señaladas en el artículo 6 de esta ley, estable-
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cerá, a través de las Normas Oficiales Mexicanas o de-
más disposiciones aplicables, las especificaciones y
condiciones para el transporte de cada especie animal.

Artículo 21. Queda prohibido transportar y movilizar
animales:

I. Suspendidos de cualquier parte del cuerpo;

II. En costales o bolsas, salvo que se trate de espe-
cies de reptiles y organismos vivos acuáticos que
por razones de seguridad sea estrictamente necesa-
rio; en cuyo caso se deberá asegurar que no se pro-
voque la asfixia de los ejemplares; 

III. Amarrados o inmovilizados de los miembros
anteriores o posteriores, salvo que se trate de ani-
males que puedan representar un riesgo para la se-
guridad de seres humanos y otros animales; 

IV. Cuando éstos no se encuentran en condiciones
de ser transportados o de realizar el trayecto, salvo
por prescripción de un médico veterinario.

En caso de que el animal pueda sufrir mayores daños,
es necesario que se solicite transportación especial.

Lo anterior, de conformidad con las Normas Oficiales
Mexicanas vigentes o demás disposiciones. 

Artículo 22. Durante el transporte, embarque y des-
embarque de animales queda prohibido:

I. Arrearlos mediante la utilización de golpes, ins-
trumentos punzo cortantes, herramientas ardientes,
agua hirviente instrumentos eléctricos no autoriza-
dos o con corriente no regulada para el arreo o sus-
tancias corrosivas; 

II. Sujetarlos por los ojos, cuernos o astas, orejas,
patas o apéndices de tal modo que se les cause do-
lor o sufrimiento; 

Suspenderlos por medios mecánicos;

III. Arrastrarlos por la cabeza, orejas, cuernos, ex-
tremidades, cola, pelaje o plumaje.

Artículo 23. En caso de que el animal se enferme o le-
sione durante el transporte, se le proporcionará aten-

ción médica al llegar a su destino. En caso necesario,
se le practicará la eutanasia de conformidad con lo es-
tablecido en el título cuarto de la presente ley, las Nor-
mas Oficiales Mexicanas vigentes o demás disposicio-
nes aplicables.

Artículo 24. En caso de que algún animal muera du-
rante el transporte, deberá ser dispuesto de conformi-
dad con las Normas Oficiales Mexicanas vigentes o
demás disposiciones aplicables. Queda prohibido arro-
jar o abandonar el cadáver durante el trayecto.

Artículo 25. Cuando un vehículo en el que se trans-
porten animales tenga que detenerse en el trayecto por
descomposturas, accidentes, causas fortuitas o de fuer-
za mayor, se deberán tomar las medidas necesarias a
efecto de garantizar la seguridad de seres humanos,
bienes y el bienestar del propio animal, de acuerdo a
las características de cada especie.

Artículo 26. El embarque y desembarque de animales
deberá realizarse utilizando equipo e instalaciones que
faciliten su manejo de acuerdo con las características
de cada especie, de manera que se eviten golpes, caí-
das y lesiones, de conformidad con lo establecidos en
las Normas Oficiales Mexicanas y demás disposicio-
nes aplicables. 

Artículo 27. Los ejemplares de especies incluidas en
la Convención sobre el Comercio Internacional de Es-
pecies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres debe-
rán ser transportados de acuerdo con las normas rela-
tivas al transporte y a la preparación para el transporte
de la fauna silvestre que establece dicho convenio.
Cuando se transporten por aire, deberán cumplirse las
normas que establece la Asociación Internacional de
Transporte Aéreo relativas al transporte de animales
vivos.

Artículo 28. Cuando los animales sean transportados
por agua, deberán ir en contenedores o en instalacio-
nes que brinden protección y seguridad. Las embarca-
ciones que se utilicen para el transporte de animales
deberán proveerse de reservas de agua y alimento su-
ficientes para el número de animales transportados y la
duración de la travesía. 

Artículo 29. La Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural revisará en los Puntos de Verificación e Inspec-
ción Federal y Puntos de Verificación e Inspección In-
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terna, que las condiciones de transporte de los anima-
les cumplan con lo previsto en la presente ley, la Ley
Federal de Sanidad Animal, las Normas Oficiales Me-
xicanas vigentes o demás disposiciones aplicables. 

La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les deberá coordinarse con la Secretaría de Agricultu-
ra y Desarrollo Rural, para que ésta verifique el bien-
estar de los animales silvestres en los Puntos de
Verificación e Inspección Federal y Puntos de Verifi-
cación e Inspección Interna. 

La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les proporcionará a la Secretaría de Agricultura y Des-
arrollo Rural los elementos que permitan verificar el
bienestar de los animales silvestres.

Capítulo III
Disposiciones en materia de bienestar aplicables a

la comercialización de animales

Artículo 30.

Los responsables de los establecimientos, tiendas,
mercados, expendios, ferias, exposiciones, así como
de cualquier otro lugar en donde se realice la compra-
venta de animales, tienen la obligación de garantizar
su bienestar, debiendo contar con la supervisión de un
Médico Veterinario Zootecnista responsable, de con-
formidad con lo establecido en el presente Título, las
Normas Oficiales Mexicanas o demás disposiciones
aplicables. 

Artículo 31. Todo el personal que esté en contacto di-
recto con los animales para su comercialización debe-
rá recibir capacitación para el manejo, bienestar e
identificación de posibles problemas de salud en las
especies bajo su cuidado.

Artículo 32. Toda persona que compre, adquiera o
venda por cualquier medio un animal está obligada a
cumplir con las disposiciones de la presente ley, las
Normas Oficiales Mexicanas o demás disposiciones
jurídicas aplicables.

Artículo 33. Queda prohibido:

I. Exhibir animales para su venta en condiciones
que les impida libertad de movimiento o descanso
salvo aquellas especies de fauna silvestre que por la

seguridad de animales y personas sea requerido. En
ningún momento podrán estar los ejemplares colga-
dos o bajo la luz solar directa y siempre deberán te-
ner opción a sombra;

II. La venta de animales enfermos o lesionados, así
como realizar actividades de mutilación, eutanasia
u otras similares en los animales domésticos de
compañía en presencia de los clientes o a la vista de
menores de edad;

III. La donación de animales de compañía como
propaganda o promoción comercial, política, reli-
giosa o como premio en juegos, sorteos y en todo ti-
po de eventos;

IV. Que el público ofrezca cualquier clase de ali-
mentos u objetos a los animales que se encuentran
en exhibición para su comercialización; y

V. Manipular de manera artificial el aspecto o las
características físicas de los animales que compro-
metan su salud y bienestar para promover su venta.

Título Tercero
Prácticas de manejo con relación al uso y función

zootécnica de animales domésticos y silvestres

Capítulo I
Animales de producción

Artículo 34. El manejo de los animales de producción
se realizará de conformidad con lo establecido en la
presente ley, la Ley Federal de Sanidad Animal, las
Normas Oficiales Mexicanas vigentes o demás dispo-
siciones aplicables.

Capítulo II
Animales de compañía

Artículo 35. Los propietarios y poseedores de anima-
les silvestres utilizados como animales de compañía
deberán cumplir con las disposiciones de la presente
Ley y contar con un plan de manejo aprobado por la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
de conformidad con lo establecido en el artículo 78 de
la Ley General de Vida Silvestre.

Queda prohibido mantener como animal de compañía
ejemplares de las especies listadas en el apéndice I de
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la Convención sobre el Comercio Internacional de Es-
pecies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres o en
las disposiciones legales aplicables que para tal efecto
emita la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales

Artículo 36. Las legislaturas de las entidades federati-
vas, en el ámbito de su competencia, emitirán las dis-
posiciones correspondientes a efecto de regular: 

I. Las obligaciones de propietarios y poseedores de
animales domésticos de compañía, con la finalidad
de asegurar la propiedad, posesión o tenencia res-
ponsable de los mismos. La tenencia responsable in-
cluye las obligaciones tendientes a garantizar tanto
el bienestar del animal, como una convivencia social
sana, incluyendo aquellas medidas relativas a su ma-
nejo en vías y lugares públicos, la estimulación físi-
ca y mental según las necesidades del individuo, y
las que garanticen que no constituye un riesgo para
la salud pública, la seguridad y el bienestar del ser
humano, otros animales, ecosistemas y bienes;

II. El establecimiento y operación de centros de pre-
vención y control de zoonosis de conformidad con
lo que establezca la legislación en materia de salu-
bridad;

III. El establecimiento de campañas de control re-
productivo de animales de compañía;

IV. La atención de problemas de salud o de seguri-
dad originados por animales ferales o que deambu-
len libremente en vías y lugares públicos;

V. Los establecimientos, lugares e instalaciones en
donde se encuentren animales domésticos de com-
pañía, incluyendo criaderos, cuarentenas, consulto-
rios, clínicas y hospitales veterinarios, pensiones y
estéticas, centros de entrenamiento, así como refu-
gios, albergues y asilos, incluyendo aquellos que
otorguen la propiedad de animales a particulares de
manera gratuita y que operen bajo cualquier deno-
minación.

Capítulo III
Animales para investigación y enseñanza

Artículo 37. Las disposiciones del presente Capítulo
regulan la utilización de animales en investigación y

enseñanza, ya sea que ésta se realice por instituciones
públicas o privadas.

Artículo 38. En la utilización de animales en la inves-
tigación y enseñanza, se deberá garantizar en todo mo-
mento su bienestar, de conformidad con lo establecido
en la presente ley, las Normas Oficiales Mexicanas vi-
gentes o demás disposiciones aplicables. En caso de
que lo anterior no se garantice, se deberá generar la
justificación técnica-científica y las medidas pertinen-
tes de bienestar animal que mitiguen el sufrimiento y
dolor innecesarios.

Artículo 39. Las instituciones de educación superior
que utilicen animales con fines de investigación y en-
señanza tienen la obligación de salvaguardar su bien-
estar como un factor esencial al planear y llevar a ca-
bo experimentos o actividad docente. 

Artículo 40. En la utilización de animales en la inves-
tigación o enseñanza se seguirán los siguientes princi-
pios:

I. El bienestar animal es un factor esencial en las
prácticas de investigación y enseñanza, así como en
el cumplimiento de sus objetivos;

II. Los planes y programas de estudio de las institu-
ciones de enseñanza deberán promover una cultura
sobre la importancia de salvaguardar el bienestar de
los animales en toda actividad humana;

III. El uso de animales en enseñanza se justificaría
sólo cuando se demuestre plenamente que la prácti-
ca que se hará con los animales es indispensable y
no existe otra manera de adquirir ese conocimiento
o habilidad médica, y no puedan ser sustituidos por
otros medios. 

IV. En la investigación, el uso de animales sólo se
justifica cuando esta tenga como propósito obtener
una aportación científica, útil y aplicable al conoci-
miento de la salud y bienestar de los humanos, y la
salud y productividad de los animales.

V. El uso de animales sólo se justifica cuando no
exista algún método alterno que los sustituya;

VI. En el caso de que el uso de animales sea estric-
tamente necesario, se deberá utilizar la menor can-
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tidad de ejemplares, emplear técnicas y prácticas
que reduzcan o eliminen su dolor y sufrimiento, así
como aplicar las medidas que aseguren su bienestar
antes, durante y después de su uso;

VII. En el caso de que el uso de animales sea es-
trictamente necesario, el personal deberá estar ca-
pacitado para aplicar eutanasia de emergencia en to-
do momento, la cual estará estrictamente regulada y
supervisada, de acuerdo con las normas aplicables
en la materia para evitar sacrificios arbitrarios y
descuidados, conforme al artículo 71 de este orde-
namiento.

VIII. La institución responsable de la investigación
o enseñanza con animales deberá proveer bienestar
a los mismos, desde el trayecto a la institución has-
ta su destino final, en términos de lo que indica es-
ta ley.

Artículo 41. El manejo y la utilización de animales
con fines de enseñanza se sujetarán a lo siguiente:

I. Queda prohibido, maltratar, lesionar, matar o pro-
vocar dolor a un animal para realizar experimentos,
prácticas o demostraciones, incluyendo las vivisec-
ciones, en instituciones de educación preescolar,
básica, media y media superior. Los planteles debe-
rán recurrir a la utilización de modelos, videos y de-
más material disponible; y

II. En las instituciones de educación superior, sólo
se permitirá el uso de animales en áreas del conoci-
miento biológico, biomédico y zootécnico, siempre
y cuando sea indispensable para lograr los objetivos
de los planes y programas de estudio, y no exista
método alternativo para lograr el conocimiento o la
habilidad médica. En dichas instituciones, podrán
utilizarse animales que cumplan con las especifica-
ciones de procedencia que se determinen en las
Normas Oficiales Mexicanas vigentes o demás dis-
posiciones aplicables, así como para el desarrollar
las aptitudes profesionales de los estudiantes de
Medicina Veterinaria.

El personal deberá estar capacitado para aplicar euta-
nasia de emergencia en todo momento de acuerdo con
las normas aplicables en la materia para evitar el su-
frimiento innecesario del animal.

Artículo 42. Quienes realicen investigación con ani-
males silvestres en su hábitat, serán responsables del
cumplimiento de la presente ley, las Normas Oficiales
Mexicanas vigentes o demás disposiciones aplicables,
mientras estos estén sometidos a su control directo.

Artículo 43. Las instituciones públicas o privadas que
realicen investigación y enseñanza con animales, de-
berán establecer un Comité de Bioética y Bienestar
Animal u otro equivalente, de conformidad con lo es-
tablecido en su normatividad interna, la presente Ley,
las Normas Oficiales Mexicanas vigentes y demás dis-
posiciones aplicables.

Artículo 44. Los Comités de Bioética y Bienestar Ani-
mal o el equivalente de cada institución, sin menosca-
bo de otras disposiciones en la materia, tienen las si-
guientes obligaciones: 

I. Aprobar previamente los protocolos de proyectos
de investigación que requieran la utilización de ani-
males;

II. Supervisar que, en el transcurso de las investiga-
ciones, incluyendo el manejo, cuidado, manteni-
miento, uso y alojamiento de los animales, se ga-
rantice su bienestar de conformidad con lo
establecido en la presente ley;

III. Ordenar la suspensión de los trabajos de inves-
tigación que no cumplan con el protocolo aprobado
o no se garantice el bienestar de los animales, de
conformidad con lo establecido en la presente ley,
las Normas Oficiales Mexicanas vigentes o demás
disposiciones aplicables;

IV. Denunciar ante las autoridades competentes
cualquier violación a las disposiciones de la presen-
te Ley, las Normas Oficiales Mexicanas vigentes o
demás disposiciones aplicables; y

V. Las demás que le confieran las instituciones en el
ámbito de su normatividad interna.

Artículo 45. Para la aprobación de protocolos de pro-
yectos de investigación, los Comités de Bioética y
Bienestar Animal o el equivalente de cada institución
tomarán en cuenta, además de lo que establece el artí-
culo 41 de la presente Ley, los siguientes criterios:
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I. Que los animales a ser utilizados sean de la espe-
cie apropiada y que cumplan con los requerimientos
del protocolo en cuestión;

II. Que se cumpla con las disposiciones vigentes en
cuanto a la procedencia de los animales a ser utili-
zados;

III. Que la duración del proyecto de investigación
sea la mínima necesaria para responder a los objeti-
vos del proyecto; y

IV. Siempre que sea posible, durante la realización
del proyecto de investigación, no se deberá exten-
der la vida del animal hasta el punto en que progre-
se a una muerte dolorosa y prolongada. Cuando no
se pueda evitar que los animales lleguen hasta la
muerte, los experimentos deberán ser diseñados pa-
ra que muera el menor número de animales posible.

Artículo 46. Queda prohibida la captura de animales
en la vía pública para utilizarlos en la investigación o
enseñanza. 

Artículo 47. Queda prohibida la utilización de un ani-
mal en más de un experimento que comprometa su
bienestar a largo plazo, ya sea que se trate o no del
mismo proyecto de investigación, sin la autorización
previa del Comité de Bioética y Bienestar Animal. En
el caso de que se autorice la utilización de un animal
en otro experimento, se deberá acreditar que el animal
se ha recuperado totalmente del experimento anterior.

Artículo 48. En caso de que el proyecto de investiga-
ción involucre la realización de cirugías u otras activi-
dades, que les provoquen lesiones, dolor o problemas
de bienestar, estas deberán realizarse cumpliendo con
las condiciones establecidas en la práctica veterinaria,
así como mediante la aplicación previa de anestesia o
analgesia.

Si al finalizar del proyecto de investigación, se requie-
ra provocar la muerte del animal, este deberá perma-
necer inconsciente.

Artículo 49. Los animales utilizados en proyectos de
investigación que involucren el uso de substancias pe-
ligrosas, así como la administración de organismos in-
fecciosos o que, por las características de las substan-
cias u organismos empleados, impliquen un riesgo al

ser humano u otros animales, deberán ser debidamen-
te aislados. El protocolo de investigación deberá in-
cluir las medidas de bioseguridad necesarias, así como
un plan de contingencias para atender emergencias, de
conformidad con lo que establezcan las Normas Ofi-
ciales Mexicanas vigentes o demás disposiciones apli-
cables.

Artículo 50. Si durante el proyecto de investigación el
animal desarrolla signos de dolor y sufrimiento seve-
ro, se deberán tomar las medidas necesarias incluyen-
do, en su caso, la aplicación de la eutanasia, de con-
formidad con lo establecido en el Título Cuarto de la
presente Ley, las Normas Oficiales Mexicanas vigen-
tes o demás disposiciones aplicables.

Artículo 51. Una vez finalizado el proyecto de inves-
tigación, se deberá garantizar el bienestar de los ani-
males empleados de conformidad con lo establecido
en el Título Segundo de la presente Ley, las Normas
Oficiales Mexicanas vigentes o demás disposiciones
aplicables.

En caso de que el proyecto de investigación requiera la
muerte del animal, se le deberá aplicar la eutanasia, de
conformidad con lo establecido en el título cuarto de la
presente ley, las Normas Oficiales Mexicanas vigentes
o demás disposiciones aplicables.

En caso de que el animal, como consecuencia del pro-
yecto de investigación haya sufrido lesiones graves,
alguna incapacidad física o sufra dolor que no pueda
ser controlado con analgésicos, se le deberá aplicar la
eutanasia de conformidad con lo establecido en el títu-
lo cuarto de la presente ley, las Normas Oficiales Me-
xicanas vigentes o demás disposiciones aplicables.

Capítulo IV
Animales de trabajo 

Artículo 52. Las disposiciones del presente Capítulo
regulan el manejo de los animales domésticos y sil-
vestres adiestrados para realizar trabajos de terapia y
asistencia, guardia y protección, detección de drogas,
explosivos, bienes y productos agropecuarios, búsque-
da y rescate, cetrería o aves rapaces para control bio-
lógico, así como tiro, carga y monta.

Artículo 53. El adiestramiento de animales deberá re-
alizarse por entrenadores debidamente capacitados y
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que cuenten con la autorización emitida por las enti-
dades públicas o privadas competentes, de conformi-
dad con lo establecido en la presente Ley, su Regla-
mento, las Normas Oficiales Mexicanas vigentes y
demás disposiciones aplicables.

Artículo 54. Los animales no deberán trabajar por pe-
ríodos de tiempo que les causen dolor, sufrimiento, le-
sión, enfermedad o muerte, considerando en las jorna-
das de trabajo, periodos de descanso y alimentación de
conformidad con lo establecido en la presente Ley, su
Reglamento, las Normas Oficiales Mexicanas vigentes
y demás disposiciones aplicables.

Artículo 55. En el caso que, durante las sesiones de
adiestramiento o de trabajo el animal sufra una lesión
o se ponga en riesgo su salud, estas deberán suspen-
derse inmediatamente y ser atendido sin demora por
un Médico Veterinario Zootecnista. 

Artículo 56. Queda prohibido:

I. Administrar a los animales fármacos u otro tipo
de sustancias, para realizar adiestramiento o traba-
jo;

II. Privar de alimento o agua a un animal como par-
te del adiestramiento, manejo u otra actividad rela-
cionada con el trabajo que desempeñe;

III. El uso de animales vivos como señuelos u obje-
tivos de ataque durante el entrenamiento de anima-
les para guardia y protección;

IV. Utilizar hembras que se encuentren en estado
avanzado de gestación, así como équidos que no ha-
yan cumplido tres años de edad, en actividades de
tiro y carga;

V. Cargar, montar o uncir a un animal que presente
lesiones provocadas por monturas, aparejos o arne-
ses;

VI. Cargar, montar o uncir a équidos y mulas que
vayan a trabajar en superficies abrasivas sin herraje
o protección;

VII. Utilizar animales en condiciones físicas no ap-
tas, enfermos, lesionados o desnutridos, para reali-
zar cualquier tipo de trabajo;

VIII. Realizar el adiestramiento de animales para
guardia y protección en vía pública, parques y jar-
dines públicos, así como en áreas de uso común de
edificios, fraccionamientos, condominios y unida-
des habitacionales;

IX. Realizar el adiestramiento de animales median-
te castigos, incluyendo la utilización de instrumen-
tos o equipos que le puedan causar una lesión o que
comprometan su bienestar;

X. El uso de animales para guardia y protección en
planteles escolares;

XI. Someter a los animales a periodos de trabajo
que por su duración comprometan su salud y bien-
estar.

Artículo 57. Una vez concluida la vida útil de anima-
les adiestrados o utilizados para prestar servicios de
guardia y protección, queda prohibido su abandono,
venta o donación a particulares y se procurará que se-
an reubicados de manera definitiva con sus manejado-
res o en albergues que garanticen su bienestar y donde
no constituyan un riesgo para otros animales, para las
personas o el propio animal. 

Para el caso de animales adiestrados o utilizados para
prestar servicios para la detección de drogas, explosi-
vos y bienes y productos agropecuarios, queda prohi-
bido únicamente su abandono o venta y se procurará
que sean reubicados de manera definitiva con sus ma-
nejadores, dados en donación a particulares que de-
muestren al donador ser capaces de manejar y mante-
ner al ejemplar o en albergues que garanticen su
bienestar y donde no constituyan un riesgo para otros
animales, para las personas o el propio animal.

En caso de que la reubicación de los animales a que se
refieren los dos párrafos anteriores no sea posible, se
les deberá aplicar la muerte sin dolor de conformidad
con la presente Ley y las Normas Oficiales Mexica-
nas o demás disposiciones aplicables.

Capítulo V
Animales para deportes, espectáculos y exhibición

Sección I
Animales para deportes y espectáculos
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Artículo 58. Las disposiciones del presente Capítulo
se refieren a los animales usados en deportes y espec-
táculos, tales como, de manera enunciativa más no li-
mitativa, obras de teatro, ferias, carreras de caballos y
perros, equitación, polo, charrería, jaripeo, corridas de
toros, novilladas y festivales taurinos, peleas de gallos,
o aquellos utilizados en la industria de la televisión y
el cine.

Queda prohibido:

I. El uso de ejemplares de vida silvestre en circos, y

II. Organizar, inducir, realizar o provocar peleas de
perros y entre animales de cualquier especie con ex-
cepción de los gallos, que será facultad de las enti-
dades federativas su regulación.

Artículo 59. La utilización de animales en deportes y
espectáculos públicos serán reguladas dependiendo
del tipo de animal que participe:

I. La Federación, en el ámbito de su competencia,
emitirá las disposiciones correspondientes a efecto
de regular la utilización de animales silvestres en
deportes y espectáculos públicos.

II. Los Estados, en el ámbito de su competencia,
emitirán las disposiciones correspondientes a efec-
to de regular la utilización de animales domésticos
y de compañía en deportes y espectáculos públicos.

Cuando en algún espectáculo se ponga en riesgo la sa-
lud, integridad y vida de animales, se deberá garanti-
zar el bienestar de éstos en caso de que sobrevivan, o
bien; en caso de que las lesiones sean graves, provo-
carles la muerte lo más pronto posible. 

Artículo 60. En todos los casos en los que se realice
un evento deportivo o espectáculo que involucre la
participación o manejo de animales, se requerirá la
presencia de un médico veterinario.

Sección II
Animales para exhibición

Artículo 61. Las disposiciones de la presente sección
aplican a todos los establecimientos en donde se man-
tengan animales para su exhibición, como zoológicos,
aviarios, herpetarios, acuarios, delfinarios, granjas di-

dácticas o cualquier otro tipo de colección de animales
pública o privada.

Los responsables de dichos establecimientos deberán
garantizar el bienestar de los animales en exhibición
de conformidad con lo establecido en el título segun-
do de la presente ley.

Artículo 62. Los responsables de los animales que se
encuentren en exhibición, deberán procurar que exista
una distancia entre los animales y el público, que les
permita seguridad a los asistentes y a los animales. 

Los responsables del cuidado de los animales deberán
colocar señalamientos de advertencia al público ade-
más de barreras físicas que impidan al público sortear
la distancia entre el punto de observación y el borde
del sitio de confinamiento del animal. 

Artículo 63. Los lugares e instalaciones destinados
para exhibición de animales, deberán estar diseñados y
construidos de acuerdo a las necesidades de las espe-
cies exhibidas. Así también, deberán contar con insta-
laciones que permitan su atención veterinaria y con-
tención individual.

Artículo 64. El responsable de los animales en exhibi-
ción deberá asegurar que existan medidas de precau-
ción para proteger a los animales y al público en caso
de cualquier accidente o desastre producido por fenó-
menos naturales o antropogénicos.

Artículo 65. El responsable de los animales en exhibi-
ción, deberá implementar un programa de medicina
preventiva que incluya un subprograma de enriqueci-
miento ambiental y de comportamiento en todos los
animales de la colección, bajo la supervisión de un
médico veterinario.

Artículo 66. El personal a cargo del manejo y mante-
nimiento de los animales en exhibición deberá ser ca-
pacitado en el manejo y los requerimientos de la espe-
cie bajo su cuidado.

Artículo 67. Los establecimientos que mantengan ani-
males silvestres en exhibición deberán contar con un
programa de educación al público sobre la responsabi-
lidad y los riesgos potenciales de mantener a estos ani-
males en cautiverio, así como la situación y estatus de
la especie.
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Artículo 68. Queda prohibida la exhibición de anima-
les silvestres en cualquier lugar o establecimiento que
no cumpla con lo establecido en el Título Segundo de
la presente Ley y que no tenga los permisos corres-
pondientes establecidos en la Ley para realizar una
función de educación ambiental o de conservación.

Artículo 69. Las actividades de turismo que se reali-
cen en el hábitat de animales silvestres, deberán reali-
zarse de conformidad con las Normas Oficiales Mexi-
canas o demás disposiciones aplicables que emita la
Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales,
a fin de garantizar el bienestar de las especies y la con-
servación de su hábitat.

Título Cuarto
Matanza y eutanasia de los animales

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 70. Las disposiciones del presente capítulo
regulan exclusivamente la matanza y eutanasia de los
animales domésticos de producción y consumo, de tra-
bajo, para deporte, de compañía, de enseñanza e in-
vestigación y silvestres, incluyendo la sujeción, atur-
dimiento y muerte.

Artículo 71. El personal que intervenga en la matanza
o eutanasia de animales, deberá estar en constante ca-
pacitación sobre bienestar animal y la utilización y
aplicación de diversas técnicas y procedimientos, de
conformidad con lo establecido en esta ley, las Normas
Oficiales Mexicanas o demás disposiciones aplicables.

Artículo 72. La eutanasia de un animal silvestre en
cautiverio o doméstico, no destinado al consumo hu-
mano, sólo podrá realizarse en razón del dolor o sufri-
miento que le cause una lesión, enfermedades graves,
incurables o en fase terminal, o incapacidad física que
comprometa su bienestar, con excepción de aquellos
animales que, en una situación de emergencia, puedan
representar un riesgo para la seguridad de las personas
o de los animales, la sanidad animal, y la salud públi-
ca.

Artículo 73. La Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural y la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, en sus ámbitos de competencia, determina-
rán en las Normas Oficiales Mexicanas o demás dis-

posiciones aplicables, los métodos y procedimientos a
los que hace referencia este título.

Artículo 74. Se podrá provocar la muerte de animales
como medida para el combate de epidemias, así como
en el caso de contingencias ambientales y emergencias
ecológicas, siempre y cuando el método empleado
cumpla con los requisitos que establece la presente ley
y de conformidad con lo establecido en la Ley Federal
de Sanidad Animal, las Normas Oficiales Mexicanas o
demás disposiciones aplicables.

Artículo 75. Los centros de prevención y control de
zoonosis establecerán las medidas para el control sani-
tario de animales que deambulen libremente en la vía
pública de zonas urbanas, de conformidad con lo esta-
blecido en la presente Ley, las Normas Oficiales Me-
xicanas y demás disposiciones aplicables.

Cuando la medida de control sea provocar la muerte
de los animales, está se realizará sin sufrimiento ni do-
lor de conformidad con lo establecido en la presente
Ley, las Normas Oficiales Mexicanas o demás dispo-
siciones aplicables.

Artículo 76. Queda prohibido:

I. Provocar la muerte de animales por envenena-
miento, el uso de ácidos corrosivos, drogas curari-
formes, paralizantes musculares, asfixia, por golpes
o por cualquier otro procedimiento que les cause
sufrimiento, dolor, ansiedad o que prolongue su
agonía. Los únicos métodos de eutanasia o matanza
que se pueden aplicar, son los determinados en esta
Ley u otros que autoricen las Secretarías. Se excep-
túa de lo anterior el control y combate de plagas
mediante uso de sustancias determinadas y autori-
zadas para dicho fin;

II. Introducir animales vivos en líquidos hirviendo
o muy calientes; 

III. Desollar animales vivos; 

IV. Matar animales en la vía pública, salvo que exis-
ta un riesgo para la integridad de las personas, así
como para evitar que se prolongue la agonía del ani-
mal cuando no sea posible su traslado inmediato a
un lugar más adecuado;
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V. Provocar la muerte de hembras en el último ter-
cio de gestación, salvo en los casos que esté en pe-
ligro su bienestar o que se trate de medidas de con-
trol animal; 

VI. La presencia de menores de edad en los rastros,
centros de prevención y control de zoonosis y en to-
do acto de matanza de animales de producción.

Capítulo II
Matanza de animales de producción

Artículo 77. La matanza de animales de producción
únicamente se podrá realizar en locales e instalaciones
adecuados y específicamente diseñados para tal efec-
to, que cumplan con las disposiciones o Normas Ofi-
ciales Mexicanas que emitan la Secretaría de Salud, la
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural o la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en
el ámbito de sus respectivas atribuciones.

Artículo 78. Todo rastro, local e instalación en donde
se realice la matanza de animales de producción, de-
berá contar con un Médico Veterinario, quien estará a
cargo de los procesos operativos del rastro, así como
del cumplimiento de lo dispuesto en el presente Títu-
lo, las Normas Oficiales Mexicanas y demás disposi-
ciones aplicables.

Artículo 79. Los rastros y demás establecimientos de-
dicados al procesamiento de bienes de origen animal
para consumo humano, deberán contar con equipo e
instalaciones de desembarque, rampas, pasillos, corra-
les, cajón de aturdimiento y área de desangrado, dise-
ñados para cada especie, considerando sus caracterís-
ticas de comportamiento, tamaño y peso, a efecto de
que se pueda aturdir y dar muerte al animal de forma
rápida y eficaz, sin dolor o sufrimiento.

Los rastros o demás establecimientos dedicados al
procesamiento de bienes de origen animal para consu-
mo humano, deberán contar con equipos de aturdi-
miento de repuesto adecuados para casos de urgencia. 

Artículo 80. Los corrales de estabulación deberán
cumplir con lo señalado en el título segundo de la pre-
sente ley, las Normas Oficiales Mexicanas o demás
disposiciones aplicables.

Artículo 81. El Médico Veterinario deberá inspeccio-
nar la condición física, estado de salud y de bienestar
de los animales a su llegada al rastro.

Artículo 82. La matanza de los animales deberá ha-
cerse previo aturdimiento, de manera tal que no se les
cause estrés, dolor y sufrimiento. El estado de incons-
ciencia que provoque el aturdimiento deberá ser conti-
nuo hasta la muerte del animal, de conformidad con lo
establecido en esta ley, las Normas Oficiales Mexica-
nas y demás disposiciones aplicables. 

Los animales no deberán ser introducidos en el cajón
de aturdimiento sino hasta que la persona encargada
de provocar el aturdimiento esté preparada para efec-
tuarlo y el cajón de aturdimiento deberá inmovilizar de
forma efectiva a los animales.

La efectividad del método de aturdimiento deberá ser
evaluada por personal capacitado para tal fin.

Artículo 83. Los animales que durante el transporte
hayan sufrido lesiones graves, alguna incapacidad físi-
ca o sufran dolor excesivo, a su llegada al rastro debe-
rán ser conducidos inmediatamente al cajón de aturdi-
miento y aplicar la muerte.

A los animales fracturados de alguna extremidad o que
no puedan andar se les aplicará la eutanasia en el lugar
en donde se encuentren, informando de este hecho al
médico veterinario al llegar al destino.

Artículo 84. Las disposiciones del presente capítulo
no serán aplicables a los animales de producción acuá-
ticos.

Capítulo III
Eutanasia de los animales

Artículo 85. Únicamente se podrá realizar la eutanasia
de animales en los siguientes casos:

I. Cuando el animal padezca una enfermedad incu-
rable o se encuentre en fase terminal, que presente
lesiones que comprometan su bienestar, alguna in-
capacidad física o sufra de dolor que no pueda ser
controlado;

II. Para el caso de animales adiestrados o utilizados
para prestar servicios para la detección de drogas,
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explosivos, bienes y productos agropecuarios bajo
las condiciones del artículo 57 de la presente ley;

III. Cuando se encuentren en centros de prevención
y control de zoonosis y el número de animales ex-
ceda la capacidad de operación de aquellos, com-
prometiendo el bienestar y la salud del propio ani-
mal y los demás ejemplares atendiendo a las
regulaciones municipales aplicables;

IV. Cuando medie orden de una autoridad ministe-
rial o jurisdiccional;

V. Por petición expresa del propietario, encargado o
poseedor del animal y se cumpla con lo dispuesto
en la fracción I del presente artículo. 

Para aplicar la eutanasia de animales se requerirá de la
opinión de un Médico Veterinario, salvo en el caso se-
ñalado en la fracción IV.

Artículo 86. Los propietarios o encargados de estable-
cimientos, lugares e instalaciones en donde haya ani-
males, tienen la obligación de aplicar la eutanasia de
conformidad con lo establecido en la fracción I del ar-
tículo 85 de la presente ley.

Título Quinto
Reconocimiento Nacional de Bienestar Animal

Artículo 87. Se establece el Reconocimiento Nacional
de Bienestar Animal, el cual tiene por objeto, recono-
cer anualmente el esfuerzo de quienes se hayan desta-
cado por fomentar y promover el bienestar de anima-
les domésticos y silvestres.

Dicho Reconocimiento será otorgado de manera con-
junta por la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral y la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales.

Artículo 88. El procedimiento para la selección de
los ganadores del Reconocimiento Nacional de Bien-
estar Animal, se establecerá en el reglamento de la
presente ley que al efecto emita el titular del Poder
Ejecutivo.

Título Sexto
De la participación ciudadana 

y la denuncia ciudadana

Capítulo I
Participación Ciudadana

Artículo 89. La federación, las entidades federativas,
los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México,
incentivarán la participación ciudadana mediante la
celebración de convenios de concertación con las or-
ganizaciones de la sociedad civil legalmente constitui-
das, eventos u otras acciones que difundan entre las
comunidades los principios de la presente ley.

Las organizaciones de la sociedad civil declararán an-
te la autoridad sus limitantes en su ejercicio. 

Artículo 90. Las dependencias de la administración
pública federal encargadas de la aplicación de la pre-
sente ley, promoverán que al seno de los Consejos
Consultivos existentes en cada una de ellas, se dé se-
guimiento a la política de bienestar animal. Asimismo,
dichos órganos podrán emitir las opiniones y observa-
ciones que estimen pertinentes.

Capítulo II
Denuncia Ciudadana

Artículo 91. Toda persona, grupo social, organización
no gubernamental, asociación y sociedad podrá de-
nunciar ante las autoridades administrativas compe-
tentes todo hecho, acto u omisión que pueda constituir
infracción a las disposiciones de la presente Ley o que
pueda afectar el bienestar de animales.

Artículo 92. La denuncia ciudadana se substanciará
de conformidad con lo establecido en el presente capí-
tulo, así como en el título séptimo de la presente ley.

Artículo 93. La parte denunciante podrá coadyuvar
con la autoridad en los procedimientos mediante la
aportación de pruebas, presentación de alegatos e in-
cluso impugnar la resolución que la autoridad admi-
nistrativa emita.

Artículo 94. La denuncia ciudadana podrá presentarse
verbalmente o por escrito. El servidor público que la
reciba levantará acta circunstanciada, y el denunciante
deberá presentarse ante la autoridad para ratificarla en
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un término de tres días hábiles siguientes a la formu-
lación de la denuncia, sin perjuicio de que la autoridad
administrativa investigue de oficio los hechos consti-
tutivos de la denuncia.

Si el denunciante solicita a la autoridad administrativa
guardar anonimato ante el denunciado, respecto de su
identidad, por razones de seguridad e interés particu-
lar, esta llevará a cabo el seguimiento de la denuncia
conforme a las atribuciones que la presente ley y de-
más disposiciones jurídicas aplicables le otorgan, no
obstante, los datos del denunciante quedarán registra-
dos ante la autoridad correspondiente y sin perjuicio
de los derechos de la parte denunciada.

Artículo 95. La autoridad administrativa, una vez re-
cibida la denuncia, acusará recibo de su recepción, le
asignará un número de expediente y la registrará.

En caso de recibirse dos o más denuncias por los mis-
mos hechos, actos u omisiones, se acordará la integra-
ción en un solo expediente, debiéndose notificar a los
denunciantes el acuerdo respectivo.

Una vez registrada la denuncia, la autoridad adminis-
trativa dentro de los 10 días hábiles siguientes a su
presentación, notificará al denunciante el trámite que
se le ha dado a la misma.

En el caso de que la denuncia sea presentada ante una
autoridad incompetente, esta acusará de recibo al de-
nunciante y la turnará a la autoridad competente para
su trámite y resolución, notificándole de tal hecho al
denunciante.

Artículo 96. Una vez admitida la denuncia, la autori-
dad administrativa llevará a cabo la identificación del
denunciante, y hará del conocimiento la denuncia a la
persona o personas, o a las autoridades a quienes se
imputen los hechos denunciados o a quienes pueda
afectar el resultado de la acción emprendida, a fin de
que presenten los documentos y pruebas que a su de-
recho convenga en un plazo máximo de 15 días hábi-
les, a partir de la notificación respectiva.

La autoridad administrativa efectuará las diligencias
necesarias con el propósito de determinar la existencia
de actos, hechos u omisiones constitutivos de la de-
nuncia y dará inicio a los procedimientos de inspec-
ción y vigilancia, notificando al denunciante la inicia-

ción del procedimiento y de su derecho de participar
como coadyuvante en los términos del Título Séptimo
de la presente ley.

Los procedimientos administrativos instaurados con
motivo de una denuncia ciudadana sólo podrán darse
por concluidos por:

I. Desistimiento del denunciante;

II. Resolución expresa que decida todas las cuestio-
nes planteadas tanto en la denuncia como en las de-
fensas de los denunciados, así como las que se deri-
ven de los actos de inspección y vigilancia;

III. Declaración de caducidad en los términos de la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo; y

IV. Las demás que establezca el artículo 57 de la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 97. La formulación de la denuncia ciudada-
na, así como lo acuerdos, resoluciones y recomenda-
ciones que emita la autoridad administrativa, no afec-
tarán el ejercicio de otros derechos o medios de
defensa que pudieran corresponder a los afectados
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, no
suspenderán ni interrumpirán sus plazos preclusivos,
de prescripción o de caducidad. Esta circunstancia de-
berá señalarse a los interesados en el acuerdo de ad-
misión de la instancia.

Artículo 98. Las leyes de las entidades federativas es-
tablecerán el procedimiento para la atención de la de-
nuncia ciudadana cuando se trate de actos, hechos u
omisiones que puedan afectar el bienestar de animales
domésticos en las materias de su competencia por vio-
laciones a su legislación local.

Artículo 99. La autoridad administrativa podrá solici-
tar a las instituciones académicas, centros de investi-
gación y organismos del sector público, social y priva-
do, la elaboración de estudios, dictámenes o peritajes
sobre cuestiones planteadas en las denuncias que le se-
an presentadas.
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Título Séptimo
De la inspección y vigilancia, medidas 

de seguridad, sanciones administrativas y 
recursos administrativos

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 100. Las disposiciones de este capítulo se
aplicarán en la realización de actos de inspección y vi-
gilancia, ejecución de medidas de seguridad, determi-
nación de infracciones administrativas, procedimien-
tos y recursos administrativos, cuando se trate de
asuntos de competencia federal regulados por esta
Ley, salvo que otras leyes regulen en forma específica
dichas cuestiones, en relación con las materias de que
trata este propio ordenamiento.

En las materias anteriormente señaladas, se aplicarán
supletoriamente las disposiciones de la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo, la Ley Federal de Sani-
dad Animal, la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente y la Ley General de Salud.

Tratándose de materias referidas en esta Ley que se
encuentran reguladas por leyes especiales, el presente
ordenamiento será de aplicación supletoria por lo que
se refiere a los procedimientos de inspección y vigi-
lancia.

Artículo 101. Las entidades federativas determinarán,
en los términos de sus respectivas leyes, las infraccio-
nes, sanciones, procedimientos y recursos cuando se
trate de asuntos de su competencia.

Capítulo II
Inspección y Vigilancia

Artículo 102. La Secretaría de Agricultura y Desarro-
llo Rural realizará los actos de inspección y vigilancia
del cumplimiento de las Normas Oficiales Mexicanas
o demás disposiciones contenidas en el presente orde-
namiento, así como de las que del mismo se deriven,
con relación al bienestar de los animales de produc-
ción, exceptuando los animales de vida silvestre, y los
animales para investigación y enseñanza. 

La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les realizará los actos de inspección y vigilancia del
cumplimiento de las disposiciones contenidas en el

presente ordenamiento, así como de las que del mismo
se deriven, con relación al bienestar de animales sil-
vestres.

Capítulo III
Medidas de seguridad

Artículo 103. Cuando existan o se estén llevando a ca-
bo actividades, prácticas, hechos u omisiones, o exis-
tan condiciones que pongan en riesgo el bienestar y la
salud de un animal, la autoridad administrativa, de ma-
nera fundada y motivada, podrá ordenar alguna o al-
gunas de las siguientes medidas de seguridad:

I. La clausura temporal, parcial o total de las insta-
laciones que alberguen animales domésticos de
compañía en donde se desarrollen las actividades
que den lugar a los supuestos a que se refiere el pri-
mer párrafo de este artículo;

II. El aseguramiento precautorio de animales do-
mésticos de compañía cuya salud y bienestar esté
en peligro. En este caso, la autoridad administrativa
podrá designar un depositario que garantice el bien-
estar del animal de conformidad con lo establecido
en la presente Ley. Podrán ser designados como de-
positarios aquellas personas físicas o morales que
operen establecimientos destinados al manteni-
miento y cuidado animales, así como organizacio-
nes de la sociedad civil que presenten la solicitud
como depositarios, siempre y cuando cumplan con
las disposiciones establecidas en la presente Ley.

El presunto infractor será responsable por los gastos
en que incurra el depositario en el mantenimiento del
animal.

Asimismo, la autoridad administrativa podrá promo-
ver ante la autoridad competente, la ejecución de algu-
na o algunas de las medidas de seguridad que se esta-
blezcan en otros ordenamientos.

Artículo 104. Cuando la autoridad administrativa or-
dene alguna de las medidas de seguridad previstas en
esta Ley, indicará al interesado las acciones que debe-
rá llevar a cabo para subsanar las irregularidades que
motivaron la imposición de dichas medidas, así como
los plazos para su realización, a fin de que una vez
cumplidas éstas, se ordene el retiro de la medida de se-
guridad impuesta.
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Capítulo IV
Sanciones Administrativas

Artículo 105. Es responsable de las faltas previstas en
esta ley cualquier persona que participe en la ejecu-
ción de las mismas o induzca directa o indirectamente
a cometerlas.

Artículo 106. Las violaciones a los preceptos de esta
ley, sus reglamentos, las Normas Oficiales Mexicanas
y demás disposiciones que de ella emanen serán san-
cionadas administrativamente por la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales o por la Secretaría
de Agricultura y Desarrollo Rural, según corresponda,
con una o más de las siguientes sanciones:

I. La violación a las disposiciones contenidas en los
artículos 10, 11, 16, 17, 62, 63, 64, 65, 66 y con:

a) Amonestación escrita;

b) Multa por el equivalente de uno a mil Unida-
des de Medida de Actualización, al momento de
imponer la sanción;

c) Arresto administrativo hasta por 36 horas; y

d) El decomiso de animales domésticos de com-
pañía, silvestres, de trabajo y de investigación y
enseñanza, directamente relacionados con la in-
fracción. 

II. La violación a las disposiciones contenidas en
los artículos 12, 13, 19, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27,
28, 29, 30, 31, 32, 33, 35, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44,
45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 54, 55, 68, 70, 71, 72,
76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85 y 86 con: 

a) Amonestación escrita.

b) Multa por el equivalente de quinientos a dos
mil Unidades de Medida y Actualización al mo-
mento de imponer la sanción;

c) Clausura temporal o definitiva, total o parcial;
de establecimientos que tengan domésticos de
compañía, de trabajo y de investigación y ense-
ñanza,

d) Arresto administrativo hasta por 36 horas;

e) El decomiso de los instrumentos y animales
domésticos de compañía, silvestres, de trabajo y
de investigación y enseñanza, directamente rela-
cionados con infracciones;

f) La suspensión o revocación de las concesio-
nes, licencias, permisos o autorizaciones corres-
pondientes a quienes poseen animales domésti-
cos de compañía, silvestres, de trabajo y de
investigación y enseñanza.

Las sanciones anteriormente señaladas podrán impo-
nerse de manera simultánea.

Si la o las infracciones subsisten una vez vencido el
plazo concedido por la autoridad para subsanarlas, po-
drán imponerse multas por cada día que transcurra sin
obedecer el mandato, sin que el total de las multas ex-
ceda del monto máximo permitido por este artículo.

En el caso de reincidencia, el monto de la multa podrá
ser hasta por el doble de la sanción pecuniaria corres-
pondiente.

Artículo 107. La autoridad administrativa desechará
las denuncias, promociones y recursos que no cuenten
con elementos de tiempo, modo, lugar y pruebas.

Artículo 108. Cuando la autoridad administrativa de-
termine que una denuncia se formuló sólo con el pro-
pósito de perjudicar o afectar al denunciado, deberá
imponer al denunciante las sanciones señaladas en los
incisos a) y b) de la fracción I del artículo 106 de esta
Ley, así como la obligación de cubrir los gastos y cos-
tas del procedimiento. 

Artículo 109. Cuando alguna persona por evidente
atraso cultural, aislamiento social, extrema necesidad
económica o que por la estricta necesidad de satisfacer
sus necesidades personales o familiares del momento,
cometa alguna infracción a las disposiciones de la pre-
sente ley, la autoridad competente que conozca del ca-
so, tomando en cuenta las condiciones del infractor y
por una sola ocasión podrá imponer la sanción seña-
lada en el incisos a) y conmutar la establecida en el in-
ciso b) de la fracción I del artículo 106, por trabajo en
favor de la comunidad o el bienestar animal.

Artículo 110. Cuando la gravedad de la infracción lo
amerite, la autoridad, solicitará a quien los hubiere
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otorgado, la suspensión, revocación o cancelación de
la concesión, permiso, licencia y en general de toda
autorización otorgada para la realización de las activi-
dades comerciales, industriales o de servicios, o para
el aprovechamiento de los animales que haya dado lu-
gar a la infracción.

Artículo 111. Para la imposición de las sanciones por
infracciones a esta Ley, se tomará en cuenta:

I. La gravedad de la infracción;

II. Las condiciones económicas del infractor;

III. La reincidencia, si la hubiere;

IV. El carácter intencional o negligente de la acción
u omisión constitutiva de la infracción,

V. El beneficio directamente obtenido por el infrac-
tor por los actos que motiven la sanción.

En el caso en que el infractor realice las medidas co-
rrectivas o de urgente aplicación o subsane las irregu-
laridades en que hubiere incurrido, previamente a que
la autoridad administrativa imponga una sanción, di-
cha autoridad deberá considerar tal situación como
atenuante de la infracción cometida.

Artículo 112. Cuando proceda como sanción el decomi-
so o la clausura temporal o definitiva, total o parcial, el
personal comisionado para ejecutarla procederá a levan-
tar acta detallada de la diligencia, observando las dispo-
siciones aplicables a la realización de inspecciones.

En los casos en que se imponga como sanción la clau-
sura temporal, la autoridad administrativa deberá indi-
car al infractor las medidas correctivas y acciones que
debe llevar a cabo para subsanar las irregularidades
que motivaron dicha sanción, así como los plazos pa-
ra su realización.

La autoridad administrativa y el personal comisionado
para ejecutar el decomiso o la clausura temporal o de-
finitiva, total o parcial, deberán salvaguardar el bien-
estar de los animales involucrados de conformidad con
lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 113. La autoridad administrativa podrá dar a
los bienes decomisados los siguientes destinos: 

I. Venta a través de invitación a cuando menos tres
compradores, en aquellos casos en que el valor de
lo decomisado no exceda de 5,000 mil veces la Uni-
dad de Medida y Actualización al momento de im-
poner la sanción. Si dichos invitados no compare-
cen el día señalado para la venta o sus precios no
fueren aceptados, la autoridad podrá proceder a su
venta directa con excepción de animales silvestres;

II. Remate en subasta pública cuando el valor de lo
decomisado exceda de 5,000 veces la Unidad de
Medida y Actualización al momento de imponer la
sanción, con excepción de animales silvestres;

III. Donación a organismos públicos o privados, in-
cluso organizaciones de la sociedad civil, según la
naturaleza del bien decomisado y de acuerdo con
las funciones y actividades que realice el donatario,
siempre y cuando no sean lucrativas y de conformi-
dad con las Normas Oficiales Mexicanas y demás
disposiciones aplicables.

Tratándose de animales silvestres, éstos podrán ser en-
tregados en forma voluntaria o por decomisos por par-
te de la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente y la Fiscalía General de la República a los
Centros para la conservación de la Vida Silvestre.

Asimismo, la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales determinará la entrega de estos ejempla-
res de vida silvestre a los espacios registrados como
Unidades de Manejo para la Conservación de Vida Sil-
vestre, Predios o Instalaciones que Manejan Vida Sil-
vestre de Forma Confinada, Fuera de Hábitat Natural
o a Colecciones Privadas que cuenten con un plan de
manejo aprobado por la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales para la especie en cuestión.

Cuando los animales decomisados procedan de un bio-
terio debidamente registrado ante la Secretaría de
Agricultura y Desarrollo Rural, éstos podrán ser dona-
dos a instituciones públicas de investigación o ense-
ñanza superior, zoológicos, aviarios, herpetarios,
acuarios, delfinarios o cualquier otro tipo de colección
especializada u organizaciones de la sociedad civil pa-
ra su retiro, siempre que éstas garanticen la existencia
de condiciones adecuadas para su bienestar de confor-
midad con lo establecido en la presente ley y las Nor-
mas Oficiales Mexicanas y demás disposiciones apli-
cables. En caso contrario, se procederá a la eutanasia
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de conformidad con lo establecido en el título cuarto
de la presente ley.

No podrán ser sujetos de venta aquellos animales que
se encuentren enfermos o lesionados. Dichos animales
podrán ser donados a zoológicos, aviarios, herpetarios,
acuarios, delfinarios o cualquier otro tipo de colección
especializada u organizaciones de la sociedad civil, re-
fugios, albergues o asilos o, en caso de que no exista
posibilidad de reubicarlos se les aplicará la eutanasia
de conformidad con lo dispuesto en el título cuarto de
la presente ley. 

Capítulo V
Recurso de Revisión

Artículo 114. Las resoluciones definitivas dictadas en
los procedimientos administrativos con motivo de la
aplicación de esta ley, sus reglamentos y disposiciones
que de ella emanen, podrán ser impugnadas por los
afectados, mediante el recurso de revisión, dentro de
los quince días hábiles siguientes a la fecha de su no-
tificación, o ante las instancias jurisdiccionales com-
petentes.

El recurso de revisión se interpondrá directamente an-
te la autoridad que emitió la resolución impugnada, la
que, en su caso, acordará su admisión y el otorga-
miento o denegación de la suspensión del acto recurri-
do, turnando el recurso a su superior jerárquico para su
resolución definitiva.

Artículo 115. Por lo que se refiere al trámite relativo a
la sustanciación del recurso de revisión a que se refie-
re el artículo anterior, se estará a lo dispuesto por la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 116. Tratándose de actos u omisiones que
contravengan las disposiciones de esta ley, cualquier
persona física o moral tendrá derecho e interés jurídi-
co para impugnar los actos administrativos correspon-
dientes, así como a exigir que se lleven a cabo las ac-
ciones necesarias para que sean observadas las
disposiciones jurídicas aplicables. Para tal efecto, de-
berán interponer el recurso administrativo de revisión
a que se refiere este capítulo.

Artículo 117. En caso de que se expidan licencias,
permisos, autorizaciones o concesiones contravinien-
do esta ley, serán nulas y no producirán efecto legal al-

guno, y los servidores públicos responsables serán
sancionados conforme a lo dispuesto en la legislación
en la materia. Dicha nulidad podrá ser exigida por me-
dio del recurso a que se refiere el presente capítulo.

Segundo: Se reforman los artículos 1, 4, 19, el primer
párrafo y las fracciones I y II del artículo 20, el primer
párrafo del artículo 21, 22, 23, 174; se deroga el se-
gundo párrafo del artículo 21, todos de la Ley Federal
de Sanidad Animal, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley es de observancia general
en todo el territorio nacional y tiene por objeto fijar las
bases para: el diagnóstico, prevención, control y erra-
dicación de las enfermedades y plagas que afectan a
los animales de producción y consumo; procurar el
bienestar de los animales de producción y consumo;
regular las buenas prácticas pecuarias aplicables en la
producción primaria, en los establecimientos dedica-
dos al procesamiento de bienes de origen animal para
consumo humano, tales como rastros y unidades de sa-
crificio y en los establecimientos Tipo Inspección Fe-
deral; fomentar la certificación en establecimientos
dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de
bienes de origen animal para consumo humano, coor-
dinadamente con la Secretaría de Salud de acuerdo al
ámbito de competencia de cada secretaría; regular los
establecimientos, productos y el desarrollo de activi-
dades de sanidad animal y prestación de servicios ve-
terinarios; regular los productos químicos, farmacéuti-
cos, biológicos y alimenticios para uso en animales o
consumo por éstos. Sus disposiciones son de orden pú-
blico e interés social.

Artículo 4. ...

...

Bienestar animal: es el estado físico y mental de un
animal en relación con las condiciones en las que
vive y muere. Un animal está en buenas condiciones
si su calidad de vida cumple con las cinco libertades
que establece la OIE como directrices para el bien-
estar, lo cual incluye estar sano, cómodo, bien ali-
mentado, hidratado y seguro.

...

Artículo 19. La Secretaría de conformidad con lo es-
tablecido en la Ley General de Bienestar Animal y
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la presente ley, establecerá mediante disposiciones de
sanidad animal, las características y especificaciones
que deberán observarse para procurar el bienestar que
todo propietario o poseedor de animales debe propor-
cionarles, a fin de que los inmunice contra las enfer-
medades y plagas transmisibles que los afecten y les
proporcione la alimentación, higiene, transporte y al-
bergue y en su caso entrenamiento apropiados confor-
me a las características de cada especie animal, con el
objeto de evitar su estrés y asegurar su vida y su salud.

Artículo 20. La Secretaría en términos de esta ley, la
Ley General de Bienestar Animal y los Reglamen-
tos de ambas, emitirá las Normas Oficiales Mexica-
nas y las demás disposiciones aplicables que definirán
los criterios, especificaciones, condiciones y procedi-
mientos para salvaguardar el bienestar de los animales
conforme a su finalidad. Para la formulación de esos
ordenamientos se tomarán en cuenta, entre otros, los
siguientes principios básicos.

I. Que exista una relación entre la salud de los ani-
males y su bienestar. Que el bienestar de los anima-
les requiere de proporcionarles alimentos y agua su-
ficientes y con las características nutritivas
adecuadas a su especie, edad y estado fisiológico;
evitarles temor, angustia, molestias, dolor y lesio-
nes innecesarios; mantenerlos libres de enfermeda-
des y plagas, y permitirles manifestar su comporta-
miento natural.

II. La utilización de animales para actividades de
investigación y educación, que les imponga proce-
dimientos que afecten su salud y bienestar, observa-
rá las disposiciones y principios establecidos en
la Ley General de Bienestar Animal;

III. a V. ...

Artículo 21. Los propietarios o poseedores de anima-
les domésticos o silvestres en cautiverio, deberán ase-
gurar su bienestar de conformidad con las disposi-
ciones de la presente ley, la Ley General de
Bienestar Animal, las Normas Oficiales Mexicanas
y demás disposiciones aplicables.

(Se deroga)

Artículo 22. La secretaría, de conformidad con lo es-
tablecido en la Ley General de Bienestar Animal,

determinará mediante Normas Oficiales Mexicanas
o demás disposiciones aplicables los criterios y re-
quisitos que deberán observarse para el manejo y
transporte de animales vivos, para procurar su bienes-
tar, por lo que no entrañará maltrato, fatiga, inseguri-
dad, condiciones no higiénicas, bebida o alimento,
evitando el traslado de largas distancias sin periodos
de descanso

Artículo 23. La eutanasia de cualquier animal no des-
tinado al consumo humano, sólo estará justificado si su
bienestar está comprometido por el sufrimiento que le
cause un accidente, enfermedad, incapacidad física o
trastornos seniles, de conformidad con lo establecido
en la Ley General de Bienestar Animal, previo dicta-
men de un médico veterinario, con excepción de aque-
llas especies animales que por cualquier causa, la Se-
cretaría o las Secretarías de Salud o Medio Ambiente y
Recursos Naturales, determinen como una amenaza pa-
ra la salud animal o humana o para el medio ambiente.

La matanza de animales de producción se realizará
conforme a las técnicas que determine la Secretaría, en
los términos de la Ley General de Bienestar Ani-
mal, la presente ley, las Normas Oficiales Mexica-
nas o demás disposiciones aplicables.

Las disposiciones de sanidad animal establecerán las
medidas, condiciones y procedimientos necesarios pa-
ra el aturdimiento y muerte de animales.

Artículo 174. Al que ordene el suministro o suminis-
tre a animales de producción alguna sustancia o ali-
mento prohibidos a los que hace alusión esta Ley y de-
más disposiciones de salud animal, será sancionado
con tres a siete años de prisión y de diez mil a cin-
cuenta mil días de salario mínimo de multa.

Tercero:Se reforman el primer y último párrafos y se
derogan el segundo párrafo y las fracciones I a V, to-
dos del artículo 87 Bis 2 de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente, para que-
dar como sigue:

Artículo 87 Bis 2. El gobierno federal, las entidades
federativas, los municipios y las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus
respectivas competencias, ejercerán sus atribuciones
en materia de bienestar animal de conformidad con
la ley respectiva.
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Se deroga

I. a V. Se derogan

...

Corresponde al gobierno federal expedir las Normas
Oficiales Mexicanas o demás disposiciones aplica-
bles en materia de bienestar animal, de conformi-
dad con lo establecido en la Ley General de Bienes-
tar Animal y esta Ley, que incluyan condiciones de
captura, cautiverio, comercialización, cuarentena, en-
trenamiento, exhibición, explotación, manutención,
transporte, alimentación, matanza y eutanasia de los
animales, así como vigilar su cumplimiento.

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción XIX del artí-
culo 9o.; la fracción V del artículo 11, el artículo 27; la
denominación del capítulo V, los artículos 29, 31, 32,
34, 35, 36, 37, el inciso a) del artículo 44; el inciso i)
del artículo 78 Bis, el inciso c) del artículo 118, la frac-
ción VII del artículo 119, la fracción XXIII del artícu-
lo 122; se adiciona la fracción III, recorriéndose la nu-
meración de las subsecuentes del artículo 3o., y se
deroga la actual fracción XLVII del artículo 3o., todos
de la Ley General de Vida Silvestre, para quedar como
sigue:

Artículo 3o. ...

I. a II. ...

III. Bienestar animal: es el estado físico y mental
de un animal en relación con las condiciones en
las que vive y muere. Un animal está en buenas
condiciones si su calidad de vida cumple con las
cinco libertades que establece la OIE como di-
rectrices para el bienestar, lo cual incluye estar
sano, cómodo, bien alimentado, hidratado y se-
guro.

IV. a XLVI. ...

XLVII. Se deroga

XLVIII. y XLIX. ...

Artículo 9o. ...

I. a XVIII. ....

XIX. La atención y promoción de los asuntos rela-
tivos al bienestar animal de la fauna silvestre.

Artículo 11. ...

I. a IV. ...

V. Promover y aplicar las medidas relativas al bien-
estar animal de la fauna silvestre;

VI. a X. ...

...

...

...

Artículo 27. El manejo de ejemplares y poblaciones
exóticos sólo se podrá llevar a cabo en condiciones de
confinamiento que garanticen la seguridad de la socie-
dad civil y el bienestar de los ejemplares, de acuerdo
con la Ley General de Bienestar Animal y un plan de
manejo que deberá ser previamente aprobado por la
Secretaría y el que deberá contener lo dispuesto por el
artículo 78 Bis, para evitar los efectos negativos que
los ejemplares y poblaciones exóticos pudieran tener
para la conservación de los ejemplares y poblaciones
nativos de la vida silvestre y su hábitat.

Las personas que posean algún o algunos ejemplares
referidos en el párrafo anterior, como animal de com-
pañía, deberán de contar con autorización expresa de
la Secretaría y cumplir con las disposiciones de la
Ley General de Bienestar Animal y las que emitan
las Entidades Federativas en el ámbito de su com-
petencia.

...

Capítulo VI
Del Bienestar de la Fauna Silvestre

Artículo 29. Las entidades federativas, los munici-
pios, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México y la federación adoptarán las medidas para ga-
rantizar el bienestar de la fauna silvestre durante su
aprovechamiento, traslado, exhibición, cuarentena,
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entrenamiento, comercialización, matanza y eutana-
sia, de conformidad con lo establecido en la presen-
te ley y la Ley General de Bienestar Animal.

Artículo 31. Cuando se realice traslado de ejemplares
vivos de fauna silvestre, éste se deberá efectuar bajo
condiciones que eviten o disminuyan la tensión, sufri-
miento, traumatismo y dolor, teniendo en cuenta sus
características, de conformidad con la Ley General
de Bienestar Animal y las normas oficiales mexica-
nas.

Artículo 32. La exhibición de ejemplares vivos de
fauna silvestre deberá realizarse de conformidad con
lo establecido en la Ley General de Bienestar Ani-
mal, las Normas Oficiales Mexicanas y demás dis-
posiciones aplicables, a efecto de que se evite y dis-
minuya la tensión, sufrimiento, traumatismo y dolor
que pudiera ocasionárseles.

Artículo 34. Durante el adiestramiento de ejemplares
de la fauna silvestre se deberá evitar y disminuir la
tensión, sufrimiento, traumatismo y dolor de los mis-
mos, a través de métodos e instrumentos de entrena-
miento que sean adecuados para ese efecto, de con-
formidad con lo establecido en la Ley General de
Bienestar Animal.

Artículo 35. Durante los procesos de comercializa-
ción de ejemplares de la fauna silvestre se deberá
cumplir con las disposiciones de la Ley General de
Bienestar Animal, a fin de evitar y disminuir la ten-
sión, sufrimiento, traumatismo y dolor de los mismos.

Artículo 36. La matanza y eutanasia de los ejem-
plares de fauna silvestre se deberá realizar de con-
formidad con lo establecido en la Ley General de
Bienestar Animal, las Normas Oficiales Mexicanas
y demás disposiciones aplicables.

Artículo 37. El reglamento y las Normas Oficiales
Mexicanas sobre la materia establecerán las medidas
necesarias para efecto de lo establecido en el presente
capítulo, de conformidad con lo establecido en la
Ley General de Bienestar Animal.

Artículo 44. ...

a) Sus logros en materia de difusión, educación, in-
vestigación, capacitación, bienestar animal y des-

arrollo de actividades de manejo sustentable que
hayan contribuido a la conservación de las especies
silvestres, sus poblaciones y su hábitat natural, a la
generación de empleos y al bienestar socioeconó-
mico de los habitantes de la localidad de que se tra-
te.

b) ...

c) ...

...

Artículo 78 Bis. ...

a) a h) ...

i) Medidas para garantizar el bienestar de los ani-
males durante su confinamiento, manejo, traslado,
exhibición, adaptación a un nuevo espacio y entre-
namiento responsable, de conformidad con lo es-
tablecido en la Ley General de Bienestar Animal,
las Normas Oficiales Mexicanas y demás dispo-
siciones aplicables;

j) a o) ...

...

...

Artículo 118. ...

a) y b) ...

c) No existan faltas en materia de bienestar ani-
mal.

d) ...

...

Artículo 119. ...

I. a VI. ...

VII. Existan faltas en materia de bienestar ani-
mal, conforme a lo estipulado en la presente ley y
en la Ley General de Bienestar Animal.
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Artículo 122. ...

I. a XXII Bis. ...

XXIII. Realizar actos que contravengan las dispo-
siciones de bienestar animal para la fauna silves-
tre, establecidas en la presente ley, la Ley General
de Bienestar Animal y las demás disposiciones
que de ellas se deriven.

Transitorios

Primero: El presente decreto entrará en vigor a los 30
días naturales siguientes al de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Segundo: Las legislaturas de las entidades federativas
emitirán las disposiciones para regular las materias
que la Ley General de Bienestar Animal dispone en
sus ámbitos de competencia.

Tercero: El Ejecutivo federal deberá emitir las dispo-
siciones reglamentarias de la Ley General de Bienes-
tar Animal en el término de 120 días a partir de la pu-
blicación del presente decreto en el Diario Oficial de
la Federación.

Cuarto: El Reglamento de la presente Ley y las Nor-
mas Oficiales en las respectivas materias deberán re-
gular el Bienestar Animal de acuerdo a la función zo-
otécnica de cada especie.

Nota:

1 OIE. Estrategia Mundial de Bienestar Animal. Mayo de 2017

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputado José Guadalupe Ambrocio Gachuz (rúbrica)

Diputada Martha Olivia García Vidaña (rúbrica)

DE DECRETO, PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS DE ORO

EN EL MURO DE HONOR DEL PALACIO LEGISLATIVO DE

SAN LÁZARO LA LEYENDA “HEROICO PERSONAL DE SA-
LUD”, A CARGO DEL DIPUTADO HIGINIO DEL TORO PÉREZ,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADA-
NO

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, somete a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto para que se inscriba con letras de oro en el
Muro de Honor del Palacio Legislativo de San Lá-
zaro, “Heroico Personal de Salud”, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

La pandemia del coronavirus (Covid-19) está conside-
rada como una de las más devastadoras de este siglo.
La enfermedad se originó en diciembre de 2019 en
China y después de días de incertidumbre, se determi-
nó que es causada por el virus SARS-CoV-2. Pese a
los esfuerzos por contener los contagios, en menos de
un mes fue catalogada como “Emergencia de Salud
Pública de Alcance Internacional”, por lo que su avan-
ce desde Asia, pasando por Europa, hasta América fue
incontenible. 

Desde el primer caso y hasta diciembre de 2020 hay
cerca de tres millones de personas con infección con-
firmada y se han registrado más de 250 mil falleci-
mientos en el mundo. De acuerdo con los expertos en
salud, esta enfermedad ataca principalmente las vías
respiratorias con neumonías atípicas y en casos graves
provoca inflamación sistémica con liberación de cito-
quinas que pueden provocar un rápido deterioro, insu-
ficiencia circulatoria, respiratoria y alteraciones de co-
agulación con una letalidad cercana a 7 por ciento.1

En México, el primer caso se detectó en febrero de
2020, un año después, al 12 de febrero de 2021, la Se-
cretaría de Salud lleva el registro de un millón 978 mil
954 casos de contagios confirmados, 172 mil 557
muertes y un millón 535 mil 786 personas recupera-
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das, quienes fueron atendidas (en su mayoría) por el
personal del Sector Salud.2

El personal de salud de nuestro país está constituido
por médicos, enfermeros, camilleros, personal de in-
tendencia, de seguridad, de cocina e incluso personal
administrativo, quienes para atender al gran número
de casos de contagiados, debe enfrentarse día con día
a una alta y recurrente probabilidad de contagio. Este
personal que es considerado como “heroínas y héroes
sin capa”, combaten en primera fila todos los días al
virus y a todas las implicaciones con falta de insumos
que hacen más riesgoso su trabajo.

De acuerdo con información de Amnistía Internacio-
nal, México es el país del mundo con el mayor núme-
ro de defunciones entre el personal médico, provoca-
das por Covid-19. Con corte a septiembre 2020, el
número de muertes confirmadas entre este grupo fue
de mil 320 personas de la salud, cifra opuesta a la
mundial, ya que a nivel internacional se registran 7 mil
trabajadores de la salud, de ese total un 18.8 por cien-
to de los fallecimientos han ocurrido en México.3

De acuerdo con un artículo de Nexos, el impacto de la
pandemia en el sector salud no sólo es visible en el nú-
mero de fallecidos, sino en las implicaciones laborales
y sociales del personal de salud. Al respecto, el artícu-
lo señala que:

No se debe perder de vista que desde inicios de la pan-
demia y hasta el día de hoy, el personal médico para
atender el creciente número de pacientes que acuden a
los hospitales con síntomas de Covid-19 ha sido limi-
tado y ha generado sobrecarga de trabajo y altos nive-
les de estrés laboral. Durante la pandemia, por ejem-
plo, en el Hospital General de México una persona
médica ha llegado a tener a su cargo hasta 15 pacien-
tes en estado crítico y cuenta el apoyo del cuerpo de
médicos residentes, quienes han llegado a atender a
más de 50 pacientes de manera simultánea, en tan só-
lo una guardia. 

Todos estos factores se traducen en un agotamiento
extremo, tanto físico como mental, del personal de la
salud que, ante un sistema de salud colapsado y reba-
sado, no recibe la atención y cuidados necesarios. Es-
tar en la primera fila del combate al virus, también im-
plica ver desde primera fila las batallas que se pierden
día con día, pese a los inmensurables esfuerzos huma-

nos. Aunado a todo lo anterior, al finalizar la jornada,
deben volver a casa con la latente preocupación de su-
marse a la lista de personal de la salud contagiado, o
incluso, de haber portado el virus a sus hogares.4

Es alarmante el nivel de riesgo con el que ha trabaja-
do el personal de salud durante esta crisis sanitaria, por
lo que es necesario que esta honorable asamblea otor-
gue un reconocimiento a heroínas y héroes que cada
día arriesgan su vida y la de sus familias para cumplir
con su promesa de salvar vidas y hacer honor a su pro-
fesión.

Aunada a esta distinción que se propone, se pretende
que la inscripción del Muro esté acompañada por un
mensaje de solidaridad pronunciado desde la tribuna
del pleno de la honorable Cámara de Diputados por
cada grupo parlamentario y por una representación de
las y los legisladores sin partido, con el propósito de
dirigirlo al personal de enfermería y al cuerpo médico,
mismos que han señalado la falta de insumos básicos
que les permitan hacer su trabajo. El mensaje debe
apoyar a las y los trabajadores del sector con el objeti-
vo de que las autoridades surtan equipo de protección
para el personal de la salud, tales como guantes, mas-
carillas, caretas, gel sanitizante, aerosol para intuba-
ción, lentes protectores, por mencionar sólo algunos
faltantes.

El propósito de la presente iniciativa es que las y los
diputados reconozcamos la valiosa labor del heroico
personal de salud y que su valiosa participación en es-
ta pandemia por el virus SARS-CoV-2 (Covid-19)
quede inscrita y reconocida en la historia de nuestro
país.

Por lo antes expuesto y fundado, se somete a la consi-
deración de los integrantes de esta honorable sobera-
nía el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se ordena inscribir con letras de
oro en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de
San Lázaro la frase “Heroico Personal de Salud”

Artículo Único. Inscríbase con letras de oro en el Mu-
ro de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro la
leyenda “Heroico Personal de Salud”.
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Artículo Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 Escudero X, Guarner J, Galindo-Fraga A, et al. La pandemia de

coronavirus SARS-CoV-2 (COVID-19): situación actual e impli-

caciones para México. Cardiovascular Metabolic Science .

2020;31(Suppl: 3):170-177, disponible en: https://www.medigra-

phic.com/pdfs/cardiovascuar/cms-2020/cmss203c.pdf, consultado

en febrero de 2021.

2 El Financiero, Suman 172 557 muertes por coronavirus en Mé-

xico, disponible en https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/su-

man-172-557-muertes-por-coronavirus-en-mexico, consultado en

febrero 2021.

3 Animal Político, México, Muerte de trabajadores en el sector sa-

lud, disponible en https://www.animalpolitico.com/2020/09/mexi-

co-muerte-trabajadores-de-salud-covid/, consultado en febrero

2021.

4 Revista Nexos, ¿Y quién cuida al personal de la salud? Héroes y

heroínas sin capa… y sin armas, disponible en 

https://economia.nexos.com.mx/p=3573&fbclid=IwAR1Pz3iu7x

OAqzBcD2R5i4YXqVJquoYE1YLNtCqh3wiQqdSdpYz3uTlPq8

Q#.YBAzttTXLTV.twitter, consultado en febrero de 2021.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero del 2021.

Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 7O., 10 Y 11 DE LA LEY

PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MI-
CRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA, A CARGO DE LA DI-
PUTADA NOHEMÍ ALEMÁN HERNÁNDEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, Nohemí Alemán Hernández, diputada
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, en ejer-
cicio de la facultad que otorga el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como lo dispuesto en los artículos 6,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía, la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artí-
culo 7, se reforma la fracción III del artículo 10, se re-
forma el último párrafo de la fracción VIII del artícu-
lo 11, todos de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el mundo hay más de 650 millones de personas que
viven con alguna discapacidad. Si a esa cifra se agre-
gan los familiares cercanos que conviven con ellos, se
pasa a la asombrosa cifra de dos mil millones de habi-
tantes que, de una forma u otra, viven a diario con dis-
capacidad. En todas las regiones del mundo, las perso-
nas con discapacidad viven con frecuencia al margen
de la sociedad, privadas de algunas de las experiencias
fundamentales de la vida. Tienen escasas esperanzas
de asistir a la escuela, obtener empleo, poseer su pro-
pio hogar, fundar una familia y criar a sus hijos, dis-
frutar de la vida social o votar. Para la inmensa mayo-
ría de las personas con discapacidad del mundo, las
tiendas, los servicios y el transporte públicos, y hasta
la información, están en gran medida fuera de su al-
cance.i

A medida que aumenta la población mundial también
lo hace el número de personas con discapacidad.

Por ese motivo, las personas con discapacidad pueden
ser partícipes en las distintas actividades de la econo-
mía si reciben suficiente respaldo, apoyo y ayuda para
desarrollar todo el potencial que tienen.

Cuando hablamos de emprendimientos, nos resulta ca-
si imposible dejar de mencionar qué retos debemos en-
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frentar diariamente para cumplir nuestros sueños, pero
cuando se trata de un emprendedor o una emprende-
dora con alguna discapacidad, esos retos adquieren
mayores dimensiones y se suman nuevos obstáculos
para materializar nuevos proyectos. 

En México, aunque está consagrado en la Ley General
para prevenir y eliminar la discriminación, desde los
sexenios anteriores, el acceso de las personas con dis-
capacidad a servicios financieros en nuestro país se
queda solo en esa ley.ii

En 2011 se promulgó la Ley General para la Inclusión
de las Personas con Discapacidad, la cual se reformó
en julio de 2018. Si bien la ley es clara en cuanto a do-
tar de acceso a los programas sociales, de infraestruc-
tura, de apoyos a emprendedurismo, o apoyos para vi-
vienda digna, hay poco en cuanto a “promover el
acceso a servicios financieros”.

Es decir, la población con discapacidad del país, que
se calcula es, por lo menos 6 por ciento de la población
general, o 7.5 millones, padecen la discriminación fi-
nanciera, aunado a lo que ya padecen cada día.

La exclusión de una persona con discapacidad del sis-
tema financiero en una economía de mercado puede
lastimar con severidad el ejercicio de derechos huma-
nos relacionados con la calidad de vida, tales como el
empleo, la alimentación, la salud o la vivienda, por
mencionar sólo algunos de los más importantes.iii

Desafortunadamente, en este poder legislativo, son po-
cas las iniciativas presentadas en torno al acceso a las
personas con discapacidad a los servicios financieros.

En sus recomendaciones para la “Armonización Le-
gislativa en Materia de Discapacidad”, la CNDH ya
establecía en su informe anual 2018 que, tras analizar
“ocho leyes federales” pidió “visibilizar la capacidad
de goce y ejercicio de las personas con discapacidad
que debe reflejarse en su acceso, sin discriminación, a
servicios financieros como cuentas de banco y crédito,
seguros de vida y gastos médicos mayores y disfrutar
de los beneficios de sus creaciones, entre otras activi-
dades”.iv

Las firmas financieras, por no decir las de consumo,
pierden una gran oportunidad de mercado si no dise-
ñan estrategias para las personas con discapacidad. No

es sólo un tema cultural, o de sensibilidad, sino de
mercado.

De acuerdo, con el Centro para la Inclusión Financie-
ra: “involucrar a las personas con discapacidad (en los
servicios financieros) es esencial al desarrollar políti-
cas, estándares o productos, o cuando se seleccionan
tecnologías que permitan el acceso. De no hacerlo así,
se corre el riesgo de excluir a un sector de la población
que puede representar consumidores de esos productos
financieros”.

Es responsabilidad de todos, tanto de legisladores, sec-
tor público, privado y de la sociedad, incluir a las per-
sonas con discapacidad en las actividades cotidianas y
que en equidad puedan desarrollarlas en su día a día,
lo que implica garantizar que existan políticas y prác-
ticas adecuadas, el crédito no es una dádiva ni un fa-
vor, sino un componente esencial del circuito econó-
mico capitalista. Es parte sustancial de un sistema
financiero capaz de impulsar el desarrollo de toda so-
ciedad moderna.

Es entonces, que las personas con algún tipo de disca-
pacidad también se han agrupado para formar empre-
sas, es decir, también pertenecen al sector empresarial
y no necesariamente en su calidad de persona física si-
no también como personas morales, cuestión que se
debe de tomar en cuenta para la otorgación de créditos. 

De acuerdo con la fundación de Discapacitados Uni-
dos de Tamaulipas, AC, han manifestado que; algunas
personas tienen discapacidad de la vista, otros están en
sillas de ruedas, etcétera, pero destacan que necesitan
acceso a créditos porque son emprendedores ellos tra-
bajan y se valen por sí mismos, por lo que más que un
apoyo económico, a pesar de sus limitaciones destacan
que necesitan que puedan acceder a estos créditos.

Cada vez son más las personas con discapacidad que
desean emprender, y con los apoyos crediticios se po-
dría incrementar el número de emprendedores y de fa-
vorecerse con los créditos implicaría mayor autonomía
y posiblemente un mayor número de empleos o les ge-
nere un ingreso adicional que ayuden a elevar la cali-
dad de vida de las personas con alguna discapacidad,
además de resultar las instituciones financieras benefi-
ciadas toda vez que tendrán la posibilidad de aumentar
sus recursos con las comisiones por las operaciones
crediticias que se realicen.
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Es entonces, que la armonización legislativa implica la
revisión y análisis de los ordenamientos jurídicos vi-
gentes para encontrar áreas de oportunidad respecto a
su congruencia con la realidad y con las disposiciones
establecidas en los tratados internacionales en materia
de derechos humanos para este sector.

En síntesis, la presente iniciativa propone reformar el
artículo 7 de la Ley para el Desarrollo de la Competi-
tividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, pa-
ra establecer que la Secretaría diseñará, fomentará y
promoverá la creación de instrumentos y mecanismos
de garantía, así como de otros esquemas que faciliten
el acceso al financiamiento a las Mipymes, en igual-
dad de oportunidades para mujeres, hombres y perso-
nas con algún tipo de discapacidad.

Asimismo, se considera necesario reformar la fracción
III del artículo 10 de la citada ley, con el objeto de es-
tablecer que se deben de enfocar los esfuerzos de
acuerdo con las necesidades, el potencial y las voca-
ciones regionales, estatales y municipales, atendiendo
la perspectiva de género e impulsando en todo mo-
mento la igualdad entre mujeres, hombres y personas
con algún tipo de discapacidad.

Por último, y atendiendo al espíritu de brindar mayor
protección a las personas con discapacidad en los ser-
vicios financieros, se propone reformar el último pá-
rrafo de la fracción VIII del artículo 11 de la ley en co-
mento, para establecer que la Secretaría promoverá
esquemas para facilitar el acceso al financiamiento pú-
blico y privado a las Mipymes, en igualdad de oportu-
nidades para las mujeres, hombres y personas con al-
gún tipo de discapacidad. Poniendo especial énfasis en
garantizar el acceso a dicho financiamiento para la
mujeres y personas con algún tipo de discapacidad.

En Morena, sabemos que las personas con discapaci-
dad a menudo enfrentan barreras que limitan su parti-
cipación y les impiden disfrutar la igualdad de oportu-
nidades, es entonces que confirmo que como
legisladores tenemos la imperiosa necesidad de llevar
a cabo las acciones legislativas que garanticen el ple-
no ejercicio de sus derechos, así como en el de sus fa-
milias y el de las organizaciones que las representan,
con el propósito de que se conozcan y utilicen los me-
dios y mecanismos legales para hacer exigibles sus de-
rechos.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de
Diputada Federal del Grupo Parlamentario de Morena
de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 6, numeral 1, fracción I; 77.1 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración del pleno de esta soberanía, la iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 7, se re-
forma la fracción III del artículo 10, se reforma el
último párrafo de la fracción VIII del artículo 11,
todos de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y mediana empresa

Único. Se reforma el artículo 7, se reforma la fracción
III del artículo 10, se reforma el último párrafo de la
fracción VIII del artículo 11, todos de la Ley para el
Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña
y Mediana Empresa, para quedar en los siguientes tér-
minos:

Artículo 7.- La Secretaría diseñará, fomentará y pro-
moverá la creación de instrumentos y mecanismos de
garantía, así como de otros esquemas que faciliten el
acceso al financiamiento a las MIPYMES, en igualdad
de oportunidades para mujeres, hombres y personas
con algún tipo de discapacidad.

Artículo 10.-…

I. y II. …

III. Enfocar los esfuerzos de acuerdo con las nece-
sidades, el potencial y las vocaciones regionales,
estatales y municipales, atendiendo la perspectiva
de género e impulsando en todo momento la igual-
dad entre mujeres, hombres y personas con algún
tipo de discapacidad; 

IV. a IX. …

…

Artículo 11.-...
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I. a VIII. …

Adicionalmente, la Secretaría promoverá esquemas
para facilitar el acceso al financiamiento público y
privado a las Mipymes, en igualdad de oportunida-
des para las mujeres, hombres y personas con al-
gún tipo de discapacidad. Poniendo especial énfa-
sis en garantizar el acceso a dicho financiamiento
para la mujeres y personas con algún tipo de dis-
capacidad. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

i Organización Mundial de la Salud (2021), datos sobre la disca-

pacidad, consultado por última vez el 20 de febrero de 2021 en

https://www.who.int/features/factfiles/disability/es/

ii Ibídem.

iii De la Madrid, Ricardo Raphael (2012), Reporte sobre la discri-

minación en México, Crédito, División de la Administración Pú-

blica del CIDE, México, Consejo Nacional para Prevenir la Dis-

criminación.

iv Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputada Nohemí Alemán Hernández (rúbrica)

DE DECRETO, POR EL QUE SE DECLARA 2022 COMO AÑO

DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO

HIGINIO DEL TORO PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, somete a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se declara al 2022 como el “Año de
la Libertad de Expresión”, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El 21 de noviembre de 1922 murió Ricardo Flores Ma-
gón, un político, periodista, escritor y protagonista de
la ideología que impulsó la Revolución Mexicana. Sus
ideas fueron expresadas en diversos trabajos en los
que se esmeraba por mostrar sus ideas revolucionarias
contra el sistema dictatorial de Porfirio Díaz. 

Entre sus principales contribuciones a la libertad de
expresión se encuentra la publicación del periódico
Regeneración, que en 1900 constituyó un parteaguas
en la política mexicana al criticar el sistema político de
Porfirio Díaz y expresar abiertamente la necesidad de
una reconfiguración en la cúpula del poder de nuestro
país.1

Las críticas al gobierno de Díaz provocaron su encar-
celamiento, por lo que desde el encierro, Flores Ma-
gón se dedicó a pugnar por el derecho de expresar las
ideas y de informar a la población mexicana para que
pudieran generar una opinión y así ejercer su derecho
al voto en las siguientes elecciones. 

El propósito principal de Flores Magón era que el sis-
tema porfiriano no siguiera beneficiándose de la poca
información y, por el contrario, tuvieran el acceso a
nuevas ideas que les permitieran cambiar el régimen
político tan arraigado hasta ese momento.

Debido a su obra y sus acciones de protesta a través de
los periódicos Regeneración y El Hijo del Ahuizote,
Flores Magón es considerado como un precursor inte-
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lectual de la Revolución Mexicana, con lo que permi-
te reconocer la importancia de la libertad de expresión
en una sociedad y en la formación de una nación de-
mocrática.2

En honor a la vida y obra de Ricardo Flores Magón es
justo que en el centenario de su fallecimiento se reco-
nozca su labor por defender la libertad de expresión.
La presente iniciativa tiene por objetivo que en el 2022
se declare el “Año de la Libertad de Expresión” y que
además se considere realizar distintas actividades es-
colares, políticas y culturales que promuevan la liber-
tad de expresión, en un marco de respeto y tolerancia
a todas las formas de libre pensamiento.

De acuerdo con el artículo 19 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos promulgada por la
Organización de las Naciones Unidas, la libertad de
expresión se refiere al derecho a la libertad de opinión
y de expresión, es decir, se trata de un derecho huma-
no que incluye el de no ser molestado a causa de sus
opiniones, el de investigar y recibir informaciones y
opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronte-
ras, por cualquier medio de expresión.3

Para la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
este es uno de los derechos fundamentales de las y los
mexicanos y se une a la libertad de pensamiento, ya
que la información que se recibe permite a sociedad
formar una opinión y respetar las opiniones de los de-
más. 

Por lo que la CNDH establece que:

“Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa-
miento y expresión. Este derecho comprende la li-
bertad de buscar, recibir y difundir informaciones e
ideas, ya sea oralmente, por escrito, o a través de las
nuevas tecnologías de la información, el cual no
puede estar sujeto a censura previa sino a responsa-
bilidades ulteriores expresamente fijadas por la
ley.”4

Para la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), la liber-
tad de expresión es fundamental en la vida social, al
respeto señala que uno de sus objetivos es:

“(…) promover “la libre circulación de ideas por
medio de la palabra y de la imagen”, por lo que fo-

menta la creación de medios de comunicación li-
bres, independientes y pluralistas difundidos a tra-
vés de cualquier plataforma o formato. El desarro-
llo de los medios favorece la libertad de expresión
y contribuye al fortalecimiento de la paz, el des-
arrollo sostenible, los derechos humanos y la lucha
contra la pobreza.” 

A partir de estas definiciones y considerando la obra
de Ricardo Flores Magón para ejercer su libertad de
expresión y pensamiento político, se comprende que
este derecho es fundamental para la construcción de la
democracia ya que además permite el debate, la discu-
sión y el intercambio de ideas entre actores sociales y
políticos, lo que suma para la resolución de problemas
públicos. 

Con esta premisa, se establece que para considerar a
nuestro país como una nación democrática se requiere
de un entorno en el que la sociedad pueda ejercer su li-
bertad de expresión.

Estos argumentos se alinean con los objetivos políti-
cos de los últimos años, en los que se ha buscado que
nuestro país cuente con los elementos necesarios para
fortalecer la democracia. 

Por tanto, establecer el 2022 como el “Año de la Li-
bertad de Expresión”, permite fomentar actividades en
las que se promueva el libre ejercicio de expresar ide-
as, aunado al derecho de recibir información veraz, pa-
ra que la opinión que se emita tenga un fundamento
válido. 

En ese mismo sentido, la libertad de expresión debe ir
acompañada de una campaña para promover los valo-
res de respeto y tolerancia para que, tanto emisores co-
mo receptores de las ideas, fomenten actitudes correc-
tas con el propósito de que las expresiones de todos
puedan contribuir en las agendas mediáticas y guber-
namentales.

Gracias a personajes como Ricardo Flores Magón, que
impulsaron la libertad de plasmar sus ideas y se esfor-
zaron por mantener a la población informada, actual-
mente la Unesco ha manifestado la necesidad de con-
tar con medios de comunicación plurales y
diversificados que permitan a la población tomar deci-
siones basadas en información y datos fidedignos, con
lo que se muestra la necesidad de formar periodistas y
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escritores que, al igual que Flores Magón, mantengan
los valores de responsabilidad al informar.

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta
honorable Cámara la siguiente iniciativa con proyecto
de:

Decreto que declara el año 2022 como el “Año de la
Libertad de Expresión”

Artículo Primero. El Honorable Congreso de la
Unión declara al año 2022 como el “Año de la Liber-
tad de Expresión”.

Artículo Segundo. A partir de la entrada en vigor del
presente Decreto, toda la correspondencia oficial del
Estado deberá contener al rubro o al calce la siguiente
leyenda: “2022, Año de la Libertad de Expresión.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
1o. de enero de 2022 y concluirá su vigencia el 31 de
diciembre del mismo año.

Segundo. La Secretaría de Gobernación, en coordina-
ción con los Poderes Legislativo y Judicial, los órga-
nos autónomos, los organismos descentralizados y las
demás secretarías, establecerá un programa de activi-
dades para para dar relevancia a la declaración decre-
tada.

Notas

1 Eduardo Blanquel, Grandes maestros mexicanos. Ricardo Flores

Magón, Consejo Nacional de Recursos para la Atención de la Ju-

ventud, Terra Nova, México, 1985.

2 Ibidem

3 Organización de las Naciones Unidas, Declaración Universal de

los Derechos Humanos, disponible en 

https://www.ohchr.org/EN/UDHR/Documents/UDHR_Transla-

tions/spn.pdf, consultada en febrero 2021.

4 Comisión Nacional de Derechos Humanos, Página Oficial, dis-

ponible en https://www.cndh.org.mx/derechos-humanos/libertad-

de-expresion, consultado en febrero 2021.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero del 2021.

Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 4O. Y 25 DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
A CARGO DE LA DIPUTADA LORENIA IVETH VALLES SAM-
PEDRO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Lorenia Iveth Valles Sampedro, diputada federal de la
LXIV Legislatura del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos e integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena, con fundamento en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 6, numeral 1, fracción I, y 77
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el primer pá-
rrafo del artículo 4o. y el primer párrafo del artículo 25
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, conforme al siguiente

Planteamiento del problema

Una de las lecciones que nos está dejando la situación
de emergencia sanitaria a nivel mundial, producida por
la enfermedad Covid19 es aprovechar el momento pa-
ra un cambio significativo en el rumbo de la humani-
dad que delineé las estructuras sociales que marcarán
lo que resta del Siglo XXI.

Humanizar a la sociedad es quizá el primer reto que te-
nemos enfrente toda vez que uno de los aspectos que
genera esta situación pandémica es el incremento de
las desigualdades entre personas de los distintos gru-
pos de la población mucho mayor a la desigualdad ya
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existente promovida por la estructura económica, prin-
cipalmente, generada por el modelo capitalista tardío,
comúnmente llamado neoliberal.

México se está transformando; estamos desterrando
los vicios del pasado para fortalecer la estructura fun-
cional de un gobierno para las personas, comenzamos
a aplicar medidas para estrechar la brecha de desigual-
dad en beneficio de las personas en mayor desventaja
social y a las personas que pertenecen a grupos siste-
máticamente discriminados.

La legislación nacional ha tenido avances importantes
en la incorporación de conceptos que delinearán las
estrategias de políticas públicas en los años por venir. 

Por un lado, la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal (fracciones V y VI del artículo 27) le
otorga facultades a la Secretaría de Gobernación para
formular y conducir la política de movilidad humana y
la política de población e interculturalidad.

Por otro lado, la Ley de Planeación establece que di-
cha planeación “deberá llevarse a cabo como un medio
para el eficaz desempeño de la responsabilidad del Es-
tado sobre el desarrollo equitativo, incluyente, inte-
gral, sustentable y sostenible del país, con perspectiva
de interculturalidad y de género, y deberá tender a la
consecución de los fines y objetivos políticos, socia-
les, culturales, ambientales y económicos contenidos
en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.... (artículo 2).

De igual forma en el artículo 9o. (primer párrafo) es-
tablece que “las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal deberán planear y conducir
sus actividades con perspectiva intercultural y de gé-
nero…”.

Resultado de lo anterior surge el concepto de perspec-
tiva intercultural que se refiere a la adopción de políti-
cas inclusivas guiadas por los principios de igualdad,
ventaja de la diversidad e interacción que ayudan a di-
señar un alcance comprehensivo para la inclusión e
identificar el rol específico de las autoridades, aplica-
ble a otras políticas relacionadas con la diversidad con
las que la interculturalidad ya intersecta.

Con ello, resulta impostergable que las legislaturas de
las entidades federativas generen las modificaciones

pertinentes a sus normas jurídicas en materia de pla-
neación para incluir la perspectiva intercultural, toda
vez que el artículo 25 constitucional señala que es el
Estado el rector del desarrollo y, por ende, aplica a los
distintos órdenes de gobierno y no sólo a la Federa-
ción.

Por otro lado, la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres define el concepto de igualdad
sustantiva que debe observarse en la formulación de
políticas públicas.

No obstante, nuestro marco constitucional adolece de
mandatos específicos que propicien la igualdad sus-
tantiva con un enfoque intercultural, interseccional y
de género tanto en el ámbito de la igualdad entre la
mujer y el hombre (artículo 4o.) como en el marco de
la planeación nacional (artículo 25), materia de esta
iniciativa.

Argumentación

La transformación que cada vía más visible requiere
sustentarse en conceptos tanto los que son suficiente-
mente sólidos con una carga teórica fuerte como de
conceptos innovadores que se han venido procesando
en las últimas décadas con un profundo valor social.

Interculturalidad

Uno de estos conceptos es el de interculturalidad que
nos va a ayudar en este proceso transformador para
construir políticas públicas que:

• Aseguren la inclusión igualitaria de nuestra socie-
dad que es culturalmente diversa en un plano de
igualdad real y dignidad humana, basada en la sal-
vaguarda, respeto y ejercicio de las libertades y de-
rechos humanos, de tal suerte que se construya una
identidad colectiva fundada en el pluralismo cultu-
ral, democracia, igualdad de género, no discrimina-
ción y reconocimiento de la interseccionalidad; y

• Propicien las interacciones entre personas de dife-
rentes orígenes e identidades, personales y cultura-
les, para fortalecer la cohesión social tendiente a re-
ducir tensiones, propiciar la confianza mutua y
promover la ventaja de la diversidad y la conviven-
cia intercultural.
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Aunado a lo anterior se coincide en la premisa de que
la interculturalidad “es un tipo de diálogo que recrea la
cultura propia de las comunidades capaces de cuidar la
convivencia solidaria entre todos. Dicho en otras pala-
bras, la interculturalidad es una comunicación desarro-
lladora de la cultura propia de las comunidades que
coexisten en una sociedad, es un diálogo que facilita la
cristalización y construcción de la subjetividad (nece-
sidades, saberes, utopías e identidad) tanto del sujeto
colectivo (familia, grupo, organizaciones, comunidad
o sociedad) como del sujeto individual, de su persona-
lidad (forma de ser y convivir), del modo de obrar
(cuidar) su propia personalidad y la cultura propia de
su comunidad.”

En términos de la subjetividad relativa a la intercultu-
ralidad tenemos que el sujeto intercultural: “a)
(re)construye la cultura propia de su comunidad a tra-
vés del establecimiento de un diálogo (desplazamien-
tos y contactos) con otras culturas en los que expone
lo propio y aprende lo ajeno como elementos de auto-
desarrollo de la propia cultura, y b) cuando presenta,
recrea y afirma su identidad y sentido de vida (modo
de ser y obrar) a través de la integración de saberes que
vive en los contactos culturales.”

En tal forma, el sujeto es intercultural “por la forma en
que se apropia de los saberes de otras culturas y como en-
seña su propia cultura a otros culturalmente diferentes.”

En consecuencia se debe partir que la interculturalidad
la hacemos todas las personas dentro de una sociedad
a sus distintas escalas. No se debe reproducir las irra-
cionalidades del multiculturalismo que propicia un es-
quema de superioridad/inferioridad dentro de los
miembros de una sociedad, alimentando el individua-
lismo sobre la colectividad.

¿Para qué sirve la perspectiva intercultural?

• Reconoce que no debe existir un grupo hegemóni-
co en una sociedad que por el único hecho de ser
supuestamente homogéneo y mayoritario puede es-
tar por encima del resto de grupos socioculturales
que por sus orígenes y características particulares
resultan ser minoritarios dentro de una sociedad na-
cionalista mayoritaria.

• Evita la utilización de conceptos o términos como
los de tolerancia, asimilación, exclusión, integra-

ción y multiculturalismo que ya están superados y
que no reflejan el actuar de la sociedad del siglo
XXI.

• Reivindica las aportaciones que hacen los grupos
socioculturales para el desarrollo del país particu-
larmente los pueblos y comunidades indígenas y
afrodescendientes, las comunidades de distinto ori-
gen nacional que históricamente se han asentado en
el territorio nacional tanto del proceso colonial co-
mo de los movimientos migratorios internacionales,
la movilidad humana contemporánea, los grupos
sociales con mayor desventaja dentro de una socie-
dad como las personas con discapacidad, las perso-
nas con diversa orientación sexual, las personas del
campo, los grupos urbanos, entre otros.

• Propicia el diálogo para la convivencia armónica
dentro de la sociedad y la solución de conflictos so-
ciales que surgen de las diferencias.

• Enriquece el desarrollo de la sociedad la presencia
de la diversidad sociocultural con sus culturas, sa-
beres, conocimientos, ciencias, técnicas y tecnolo-
gías.

• Permite tratar en un contexto de igualdad a los
grupos socioculturales que forman parte de la so-
ciedad, principalmente en el ejercicio de los dere-
chos humanos, la práctica de la democracia y vivir
bajo un estado de derecho.

• Tiene como finalidad el logro de la inclusión so-
cial de las personas

Interseccionalidad

Aparejado al concepto de interculturalidad se asoma el
de interseccionalidad, que se refiere a los procesos a
través de los cuales las identidades sociales múltiples
convergen y conforman las experiencias individuales
y sociales que permiten establecer relaciones entre
múltiples posiciones y categorías en la construcción de
la identidad, escapando de la atención a una sola cate-
goría identitaria. Esta interseccionalidad puede ser por
razón de ser:

• Niños, niñas y mujeres jóvenes y adultas;

• Personas adultas mayores;
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• Personas con discapacidad;

• Personas en situación de calle; 

• Personas campesinas en desventaja económica y
social, entre otras.

De igual forma, intersectan en relación con:

• La libertad de convicciones éticas, de conciencia
y de religión

• La diversidad lingüística

• Las identidades de género y la orientación sexual

• Las condiciones de salud, principalmente por en-
fermedades crónicas y terminales

• Las condiciones de desventaja social y económi-
ca, principalmente en situación de pobreza y mise-
ria extrema

Igualdad sustantiva

La Ley General para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres en su artículo 5, fracción V, define la igual-
dad sustantiva como: “el acceso al mismo trato y opor-
tunidades para el reconocimiento, goce o ejercicio de
los derechos humanos y las libertades fundamentales”.

Asimismo, de acuerdo con la CEDAW (Convención

sobre la eliminación de todas las formas de discrimi-

nación contra la mujer), esta establece que “los Esta-
dos parte no sólo están obligados a sentar las bases
legales para que exista igualdad formal entre mu-
jeres y hombres; es necesario asegurar que haya
igualdad de resultados o de facto: igualdad sustan-
tiva. Para alcanzarla, es necesario que las leyes y
políticas garanticen que las mujeres tengan las mis-
mas oportunidades que los hombres en todas las es-
feras de la vida, lo que implica que el Estado tiene
la obligación de garantizar las condiciones para
ello y de remover todos los obstáculos para que la
igualdad se alcance en los hechos”.i

La Comisión Nacional de Derechos Humanos
(CNDH) estableció en un Programa de Asuntos de la
Mujer y de Igualdad entre Mujeres y Hombres, mejor
conocido como PAMIMH, en la cual se definieron tres

acciones: (1) identificación de los instrumentos nor-
mativos nacionales que requieren armonizarse y ac-
tualizarse con la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y los Tratados Internaciones de la
materia; (2) Monitorear, dar seguimiento y evaluar el
cumplimiento de la política nacional en materia de
igualdad, y (3) elaborar y publicar informes, diagnós-
ticos, estudios o análisis, como resultado de la obser-
vancia que realiza.ii

El reto es lograr que la igualdad entre mujeres y hom-
bre “deje de ser un concepto abstracto, o un simple re-
cursos en la retórica discursiva, para convertirse en
una expresión real de las mujeres en la educación, en
la protección de la salud, en la diversidad, en el ejerci-
cio de la sexualidad y la reproducción; en la participa-
ción política, en la libre decisión, en la construcción y
garantía de una vida libre de violencia; así como en el
necesario fortalecimiento del Estado laico y la asigna-
cio?n de presupuestos públicos con perspectiva de gé-
nero.”iii

Derivado de lo anterior, resulta impostergable refor-
mar los artículos 4o. y 25 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos en su primer párra-
fo, respectivamente, en el siguiente sentido:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el primer párrafo del artículo
4o. y el primer párrafo del artículo 25, ambos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia de igualdad sustantiva con pers-
pectiva intercultural, interseccional y de género

Artículo Único.- Se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 4o. y el primer párrafo del artículo 25 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales ante la
ley. Las leyes establecerán las disposiciones necesa-
rias para propiciar la igualdad sustantiva en mate-
ria social, económica, cultural y laboral, con pers-
pectiva intercultural, interseccional y de género, así
como la protección de la organización y el desarrollo
de la familia. 

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del des-
arrollo nacional para garantizar que éste sea integral,
sustentable e inclusivo, con perspectiva intercultu-
ral, interseccional y de género que fortalezca la So-
beranía de la Nación, su régimen democrático y la
igualdad sustantiva que, mediante la competitividad,
el fomento del crecimiento económico y el empleo y
una más justa distribución del ingreso y la riqueza,
permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad
de los individuos, grupos y clases sociales, cuya segu-
ridad protege esta Constitución. La competitividad se
entenderá como el conjunto de condiciones necesarias
para generar un mayor crecimiento económico, pro-
moviendo la inversión y la generación de empleo. 

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración

Notas

i https://campusgenero.inmujeres.gob.mx/glosario/terminos/igual-

dad-sustantiva
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ii https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-

09/Igualdad-Sustantiva-Mexico.pdf

iii Idem

Dado en el salón de sesiones de la 
Cámara de Diputados, a 23 de febrero de 2021

Diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 7O. DE LA LEY GENERAL DE

EDUCACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO HIGINIO DEL TORO

PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO

CIUDADANO

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, y 77, nu-
meral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma la frac-
ción XII del artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción a fin de incluir a la educación financiera como
uno de los fines de la educación en México, al tenor de
los siguientes considerandos:

Exposición de Motivos

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos (OCDE) define a la educación financiera
como “el proceso mediante el cual los individuos ad-
quieren una mejor comprensión de los conceptos y
productos financieros y desarrollan las habilidades ne-
cesarias para tomar decisiones informadas, evaluar
riesgos y oportunidades financieras, y mejorar su bien-
estar”.1

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef) es
una agencia gubernamental del gobierno mexicano
que funciona como defensora de los usuarios de cual-
quier tipo de servicios financieros en México.

Entre los retos que se reconocen para nuestro país en
materia de educación financiera, el gobierno de Méxi-
co reconoce que:

…La educación financiera es una tarea urgente y
necesaria por varias razones. En primer lugar, por-
que hay grandes lagunas en los conocimientos fi-
nancieros de la gente. Esto tiene una serie de con-
secuencias adversas para las personas, como el
endeudamiento excesivo, la falta de ahorro para el
futuro, el uso improductivo de las remesas y la po-
ca claridad sobre los beneficios que ofrece la inver-
sión en actividades productivas, la adquisición de
activos, o la educación de los hijos.

En segundo lugar, la falta de información, aunada a
la escasa penetración del sistema financiero, fo-
mentan el uso de servicios financieros informales
(tandas, ahorro bajo el colchón, ahorro en animales,
solicitud de crédito a prestamistas), con frecuencia
desventajosos y a costos elevados. 

Por último, el número y la complejidad de los pro-
ductos financieros han aumentado notablemente en
años recientes, lo que dificulta que las personas to-
men decisiones informadas que sirvan a sus propó-
sitos.2

Los argumentos emitidos por el gobierno federal per-
miten entender la importancia de promover la educa-
ción financiera desde edad temprana y de incluirla en-
tre los ejes de la educación básica con la intención de
que, así como niñas, niños y jóvenes adquieren hábitos
importantes como el de la lectura, también contemplen
hábitos para tener unas finanzas en buen estado que
los beneficien en lo individual y que impacten en la
economía de nuestro país.

En el tema de educación financiera, la Condusef tiene
material disponible para diferentes edades, entre los
que destaca material para niños de educación básica.
En la página oficial, existe un apartado titulado Guías
de Educación Financiera para la familia y el maestro
en el que existen guías para niños desde primero de
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primaria hasta tercero de secundaria, en este material
se contempla no sólo el ahorro, sino que existe un lis-
tado de temas que se reconocen como parte de la edu-
cación financiera.

Los cuadernillos de trabajo que se encuentran disponi-
bles son3:

• Cuaderno de Fraudes Financieros

• Cuaderno de Presupuesto

• Cuaderno de Ahorro

• Cuaderno Sector Ahorro y Crédito Popular

• Cuaderno de Crédito

• Cuaderno de Inversión

• Cuaderno de Seguros

• Cuaderno de Retiro

• Cuaderno de Mexicanos en el Exterior 

• Cuaderno del Buró de Entidades Financieras
(BEF)

• Cuaderno de Despachos de Cobranza

• Cuaderno de Sociedades de Información Crediti-
cia

• Cuaderno de Microcréditos

• Cuaderno de Sofomes

• Cuaderno de Financiamiento para tu Empresa

• Cuaderno de Capital Emprendedor

• Cuaderno del Seguro Obligatorio de Responsabi-
lidad Civil Vehicular

• Cuaderno de Microseguros

• Cuaderno de Corresponsales Bancarios

• Cuaderno Revisa tus contratos

A partir de este material, se entiende que la educación
financiera no sólo tiene que ver con el ahorro y el pre-
supuesto que se le pueda enseñar a niñas, niños y jó-
venes de educación básica, sino que existe un área ex-
tensa de temas que apoyan al buen desarrollo
financiero del individuo con temas de acuerdo con su
edad y escolaridad. En este punto, se entiende que es
de vital importancia que los lineamientos generales de
la educación contemplen a la educación financiera en
sus distintos elementos y no se limiten sólo al ahorro
como se ha contemplado en la Ley General de Educa-
ción.

De acuerdo con el artículo 7o. de la Ley General de
Educación, los ejes sobre los cuales se deben desarro-
llar los programas educativos son los siguientes:

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado,
sus organismos descentralizados y los particulares
con autorización o con reconocimiento de validez
oficial de estudios tendrá, además de los fines esta-
blecidos en el segundo párrafo del artículo 3o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, los siguientes:

I. Contribuir al desarrollo integral del individuo, pa-
ra que ejerza plena y responsablemente sus capaci-
dades humanas;

II. Favorecer el desarrollo de facultades para adqui-
rir conocimientos, así como la capacidad de obser-
vación, análisis y reflexión críticos;

III. Fortalecer la conciencia de la nacionalidad y de
la soberanía, el aprecio por la historia, los símbolos
patrios y las instituciones nacionales, así como la
valoración de las tradiciones y particularidades cul-
turales de las diversas regiones del país;

IV. Promover mediante la enseñanza el conoci-
miento de la pluralidad lingüística de la nación y el
respeto a los derechos lingüísticos de los pueblos
indígenas.

Los hablantes de lenguas indígenas, tendrán acceso
a la educación obligatoria en su propia lengua y es-
pañol.

V. Infundir el conocimiento y la práctica de la de-
mocracia como la forma de gobierno y convivencia
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que permite a todos participar en la toma de deci-
siones al mejoramiento de la sociedad;

VI. Promover el valor de la justicia, de la observan-
cia de la Ley y de la igualdad de los individuos an-
te ésta, propiciar la cultura de la legalidad, de la in-
clusión y la no discriminación, de la paz y la no
violencia en cualquier tipo de sus manifestaciones,
así como el conocimiento de los derechos humanos
y el respeto a los mismos;

VI Bis. Fomentar la valoración de la diversidad y la
cultura de inclusión como condiciones para el enri-
quecimiento social y cultural;

VII. Fomentar actitudes que estimulen la investiga-
ción y la innovación científicas y tecnológicas, así
como su comprensión, aplicación y uso responsa-
bles;

VIII. Impulsar la creación artística y propiciar la ad-
quisición, el enriquecimiento y la difusión de los
bienes y valores de la cultura universal, en especial
de aquéllos que constituyen el patrimonio cultural
de la Nación;

IX. Fomentar la educación en materia de nutrición
y estimular la educación física y la práctica del de-
porte;

X. Desarrollar actitudes solidarias en los individuos
y crear conciencia sobre la preservación de la salud,
el ejercicio responsable de la sexualidad, la planea-
ción familiar y la paternidad responsable, sin me-
noscabo de la libertad y del respeto absoluto a la
dignidad humana, así como propiciar el rechazo a
los vicios y adicciones, fomentando el conocimien-
to de sus causas, riesgos y consecuencias;

XI. Inculcar los conceptos y principios fundamenta-
les de la ciencia ambiental, el desarrollo sustenta-
ble, la prevención del cambio climático, así como
de la valoración de la protección y conservación del
medio ambiente como elementos esenciales para el
desenvolvimiento armónico e integral del individuo
y la sociedad. También se proporcionarán los ele-
mentos básicos de protección civil, mitigación y
adaptación ante los efectos que representa el cam-
bio climático y otros fenómenos naturales;

XII. Fomentar actitudes solidarias y positivas hacia
el trabajo, el ahorro y el bienestar general.

XIII. Fomentar los valores y principios del coope-
rativismo.

XIV. Fomentar la cultura de la transparencia y la
rendición de cuentas, así como el conocimiento en
los educandos de su derecho al acceso a la informa-
ción pública gubernamental y de las mejores prácti-
cas para ejercerlo.

XIV Bis. Promover y fomentar la lectura y el libro.

XV. Difundir los derechos y deberes de niños, niñas
y adolescentes y las formas de protección con que
cuentan para ejercitarlos.

XVI. Realizar acciones educativas y preventivas a
fin de evitar que se cometan ilícitos en contra de
menores de dieciocho años de edad o de personas
que no tenga la capacidad de comprender el signifi-
cado del hecho o para resistirlo.

Entre los fines de la educación en nuestro país se en-
cuentra “Fomentar actitudes solidarias y positivas ha-
cia el trabajo, el ahorro y el bienestar general“ en la
fracción XII, sin embargo, como esta fracción no es
congruente con la propuesta de educación financiera
que promueve la Condusef.

Por su parte, la Política Nacional de Inclusión Finan-
ciera (PNIF), emitida por el Consejo Nacional de In-
clusión Financiera (Conaif) y el Comité de Educación
Financiera (CEF), señala la importancia de que la edu-
cación financiera sea accesible para la población me-
xicana:

El objetivo general de la PNIF es fortalecer la salud fi-
nanciera de la población mexicana, a través del incre-
mento en el acceso y uso eficiente del sistema finan-
ciero, del desarrollo de las competencias
económico-financieras, y del empoderamiento del
usuario.

Los objetivos específicos de la PNIF son:

• Facilitar el acceso a productos y servicios finan-
cieros para personas y Mipyme
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• Incrementar los pagos digitales entre la población,
comercios, empresas y los tres niveles de gobierno

• Fortalecer la infraestructura para facilitar el acce-
so y provisión de productos y servicios financieros
y reducir las asimetrías de información

• Incrementar las competencias económico-finan-
cieras de la población

• Fortalecer el acceso a herramientas de informa-
ción y a mecanismos de protección financiera

• Favorecer la inclusión financiera de personas en
situación de vulnerabilidad, como mujeres, migran-
tes, personas adultas mayores, indígenas y pobla-
ción rural.4

La importancia de que las niñas, niños y jóvenes
aprendan sobre educación financiera radica en que
“contribuye a mejorar las condiciones de vida de las
personas, ya que proporciona herramientas para la to-
ma de decisiones relativas a la planeación para el fu-
turo y a la administración de los recursos, así como in-
formación pertinente y clara que da lugar a un mayor
y mejor uso de los productos y servicios financieros.
Así, los usuarios con mayores niveles de educación fi-
nanciera tienden a ahorrar más, lo que normalmente se
traduce en mayores niveles de inversión y crecimiento
de la economía en su conjunto”5.

Por tanto, con la presente propuesta se pretende am-
pliar los conceptos de trabajo, ahorro y bienestar social
e incorporar los principios de educación primaria para
que las nuevas generaciones cuenten con las herra-
mientas necesarias para poder planear sus finanzas y
utilizarlas en favor de ellos mismos y contribuir a la
economía mexicana.

A partir de este objetivo la propuesta es modificar la
fracción XII del artículo 7o. para quedar como sigue:

Con esta modificación a la fracción XII se pretende in-
cluir a la educación financiera como uno de los fines de
la educación en México y que a través de elementos co-
mo el ahorro, inversión, seguros, plan de retiro e inclu-
so la utilización de créditos mejore la economía indivi-
dual y se contribuya al bienestar general del país.

Por lo expuesto, se presenta ante esta honorable Cá-
mara la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma la fracción XII del
artículo 7o. de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforma la fracción XII del artícu-
lo 7o. de la Ley General de Educación, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado,
sus organismos descentralizados y los particulares
con autorización o con reconocimiento de validez ofi-
cial de estudios tendrá, además de los fines estableci-
dos en el segundo párrafo del artículo 3o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
los siguientes:

I. a XI. …

XII. Fomentar actitudes solidarias y positivas hacia
el trabajo, así como el aprendizaje de los compo-
nentes básicos de la educación financiera.

XIII. a XVI. …
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Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos

(OCDE), Improving Financial Literacy, OECD, Paris, 2005, pági-

na 13.

2 Gobierno de México, Educación Financiera, disponible en https:

//www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/83054/Educaci_n_Fi-

nanciera.pdf, consultado en febrero 2021.

3 Página oficial de la Comisión Nacional para la Protección y De-

fensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef), dispo-

nible en 

https://www.condusef.gob.mx/?p=contenido&idc=228&idcat=4,

consultada en febrero 2021.

4 Comisión Nacional Bancaria y de Valores, disponible en

https://www.gob.mx/cnbv/acciones-y-programas/politica-nacio-

nal-de-inclusion-financiera-43631, consultada en febrero 2021.

5 Gobierno de México, Educación Financiera, obra citada.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 212 DE LA LEY GENERAL DE

SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO HIGINIO DEL TORO PÉ-
REZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIU-
DADANO

El suscrito, diputado Higinio del Toro Pérez, integran-
te del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como el artículo 6, fracción I y los artícu-
los 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, presenta la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor
de los siguientes

Antecedentes

De acuerdo con el Fondo de las Naciones Unidas para
la Infancia (UNICEF) una de cada 20 niñas y niños
menores de cinco años y uno de cada tres entre los seis
y 19 años padece sobrepeso u obesidad, por lo que
convierte a nuestro país en primer lugar en sobre-
peso y obesidad infantil en el mundo.1

Asimismo nuestro país ocupa el segundo lugar en
sobrepeso y obesidad en adultos. De acuerdo con la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económicos, nuestro país radica en la población feme-
nina con 37 por ciento situándola en primer lugar y a
la población masculina con 26.8 por ciento en obesi-
dad en adultos.2

Convirtiendo a México en uno de los primeros países
del mundo en sobrepeso, obesidad en el mundo; ade-
más se posiciona en los primeros lugares con mayor
propensión a la diabetes en la ciudadanía.

Datos de la Organización Mundial de la Salud (OMS):

• La prevalencia mundial de la diabetes en adultos
(mayores de 18 años) ha aumentado del 4.7 por
ciento en 1980 al 8.5 por ciento en 2014.

• La prevalencia de la diabetes ha aumentado con
mayor rapidez en los países de ingresos medianos y
bajos.

• La diabetes es una importante causa de ceguera,
insuficiencia renal, infarto de miocardio, accidente
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cerebrovascular y amputación de los miembros in-
feriores.3

Desde 2000, la diabetes mellitus en México es la pri-
mera causa de muerte entre las mujeres y la segunda
entre los hombres, por delante de las enfermedades
cardiovasculares y del cáncer. Siendo una de las gra-
ves problemáticas del sector salud en el país, atribu-
yéndose a la mala alimentación, nutrición y falta de
ejercicio desde edades muy tempranas.4

De acuerdo con el Instituto Nacional de Salud Pública
(INSP), México además ocupa primer lugar en consu-
mo de refresco; en promedio un mexicano consume al
año aproximadamente 163 litros de refresco, algo su-
mamente preocupante para su vida y salud. El alto
consumo de bebidas azucaradas causan entre 22 por
ciento y 33 por ciento de las muertes relacionadas con
la diabetes, obesidad y enfermedades cardiovascula-
res. Por ello, el gobierno federal aprobó el impuesto
especial a bebidas azucaradas y comida chatarra que
en entró en vigor el primero de enero del 2014 para
combatir el consumo de dichos productos para evitar
los efectos negativos que producen en la salud de la
población.5

Asimismo, la diabetes representa un costo para el Es-
tado mexicano de 82 a 98 mil millones de pesos, lo
que equivale entre 73 por ciento y 87 por ciento del
gasto programable al sector salud del Presupuesto de
Egresos de la Federación del 2012.6

A causa de esta grave problemática en la población
mexicana se tuvo que modificar el etiquetado frontal
de los productos alimenticios y de las bebidas no alco-
hólicas para que la ciudadanía en general pudiera tener
una mejor comprensión sobre el contenido de los pro-
ductos. Publicándose en el Diario Oficial de la Fede-
ración, la modificación a la norma oficial mexicana
NOM-051-SCFI/SSA1-2010 sobre las “Especificacio-
nes generales de etiquetado para alimentos y bebidas
no alcohólicas preenvasados-Información comercial y
sanitaria”; quedando de la siguiente manera:

Nuevo etiquetado frontal.7

Exposición de Motivos

La Organización Mundial de la Salud (OMS) reco-
mienda que debe existir un consumo inferior a 10 por
ciento de la ingesta calórica total diaria y si llegara a
ser superior al 10 por ciento de la ingesta calórica del
total diario, se obtendrían efectos adversos a la salud8,
que se clasificarían de la siguiente manera:

“Inmediatas. Presentar sobrepeso propicia un incre-
mento de los problemas ortopédicos como pie pla-
no; resistencia a la insulina, incremento de andró-
genos, colesterol y lipoproteínas, y desencadenar
diabetes tipo 2.

Mediatas. Se manifiestan en cualquier momento en-
tre los 2 a 4 años después de detectar la obesidad.
Se traducen en aumento del riesgo de presentar hi-
pertensión arterial y niveles elevados de colesterol.

Tardías. Si la obesidad continúa en la edad adulta
podrían presentarse, además de las complicaciones
mediatas, los riesgos de desarrollar enfermedades
coronarias, hipertensión vascular y artritis, las cua-
les elevan la morbilidad y la mortandad prematu-
ra”.9

La Declaración de los Derechos del Niño de 1959, es-
tablece en su Principio 4 lo siguiente:

Principio 4

El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad
social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en
buena salud; con este fin deberán proporcionarse,
tanto a él como a su madre, cuidados especiales, in-
cluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá
derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, re-
creo y servicios médicos adecuados”.10

A su vez nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece en su artículo 4o., párra-
fo tercero que:

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutri-
tiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantiza-
rá.11

Recibir una alimentación nutritiva es un derecho hu-
mano universal por lo que el Estado debe garantizar
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una adecuada y sana alimentación a toda la población
mexicana a través de programas, campañas mediáticas
y políticas públicas que favorezcan y promuevan una
sana salud y alimentación.

La Ley General para el Control del Tabaco establece
que los paquetes de tabaco se debe establecer una le-
yenda y pictogramas o imágenes que sean de adver-
tencia si se consume este producto. Así lo establece es-
ta disposición de la siguiente manera:

Artículo 18. En los paquetes de productos del taba-
co y en todo empaquetado y etiquetado externo de
los mismos, de conformidad con lo establecido en
esta Ley, sus reglamentos y demás disposiciones
aplicables, deberán figurar leyendas y pictogramas
o imágenes de advertencia que muestren los efectos
nocivos del consumo de los productos del tabaco,
además se sujetarán a las siguientes disposiciones: 

I. Serán formuladas y aprobadas por la Secretaría;

II. Se imprimirán en forma rotatoria directamente
en los empaques; 

III. Serán de alto impacto preventivo, claras, visi-
bles, legibles y no deberán ser obstruidas por nin-
gún medio; 

IV. Deberán ocupar al menos 30 por ciento de la ca-
ra anterior, 100 por ciento de la cara posterior y 100
por ciento de una de las caras laterales del paquete
y la cajetilla;

V. Al 30 por ciento de la cara anterior de la cajetilla
se le deberán incorporar pictogramas o imágenes; 

VI. El 100 por ciento de la cara posterior y 100 por
ciento de la cara lateral serán destinados al mensaje
sanitario, que del mismo modo será rotativo, debe-
rá incorporar un número telefónico de información
sobre prevención, cesación y tratamiento de las en-
fermedades o efectos derivados del consumo de
productos del tabaco, y

VII. Las leyendas deberán ser escritas e impresas,
sin que se invoque o haga referencia a alguna dis-
posición legal directamente en el empaquetado o
etiquetado.

La Secretaría publicará en el Diario Oficial de la
Federación las disposiciones para la formulación,
aprobación, aplicación, utilización e incorporación
de las leyendas, imágenes, pictogramas y mensajes
sanitarios que se incorporarán en los paquetes de
productos del tabaco y en todo empaquetado y eti-
quetado externo de los mismos, de acuerdo a lo es-
tablecido en esta ley”.12

De esta manera se hace concientización en la pobla-
ción, principalmente consumidores adultos, ya que la
venta de estos productos se encuentra restringida para
los menores de edad.

A diferencia de las bebidas azucaradas y comida cha-
tarra que son consumidas desde los primeros años de
vida, estos productos pueden ser igual o más dañinos
en la salud, porque pueden provocar sobrepeso, obesi-
dad, diabetes e inclusive trastornos alimenticios que
pueden compararse con las adicciones.

Por consiguiente, propongo modificar la Ley General
de Salud para que en este nuevo etiquetado frontal se
realice la misma metodología de empacado como con
el tabaco, pero con consecuencias diferentes. De esta
manera se concientizará a la población, incluidos las y
los menores de edad, a tener una mejor comprensión
sobre los productos que tengan excedentes de conteni-
do energético, azúcares añadidos, grasas saturadas y
sodio y sobre las posibles consecuencias por consu-
mirlos.

Por lo expuesto, someto a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma el artículo 212, párrafo cuarto de
la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 212. …

…

…

La Secretaría de Salud podrá ordenar la inclusión de
leyendas y pictogramas o imágenes de advertencia
que demuestren los efectos nocivos del consumo de
los productos que excedan los límites máximos de
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contenido energético, azúcares añadidos, grasas sa-
turadas y/o sodio; cuando lo considere necesario.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal realizará las adecuacio-
nes reglamentarias correspondientes, dentro de los 180
días posteriores a la publicación del presente decreto
en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. Salud y Nutri-

ción.

h t t p s : / / w w w . u n i c e f . o r g / m e x i c o / s a l u d - y -

nutrici%C3%B3n#:~:text=1%20de%20cada%2020%20ni%C3%

B1as,norte%20y%20en%20comunidades%20urbanas.

2 OCDE, Measured obesity, 2012. https://www.oecd.org/centrode-

mexico/estadisticas/

3 Organización Mundial de la Salud. Diabetes, 2017.

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs312/es/

4 Instituto Nacional de Salud Pública.Diabetes, 2020. 

https://www.insp.mx/avisos/3652-diabetes-en-mexico.html#sup1

5 Instituto Nacional de Salud Pública. Investigaciones demuestran

los efectos nocivos de las bebidas azucaradas. 2015.

https://www.insp.mx/epppo/blog/3756-efectos-nocivos-bebidas-

azucaradas.html

6 Instituto Nacional de Salud Pública. El consumo de azúcar en

México y la nueva directriz de la OMS para su reducción global.

2015. https://www.insp.mx/epppo/blog/3609-consumo-azucar-

mexico-nueva-directriz-oms.html

7 Diario Oficial de la Federación. NOM 051-SCFI/SSA1-2010 so-

bre las “Especificaciones generales de etiquetado para alimentos y

bebidas no alcohólicas preenvasados-Información comercial y sa-

nitaria”. 27/marzo/2020. 

https://www.dof.gob.mx/2020/SEECO/NOM_051.pdf

8 Organización Mundial de la Salud. Nota informativa sobre la in-

gesta de azúcares recomendada en la directriz de la OMS para

adultos y niños. 2015. https://www.who.int/nutrition/publica-

tions/guidelines/sugar_intake_information_note_es.pdf?ua=1

9 Kaufer-Horwitz Martha y Toussainst Georgina, “Indicadores an-

tropométricos para evaluar sobrepeso y obesidad en pediatría”,

Boletín Médico del Hospital Infantil de México, México, 2008.

10 Declaración de los Derechos del Niño. 1959.

11 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 2020.

12 Ley General para el Control del Tabaco, 2018.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 8O. DEL REGLAMENTO DE LA

CÁMARA DE DIPUTADOS, A CARGO DEL DIPUTADO HIGI-
NIO DEL TORO PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MOVIMIENTO CIUDADANO

El suscrito, diputado federal Higinio del Toro Pérez,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta Soberanía la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man las fracciones XX y XXI y se adiciona la fracción
XXII del artículo 8 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, al tenor de la siguiente:
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Exposición de Motivos

De acuerdo con el Sistema de Información Legislati-
va, un legislador es:

(…) quien hace, establece o da las leyes para la or-
denación de la sociedad. Los legisladores pueden
ser, en un sistema de parlamento bicameral, como el
de México: diputados o senadores. 

Son integrantes del Poder Legislativo y su actividad
principal es la presentación, creación, modifica-
ción, adición y derogación de las leyes que le co-
rrespondan según su esfera de competencia. Tam-
bién ejercen actividades de carácter administrativo,
jurisdiccional y de control financiero o presupues-
tal.1

Por su parte, el documento de la estructura de la Cá-
mara de Diputados señala que un diputado federal es
un representante de la ciudadanía ante el Congreso de
la Unión. Hay 500 diputados, 300 por mayoría, es de-
cir son electos por la ciudadanía y 200 por representa-
ción proporcional. La función de un diputado federal
es defender los intereses de los ciudadanos que lo eli-
gieron en los trabajos legislativos de la Cámara de Di-
putados. Entre los trabajos del diputado federal está la
presentación de iniciativas y puntos de acuerdo, docu-
mentos que requieren de un conocimiento acerca del
derecho parlamentario.2

La importancia del trabajo legislativo reside en que el
representante pueda plasmar las necesidades de los
ciudadanos a los que representa, tenga la capacidad de
defender su propuesta ajustándose al proceso legislati-
vo y participar en las sesiones, tanto de las Comisiones
a las que pertenece como en el Pleno de la Cámara de
Diputados, para emitir un voto alineado a la búsqueda
del bienestar social.

Bernardo Bátiz Vázquez explica que el derecho parla-
mentario cuatro principales causas que le dan sentido
al ejercicio de un legislador, estas son: causa eficiente,
una causa material, una formal y una causa final.3

Para el autor, la causa material es el conjunto de pre-
ceptos o normas jurídicas que regulan la función par-
lamentaria o legislativa, mientras que la causa formal
la identificamos con las características de las normas,
que pueden ser constitucionales, ordinarias, consuetu-

dinarias o finalmente, particulares, derivadas estas úl-
timas de acuerdos parlamentarios tomados en forma
circunstancial para resolver un caso concreto o un pro-
blema pasajero de la vida y trabajos de un Parlamento,
o para actualizar los reglamentos.4

Por su parte, la causa eficiente la identificamos con el
autor de la norma de derecho parlamentario, el legisla-
dor, que puede ser el legislador originario o Constitu-
yente, o bien el legislador ordinario o constituido. Fi-
nalmente, la causa final es la más importante, la que
justifica la existencia del derecho parlamentario y la
que orienta contenido; sin causa final, las reglas parla-
mentarias carecerían de sentido y de razón de ser.5

De acuerdo con Bátiz, la finalidad del derecho parla-
mentario es que a través del cumplimiento de sus nor-
mas se alcance el resultado que se busca, la formación
de buenas leyes y la toma de decisiones colegiadas,
que sirvan para facilitar la convivencia de todos.6

Asimismo, el autor retoma a autores del derecho par-
lamentario para enumerar los principios sustantivos
del derecho parlamentario que se vinculan con el que-
hacer de un diputado federal. En primer lugar expone
que en la base del parlamentarismo se identifica quién
es el representado, lo que permite al legislador deslin-
darse de prácticas favorecedoras a un sector social, a
un grupo político o a intereses particulares.6

Como segundo principio, el autor establece que es im-
portante que el legislador comprenda el principio de li-
bertad de posición en las distintas etapas del proceso
legislativo, es decir, que puede deliberar, al argumen-
tar y principalmente, emitir su voto para colaborar a
la integración de la voluntad colectiva.8

El siguiente principio es el de la información, es decir,
que el legislador debe comprender que para participar
en las discusiones, formarse un criterio y tomar una
decisión se requiere de la información oportuna y su-
ficiente, por lo que debe mantener los canales infor-
mativos abiertos en torno a las discusiones, con la fi-
nalidad de asumir una posición activa dentro de la
discusión de los dictámenes.9

Finalmente, se encuentra el principio de igualdad de
los parlamentarios, en diversos aspectos, pero en espe-
cial en lo que se refiere al valor de sus votos. Con es-
te principio el autor señala que el legislador debe estar
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consciente que durante el proceso legislativo, los di-
putados de los grupos parlamentarios tienen el derecho
a argumentar y presentar contrapropuestas sin impor-
tar que provengan de una fracción de menor propor-
ción. De esta forma se establece el derecho de repre-
sentación de todos los ciudadanos y no solo de la
mayoría.10

Con estos principios, los diputados federales pueden
asumir su cargo de una forma informada y desempe-
ñarse en favor de la ciudadanía desde los distintos sec-
tores de la sociedad. Asimismo, los mexicanos tendrí-
an la seguridad de que todos sus representantes tienen
conocimientos básicos sobre la práctica parlamentaria.

Con los principios del derecho parlamentario y lo es-
tablecido en el artículo 40 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos sobre la soberanía
del pueblo de México, se entiende que un legislador
tiene la obligación de emitir iniciativas que sean ela-
boradas e impulsadas en favor del pueblo y con la in-
tención de que sirvan para mejorar la vida de los habi-
tantes de nuestro país en los diversos temas públicos.

No obstante, bajo el principio de que los diputados son
representantes ciudadanos y provienen de distintos
sectores de la sociedad, no todos cuentan con estudios
sobre derecho parlamentario, por lo que atendiendo a
que esta formación es básica para ejercer responsable-
mente el cargo de diputado federal, la presente inicia-
tiva pretende establecer como una obligación, que los
diputados electos acrediten un curso de derecho parla-
mentario, a fin de que puedan ejercer sus funciones
con las herramientas necesarias.

El propósito de la presente iniciativa es que los legis-
ladores reconozcan su responsabilidad de representa-
ción y se plasme en el Reglamento de la Cámara de
Diputados como el compromiso de formarse en los te-
mas relacionados con su función principal de partici-
par en el proceso legislativo.

Por lo anteriormente expuesto, se presenta ante esta
honorable Cámara la siguiente iniciativa con proyecto
de:

Decreto por el que se reforman las fracciones XX y
XXI y se adiciona la fracción XXII al artículo 8 del
Reglamento de la Cámara de Diputados

Artículo Único. Se reforman las fracciones XX y XXI
y se adiciona la fracción XXII al artículo 8 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, para quedar como
sigue:

Artículo 8.

1. Serán obligaciones de los diputados y diputadas:

I. a XIX. . . 

XX. Acatar las disposiciones y procedimientos del
Código de Ética de la Cámara de Diputados del Ho-
norable Congreso de la Unión;

XXI. Tomar cursos de formación en materia de
derecho parlamentario, y

XXII. Las demás previstas en este Reglamento.

2. Para los efectos de la fracción VI, la Mesa Directi-
va deberá llevar y mantener actualizado un registro de
los asuntos que estará vigente durante toda la Legisla-
tura.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Notas

1 Sistema de Información Legislativa, Definición Legislador, dis-

ponible en http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicion-

pop.php?ID=143, consultado en febrero 2021.

2 Cámara de Diputados, Estructura de la Cámara de Diputados,

disponible en http://www.diputados.gob.mx/sia/coord/pdf/coord-

iss-08-05.pdf, consultado en febrero 2021.

3 Bernardo Bátiz Vázquez, Teoría del derecho parlamentario, Co-

lección Textos Jurídicos Universitarios, Ed. Oxford, México,

2000.

4 Ibídem

5 Ibídem

6 Ibídem
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7 Ibídem

8 Ibídem

9 Ibídem

10 Ibídem

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 23 de febrero de 2021.

Diputado Higinio del Toro Pérez (rúbrica)
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